
Santo Domingo • Distrito Nacional • República Dominicana

Fundado el 31 de agosto de 1910

Suprema Corte de Justicia
PODER JUDICIAL

BOLETÍN JUDICIAL

1953
Diciembre

Año 44º

Boletín Judicial Núm. 521



I 

DICIEMBRE 1953 	N9  521 

BOLETIN JUDICIAL 
ORGANO DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 
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DIRECCION: 
SECRETARIA GRAL. DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 

SENTENCIA DE FECHA 1 9  DE DICIEMBRE DE 1953. 

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha 12 

de noviembre de 1952. 

Materia: Tierras. 

Recurrente: Bienvenido de los Santos y Compartes. Abogado: Lic. 

Angel S. Canó Pelletier. 

Intimado: Reriberto Beltré.— Abogado: Lic. Vetilio Valenzuela. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Miguel Ricardo Román, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan 
A. Morel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B., y Ma-
nuel A. Amiama, asistidos del Secretario General, en la 
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Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito de Santo Domingo, hoy día primero del mes de di-
ciembre de mil novecientos cincuenta y tres, años 1109 de 
la Independencia, 91 9  de la Restauración y 249  de la Era 

de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de casa-
ción, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Bienve-
nido de los Santos, dominicano, mayor de edad, soltero, 
agricultor, del domicilio y residencia de la Ciudad de San 
Juan de la Maguana, portador de la Cédula No. 10936, 
serie lra., renovada para el pasado año con sello No. 14735; 
Ana María de los Santos, dominicana, mayor de edad, sol-
tera, de oficios domésticos, del domicilio y residencia de la 
Ciudad de San Juan de la Maguana, portadora de la Cé-

dula No. 1416, serie 12, renovada para el pasado año con 
sello No. 1158927; Zoraida Consuelo de los Santos de Llo-
ret, dominicana, mayor de edad, casada, de oficios domés-
ticos, del domicilio y residencia de la Ciudad de San Juan 
de la Maguana, portadora de la Cédula No. 7394, serie 12, 
renovada para el presente año con sello No. 1390364; Jua-
na Evangelista de los Santos, dominicana, mayor de edad, 
soltera, de oficios domésticos, del domicilio y residencia 
de la Ciudad de San Juan de la Maguana, portadora de 
la cédula No. 1385, serie 12, renovada para el presente 
año con sello No. 1389089; Ana Josefa de los Santos, do-
minicana, mayor de edad, casada, de oficios domésticos, del 
domicilio y residencia de la Ciudad de San Juan de la Ma-
guana, portadora de la Cédula No. 601, Serie 12, renovada 
para el presente año con sello No. 1158908; Manuel de los 
Santos, dominicano, mayor de edad, soltero, agricultor, del 
domicilio y residencia de la Ciudad de San Juan de la Ma-
guana, portador de la Cédula No. 15620, Serie 12. renova-
da para el presente año con Sello No. 1158905; Félix Aqui-
no, dominicano, mayor de edad, soltero, agricultor, del do-
micilio y residencia de la Ciudad de San Juan de la Ma- 

guana, portador de la Cédula No. 68095, Serie 12, reno-
vada para el presente año con Sello No. 1158090; y Sergio 
de los Santos, dominicano, mayor de edad, casado, agricul-
tor, del domicilio y residencia de la Villa de Sánchez, por-
tador de la Cédula No. 1827, Serie 7, renovada para el pre-
sente año con sello No. 5883, quienes actúan, Félix Aqui-
no, en su calidad de Tutor del menor Melchor Aquino, hi-
jo de la finada Cleotilde de los Santos, quien a su vez era 
hija del finado Miguel de los Santos (a) Miguel Monciano; 
Manuel de los Santos, en su calidad de hijo de la finada 
Ana Josefa de los Santos, quien a su vez era hija del fina-
do de referencia; y los demás, en su calidad de hijos le-
gítimos del finado de que se ha hablado antes, contra sen-
tencia del Tribunal Superior de Tierras del doce de no-
viembre de mil novecientos cincuenta y dos, relativa a la 
parcela No. 311, del Distrito Catastral No. 2 de la común 
de San Juan de la Maguana, sitio de Santomé, provincia 
Benefactor, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el Lic. Pedro A. Gómez, portador de la cédula 
personal de identidad No. 946, serie 1, sello No. 8439, en re-
presentación del Lic. Angel S. Canó Pelletier, portador de 
la cédula personal de identidad No. 334, serie 10, sello No. 
915, abogado de los recurrentes, en la lectura de sus con-
clusiones; 

Oído el Dr. Rafael Augusto Sánchez hijo, portador de 
la cédula personal de identidad No. 38378, serie 1 9, sello 
No. 13447, en representación del Lic. Vetilio Valenzuela, 
portador de la cédula personal de identidad No. 8208, serie 
12, sello No. 1789, abogado del intimado Heriberto Beltré, 
portador de la cédula personal de identidad No. 2172, se-
rie 12, sello No. sello No. 138170, en la lectura de sus con-
clusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 
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Visto el memorial de casación presentado en fecha do-
ce de enero del corriente año por el Lic. Angel S. Canó 
Pelletier, abogado de los recurrentes, en el cual se invocan 
los medios que luego se indican; 

Visto el memorial de defensa suscrito por el Lic. Ve-

tilio Valenzuela; 
Visto el memorial de ampliación del abogado de los 

recurrentes; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-

liberado y vistos los artículos 2242, 2244 y 2265 del Có-
digo Civil; 136 de la Ley de Registro de Tierras; 133 del 
Código de Procedimiento Civil; y 1 y 71 de la Ley sobre 

Procedimiento de Casación; 
Considerando que en la sentencia impugnada y en la 

de jurisdicción original consta lo siguiente: "1) Que en 
fecha 7 del mes de Marzo del año 1922 y 5 del mes de 
Diciembre del año 1939, el Tribunal Superior de Tierras 
concedió prioridad para el establecimiento y adjudicación 
de títulos de propiedad por exigirlo así el interés público, 
a varias porciones de los Sitios de "Cuenda" "La Isleta", 
"Santomé" y "Mijo" del Distrito Catastral No. 2 (antiguo 
Distrito Catastral No. 14 y 14/17a.), de la Común de San 
Juan de la Maguana, Provincia Benefactor; 2) Que en vir-
tud de esa concesión de proridad, el Director General de 
Mensuras Catastrales ordenó la ejecución de la mensura 
de estas porciones de terrenos, la fijación de sus linderos 
y el levantamiento de los planos catastrales correspondien-
tes y dió conocimiento de ello al público por medio de un 
aviso que fué publicado en las Gacetas Oficiales números 
3307 y 3308, en fechas 12 y 18 del mes de Marzo del año 
1922, respectivamente; Que dicho aviso fué fijado además, 
en los lugares indicados por la Ley de Registro de Tierras; 
3) Que terminados los planos y las demás descripciones 
correspondientes, el Abogado del Estado, a nombre y re-
presentación del Estado Dominicano, dirigió en fecha 28 
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del mes de Agosto del año 1947 y 5 del mes de Julio del 
año 1948, sendos requerimientos al Tribunal de Tierras 
contra todo el que creyere tener algún interés en dichos 
terrenos y sus mejoras, haciéndose constar que los títulos 
deberían quedar saneados y adjudicados, por exigirlo así el 
interés público; 4) Que en fecha 28 del mes de Septiem-
bre del año 1948, fué suscrito por el Secretario del Tribu-

. nal de Tierras, el Auto de Emplazamiento y de Fijación 
de Audiencia establecido por la ley, en virtud del cual se 
citó a todas las personas cuyos nombres figuran en los Re-
querimientos del Abogado del Estado, y a todo el que cre-
yere tener algún interés o derechos sobre esos terrenos y -
sus mejoras, para comparecer al Tribunal de Tierras los 
días 15 y siguientes del mes de Noviembre del año 1948. 
a las nueve horas de la mañana, sito en el local que ocupa 
en la calle "Santomé", esquina "Colón", de esta Ciudad de 
San Juan de la Maguana, con el fin de depositar sus res-
pectivas reclamaciones, así como de los documentos en apo-
yo de las mismas; 5) Que este Aviso de Emplazamiento fué 
publicado en la Gaceta Oficial No. 6847 de fecha 20 del 
mes de Octubre del año 1948, y en el periódico "El Cari-
be", edición No. 193 de fecha 25 del mes de Octubre del 
año 1948, que se edita en Ciudad Trujillo, así como en los 
lugares indicados por la Ley; 6) Que la audiencia relativa 
a esta parcela tuvo lugar el día 15 del mes de Noviembre 
del año 1948, en el local que ocupaba el Tribunal de Tie-
rras de esta Ciudad; 7) Que en fecha 6 del mes de Octubre 
del año 1949, el Juez Licenciado E. Salvador Aristy Or-
tiz, celebró una nueva audiencia en relación con esta par-
cela; 8) Que posteriormente en fecha 10 del mes de Enero 
del año 1950, el Juez Lic. Antonio Ballista Peguero fué 
designado en sustitución del Licenciado E. Salvador Aristy 
Ortiz y apoderado de todos los expedientes que éste tenía a 
su cargo; 9) Que en fecha 7 del mes de Marzo del año 1950, 
fué celebrada una audiencia complementaria en relación 
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con esta parcela; y en fecha 14 del mismo mes y año ei. 
tados fué dictada la Decisión correspondiente por la cu al 
se ordenó el registro del derecho de propiedad de esta pa r_ 
cela y sus mejoras, en comunidad, en favor de los Suceso.. 
res de Dionisio Castillo, Félix Paniagua, Eugenio Ureña 
y Sucesores de Miguel de los Santos (a) Miguel Monción; 
10) Que en fecha 10 del mes de Mayo del año 1950, el Tri-
bunal Superior de Tierras mediante su Decisión No. 20 
confirmó la de Jurisdicción Original antes mencionada; 11) 
Que en fecha 29 del mes de Octubre del año 1951 el Tribu-
nal Superior de Tierras por su Decisión No. 27, acogió la 
instancia en revisión por causa de fraude sometida por el 
.Doctor Vetilio Valenzuela en representación del señor He-
riberto Beltré, de fecha 23 del mes de Enero del año 1951, 
y revocó su Decisión No. 20 del 10 de Mayo de 1950 orde-
nando un nuevo saneamiento sobre la parcela de que se tra-
ta; 12) Que de conformidad con la prealudida Decisión en 
fecha 13 del mes de Noviembre del año 1951 fué dicta-
do por el Juez designado el auto correspondiente, por el 
cual fué fijada la audiencia del día 7 del mes de Diciem-
bre del citado año 1951, a las nueve horas de la mañana, 
para conocer del nuevo saneamiento ordenado sobre la par-
-cela objeto de la presente Decisión; 13) Que posteriormen-
te, el diez de marzo de mil novecientos cincuenta y dos 
--el Tribunal de Tierras, en Jurisdicción Original, dictó sen-
tencia con el siguiente dispositivo: "Falla: En el Distrito 
-Catastral Número 2 (dos) de la Común de San Juan de 

la Maguana, Sitio de "Santomé", Provincia Benefactor, lo 

siguiente: Parcela Número 311,55 has. 68 as. 27 cas. 14—
Se Rechaza por improcedente y mal fundada la reclama -

ción que sobre una porción de esta parcela ha formulado 

el señor Heriberto Beltré, dominicano, soltero, de 53 arios 

de edad, agricultor, portador de la Cédula Personal de 
:Identidad No. 2172, Serie 12, domiciliado y residente en 
-San Juan de la Maguana, declarándose que las mejoras ra- 

dicadas en dicha porción, consistentes en arroz y frutos me- 
nores, han sido fomentadas de mala fe por el reclamante 
Heriberto Beltré, a quien se le concede un plazo de un 
ario a partir de la fecha de la presente Decisión, para el re- 
tiro de dichas mejoras, quedando regido su caso por la pri- 
mera y segunda partes del artículo 555 del Código Civil; 
29— Se Ordena el registro del derecho de propiedad de 
esta parcela y sus mejoras, en comunidad, para que se di-
vidan según sea de derecho, en favor de Sucesores de Mi-
guel de los Santos (a) Miguel Monciano, dominicanos, do-
miciliados en la Común de San Juan de la Maguana; Su-
cesores de Dionisio Castillo, dominicanos, domiciliados en 
la Sección de "Juan de Herrera", de la común de San Juan 
de la Maguana; Eugenio Ureña, dominicano, agricultor, sol-
tero, mayor de edad, portador de la Cédula Personal de 
Identidad No. 4531, Serie 12, domiciliado en la Sección de 
"Hato del Padre", de la común de San Juan de la Magua-
na; Félix Paniagua, dominicano, agricultor, soltero, mayor 
de edad, portador de la cédula personal de identidad No. 
2155, serie 12, domiciliado en la sección de "Hato del Pa-
dre" de la referida común de San Juan de la Maguana, ha-
ciéndose constar que los derechos adquiridos por los Suce-
sores de Dionisio Castillo, Eugenio Ureña y Félix Paniagua, 
corresponden a la parte hereditaria de los presuntos here-
deros Juan Francisco, Sergio y Clotilde de los Santos. Y 
por esta sentencia, a cargo de revisión y apelación, así se 
ordena, manda y firma"; 14) Que en fecha veintisiete de 
Marzo de mil novecientos Cincuenta y dos, Heriberto Bel-
tré interpuso recurso de apelación contra la decisión an-
tes mencionada, y el Tribunal Superior, lo resolvió por la 
sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo se copia a 
continuación: "Falla: 1Q Que debe acoger como al efecto 
acoge la apelación interpuesta por el señor Heriberto Bel-
tré, en fecha 27 del mes de marzo del año 1952; 2 9— Que 
debe modificar, como al efecto modifica, la Decisión No. 
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-de edad, agricultor, portador de la Cédula Personal de 
Identidad No. 2172, Serie 12, domiciliado y residente en 
San Juan de la Maguana, declarándose que las mejoras ra- 

radas en dicha porción, consistentes en arroz y frutos me-
ores, han sido fomentadas de mala fe por el reclamante 
eriberto Beltré, a quien se le concede un plazo de un 
o a partir de la fecha de la presente Decisión, para el re- 

de dichas mejoras, quedando regido su caso por la pri-
mera y segunda partes del artículo 555 del Código Civil; 
29— Se Ordena el registro del derecho de propiedad de 
esta parcela y sus mejoras, en comunidad, para que se di- 
vidan según sea de derecho, en favor de Sucesores de Mi- 
guel de los Santos (a) Miguel Monciano, dominicanos, do- 
miciliados en la Común de San Juan de la Maguana; Su- 
cesores de Dionisio Castillo, dominicanos, domiciliados en 
la Sección de "Juan de Herrera", de la común de San Juan 
de la Maguana; Eugenio Ureña, dominicano, agricultor, sol-
tero, mayor de edad, portador de la Cédula Personal de 
Identidad No. 4531, Serie 12, domiciliado en la Sección de 
"Hato del Padre", de la común de San Juan de la Magua-
na; Félix Paniagua, dominicano, agricultor, soltero, mayor 
de edad, portador de la cédula personal de identidad No. 
2155, serie 12, domiciliado en la sección de "Hato del Pa-
dre" de la referida común de San Juan de la Maguana, ha-
ciéndose constar que los derechos adquiridos por los Suce-
sores de Dionisio Castillo, Eugenio Ureña y Félix Paniagua, 
corresponden a la parte hereditaria de los presuntos here-
deros Juan Francisco, Sergio y Clotilde de los Santos. Y 
por esta sentencia, a cargo de revisión y apelación, así se 
ordena, manda y firma"; 14) Que en fecha veintisiete de 
Marzo de mil novecientos cincuenta y dos, Heriberto Bel-
tré interpuso recurso de apelación contra la decisión an-
tes mencionada, y el Tribunal Superior, lo resolvió por la 
sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo se copia a 
continuación: "Falla: 1 9  Que debe acoger como al efecto 
acoge la apelación interpuesta por el señor Heriberto Bel- 

en fecha 27 del mes de marzo del año 1952; 2 9— Que 
debe modificar, como al efecto modifica, la Decisión No. 
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Agrimensor -Contratista y aprobados por la Direccción 
eral de Mensuras Catastrales, de acuerdo con los tér-

ojitos de esta Decisión, expida el Decreto de Registro de 
Título correspondiente"; 

Considerando que los recurrentes invocan los siguien-

tes  medios de casación: "a) desnaturalización de los hechos; 
b) falsa motivación; y c) consecuencialmente violación de 

los artículos 84 de la Ley de Registro de Tierras y 2242, 
2252, 2265 y 2266 del Código Civil"; 

Considerando en cuanto a la violación de los artículos 
2242 y 2265 del Código Civil, que los recurrentes sostie-
nen que "en cuanto al tiempo calculado para establecer 
la presente prescripción existe  un grave error", pues-
to  que "la sentencia recurrida revela, sin lugar a la menor 
duda, que el día quince de noviembre del año mil nove-
cientos cuarenta y ocho, los -señores Juan Francisco de los 
Santos, Bienvenido de los Santos y Sergio de los Santos 
reclamaron, a nombre de los sucesores del finado Miguel 
de los Santos la presente parcela"; que "el error del Tri-
bunal Superior de Tierras... ha consistido en considerar 
que la audiencia del día siete de diciembre de mil nove-
cientos cincuenta y uno, en la que se produjo, por tercera 
vez, la reclamación de los presentes intimantes, es la que 
marca el punto de partida de la interrupción de la pres-
cripción invocada por el señor Heriberto Beltré"; y final-
mente, que el "veinticinco de junio del año mil novecientos 
cuarenta y seis, por la transcripción del acto de venta con-
sentido por el señor Juan Francisco de los Santos en pro-
vecho del señor Heriberto Beltré, se inició  la pose-
sión de este último del terreno en discusión útil para po-
derlo prescribir, pero esta prescripción se interrumpió cuan-
do el quince de noviembre del año mil novecientos cua-
renta y ocho, en la audiencia que celebrara ese día el Tri-
bunal de Jurisdicción Original, los Sucesores del finado Mi-
guel de los Santos, reclamaron la adjudicación del derecho 
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21 de fecha 10 del mes de marzo del año de 1952, dicta-
da por el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original , en 

 relación con la Parcela Número 311 del Distrito Catastral 
número 2 de la Común de San Juan de la Maguana, Si-
tio de "Santomé", Provincia Benefactor, para que su dis-
positivo sea el siguiente: Parcela Número 311 Superficie: 
35 Has., 68 As., 27 Cas. Que debe ordenar y ordena, el 
registro del derecho de propiedad de esta parcela y sus me-
joras, en comunidad y para que se dividan según sea de de-
recho, en favor de las personas siguientes: Sucesores de 
Miguel de los Santos (a) Miguel Monciano, dominicanos, 
domiciliados en la Común de San Juan de la Maguana; . 

 Sucesores de Dionisio Castillo, dominicanos, domiciliados 
en la sección de "Juan de Herrera", de la común de San 
Juan de la Maguana; Eugenio Ureña, dominicano, mayor 
de edad, agricultor, soltero, domiciliado en la sección de 
"Hato del Padre", Común de San Juan de la Maguana, por-
tador de la Cédula Personal de Identidad No. 4531, serie 
12; Félix Paniagua, dominicano, mayor de edad, agricultor, 
soltero, domiciliado en la sección de "Hato del Padre" por-
tador de la Cédula Personal de Identidad No. 2155, Serie 
12; y Heriberto Beltré, dominicano, mayor de edad, soltero, 
agricultor, domiciliado y residente en San Juan de la Ma-
guana, portador de la Cédula Personal de Identidad No. 
2172, Serie 12, Sello No. 138170; haciéndose constar que 
los derechos adquiridos por los Sucesores de Dionisio Cas-
tillo, Eugenio Ureña y Félix Paniagua, corresponden a la 
parte hereditaria de los presuntos herederos Juan Francis-
co, Sergio y Clotilde de los Santos, y que la porción ad-
judicada a Heriberto Beltré, tiene los siguientes límites: 
por un lado Río San Juan; por otro lado Consuelo de los 
Santos y Félix Paniagua; por otro lado Río Doña María 
y por el otro lado Ana María de los Santos de Mateo. Se 
Ordena al Secretario del Tribunal de Tierras que después 
de recibidos por él los plazos definitivos preparados por 
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21 de fecha 10 del mes de marzo del año de 1952, dicta-
da por el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original, e n 

 relación con la Parcela Número 311 del Distrito Catastral 
número 2 de la Común de San ivan de la Maguana, Si-
tio de "Santomé", Provincia Benefactor, para que su dis-
positivo sea el siguiente: Parcela Número 311 Superficie: 
35 Has., 68 As., 27 Cas. Que debe ordenar y ordena, el 
registro del derecho de propiedad de esta parcela y sus me-
joras, en comunidad y para que se dividan según sea de de-
recho, en favor de las personas siguientes: Sucesores de 
Miguel de los Santos (a) Miguel Monciano, dominicanos, 
domiciliados en la Común de San Juan de la Maguana; 
Sucesores de Dionisio Castillo, dominicanos, domiciliados 
en la sección de "Juan de Herrera", de la común de San 
Juan de la Maguana; Eugenio Ureña, dominicano, mayor 
de edad, agricultor, soltero, domiciliado en la sección de 
"Hato del Padre", Común de San Juan de la Maguana, por-
tador de la Cédula Personal de Identidad No. 4531, serie 
12; Félix Paniagua, dominicano, mayor de edad, agricultor, 
soltero, domiciliado en la sección de "Hato del Padre" por-
tador de la Cédula Personal de Identidad No. 2155, Serie 
12; y Heriberto Beltré, dominicano, mayor de edad, soltero, 
agricultor, domiciliado y residente en San Juan de la Ma-
guana, portador de la Cédula Personal de Identidad No. 
2172, Serie 12, Sello No. 138170; haciéndose constar que 
los derechos adquiridos por los Sucesores de Dionisio Cas-
tillo, Eugenio Ureña y Félix Paniagua, corresponden a la 
parte hereditaria de los presuntos herederos Juan Francis-
co, Sergio y Clotilde de los Santos, y que la porción ad-
judicada a Heriberto Beltré, tiene los siguientes límites: 
por un lado Río San Juan; por otro lado Consuelo de los 
Santos y Félix Paniagua; por otro lado Río Doña María 
y por el otro lado Ana María de los Santos de Mateo. Se 
Ordena al Secretario del Tribunal de Tierras que después 
de recibidos por él los plazos definitivos preparados por 
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Agrimensor-Contratista y aprobados por la Direccción 
eral de Mensuras Catastrales, de acuerdo con los tér-
os  de esta Decisión, expida el Decreto de Registro de 

hijo correspondiente"; 

Considerando que los recurrentes invocan los siguien-
medios de casación: "a) desnaturalización de los hechos; 
falsa motivación; y c) consecuencialmente violación de 
artículos 84 de la Ley de Registro de Tierras y 2242, 
2, 2265 y 2266 del Código Civil"; 

Considerando en cuanto a la violación de los artículos 

2242  y 2265 del Código Civil, que los recurrentes sostie-
nen que "en cuanto al tiempo calculado para establecer 
la presente prescripción existe  un grave error", pues-
to que "la sentencia recurrida revela, sin lugar a la menor 
duda, que el día quince de noviembre del año mil nove-
cientos cuarenta y ocho, los señores Juan Francisco de los 
Santos, Bienvenido de los Santos y Sergio de los Santos 
reclamaron, a nombre de los sucesores del finado Miguel 
de los Santos la presente parcela"; que "el error del Tri-
bunal Superior de Tierras... ha consistido en considerar 
que la audiencia del día siete de diciembre de mil nove-
cientos cincuenta y uno, en la que se produjo, por tercera 
vez, la reclamación de los presentes intimantes, es la que 
marca el punto de partida de la interrupción de la pres-
cripción invocada por el señor Heriberto Beltré"; y final-
mente, que el "veinticinco de junio del año mil novecientos 
cuarenta y seis, por la transcripción del acto de venta con-
sentido por el señor Juan Francisco de los Santos en pro-
vecho del señor Heriberto Beltré, se inició  la pose-
sión de este último del terreno en discusión útil para po-
derlo prescribir, pero esta prescripción se interrumpió cuan-
do el quince de noviembre del año mil novecientos cua-
renta y ocho, en la audiencia que celebrara ese día el Tri-
bunal de Jurisdicción Original, los Sucesores del finado Mi-
guel de los Santos, reclamaron la adjudicación del derecho 

1 
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ed propiedad de la parcela No. 311 del Distrito Catastral 
No. 2 de la común de San Jlan de la Maguana"; 

Considerando que, ciertamente, el Tribunal Superi
or 

 de Tierras ha admitido en el fallo impugnado que el inti-
mado Heriberto Beltré "está provisto de un justo título 
que es el acto No. 17, de fecha cuatro de junio de mil n o: 
vecientos cuarenta y seis, debidamente transcrito el vein_ 
ticinco del mismo mes y año, instrumentado por el Notario 
de la común de San Juan Lic. Antonio Germosén Mayí" ; 

 que "su buena fe es presumible, sin que se haya probado 
que obró de mala fe"; y que "el señor Heriberto Beltré 
hacía más de cinco años, a la fecha en que se celebró la 
audiencia de Jurisdicción Original, o sea el siete de diciem-
bre del mil novecientos cincuenta y uno, que estaba ocu-
pando a título de propietario y con las demás condiciones 
requeridas para poder prescribir el terreno que le fué ven-
dido por Juan Francisco de los Santos"; pero, 

Considerando que en el procedimiento especial esta-
blecido por la Ley de Registro de Tierras, la interrupción 
de la prescripción tiene lugar, en el sentido del artículo 
2244 del Código Civil, el día señalado en el auto de empla-
zamiento para conocer del saneamiento, si la reclaración 
es presentada ese día, o la fecha de la presentación de la 
reclamación en la audiencia fijada por el Tribunal, si la 
reclamación se hace posteriormente, porque es en esa fe-
cha cuando la reclamación es conocida o debe reputarse 
conocida por el adversario; 

Considerando que, en este orden de ideas, la posesión 

que tenía el intimado Heriberto Beltré en la parcela No. 

311, del Distrito Catastral No. 2, de la común de San Juan 

de la Maguana, quedó interrumpida desde el quince de no-

viembre de mil novecientos cuarenta y ocho, fecha de la 

primera audiencia celebrada por el Juez de Jurisdicción 
Original para conocer del saneamiento catastral de dicha 
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cela; que, en efecto, el examen del fallo de jurisdicción 
original pone de manifiesto que esta parcela venía sien-

do reclamada, entre otros, por los sucesores de Miguel de 
los  Santos; que las audiencias relativas al primer sanea-
miento tuvieron lugar el quince de noviembre de mil no-
vecientos cuarenta y ocho, el seis de octubre de mil no 
vecientos cuarenta y nueve y el siete de marzo de mil no-
vecientos cincuenta; que, posteriormente, el catorce de 
marzo de este último año se ordenó el registro del derecho 
de  propiedad de esta parcela y sus mejoras, en comunidad, 
en favor de los Sucesores de Dionisio Castillo, Félix Pania-
gua, Eugenio Urgía y sucesores de Miguel de los Santos; 
y que, al haberse ordenado un nuevo saneamiento, se co-
noció del mismo en la audiencia del siete de Diciembre 
de mil novecientos cincuenta y uno; que, por consiguien-
te, al proclamar el fallo impugnado que la prescripción que-
dó interrumpida el siete de diciembre de mil novecientos 
cincuenta y uno, fecha de la audiencia en que se conoció 
del nuevo saneamiento de la parcela objeto de la presen-
te litis, y sobre este fundamento adjudicarle al actual in-
timado la porción de dicha parcela por él reclamada, hizo 
una falsa aplicación de los artículos 2244 y 2265 del mismo 
Código; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia del Tri-
bunal Superior de Tierras del doce de noviembre de mil no-
vecientos cincuenta y dos, relativa a la parcela No. 311 del 
Distrito Catastral No. 2 de la común de San Juan de la 
Maguana, sitio de Santomé, provincia de Benefactor, cu-
yo dispositivo se copia en otro lugar del presente fallo, y 
envía el asunto ante el mismo Tribunal Superior de Tie-
rras; Segundo: Condena a la parte intimada al pago de las 
costas, cuya distracción se ordena en provecho del Lic. 
Angel S. Canó Pelletier, abogado de los recurrentes, quien 
afirma haberlas avanzado en su mayor parte. 
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ed propiedad de la parcela No. 311 del Distrito Catastral 
No. 2 de la común de San Júan de la Maguana"; 

Considerando que, ciertamente, el Tribunal Superior 
de Tierras ha admitido en el fallo impugnado que el int. 
mado Heriberto Beltré "está provisto de un justo título'''. 
que es el acto No. 17, de fecha cuatro de junio de mil no: 
vecientos cuarenta y seis, debidamente transcrito el vejo_ 
ticinco del mismo mes y año, instrumentado por el Notario 
de la común de San Juan Lic. Antonio Germosén Mayp , ; 

 que "su buena fe es presumible, sin que se haya probado 
que obró de mala fe"; y que "el señor Heriberto Beltré 
hacía más de cinco años, a la fecha en que se celebró la 
audiencia de Jurisdicción Original, o sea el siete de diciem-
bre del mil novecientos cincuenta y uno, que estaba ocu-
pando a título de propietario y con las demás condiciones 
requeridas para poder prescribir el terreno que le fué ven-

dido por Juan Francisco de los Santos"; pero, 

Considerando que en el procedimiento especial esta-

blecido por la Ley de Registro de Tierras, la interrupción 
de la prescripción tiene lugar, en el sentido del artículo 

2244 del Código Civil, el día señalado en el auto de empla-

zamiento para conocer del saneamiento, si la reclaración 
es presentada ese día, o la fecha de la presentación de la 
reclamación en la audiencia fijada por el Tribunal, si la 

reclamación se hace posteriormente, porque es en esa fe-

cha cuando la reclamación es conocida o debe reputarse 

conocida por el adversario; 

Considerando que, en este orden de ideas, la posesión 

que tenía el intimado Heriberto Beltré en la parcela No. 
311, del Distrito Catastral No. 2, de la común de San Juan 

de la Maguana, quedó interrumpida desde el quince de no-
viembre de mil novecientos cuarenta y ocho, fecha de la 

primera audiencia celebrada por el Juez de Jurisdicción 
Original para conocer del saneamiento catastral de dicha  

cela; que, en efecto, el examen del fallo de jurisdicción 

original pone de manifiesto que esta parcela venía sien-
a% reclamada, entre otros, por los sucesores de Miguel de 
los  Santos; que las audiencias relativas al primer sanea-
m iento tuvieron lugar el quince de noviembre de mil no-
vecientos cuarenta y ocho, el seis de octubre de mil no 
vecientos cuarenta y nueve y el siete de marzo de mil no-
vecientos cincuenta; que, posteriormente, el catorce de 
marzo de este último año se ordenó el registro del derecho 
de propiedad de esta parcela y sus mejoras, en comunidad, 
en favor de los Sucesores de Dionisio Castillo, Félix Pania-
gua, Eugenio Ureña y sucesores de Miguel de los Santos; 
y que, al haberse ordenado un nuevo saneamiento, se co-
noció del mismo en la audiencia del siete de Diciembre 
de mil novecientos cincuenta y uno; que, por consiguien-
te, al proclamar el fallo impugnado que la prescripción que-
dó interrumpida el siete de diciembre de mil novecientos 
cincuenta y uno, fecha de la audiencia en que se conoció 
del nuevo saneamiento de la parcela objeto de la presen-
te litis, y sobre este fundamento adjudicarle al actual in-
timado la porción de dicha parcela por él reclamada, hizo 
una falsa aplicación de los artículos 2244 y 2265 del mismo 
Código; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia del Tri-
bunal Superior de Tierras del doce de noviembre de mil no-
vecientos cincuenta y dos, relativa a la parcela No. 311 del 
Distrito Catastral No. 2 de la común de San Juan de la 
Maguana, sitio de Santomé, provincia de Benefactor, cu-
yo dispositivo se copia en otro lugar del presente fallo, y 
envía el asunto ante el mismo Tribunal Superior de Tie-
rras; Segundo: Condena a la parte intimada al pago de las 
costas, cuya distracción se ordena en provecho del Lic. 
Angel S. Canó Pelletier, abogado de los recurrentes, quien 
afirma haberlas avanzado en su mayor parte. 
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(Firmados): H. Herrera Billini.— Miguel Ricardo 
mán.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. Morel. —A. Alv 
Aybar.— Damián Báez B.— Manuel A. Amiama.— Emes, 
to Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada p or  los 

 señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-

diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 

firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, q ue 

 certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 1 9  DE DICIEMBRE DE 1953. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de 

fecha 23 de julio de 1953. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Gloria María Ortiz.— Abogado: Dr. Ramón Pina Ace-

vedo y Martínez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces licencia-
dos H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan 
A. Morel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B. y Ma-
nuel A. Amiama, asistidos del Secretario General, en la Sa-
la donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distri-
to de Santo Domingo, hoy día primero del mes de diciem-
bre de mil novecientos cincuenta y tres, años 110 9  de la 
Independencia, 91 9  de la Restauración y 24 9  de lá Era de 
Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de casa-
ción, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Gloria 
María Ortiz, dominicana, mayor de edad, casada, ocupada 
en los quehaceres de su cas ► , de este domicilio y residencia, 
portadora de la cédula personal de identidad No. 2043, 
serie 12, sello No. 1425497, parte civil constituida, contra 
sentencia de la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de 
fecha veintitrés de julio del corriente año, cuyo disposi- 
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(Firmados): H. Herrera Billini.— Miguel Ricardo 
mán.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. Morel. —A. Al y 

 Aybar.— Damián Báez B.— Manuel A. Amiama.— fines . 
to Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada p or  los  

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au- 
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 

 certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 19  DE DICIEMBRE DE 1953. 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de 
fecha 23 de julio de 1953. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Gloria Maria Ortiz.— Abogado: Dr. Ramón Pina Ace-
vedo y Martínez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

1 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces licencia-
dos H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan 
A. Morel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B. y Ma-
nuel A. Amiama, asistidos del Secretario General, en la Sa-
la donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distri-
to de Santo Domingo, hoy día primero del mes de diciem-
bre de mil novecientos cincuenta y tres, años 1109  de la 
Independencia, 91 9  de la Restauración y 24 9  de lá Era de 
Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de casa-
ción, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Gloria 
María Ortiz, dominicana, mayor de edad, casada, ocupada 
en los quehaceres de su casó, de este domicilio y residencia, 
portadora de la cédula personal de identidad No. 2043, 
serie 12, sello No. 1425497, parte civil constituida, contra 
sentencia de la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de 
fecha veintitrés de julio del corriente año, cuyo disposi- 
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tivo se copia a continuación: "Falla: Primero: Declara re-
guiar en la forma, el presente recurso de apelación; Segu n_ 

do: Confirma la sentencia en el aspecto apelado, dictada 
en atribuciones correccionales, por la Primera Cámara P e_ 

nal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Santo Domingo, en fecha 27 del mes de marzo del año 
1953, cuyo dispositivo es el siguiente: 'Falla: Primero: Que 
debe declarar, como al efecto declara, al nombrado Laurea-
no Herrera, de generales anotadas no culpable de haber 
petrado el delito de estafa en perjuicio de la señora 
Gloria María Ortiz, y en consecuencia lo descarga de toda 
responsabilidad penal, por insuficiencia de pruebas; Se-
gundo: que debe rechazar, como al efecto rechaza, las con-
clusiones de la parte civil, por infundadas; Tercero: que, 
debe declarar, como al efecto declara, las costas civiles a 
cargo de la parte civil'.— Tercero: Condena a la parte ci-
vil Gloria María Ortiz, al pago de las costas de su recurso 

de apelación"; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
secretaría de la Corte a qua, en fecha veintiuno de agosto 
del corriente año, a requerimiento del Dr. Ramón Pina 
Acevedo y Martínez, portador de la cédula personal de 
identidad No. 43139, serie 1, sello No. 20266, abogado de 
la recurrente, en la cual se invoca que "el presente recur-
so de casación lo interpone la señora Gloria María Ortiz, 
por su órgano, por no encontrarse conforme con ninguno 
de los términos de la sentencia cuyo dispositivo se ha trans-
crito, y que el presente recurso tiene un alcance general; 
y que no obstante ello los medios específicos en los cuales 
lo funda los expondrá directamente por memorial dirigido 
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directamente a la Honorable Suprema Corte de Justicia,.dé 
la  República como Corte de Casación, por ministerio dé 
abogado"; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de ,"- 
liberado, y vistos los artículos 1, 33 y 7P de la Ley sobr-e 
Procedimiento de Casación; 

Considerando que de conformidad con las disposicio- - 
nes del artículo 33 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación el plazo para interponer el recurso de casación es 
de diez días, contados desde aquél en que fué pronunciada 
la sentencia; que si el tribunal aplaza el pronunciamiento 
de la sentencia para una próxima audiencia y las partes 
no son advertidas de la fecha en que tendrá lugar el fa-
llo, el plazo de la casación comenzará a correr a partir del 
día de la notificación de la sentencia; 

• Considerando que en el presente caso la Corte a qua co-
noció de la causa el veintiuno de julio del corriente ario, 
aplazando el fallo para una próxima audiencia; que dicho 
fallo fué pronunciado el veintitrés de julio, y le fué noti-
ficado a la recurrente el cuatro de agosto siguiente; que, 
por tanto, a partir de ese día empezó a correr el plazo de 
la casación; que, por consiguiente, cuando fué interpuesto 
el presente recurso el veintiuno de agosto del corriente año 
ya había transcurrido el plazo prescrito por la ley; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible, por 
tardío, el recurso de casación interpuesto por Gloria María 
Ortiz, contra sentencia de la Corte de Apelación de Ciudad 
Trujillo, de fecha veintitrés de julio del corriente año, cu-

yo dispositivo se copia en otro lugar del presente fallo, y 
Segundo: Condena a la recurrente al pago de las costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.—
Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
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tivo se copia a continuación: "Falla: Primero: Declara re-
gular en la forma, el presente recurso de apelación; Segu n_ 
do: Confirma la sentencia en el aspecto apelado, dictad a 

 en atribuciones correccionales, por la Primera Cámara Pe-
nal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Santo Domingo, en fecha 27 del mes de marzo del año 
1953, cuyo dispositivo es el siguiente: 'Falla: Primero: Q ue 

 debe declarar, como al efecto declara, al nombrado Laurea-
no Herrera, de generales anotadas no culpable de haber 
petrado el delito de estafa en perjuicio de la señora 
Gloria María Ortiz, y en consecuencia lo descarga de toda 
responsabilidad penal, por insuficiencia de pruebas; Se-
gundo: que debe rechazar, como al efecto rechaza, las con-
clusiones de la parte civil, por infundadas; Tercero: que, 
debe declarar, como al efecto declara, las costas civiles a 
cargo de la parte civil'.— Tercero: Condena a la parte ci-
vil Gloria María Ortiz, al pago de las costas de su recurso 

de apelación"; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
secretaría de la Corte a qua, en fecha veintiuno de agosto 
del corriente año, a requerimiento del Dr. Ramón Pina 
Acevedo y Martínez, portador de la cédula personal de 
identidad No. 43139, serie 1, sello No. 20266, abogado de 
la recurrente, en la cual se invoca que "el presente recur-
so de casación lo interpone la señora Gloria María Ortiz, 
por su órgano, por no encontrarse conforme con ninguno 
de los términos de la sentencia cuyo dispositivo se ha trans-
crito, y que el presente recurso tiene un alcance general; 
y que no obstante ello los medios específicos en los cuales 
lo funda los expondrá directamente por memorial dirigido 
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directamente a la Honorable Suprema Corte de Justicia,.clé 
la  República como Corte de Casación, por ministerio dé 
abogado"; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber dé- 
liberado, y vistos los artículos 1, 33 y 71" de la Ley" sobre • 
Procedimiento de Casación; 

Considerando que de conformidad con las disposicio-
nes del artículo 33 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación el plazo para interponer el recurso de casación es 
de diez días, contados desde aquél en que fué pronunciada 
la sentencia; que si el tribunal aplaza el pronunciamiento 
de la sentencia para una próxima audiencia y las partes 
no son advertidas de la fecha en que tendrá lugar el fa-
llo, el plazo de la casación comenzará a correr a partir del 
día de la notificación de la sentencia; 

• Considerando que en el presente caso la Corte a qua co-
noció de la causa el veintiuno de julio del corriente ario, 
aplazando el fallo para una próxima audiencia; que dicho 
fallo fué pronunciado el veintitrés de julio, y le fué noti-
ficado a la recurrente el cuatro de agosto siguiente; que, 
por tanto, a partir de ese día empezó a correr el plazo de 
la casación; que, por consiguiente, cuando fué interpuesto 
el presente recurso el veintiuno de agosto del corriente año 
ya había transcurrido el plazo prescrito por la ley; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible, por 
tardío, el recurso de casación interpuesto por Gloria María 
Ortiz, contra sentencia de la Corte de Apelación de Ciudad 
Trujillo, de fecha veintitrés de julio del corriente año, cu-

yo dispositivo se copia en otro lugar del presente fallo, y 
Segundo: Condena a la recurrente al pago de las costas. 
4 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 
Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 

- 
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Moret.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Manuel 
A. Amiama.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 

fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 19  DE DICIEMBRE DE 1953. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de 
fecha 28 de septiembre de 1953. 

materia: Penal. 

Recurrente: Carlos Saviñón.— Abogado: Dr. Víctor Ml. Mangual. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces licencia-
dos H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan 
A. Morel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B. y Ma-
nuel A. Amima, asistidos del Secretario General, en la Sa-
la donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito de Santo Domingo, hoy día primero del mes de di-
ciembre de mil novecientos cincuenta y tres, años 110 9  de 
la Independencia, 91 9  de la Restauración y 24 9  de la Era 
de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de casa- 4 

 ción, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Carlos 
Saviñón, dominicano, mayor de edad, casado, oficinista, de 
este domicilio y residencia, portador de la cédula personal 
de identidad No. 5640, serie 10, sello No. 1319082, contra 
sentencia de la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de 
fecha veintiocho de septiembre del corriente año, cuyo dis-
positivo se copia en otro lugar del presente fallo; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
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Moret.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Manuel 
A. Amiama.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en l a 

 audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 

fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 

que certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 1Q DE DICIEMBRE DE 1953. 

ntencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de 
fecha 28 de septiembre de 1953. 

outeria: Penal. 

Recurrente: Carlos Saviñón.— Abogado: Dr. Víctor Ml. Mangual. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces licencia-
dos H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan 
A. Morel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B. y Ma-
nuel A. Amima, asistidos del Secretario General, en la Sa-
la donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito de Santo Domingo, hoy día primero del mes de di-
ciembre de mil novecientos cincuenta y tres, años 110 9  de 
la Independencia, 91 9  de la Restauración y 24 9  de la Era 
de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de casa- 4 

 ción, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Carlos 
Saviñón, dominicano, mayor de edad, casado, oficinista, de 
este domicilio y residencia, portador de la cédula personal 
de identidad No. 5640, serie 10, sello No. 1319082, contra 
sentencia de la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de 
fecha veintiocho de septiembre del corriente año, cuyo dis-
positivo se copia en otro lugar del presente fallo; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
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Oído el Dr. Víctor Ml. Mangual, portador de la cédu- 
la personal de identidad No. 18900, serie 1, sello No. 21067 
abogado del recurrente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador  General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la se-

cretaría de la Corte a qua, en fecha seis de octubre del co-
rriente año, a requerimiento del Dr. Víctor MI. Mangual, 
en la cual se expresa que "el presente recurso de casación 
lo interpone con un alcance general, por no estar confor- 

me"; 
Visto el memorial de casación suscrito por el Dr. Víc-

tor Ml. Mangual el seis de noviembre del corriente año, 
en el cual se alegan los siguientes medios: "Primer medio: 
Violación del . artículo 226 del Código de Procedimiento 
Criminal; Segundo medio: Violación del artículo 227 del 
Código de Procedimiento Criminal"; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 226 y 227 del Código de Pro-
cedimiento Criminal, y 1 y 71 de la Ley sobre Procedi- 

miento de Casación; 
Considerando que en el fallo atacado consta lo si-

guiente: 1) que el Juez de Instrucción de la Primera Cir-
cunscripción del Distrito Judicial de Santo Domingo, por 
su providencia calificativa del once de diciembre de mil 
novecientos cincuenta y dos, envió al procesado Carlos Sa-
viñón ante la Primera Cámara Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Santo Domingo 
para ser juzgado por el crimen de abuso de confianza por 
una suma mayor de mil pesos oro y menor de cinco mil, 
en perjuicio de Pablo Ml. Melo; 2) que opderado así del 
hecho el referido tribunal, fijó, después de cumplidas las 
formalidades legales, la audiencia del día dieciseis de abril 
de mil novecientos cincuenta y tres, y luego de sucesivos 
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reenvíos, en la audiencia del trece de agosto del corriente 
año, el acusado, por órgano de su abogado constituído, se 
opuso "a que la parte civil deposite por secretaría docu-
mentos de pruebas contra el acusado en el transcurso de 
la audiencia , por que la defensa desconoce los documentos 
y esto está en contra de los derechos de la defensa"; que 
después de haber concluído sobre el incidente el ministerio 
público y la parte civil, por órgano de su abogado consti-
tuido, se dictó sentencia en la misma audiencia, rechazan-
do las pretensiones de la defensa; 3) que sobre apela-
ción interpuesta por el acusado, la Corte de Apelación de 
Ciudad Trujillo dictó la sentencia impugnada, cuyo dis-
positivo se copia a continuación: "Falla: Primero: Declara 
regular y válido en cuanto a la forma, el presente recur-
so de apelación interpuesto por el acusado Carlos Saviñón, 
contra sentencia dictada sobre el incidente, en atribucio-
nes criminales, por la Primera Cámara Penal del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santo Do-
mingo, en fecha 13 del -mes de agosto del año 1953; Segun-
do: Confirma dicha sentencia, cuyo dispositivo es el si-
guiente: 'Falla: Primero: Que debe rechazar y rechaza por 
infundada la oposición hecha por la defensa de que se pre-
senten documentos nuevos en esta audiencia; Segundo: 
Condena al acusado al pogo de las costas de este inciden-
te'. Tercero: Condena al acusado Carlos Saviñón al pago . 

 de las costas del presente recurso de apelación"; 

Considerando, en cuanto a la violación del artículo 
226 del Códigode Procedimiento Criminal, invocada en el 
primer medio; que el examen del fallo impugnado y el de 
los documentos a que él se refiere, pone de manifiesto que 
tanto en primera instancia, como en grado de apelación, 
se le dió estricto cumplimiento al referido texto legal, ya 
que el proceso le fué comunicado oportunamente en am-
bos grados de jurisdicción al abogado constituido por el 
ecuiTente, a fin de que pudiera formular sus medios de 
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Oído el Dr. Víctor Ml. Mangual, portador de la cédu_ 
 la personal de identidad No. 18900, serie 1, sello No. 2 1067 

abogado del recurrente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador  General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la se-

cretaría de la Corte a qua, en fecha seis de octubre del co-
rriente año, a requerimiento del Dr. Víctor Ml. Mangual, 
en la cual se expresa que "el presente recurso de casación 
lo interpone con un alcance general, por no estar confor- 

me" 
Visto el memorial de casación suscrito por el Dr. Víc-

tor Ml. Mangual el seis de noviembre del corriente año, 
en el cual se alegan los siguientes medios: "Primer medio: 
Violación del . artículo 226 del Código de Procedimiento 
Criminal; Segundo medio: Violación del artículo 227 del 
Código de Procedimiento Criminal"; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 226 y 227 del Código de Pro-

cedimiento Criminal, y 1 y 71 de la Ley sobre Procedi- 

miento de Casación; 
Considerando que en el fallo atacado consta lo si-

guiente: 1) que el Juez de Instrucción de la Primera Cir-
cunscripción del Distrito Judicial de Santo Domingo, por 
su providencia calificativa del once de diciembre de mil 
novecientos cincuenta y dos, envió al procesado Carlos Sa-
viñón ante la Primera Cámara Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Santo Domingo 
para ser juzgado por el crimen de abuso de confianza por 
una suma mayor de mil pesos oro y menor de cinco mil, 
en perjuicio de Pablo Ml. Melo; 2) que opderado así del 
hecho el referido tribunal, fijó, después de cumplidas las 
formalidades legales, la audiencia del día dieciseis de abril 
de mil novecientos cincuenta y tres, y luego de sucesivos 
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reenvíos, en la audiencia del trece de agosto del corriente 
año, el acusado, por órgano de su abogado constituído, se 
opuso "a que la parte civil deposite por secretaría docu-
mentos de pruebas contra el acusado en el transcurso de 
la  audiencia , por que la defensa desconoce los documentos 
y esto está en contra de los derechos de la defensa"; que 
después de haber concluído sobre el incidente el ministerio 
público y la parte civil, por órgano de su abogado consti-
tuído, se dictó sentencia en la misma audiencia, rechazan-
do las pretensiones de la defensa; 3) que sobre apela-
ción interpuesta por el acusado, la Corte de Apelación de 
Ciudad Trujillo dictó la sentencia impugnada, cuyo dis-
positivo se copia a continuación: "Falla: Primero: Declara 
regular y válido en cuanto a la forma, el presente recur-
so de apelación interpuesto por el acusado Carlos Saviñón, 
contra sentencia dictada sobre el incidente, en atribucio-
nes criminales, por la Primera Cámara Penal del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santo Do-
mingo, en fecha 13 del -mes de agosto del año 1953; Segun-
do: Confirma dicha sentencia, cuyo dispositivo es el si-
guiente: 'Falla: Primero: Que debe rechazar y rechaza por 
infundada la oposición hecha por la defensa de que se pre-
senten documentos nuevos en esta audiencia; Segundo: 
Condena al acusado al pogo de las costas de este inciden-
te'. Tercero: Condena al acusado Carlos Saviñón al pago* 
de las costas del presente recurso de apelación"; 

Considerando, en cuanto a la violación del artículo 
226 del Códigode Procedimiento Criminal, invocada en el 
primer  medio; que el examen del fallo impugnado y el de 
los documentos a que él se refiere, pone de manifiesto que 
tanto en primera instancia, como en grado de apelación, 
se le dió estricto cumplimiento al referido texto legal, ya 
que el proceso le fué comunicado oportunamente en am-
bos grados de jurisdicción al abogado constituído por el 
recurrente, a fin de que pudiera formular sus medios de 
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defensa; que, además, la falta de comunicación del pro ce. 

so  no constituye una causa abosoluta de nulidad, sino q ue 
 le da derecho al acusado de exigirla, y pedir, si fuere nece_ 

sario, el aplazamiento de la causa para otra audiencia; que 
por otra parte, los jueces del fondo no han podido viola; 
dicho texto legal al decidir que la parte civil puede apor-
tar al debate los documentos que considere útiles para el 
interés de su defensa; que, en efecto, los tribunales tienen 
no tan sólo el derecho, sino que están en el deber de to-
mar todas las medidas y ordenar todas las pruebas pro-
pias para esclarecer su religión y asegurar la justicia de 
su decisión, con la única restricción de que las pruebas así 
aportadas se sometan a la discusión de las partes en los de-
bates, en virtud de los principios de la oralidad y la con-
tradicción, instituido como una garantía para el derecho 
de la defensa; que, en tales condiciones, es evidente que 
la Corte a qua no ha cometido la violación denunciada en 

el presente medio; 
Considerando, en cuanto al segundo y último medio, 

en el cual se sostiene que en la sentencia impugnada se 
ha violado el artículo 227 del Código de Procedimiento 
Criminal, al disponer "que las pruebas aportadas a la cau-
sa sean depositadas en la audiencia. . . ., sin dar oportu-
nidad a la contraparte de hacer el estudio sereno que esas 

pruebas requieran"; pero 
Considerando que la circunstancia de que los tribuna-

les autoricen la producción de nuevos elementos de prue-
bas en los debates, no podría jamás implicar la violación 
del referido artículo 227, que establece que el abogado o 
el defensor pueden comunicarse con el acusado después 
del interrogatorio a que se refieren los artículos anterio -

res, así como obtener a sus expensas copias de los docu-
mentos del proceso que se conceptuaren útiles para la de-
fensa; que, en efecto, tal y como se ha expresado en el 
examen del primer medio ,el sólo hecho de ordenar 
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o permitir la producción en los debates de nuevos elemen-
tos de prueba, no implica la violación del derecho de de-
fensa, a menos que se prive al acusado del derecho de dis-
cutirlas, lo cual no ha ocurrido en el presente caso; que, 
por consiguiente, el medio que se examina carece, como el 
anterior de todo fundamento; 

Considerando que examinada la sentencia impugnada 
en sus demás aspectos no contiene ningún vicio que justi- 
fique su casación; 

r  I 	Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca- 
sación interpuesto por Carlos Saviñón contra sentencia de 
la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de fecha vein-
tiocho de septiembre de mil novecientos cincuenta y tres,. 
cuyo dispositivo se copia en otro lugar del presente fallo; 
y Segundo: Condena al recurrente al pogo de las costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.—
Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
Morel.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Manuel 
A. Amiama.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmad por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo..  
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defensa; que, además, la falta de comunicación del pr oee.. 
so no constituye una causa abosoluta de nulidad, sino q ue 

 le da derecho al acusado de exigirla, y pedir, si fuere nece_ 
sario, el aplazamiento de la causa para otra audiencia; q ue, 

 por otra parte, los jueces del fondo no han podido violar 
dicho texto legal al decidir que la parte civil puede apor-
tar al debate los documentos que considere útiles para el 
interés de su defensa; que, en efecto, los tribunales tienen 
no tan sólo el derecho, sino que están en el deber de to-
mar todas las medidas y ordenar todas las pruebas pro- 
pias para esclarecer su religión y asegurar la justicia de 
su decisión, con la única restricción de que las pruebas así 
aportadas se sometan a la discusión de las partes en los de-
bates, en virtud de los principios de la oralidad y la con-
tradicción, instituído como una garantía para el derecho 
de la defensa; que, en tales condiciones, es evidente que 
la Corte a qua no ha cometido la violación denunciada en 

el presente medio; 
Considerando, en cuanto al segundo y último medio, 

en el cual se sostiene que en la sentencia impugnada se 
ha violado el artículo 227 del Código de Procedimiento 
Criminal, al disponer "que las pruebas aportadas a la cau-
sa sean depositadas en la audiencia. . . ., sin dar oportu-
nidad a la contraparte de hacer el estudio sereno que esas 

pruebas requieran"; pero 
Considerando que la circunstancia de que los tribuna-

les autoricen la producción de nuevos elementos de prue-
bas en los debates, no podría jamás implicar la violación 
del referido artículo 227, que establece que el abogado o 
el defensor pueden comunicarse con el acusado después 
del interrogatorio a que se refieren los artículos anterio-
res, así como obtener a sus expensas copias de los docu-
mentos del proceso que se conceptuaren útiles para la de-
fensa; que, en efecto, tal y como se ha expresado en el 
examen del primer medio ,el sólo hecho de ordenar 
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o  permitir la producción en los debates de nuevos elemen-
tos de prueba, no implica la violación del derecho de de-
fensa, a menos que se prive al acusado del derecho de dis-
cutirlas, lo cual no ha ocurrido en el presente caso; que, 
por consiguiente, el medio que se examina carece, como el 
anterior de todo fundamento; 

Considerando que examinada la sentencia impugnada 
en sus demás aspectos no contiene ningún vicio que justi-
fique su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca- 
. 

sación interpuesto por Carlos Saviñón contra sentencia de 
la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de fecha vein-
tiocho de septiembre de mil novecientos cincuenta y tres, 
cuyo dispositivo se copia en otro lugar del presente fallo; 
y Segundo: Condena al recurrente al pogo de las costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.—
Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
Morel.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Manuel 
A. Amiama.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmad por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General. 
que certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo.

. 
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Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces licencia-
dos H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Pri-
mtr Sustituto de Presidente; M_ iguel Ricardo Román, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan 
*A. Morel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B. y 

Manuel A. Amiama, asistidos del Secretario General, en 
la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, 
Di'strito dt Santo Domingo, hoy día lo. del mes de diciem-
bre del año mil novecientos cincuenta y tres, años 110 9  de 

'la Independencia, 91 9  de la Restauración y 24 4  de la Era 

.de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de ca-
sación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Manuel 
Fernández, dominicano, mayor de edad, casado, agricultor, 
domiciliado y residente en Peñuela, portador de la cédula 
ptrsonal de identidad número 222, serie 33, contra senten-
cia de la Corte de Apelación de Santiago de fecha veinti-
uno de septiembre del corriente año, cuyo dispositivo se 
copaia más adelante; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído tl dictamen del Magistrado Procurador General 

:de la República; 

SENTENCIA DE FECHA lo. DE DICIEMBRE DE 195 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de I 
21 de septiembre de 1953.— 

• Materia: Penal.— 

Recurrente: Manuel Fernández.— 

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la 
etaría de la Corte a qua, en fecha veintitres de sep-

tiembre de mil novecientos cincuenta y tres; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1, 36 y 71 de la Ley sobre 
procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta: 
a) que sometido a la acción de la justicia Manuel Fernán-
dez, inculpado de los delitos previstos por los artículos 405, 
444, 445 y 456 del Código Penal, y de la Ley No. 43, en 
perjuicio de varias personas, la Primera Cámara Penal 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Santiago, apoderada del caso, dictó en fecha dos de sep-
tiembre del corriente año mil novecientos cincuenta y tres, 
una sentencia cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: 
que debe declarar, como al efecto declara, al nombrado 
Manuel Fernández, de generales anotadas, culpable del 
delito de estafa en perjuicio de los señores Federico Pé-
rez, Pedro Soriano, José Ponce, Nemencio Polanco, Félix 
Antonio Reinoso, Eusebia Arias, Ramón María Sánchez, 
Evangelista Ortega, Pedro Delgado, Manuel Vargas Sucs., 
José Valdez, Fidelio Genao, Rafael C. Cordero, Sucesión 
Ramia, Juan María Hidalgo, Gilberto López, Rafael de Je-
sús Rodríguez, Fabio Antonio Peña, Juan Muñoz, Tomás 
Molina, Juan Pérez, Candelario Marrero, Juan Antonio 
Fernández, Ramón Peña, Juan Sánchez, Alberto Genao, 
Demetrio Ureña y Ramón Antonio Fernández; y de los de-
litos de violación de propiedad, tumba de árboles y des-
trucción de cercas en perjuicio de la Sucesión Ramia, y en 
consecuencia, en virtud del principio del: no cúmulo de pe-
has, debe condenarlo y lo condena a sufrir la pena de dos 
años de prisión correccional y al pogo de una multa de 
doscientos pesos oro (RD$200.00); Que debe descargar y 
descarga, al inculpado Manuel Fernández del delito de de-
vastación de cosecha que se le imputa, por no haberlo co- 
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SENTENCIA DE FECHA 1o. DE DICIEMBRE DE 195 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de f 
21 de septiembre de 1953.— 

Materia: Penal.— 

Recurrente: Manuel Fernández.— 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituída por los Jueces licencia-
dos H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Pri-
mtr Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan 
A. Morel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B. y 
Manuel A. Amiama, asistidos del Secretario General, en 
la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, 
DiStrito dt Santo Domingo, hoy día lo. del mes de diciem-
bre del año mil novecientos cincuenta y tres, años 110 9  de 

"la Independencia, 91 9  de la Restauración y 249  de la Era 
'de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de ca-
sación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Manuel 
Fernández, dominicano, mayor de edad, casado, agricultor, 
domiciliado y residente en Peñuela, portador de la cédula 
ptrsonal de identidad número 222, serie 33, contra senten-

cia de la Corte de Apelación de Santiago de fecha veinti-
uno de septiembre del corriente año, cuyo dispositivo se 
copaia más adelante; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído tl dictamen del Magistrado Procurador General 
'de-  la República; 

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la 
taría de la Corte a qua, en fecha veintitres de sep-
bre de mil novecientos cincuenta y tres; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

ado, y vistos los artículos 1, 36 y 71 de la Ley sobre 
imiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta: 
a) que sometido a la acción de la justicia Manuel Fernán-
dez, inculpado de los delitos prevWtos por los artículos 405, 
444, 445 y 456 del Código Penal, y de la Ley No. 43, en 
perjuicio de varias personas, la Primera Cámara Penal 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Santiago, apoderada del caso, dictó en fecha dos de sep-
tiembre del corriente año mil novecientos cincuenta y tres, 
una sentencia cuyo dispositivo dice asi: "Falla: Primero: 
que debe declarar, como al efecto declara, al nombrado 
Manuel Fernández, de generales anotadas, culpable del 
delito de estafa en perjuicio de los señores Federico Pé-
rez, Pedro Soriano, José Ponce, Nemencio Polanco, Félix 
Antonio Reinoso, Eusebia Arias, Ramón María Sánchez, 
Evangelista Ortega, Pedro Delgado, Manuel Vargas Sucs., 
José Valdez, Fidelio Genao, Rafael C. Cordero, Sucesión 
Ramia, Juan María Hidalgo, Gilberto López, Rafael de Je-
sús Rodríguez, Fabio Antonio Peña, Juan Muñoz, Tomás 
Molina, Juan Pérez, Candelario Marrero, Juan Antonio 
Fernández, Ramón Peña, Juan Sánchez, Alberto Genao, 
Demetrio Ureña y Ramón Antonio Fernández; y de los de-
litos de violación de propiedad, tumba de árboles y des-
trucción de cercas en perjuicio de la Sucesión Ramia, y en 
consecuencia, en virtud del principio del no cúmulo de pe-
nas, debe condenarlo y lo condena a sufrir la pena de dos 
años de prisión correccional y al pogo de una multa de 
doscientos pesos oro (RD$200.00); Que debe descargar y 
descarga, al inculpado Manuel Fernández del delito de de-
vastación de cosecha que se le imputa, por no haberlo co- 
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metido; Tercero: Que debe condenar y condena a dich o 
 inculpado al pago de las costas; y Cuarto: Que debe dar 

y da acta al Magistrado Procurador Fiscal de la Primera 
Cámara Penal para perseguir a cualquier persona que re-
sulte co-autor o cómplice de estos hechos"; b) que contra 
esta sentencia interpuso recurso de apelación el procesa-
do, en tiempo oportuno; c) que en la audiencia fijada por 
la Corte de Apelación de Santiago, los abogados del ape-
lante concluyeron, in limine litis, pidiendo que "Primero: 
Declaréis bueno y válido su recurso de apelación por ha-
berlo intentado en tiempo oportuno; Segundo: Sobreseáis 
el asunto del señor Manuel Fernández por considerar que 
se trata de hechos conexos e indivisibles y que al ser apo-
derada primeramente la' jurisdicción de instrucción en 
una acusación criminal por los mismos hechos, habría cú-
mulo de pena; Tercero: Que al ordenar el sobreseimiento 
se ordene también la junción de los procesos frente a to-
dos los actores de los hechos que se ventilan en relación 
con las mismas persecuciones"; 

Considerando que el fallo impugnado ahora en casa-
ción contiene el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Or-
dena la continuación de la causa seguida al procesado Ma-
nuel Fernández, de generales anotadas, inculpado del de-
lito de estafa en perjuicio de los señores Federico Pérez 
y compartes, a fin de una mejor sustanciación para poder 
fallar la excepción propuesta por él; Segundo: Fija la au-
diencia para el día lunes, veintinueve, del presente mes, 
a las 9 a. m.; y Tercero: Reserva las costas"; 

Considerando que al interponer su recurso de casa-
ción el recurrente no expuso ningún medio determinado y - 

ofreció enviar a la Suprema Corte de Justicia un memo-

rial de casación, lo cual hizo; 

Considerando que de conformidad con el artículo 36. 
de la Ley sobre Procedimiento de Casación, no se podrá* 
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interponer recurso de casación contra las sentencias pre-
paratorias hasta después de la sentencia definitiva; 

Considerando que, en la especie, al pedimento formu-
lado in limine litis por los abogados del prevenido, ten-
diente a que se ordenara el sobreseimiento de la causa y 
la unión de los procesos, la Corte a qua se limitó a ordenar 
la continuación de la causa, dando para ello los siguientes 
motivos: "que, al examinar el proceso, no ha encontrado 
en él los elementos necesarios que le permitan determinar 
si en realidad existen la indivisibilidad o la conexidad adu-
cidas por el prevenido, y que, por tanto, se impone orde-
nar la continuación de la causa para sustanciarla y poder 
de ese modo apreciar si procede o no la junción del pre-
sente expediente correccional con el criminal puesto tam-
bién a cargo del prevenido, cuya sumaria se instruye en 
este Distrito Judicial"; 

Considerando que la antes mencionada sentencia tie-
ne un carácter puramente preparatorio, puesto que en 
ella la Corte a qua lo que ha hecho pura y simplemente es 
ordenar la continuación de la vista de la causa para poner-
se en condiciones de fallar el fondo del incidente, sin pre-
juzgarlo en modo alguno; que, por tanto, el presente re-
curso de casación es inadmisible; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el 
‘.recurso de casación interpuesto por Manuel Fernández 

contra sentencia de la Corte de Apelación de Santiago de 
fecha veintiuno de septiembre de mil novecientos cincuen-
ta y tres, cuyo dispositivo se copia en otro lugar del pre-
sente fallo, y Segundo: Condena al recurrente al pago de 
las costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.—
Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
Morel.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Manuel 
A. Amiama.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 
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metido; Tercero: Que debe condenar y condena a di cho  • 

inculpado al pago de las costas; y Cuarto: Que debe d ar 
 y da acta al Magistrado Procurador Fiscal de la Primera 

 Cámara Penal para perseguir a cualquier persona que re-
sulte co-autor o cómplice de estos hechos"; b) que contra 
esta sentencia interpuso recurso de apelación el procesa-
do, en tiempo oportuno; c) que en la audiencia fijada por 
la Corte de Apelación de Santiago, los abogados del ape-
lante concluyeron, in limine litis, pidiendo que "Primero: 
Declaréis bueno y válido su recurso de apelación por ha-
berlo intentado en tiempo oportuno; Segundo: Sobreseáis 
el asunto del señor Manuel Fernández por considerar que 
se trata de hechos conexos e indivisibles y que al ser apo-
derada primeramente lá jurisdicción de instrucción en 
una acusación criminal por los mismos hechos, habría cú-
mulo de pena; Tercero: Que al ordenar el sobreseimiento 
se ordene también la junción de los procesos frente a to-
dos los actores de los hechos que se ventilan en relación 
con las mismas persecuciones"; 

Considerando que el fallo impugnado ahora en casa-
ción contiene el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Or-
dena la continuación de la causa seguida al procesado Ma-
nuel Fernández, de generales anotadas, inculpado del de-
lito de estafa en perjuicio de los señores Federico Pérez 
y compartes, a fin de una mejor sustanciación para poder 
fallar la excepción propuesta por él; Segundo: Fija la au-
diencia para el día lunes, veintinueve, del presente mes, 
a las 9 a. m.; y Tercero: Reserva las costas"; 

Considerando que al interponer su recurso de casa-
ción el recurrente no expuso ningún medio determinado y 

ofreció enviar a la Suprema Corte de Justicia un memo-

rial de casación, lo cual hizo; 

Considerando que de conformidad con el artículo 36 

de la Ley sobre Procedimiento de Casación, no se podrá  

interponer recurso de casación contra las sentencias pre-
paratorias hasta después de la sentencia definitiva; 

Considerando que, en la especie, al pedimento formu-
lado in limine litis por los abogados del prevenido, ten-
diente a que se ordenara el sobreseimiento de la causa y 
la unión de los procesos, la Corte a qua se limitó a ordenar 
la continuación de la causa, dando para ello los siguientes 
motivos: "que, al examinar el proceso, no ha encontrado 
en él los elementos necesarios que le permitan determinar 
si en realidad existen la indivisibilidad o la conexidad adu-
cidas por el prevenido, y que, por tanto, se impone orde-
nar la continuación de la causa para sustanciarla y poder 
de ese modo apreciar si procede o no la junción del pre-
sente expediente correccional con el criminal puesto tam-
bién a cargo del prevenido, cuya sumaria se instruye en 
este Distrito Judicial"; 

Considerando que la antes mencionada sentencia tie-
ne un carácter puramente preparatorio, puesto que en 
ella la Corte a qua lo que ha hecho pura y simplemente es 
ordenar la continuación de la vista de la causa para poner-
se en condiciones de fallar el fondo del incidente, sin pre-
juzgarlo en modo alguno; que, por tanto, el presente re-
curso de casación es inadmisible; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el 
*recurso de casación interpuesto por Manuel Fernández 
contra sentencia de la Corte de Apelación de Santiago de 
fecha veintiuno de septiembre de mil novecientos cincuen-
ta y tres, cuyo dispositivo se copia en otro lugar del pre-
sente fallo, y Segundo: Condena al recurrente al pago de 
las costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.—
Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
Moret — A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Manuel 
A. Amiama.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gener 
que certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 10. DE DICIEMBRE DE 1953 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de Maco-
rís, de fecha 9 de septiembre de 1953.— 

ria: Penal.— 

urrentes: José Caridad Lorenzo y Miguel Soriano.— 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Pri-
mer Sustituo de Preisdente; Miguel Ricardo ,Román, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan 
A. Morel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B. y 
Manuel A. Amiama, asistidos del Secretario General, en 
la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, 
Distrito de Santo Domingo, hoy día primero del mes de 
diciembre de mil novecientos cincuenta y tres, años 110 9 

 de la Independencia, 919  de la Restauración y 249  de la 
Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de 
casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por José Ca-
ridad Lorenzó, dominicano, mayor de edad, soltero, agri-
cultor, domiciliado y residente en Anamá, sección de la 
común del Seybo, paraje de Palmilla, de la provincia del 
Seybo, portador de la cédula personal de identidad núme-
ro 1675, serie 30, renovada con el sello de R. I. No. 186895, 
contra sentencia correccional de la Corte de Apelación de 
San Pedro *de Macorís de fecha nueve de septiembre de 
mil novecientos cincuenta y tres, cuyo dispositivo se indi-
ca más adelante; y sobre el recurso, igualmente de casa 
ción, interpuesto contra la misma decisión, por Miguel So- 
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fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gener 
que certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA lo. DE DICIEMBRE DE 1953 

-sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de Maco-
rís, de fecha 9 de septiembre de 1953.— 

ria: Penal.— 

arrentes: José Caridad Lorenzo y Miguel Soriano.— 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Pri-
mer Sustituo de Preisdente; Miguel Ricardo ,Román, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan 
A. Morel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B. y 

Manuel A. Amiama, asistidos del Secretario General, en 
la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, 
Distrito de Santo Domingo, hoy día primero del mes de 
diciembre de mil novecientos cincuenta y tres, años 1109 

 de la Independencia, 919  de la Restauración y 2.4 9  de la 
Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de 
casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por José Ca-
ridad Lorenzií, dominicano, mayor de edad, soltero, agri-
cultor, domiciliado y residente en Anamá, sección de la 
común del Seybo, paraje de Palmilla, de la provincia del 
Seybo, portador de la cédula personal de identidad núme-
ro 1675, serie 30, renovada con el sello de R. I. No. 186895, 
contra sentencia correccional de la Corte de Apelación de 
San Pedro 'de Macorís de fecha nueve de septiembre de 
mil novecientos cincuenta y tres, cuyo dispositivo se indi-
ca más adelante; y sobre el recurso, igualmente de casa-
ción, interpuesto contra la misma decisión, por Miguel So- 
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riano, dominicano, mayor de edad, soltero, negociante 
también domiciliado y residente en Anamá, de cédula nú-
mero 3598, serie 25, cuyo sello de renovación no es expre-
sado en el expediente, por encontrarse la mencionada cé-

dula en poder de la Policía; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vistas las actas de declaración de uno y de otro re-
curso. levantadas en la secretaría de la Corte a qua, a re-
querimiento de los recurrentes, en fechas dieciséis y die-
cisiete de septiembre de mil novecientos cincuenta y tres; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 10 de la Ley No. 1014, del 
año 1935; lo. y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Ca- 

sación; 
Considerando que en la sentencia impugnada consta 

lo que sigue: A), "que en fecha diez y siete del mes de 
marzo del año en curso mil novecientos cincuenta y tres, 
el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial del 
Seybo, dictó una sentencia en sus atribuciones correccio-
nales, cuya parte dispositiva dice así: 'Falla: Primero: que 
debe reenviar, como en efecto reenvía la causa seguida 
contra los nombrados José Caridad Lorenzo y Miguel So-
riano, de generales anotadas, inculpados del delito de abu-
so de confianza, en perjuicio de la Sucesión Soriano, hecho 
ocurrido en la sección Sabana del Soco, en fecha indeter-
minada, para que en virtud de la Ley No. 1014, se envíe 
el expediente por ante el Magistrado Juez de Instrucción, 
ya que la negativa de los interesados, que alegan no ha-
ber concurrido a los fines indicados por el acto No. 156 
de aquel Ministerial, y de no haberlo firmado, parece evi-
denciarse la comisión de un crimen en el ejercicio del No-

tariado; Segundo: Que debe reservar, como en efecto re- 

sirva las costas para fallarlas conjuntamente con el fon- 
do' "; B), "que en fecha diez y nueve del mes de marzo 
del año que cursa de mil novecientos cincuenta y tres, el 
licenciado Ercilio de Castro García, interpuso formal re- 
curso de apelación, a nombre y representación de los in- 
culpados José Caridad Lorenzo y Miguel Soriano, contra 
la antes expresada sentencia, por no estar conforme con 
la misma y por razones que expondría en su oportunidad"; 
C), que la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís 
conoció, contradictoriamente, de dicho recurso de alzada, en 
audiencia del siete de septiembre de mil novecientos cin-
cuenta y tres, en la que el abogado de los prevenidos pre-
sentó, como conclusiones, estos pedimentos: " Primero: que 
considerando sustanciado suficientemente el expediente 
tanto en primera instancia como ante esta jurisdicción, es-
ta Honorable Corte avoque el fondo del proceso; Segundo: 
que no arrojando el expediente ningún elemento que de-
muestre la comisión del delito de abuso de confianza a car-
go del prevenido José Caridad Lorenzo, éste sea descarga-
do por no haberlo cometido, ya que ha pagado o rendido 
cuenta a sus poderdantes, entregándole a uno sus valores 
correspondientes y a otros consignados en manos de Don 
Leopoldo Perera Alma, como Presidente de la Compañía 
`Metalúrgica Perera, C. por A., de acuerdo con documen-
to del expediente; Tercero: subsidiariamente, que en caso 
de esta Corte considerar existir algún aspecto del asunto 
sin dilucidar claramente en perjuicio del acusado José Ca-

• ridad Lorenzo, sea pospuesta la causa de acuerdo con la 
Ley 1014 para ser oídos el Notario Pedro M. Dalmau y el 
Doctor Luis Eduardo Marty Guzmán, domiciliados en la 
Villa de Hato Mayor y en esta ciudad de San Pedro de 
Macorís respectivamente, personas que han tenido parti-
cipación activa en este asunto"; y el Ministerio Público 
concluyó, en su dictamen, de este modo: "1 9— Que se de-
clare bueno y válido en cuanto a la forma, el presente re- 
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riano, dominicano, mayor de edad, soltero, negociante, 
también domiciliado y residente en Anamá, de cédula nú-
mero 3598, serie 25, cuyo sello de renovación no es expre-
sado en el expediente, por encontrarse la mencionada cé-
dula en poder de la Policía; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vistas las actas de declaración de uno y de otro re-
curso, levantadas en la secretaría de la Corte a qua, a re-
querimiento de los recurrentes, en fechas dieciséis y die-
cisiete de septiembre de mil novecientos cincuenta y tres; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 10 de la Ley No. 1014, del 
año 1935; lo. y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Ca- 

sación; 
Considerando que en la sentencia impugnada consta 

lo que sigue: A), "que en fecha diez y siete del mes de 
marzo del año en curso mil novecientos cincuenta y tres, 
el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial del 
Seybo, dictó una sentencia en sus atribuciones correccio-
nales, cuya parte dispositiva dice así: 'Falla: Primero: que 
debe reenviar, como en efecto reenvía la causa seguida 
contra los nombrados José Caridad Lorenzo y Miguel So-
riano, de generales anotadas, inculpados del delito de abu-
so de confianza, en perjuicio de la Sucesión Soriano, hecho 
ocurrido en la sección Sabana del Soco, en fecha indeter-
minada, para que en virtud de la Ley No. 1014, se envíe 
el expediente por ante el Magistrado Juez de Instrucción, 
ya que la negativa de los interesados, que alegan no ha-
ber concurrido a los fines indicados por el acto No. 156 
de aquel Ministerial, y de no haberlo firmado, parece evi-
denciarse la comisión de un crimen en el ejercicio del No-
tariado; Segundo: Que debe reservar, como en efecto re- 

strva las costas para fallarlas conjuntamente con el fon-
do' "; B), "que en fecha diez y nueve del mes de marzo 
del año que cursa de mil novecientos cincuenta y tres, el 
licenciado Ercilio de Castro García, interpuso formal re-
curso de apelación, a nombre y representación de los in-
culpados José Caridad Lorenzo y Miguel Soriano, contra 
la antes expresada sentencia, por no estar conforme con 
la misma y por razones que expondría en su oportunidad"; 
C), que la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís 
conoció, contradictoriamente, de dicho recurso de alzada, en 
audiencia del siete de septiembre de mil novecientos cin-
cuenta y tres, en la que el abogado de los prevenidos pre-
sentó, como conclusiones, estos pedimentos: " Primero: que 
considerando sustanciado suficientemente el expediente 
tanto en primera instancia como ante esta jurisdicción, es-
ta Honorable Corte avoque el fondo del proceso; Segundo: 
que no arrojando el expediente ningún elemento que de-
muestre la comisión del delito de abuso de confianza a car-
go del prevenido José Caridad Lorenzo, éste sea descarga-
do por no haberlo cometido, ya que ha pagado o rendido 
cuenta a sus poderdantes, entregándole a uno sus valores 
correspondientes y a otros consignados en manos de Don 
Leopoldo Perera Alma, como Presidente de la Compañía 
`Metalúrgica Perera, C. por A., de acuerdo con documen-
to del expediente; Tercero: subsidiariamente, que en caso 
de esta Corte considerar existir algún aspecto del asunto 
sin dilucidar claramente en perjuicio del acusado José Ce.- 

' ridad Lorenzo, sea pospuesta la causa de acuerdo con la 
Ley 1014 para ser oídos el Notario Pedro M. Dalmau y el 
Doctor Luis Eduardo Marty Guzmán, domiciliados en la 
Villa de Hato Mayor y en esta ciudad de San Pedro de 
Macorís respectivamente, personas que han tenido parti-
cipación activa en este asunto"; y el Ministerio Público 
concluyó, en su dictamen, de este modo: "1 9— Que se de-
clare bueno y válido en cuanto a la forma, el presente re- 
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curso de apelación; 2 9— Que se rechace el pedimento d e 
 avocación del fondo que hace el abogado del prevenido y 

en cuanto al pedimento subsidiario, de reenvío de esta cau-
sa, también sea rechazado, en razón de que ya propuso sus 
conclusiones sobre el fondo y resulta improcedente la me-
dida solicitada de reenvío para citar nuevos testigos; 39_ 
En cuanto al recurso de que está amparado esta Corte, 
que se confirme la sentencia apelada, ya que de la ins-
trucción que hiciera el Juez a quo, como la hecha por esta 
jurisdicción se evidencia que en el presente caso se trata 
de hechos criminosos que sólo el Juzgado de Instrucción 
correspondiente, está en mejores condiciones para instruir 
la sumaria correspondiente y determinar las infracciones 
procedentes; 4 9— Que se reserven las costas"; 

Considerando que en fecha nueve de septiembre de mil 
novecientos cincuenta y tres, la Corte de Apelación de San 
Pedro de Macorís pronunció, en audiencia pública, la de-
cisión ahora impugnada, con el dispositivo siguiente: "Fa-
lla: Primero: Declara regular y válido, en cuanto a la for-
ma, el recurso de apelación interpuesto por el Lic. Ercilio 
de Castro García, abogado de los inculpados José Caridad 
Lorenzo y Miguel' Soriano, contra sentencia de fecha diez 
y siete del mes de marzo del corriente año (1953), dictada, 
en atribuciones correccionales, por el Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial del Seibo, cuyo dispositivo 
dice así: 'Falla: Primero: Que debe reenviar, como en efec-
to reenvía la causa seguida contra los nombrados José Ca-
ridad Lorenzo y Miguel Soriano, de generales anotadas, 
inculpados del delito de abuso de confianza. en perjuicio 
de la Sucesión Soriano, hecho ocurrido en la sección de 
Sabana del Soco, en fecha indeterminada, para que en vir-
tud de la Ley No. 1014, se envíe el expediente por ante 
el Magistrado Juez de Instrucción, ya que la negativa de 
los interesados, que alegan no haber concurrido al estudio 
del Notario Pedro Mortimer Dalmau, o no haber concurri - 

do  a  los fines indicados por el acto No. 156 de aquel Mi-
nisterial, y de no haberlo firmado, parece evidenciarse la 
comisión de un crimen en el ejercicio del Notariado; Se-
gundo: Que debe reservar, como en efecto reserva las cos-
tas para fallarlas conjuntamente con el fondo'; Segundo: 
Rechaza, por improcedente y mal fundadas, las conclusio-
nes formuladas por el abogado defensor, y, en consecuen-
cia, confirma en todas sus partes la sentencia impugnada; 
ercero: Condena a los apelantes al pago de las costas"; 

Considerando que los recurrentes no han expresado 
medios en que fundamentan sus recursos; 

Considerando que la sentencia impugnada, después dé 
exponer los hechos y las circunstancias sometidos al deba-
te, expresa, en su quinto considerando, lo que a continua-
ción se copia: "que por todo lo anteriormente expuesto, se 
infiere que los cargos que se le imputan a estos inculpa-
dos parecen estar ligados íntimamente a la posible comi-
sión de un crimen de falsedad en escritura pública, por lo 
que procede confirmar en todas sus partes la sentencia del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial del Sey-
bo, de fecha 17 de marzo de 1953, y rechazar, en consecuen-
cia, el pedimento relativo a la avocación del fondo del asun-
to, presentado por el abogado defensor"; 

Considerando que lo arriba 'expuesto pone de mani-
fiesto que la Corte a qua se encontraba ante el caso pre-
visto por el artículo 10 de la Ley No. 1014, del año 1935, 
según el cual "el tribunal que es apoderado" correccional-
mente "de la represión de un hecho que" según su criterio 
"amerite pena criminal, deberá reenviar la causa para co-
nocer de ella criminalmente"; que al ser legalmente obli-
gatoria la instrucción previa en materia criminal, el envío 
del expediente al Magistrado Juez de Instrucción corres-
pondiente era forzoso por lo cual el fallo de que se trata 
estuvo correctamente fundado en derecho al disponerlo 
así; 

al 
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curso de apelación; 2 9— Que se rechace el pedimento d e 
 avocación del fondo que hace el abogado del prevenido y 

en cuanto al pedimento subsidiario, de reenvío de esta cau-
sa, también sea rechazado, en razón de que ya propuso sus 
conclusiones sobre el fondo y resulta improcedente la me-
dida solicitada de reenvío para citar nuevos testigos; 39....._ 
En cuanto al recurso de que está amparado esta Corte, 
que se confirme la sentencia apelada, ya que de la ins-
trucción que hiciera el Juez a quo, como la hecha por esta 
jurisdicción se evidencia que en el presente caso se trata 
de hechos criminosos que sólo el Juzgado de Instrucción 
correspondiente, está en mejores condiciones para instruir 
la sumaria correspondiente y determinar las infracciones 
procedentes; 49— Que se reserven las costas"; 

Considerando que en fecha nueve de septiembre de mil 
novecientos cincuenta y tres, la Corte de Apelación de San 
Pedro de Macorís pronunció, en audiencia pública, la de-
cisión ahora impugnada, con el dispositivo siguiente: "Fa-
lla: Primero: Declara regular y válido, en cuanto a la for-
ma, el recurso de apelación interpuesto por el Lic. Ercilio 
de Castro García, abogado de los inculpados José Caridad 
Lorenzo y Miguel - Soriano, contra sentencia de fecha diez 
y siete del mes de marzo del corriente año (1953), dictada, 
en atribuciones correccionales, por el Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial del Seibo, cuyo dispositivo 
dice así: 'Falla: Primero: Que debe reenviar, como en efec-
to reenvía la causa seguida contra los nombrados José Ca-
ridad Lorenzo y Miguel Soriano, de generales anotadas, 
inculpados del delito de abuso de confianza. en perjuicio 
de la Sucesión Soriano, hecho ocurrido en la sección de 
Sabana del Soco, en fecha indeterminada, para que en vir-
tud de la Ley No. 1014, se envíe el expediente por ante 
el Magistrado Juez de Instrucción, ya que la negativa de 
los interesados, que alegan no haber concurrido al estudio 
del Notario Pedro Mortimer Dalmau, o no haber concurri - 
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do  a los fines indicados por el acto No. 156 de aquel Mi-
nisterial, y de no haberlo firmado, parece evidenciarse la 
comisión de un crimen en el ejercicio del Notariado; Se-
gundo: Que debe reservar, como en efecto reserva las cos-
tas para fallarlas conjuntamente con el fondo'; Segundo: 
Rechaza, por improcedente y mal fundadas, las conclusio-
nes formuladas por el abogado defensor, y, en consecuen-
cia, confirma en todas sus partes la sentencia impugnada; 
ercero: Condena a los apelantes al pago de las costas"; 

Considerando que los recurrentes no han expresado 
medios en que fundamentan sus recursos; 

Considerando que la sentencia impugnada, después dé 
exponer los hechos y las circunstancias sometidos al deba-
te. expresa, en su quinto considerando, lo que a continua-
ción se copia: "que por todo lo anteriormente expuesto, se 
infiere que los cargos que se le imputan a estos inculpa-
dos parecen estar ligados íntimamente a la posible comi-
sión de un crimen de falsedad en escritura pública, por lo 
que procede confirmar en todas sus partes la sentencia del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial del Sey-
bo, de fecha 17 de marzo de 1953, y rechazar, en consecuen-
cia, el pedimento relativo a la avocación del fondo del asun-
to, presentado por el abogado defensor"; 

Considerando que lo arriba .expuesto pone de mani-
fiesto que la Corte a qua se encontraba ante el caso pre-
visto por el artículo 10 de la Ley No. 1014, del año 1935, 
según el cual "el tribunal que es apoderado" correccional-
mente "de la represión de un hecho que" según su criterio 
"amerite pena criminal, deberá reenviar la causa para co-
nocer de ella criminalmente"; que al ser legalmente obli-
gatoria la instrucción previa en materia criminal, el envío 
del expediente al Magistrado Juez de Instrucción corres-
pondiente era forzoso por lo cual el fallo de que se trata 
estuvo correctamente fundado en derecho al disponerlo 
así; 

f 
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Considerando que en ningún aspecto, de forma o d e 
 fondo, se revelan, en la decisión impugnada, vicios que pa.. 

dieran conducir a su anulación; 

Por tales motivos, rechaza los recursos de casación ja_ 
terpuestos por José Caridad Lorenzo y Miguel Soriano, 
contra sentencia de la Corte de Apelación de San Pedro 
de Macorís, del nueve de septiembre de mil novecientos 
cincuenta y tres, cuyo dispositivo se encuentra copiado en 
otro lugar del presente fallo, y condena a dichos recurren-
tes al pago de las costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.—
Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
Morel.— A. Alvarez Aybat.— Damián Báez B.— Manuel 
A. Amiama.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 2 DE DICIEMBRE DE 1953. 

ntencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fecha 
25 de septiembre de 1933. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Víctor Ml. Hernández Espaillat. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituída por los Jueces licencia-
dos H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan 
A. Morel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B. y 
Manuel A. Amiama, asistidos del Secretario General, en 
la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, 
Distrito de Santo Domingo, hoy día dos del mes de di-
ciembre de mil novecientos cincuenta y tres, años 110 9 

 de la Independencia, 919  de la Restauración y 24 9  de la 
Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de 
casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Víctor 
Manuel Hernández Espaillat, dominicano, mayor de edad, 
soltero, comerciante, domiciliado y residente en Tambo-
ril, común de Peña, portador de la cédula personal de 
identidad número 1131, serie 32, sello número 7012, con-
tra sentencia de la Corte de Apelación de Santiago de fe-
cha veinticinco de septiembre de mil novecientos cincuen-
ta y tres, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
la República; 
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Considerando que en ningún aspecto, de forma o d e 
 fondo, se revelan, en la decisión impugnada, vicios que pu_ 

dieran conducir a su anulación; 

Por tales motivos, rechaza los recursos de casación i n_ 
terpuestos por José Caridad Lorenzo y Miguel Soriano 
contra sentencia de la Corte de Apelación de San Pedro 
de Macorís, del nueve de septiembre de mil novecientos 
cincuenta y tres, cuyo dispositivo se encuentra copiado en 
otro lugar del presente fallo, y condena a dichos recurren-
tes al pago de las costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía._ 
Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
Morel.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Manuel 
A. Amiama.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 2 DE DICIEMBRE DE 1953. 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fecha 
25 de septiembre de 1953. 

;Materia: Penal. 

Recurrente: Víctor MI. Hernández Espaillat. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces licencia-
dos H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan 
A. Morel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B. y 
Manuel A. Amiama, asistidos del Secretario General, en 
la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, 
Distrito de Santo Domingo, hoy día dos del mes de di-
ciembre de mil novecientos cincuenta y tres, años 110 9 

 de la Independencia, 919  de la Restauración y 24 9  de la 
Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de 
casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Víctor 
Manuel Hernández Espaillat, dominicano, mayor de edad, 
soltero, comerciante, domiciliado y residente en Tambo-
ril, común de Peña, portador de la cédula personal de 
identidad número 1131, serie 32, sello número 7012, con-
tra sentencia de la Corte de Apelación de Santiago de fe-
cha veinticinco de septiembre de mil novecientos cincuen-
ta y tres, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 
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ii 

Vista el acta del recurso de casación levantada ea la  
secretaría de la Corte a qua, en fecha veintiocho de sep.,. 
tiembre del corriente año; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 44, 49, 50 y 64 de la Ley d e 

 Sanidad, y 1• y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; 

Considerando que en la sentencia impugnada cons-
ta: a) que en fecha veinticinco de marzo del corriente año, 
el Inspector de Sanidad Félix Octavio Colón, sometió a la 
acción de la justicia a Víctor Manuel Hernández Espaillat, 
inculpado de los delitos de ejercicio ilegal de la farmacia 
y de la medicina; b) que apoderada del caso la Primera 
Cámara Penal del Distrito Judicial de Santiago, dictó en 
fecha doce de mayo de este mismo año una sentencia cu-
yo dispositivo es el siguiente: "Falla: Primero: que debe 
rechazar, como al efecto rechaza el pedimento hecho por 
el prevenido tendente a pronunciar la nulidad del acta 
de sometimiento de fecha 25 de marzo del año 1953, y en 
consecuencia se declara la regularidad de la misma; Se-
gundo: Que debe descargar, como al efecto descarga, al pre-
venido Víctor Manuel Hernández, de los delitos que se le 
imputan por insuficiencia de pruebas; y, Tercero: que de-
be declarar, como en efecto declara, las costas de oficio"; 
c) que contra esta sentencia interpusieron formalmente re-
curso de apelación tanto el Magistrado Procurador General 
de la Corte de Apelación de Santiago, como el prevenido; 

Considerando que la sentencia ahora impugnada en 
casación contiene el dispositivo que se copia a continua-
ción: "Falla: Primero: Declara regulares y válidos en cuan-
to a la forma, los presentes recursos de apelación del pre-
venido Víctor Manuel Hernández Espaillat, y del Magis-
trado Procurador General de esta Corte de Apelación. por 
haber sido interpuestos de acuerdo con la ley; Segundo: 
Confirma en su ordinal primero la sentencia recurrida ,  

dictada en fecha doce del mes de mayo del año en cur-
so (1953), por la Primera Cámara Penal del Juzgado de 
primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, en 
cuanto rechaza el pedimento del prevenido tendiente a pro-
nunciar la nulidad del acta de sometimiento de fecha vein-
ticinco de marzo de este año y que declara la regularidad 
de la misma acta; Tercero: Revoca la aludida sentencia, en 
cuanto descarga al inculpado Víctor Manuel Hernández 
Espaillat, de generales anotadas, del delito de ejercicio ile-
gal de la farmacia, y, obrando por propia autoridad, lo de-
clara culpable de dicho delito, y como tal lo condena al pa-
go de una multa de cien pesos oro, compensable en caso 
de insolvencia, a razón de un día de prisión por cada peso 
dejado de pagar; Cuarto: Ordena la confiscación de las me-
dicinas que figuran detalladas en el inventario levantado 
por el Juez de Paz de la común de Peña, anexo, las cuales 
constituyen el cuerpo dei delito; Quinto: Ordena el levan-
tamiento de los sellos fijados por el mencionado Juez de 
Paz de la común de Peña, en las habitaciones donde se 
hallan depositadas las referidas medicinas, del comercio 
del prevenido; y Sexto: Condena al inculpado al pago de 
las costas de ambas instancias, en lo que se refiere al ejer-
cicio ilegal de la farmacia, y las declara de oficio en lo 
que concierne al descargo del delito de ejercicio ilegal 
de la medicina". 

Considerando que al ser interpuesto el presente recur-
so de casación no se indicó ningún medio determinado que, 
por consiguiente, la sentencia impugnada será examinada 
en todo cuanto concierna al interés del recurrente; 

Considerando que los jueces del fondo han establecido 
mediante los elementos de prueba que fueron sometidos 
regularmente a los deberes los hechos que se indican a con-
tinuación: "a) que el prevenido tiene un comercio en la 
Población de Tamboril, en el cual está autorizado por la 
Secretaría de Salud Pública a vender los productos farma- 

1 
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Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
secretaría de la Corte a qua, en fecha veintiocho d e sep.: 

 tiembre del corriente año; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 44, 49, 50 y 64 de la Ley d e 

 Sanidad, y 19  y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; 

Considerando que en la sentencia impugnada cons-
ta: a) que en fecha veinticinco de marzo del corriente año, 
el Inspector de Sanidad Félix Octavio Colón, sometió a la 
acción de la justicia a Víctor Manuel Hernández Espaillat, 
inculpado de los delitos de ejercicio ilegal de la farmacia 
y de la medicina; b) que apoderada del caso la Primera 
Cámara Penal del Distrito Judicial de Santiago, dictó en 
fecha doce de mayo de este mismo año una sentencia cu-
yo dispositivo es el siguiente: "Falla: Primero: que debe 
rechazar, como al efecto rechaza el pedimento hecho por 
el prevenido tendente a pronunciar la nulidad del acta 
de sometimiento de fecha 25 de marzo del año 1953, y en 
consecuencia se declara la regularidad de la misma; Se-
gundo: Que debe descargar, como al efecto descarga, al pre-
venido Víctor Manuel Hernández, de los delitos que se le 
imputan por insuficiencia de pruebas; y, Tercero: que de-
be declarar, como en efecto declara, las costas de oficio"; 
c) que contra esta sentencia interpusieron formalmente re-
curso de apelación tanto el Magistrado Procurador General 
de la Corte de Apelación de Santiago, como el prevenido; 

Considerando que la sentencia ahora impugnada en 
casación contiene el dispositivo que se copia a continua-
ción: "Falla: Primero: Declara regulares y válidos en cuan-
to a la forma, los presentes recursos de apelación del pre-
venido Víctor Manuel Hernández Espaillat, y del Magis-
trado Procurador General de esta Corte de Apelación, por 
haber sido interpuestos de acuerdo con la ley; Segundo: 
Confirma en su ordinal primero la sentencia recurrida ,  

dictada en fecha doce del mes de mayo del año en cur-
so  (1953), por la Primera Cámara Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, en 
cuanto rechaza el pedimento del prevenido tendiente a pro-
nunciar la nulidad del acta de sometimiento de fecha vein-
ticinco de marzo de este año y que declara la regularidad 
de la misma acta; Tercero: Revoca la aludida sentencia, en 
cuanto descarga al inculpado Víctor Manuel Hernández 
Espaillat, de generales anotadas, del delito de ejercicio ile-
gal de la farmacia, y, obrando por propia autoridad, lo de-
clara culpable de dicho delito, y como tal lo condena al pa-
go de una multa de cien pesos oro, compensable en caso 
de insolvencia, a razón de un día de prisión por cada peso 
dejado de pagar; Cuarto: Ordena la confiscación de las me-
dicinas que figuran detalladas en el inventario levantado 
por el Juez de Paz de la común de Peña, anexo, las cuales 
constituyen el cuerpo del delito; Quinto: Ordena el levan-
tamiento de los sellos fijados por el mencionado Juez de 
Paz de la común de Peña, en las habitaciones donde se 
hallan depositadas las referidas medicinas, del comercio 
del prevenido; y Sexto: Condena al inculpado al pago de 
las costas de ambas instancias, en lo que se refiere al ejer-
cicio ilegal de la farmacia, y las declara de oficio en lo 
que concierne al descargo del delito de ejercicio ilegal 
de la medicina". 

Considerando que al ser interpuesto el presente recur-
so de casación no se indicó ningún medio determinado que, 
por consiguiente, la sentencia impugnada será examinada 
en todo cuanto concierna al interés del recurrente; 

Considerando que los jueces del fondo han establecido 
mediante los elementos de prueba que fueron sometidos 
regularmente a los deberes los hechos que se indican a con-
tinuación: "a) que el prevenido tiene un comercio en la 
Población de Tamboril, en el cual está autorizado por la 
Secretaría de Salud Pública a vender los productos farma- 
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céuticos incluidos en la lista "B" a que se refieren los a r. 
tículos 49 y 50 de la Ley de Sanidad; b) que la mencio. 
nada Secretaría de Estado canceló al inculpado en una o ca_ 
Sión el permiso correspondiente para el expendio de las me_ 
dicinas a que se refiere la lista 'B' citada, porque fué s or_ 
prendido vendiendo también medicinas de las comprendi-
das en la lista 'A', que sólo pueden ser vendidas por farma. 
céuticos bajo prescripción médica; e) que concedídole nu e. 
yo permiso al prevenido para vender las medicinas d e  la 

 lista 'B' el Médico Sanitario Provincial, Dr. José Castillo 
Frías, tras de haber recibido denuncias relativas a que el 
inculpado ejercía la medicina y la farmacia ilegalmente, 
acompañado de varios Inspectores de Sanidad giró una vi-
sita de inspección al establecimiento comercial de Hernán-
dez Espaillat el día 25 de marzo de este año, comproban-
do que en los aparadores habían productos farmacéuticos 
de la lista 'A', entremezclados con los de la lista 'B', y al 
tratar de examinar el mencionado funcionario de Sanidad 
las habitaciones contiguas al citado comercio, el inculpado 
se lo impidió cerrando violentamente las puertas, por lo 
que, requirió al Juez de Paz del lugar que procediera a 
realizar un allanamiento, el cual culminó con el hallazgo 
de una gran cantidad de productos farmacéuticos de la 
lista 'A' y varios instrumentos para el ejercicio de la pro-
fesión de Médico, los cuales fueron debidamente inventa-
riados, fotografiados y depositados en un apartamiento del 
supraindicado comercio, sellándose sus puertas para mayor 
seguridad"; d) que el prevenido tenía expuesto en su esta-
blecimiento comercial, conjuntamente con medicamentos 
de la lista "B), productos medicinales de la lista "A", para 

la venta"; 

Considerando que en los hechos así establecidos se en-

cuentran reunidos todos los elementos constitutivos del de-
lito de ejercicio ilegal de la farmacia, tal como éste re-
sulta de la combinación de los artículos 44 y 64 de la Ley  

de  Sanidad, puesto que el prevenido tenía en su estable-
cimiento comercial medicamentos de los comprendidos en 
la lista "A", para la venta, la cual está reservada única y 

exclusivamente a las farmacias; que, en consecuencia, la 
Corte a qua, al declarar al prevenido culpable de ese de-
lito e imponerle cien pesos oro de multa, pena que está 
dentro de los límites señalados por el mencionado artícu-
lo 64, que es el texto aplicable, hizo una correcta aplica-
ción de la ley; 

Considerando en cuanto a la confiscación, que si el ordi-
nal 49  del dispositivo de la sentencia impugnada, que or-
dena la confiscación de las medicinas que figuran detalla-
das en el inventario levantado por el Juez de Paz de la 
común de Peña, en fecha veinticinco de marzo de mil no-

vecientos cincuenta y tres, puede dar lugar a dudas sobre 
el alcance de la confiscación, porque en dicho inventario 
figuran productos medicinales que no corresponden a la 
lista "A", no es menos cierto que los motivos del mismo 
fallo aclaran el sentido y alcance de ese ordinal, cuando se 
expresa que las medicinas confiscadas "son las medicinas 

que constituyen el cuerpo del delito y que se hayan bajo 
sellos fijados por la autoridad competente", precisándose 
con ello que solamente han sido objeto de la confiscación 
los medicamentos de la lista "A" que se encuentran en el 
inventario, como era lo procedente, toda vez que el preve-
nido fué condenado por el delito de ejercer ilegalmente la 
farmacia, en relación con la venta de medicamentos de la 
lista "A", y que de acuerdo con el artículo 64 de la Ley 
de Sanidad, que aplicó la Corte a qua, el decomiso sólo pue-
de ser ordenado sobre el "medicamento que constituyó la 
violación de las disposiciones de esta ley"; que, de este mo-

do el referido texto legal ha sido también correctamente 
aplicado; 
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céuticos incluidos en la lista "B" a que se refieren los a r_ 
títulos 49 y 50 de la Ley de Sanidad; b) que la menci o. 
nada Secretaría de Estado canceló al inculpado en una o ca_ 
Sión el permiso correspondiente para el expendio de las me-
dicinas a que se refiere la lista 'B' citada, porque fué s or_ 
prendido vendiendo también medicinas de las comprendi-
das en la lista 'A', que sólo pueden ser vendidas por farma-
céuticos bajo prescripción médica; e) que concedídole nue-
vo permiso al prevenido para vender las medicinas de la 
lista 'B' el Médico Sanitario Provincial, Dr. José Castillo 
Frías, tras de haber recibido denuncias relativas a que el 
inculpado ejercía la medicina y la farmacia ilegalmente, 
acompañado de varios Inspectores de Sanidad giró una vi-
sita de inspección al establecimiento comercial de Hernán-
dez Espaillat el día 25 de marzo de este año, comproban-
do que en los aparadores habían productos farmacéuticos 
de la lista 'A', entremezclados con los de la lista 13', y al 
tratar de examinar el mencionado funcionario de Sanidad 
las habitaciones contiguas al citado comercio, el inculpado 
se lo impidió cerrando violentamente las puertas, por lo 
que, requirió al Juez de Paz del lugar que procediera a 
realizar un allanamiento, el cual culminó con el hallazgo 
de una gran cantidad de productos farmacéuticos de la 
lista 'A' y varios instrumentos para el ejercicio de la pro-
fesión de Médico, los cuales fueron debidamente inventa-
riados, fotografiados y depositados en un apartamiento del 
supraindicado comercio, sellándose sus puertas para mayor 
seguridad"; d) que el prevenido tenía expuesto en su esta-
blecimiento comercial, conjuntamente con medicamentos 
de la lista "B), productos medicinales de la lista "A", para 

la venta"; 

Considerando que en los hechos así establecidos se en-
cuentran reunidos todos los elementos constitutivos del de-
lito de ejercicio ilegal de la farmacia, tal como éste re-
sulta de la combinación de los artículos 44 y 64 de la Ley  

de  Sanidad, puesto que el prevenido tenía en su estable-
cimiento comercial medicamentos de los comprendidos en 
la lista "A", para la venta, la cual está reservada única y 

exclusivamente a las farmacias; que, en consecuencia, la 
Corte a qua, al declarar al prevenido culpable de ese de-
lito e imponerle cien pesos oro de multa, pena que está 
dentro de los límites señalados por el mencionado artícu-
lo 64, que es el texto aplicable, hizo una correcta aplica-
ción de la ley; 

Considerando en cuanto a la confiscación, que sí el ordi-
nal 49  del dispositivo de la sentencia impugnada, que or-
dena la confiscación de las medicinas que figuran detalla-
das en el inventario levantado por el Juez de Paz de la 
común de Peña, en fecha veinticinco de marzo de mil no-
vecientos cincuenta y tres, puede dar lugar a dudas sobre 
el alcance de la confiscación, porque en dicho inventario 
figuran productos medicinales que no corresponden a la 
lista "A", no es menos cierto que los motivos del mismo 
fallo aclaran el sentido y alcance de ese ordinal, cuando se 
expresa que las medicinas confiscadas "son las medicinas 

que constituyen el cuerpo del delito y que se hayan bajo 
sellos fijados por la autoridad competente", precisándose 
con ello que solamente han sido objeto de la confiscación 
los medicamentos de la lista "A" que se encuentran en el 
inventario, como era lo procedente, toda vez que el preve-
nido fué condenado por el delito de ejercer ilegalmente la 
farmacia, en relación con la venta de medicamentos de la 
lista "A", y que de acuerdo con el artículo 64 de la Ley 
de Sanidad, que aplicó la Corte a qua, el decomiso sólo pue-
de ser ordenado sobre el "medicamento que constituyó la 
violación de las disposiciones de esta ley"; que, de este mo-
do el referido texto legal ha sido también correctamente 
aplicado; 
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Considerando que examinada 11 sentencia en sus de-
más aspectos no contiene ningún vicio que la haga an ula_ 

ble; 
Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca.. 

sación interpuesto por Víctor Manuel Fernández Espaillat, 
contra sentencia de la Corte de Apelación de Santiago d e 

 fecha veinticinco de septiembre de mil novecientos cin_ 
cuenta y tres, cuyo dispositivo se copia en otro lugar del 

presente fallo; y Segundo: Condena a dicho recurrente al 

pago de las costas. 
(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía. 

Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
Morel.--- A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Manuel 
A. Amiama.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 

que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 2 DE DICIEMBRE DE 1953. 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de Maco-
rís, de fecha 2 de septiembre de 1953. 

Materia: Penal. 

urrente: Nicasio Cruzado. 

Dios, Patria y Libertad. 

República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Miguel Ricardo Román, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan 
A. Morel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B., y 
Manuel A. Amiama, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito de Santo Domingo, hoy día dos del mes de diciem-
bre de mil novecientos cincuenta y tres, años 1109  de la 
Independencia, 91 9  de la Restauración y 249 de la Era de 
Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de casa-
ción, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Nicasio 
Cruzado, de 24 años de edad, dominicano, soltero, nego-
ciante, domiciliado y residente en la villa de Higüey, porta-
dor de la cédula personal de identidad No. 8599, serie 28, 
como parte civil, contra sentencia de la Corte de Apelación 
de San Pedro de Macorís de fecha dos de septiembre de mil 
novecientos cincuenta y tres, cuyo dispositivo se indica 
más adelante; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 
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Considerando que examinada la sentencia en sus d 
más aspectos no contiene ningún vicio que la haga an ula_ 
ble; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ea.., 
sación interpuesto por Víctor Manuel Fernández Espaillat 
contra sentencia de la Corte de Apelación de Santiago de 
fecha veinticinco de septiembre de mil novecientos chi, 
cuenta y tres, cuyo dispositivo se copia en otro lugar del 
presente fallo; y Segundo: Condena a dicho recurrente al 
pago de las costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía. 
Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
Moret.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Manuel 
A. Amiama.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.  

,SENTENCIA DE FECHA 2 DE DICIEMBRE DE 1953. 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de Maco-
rís, de fecha 2 de septiembre de 1953. 

da: Penal. 

Recurrente: Nicasio Cruzado. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Miguel Ricardo Román, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan 
A. Morel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B., y 
Manuel A. Amiama, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito de Santo Domingo, hoy día dos del mes de diciem-
bre de mil novecientos cincuenta y tres, años 110 9  de la 
Independencia, 91 9  de la Restauración y 249 de la Era de 
Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de casa-
ción, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Nicasio 
Cruzado, de 24 años de edad, dominicano, soltero, nego-
ciante, domiciliado y residente en la villa de Higüey, porta-

' dor de la cédula personal de identidad No. 8599, serie 28, 
como parte civil, contra sentencia de la Corte de Apelación 
de San Pedro de Macorís de fecha dos de septiembre de mil 
novecientos cincuenta y tres, cuyo dispositivo se indica 
más adelante; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 
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Vista el acta de declaración del recurso levantada en 
ln secretaría de la Corte a qua el dos de septiembre de mil 
novecientos cincuenta y tres, limitado como más adelante 
se indicará; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber d e_ 
liberado, y vistos los artículos 194 del Código de Procedi-
miento Criminal y 1 9  y 71 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: 1) que en fecha 
dieciséis de febrero del presente año el Comandante del 
Dstacamento de la Policía Nacional en Higüey sometió por 
ante el Juez de Paz de dicha villa a Rufino Santana Ro-
dríguez, de 25 años de edad, dominicano, casado, negocian-
te, domiciliado y residente en la común de Higüey, porta-
dor de la cédula personal de identidad No. 9224, serie 28, 
con sello No. 67985 para 1952, por haberle dado un palo a 
Nicasio Cruzado; 2) que trasmitido el caso al Procurador 
Fiscal del Distrito Judicial de La Altagracia, éste apoderó 
del mismo al Juzgado de Primera Instancia de dicho Dis-
trito Judicial, en sus atribuciones correccionales; 3) que 
ante dicho Juzgado Nicasio Cruzado, representado por su 
abogado el Dr. Anaiboní Guerrero Báez, se constituyó en 
parte civil y concluyó pidiendo que Rufino Santana Rodrí-
guez fuera declarado culpable del hecho que se le imputa-
ba y condenado a una indemnización de RD$2,000.00 por 
los daños morales y materiales causados a Nicasio Cruza-
do, y al pago de las costas, distrayéndose éstas en favor 
del abogado ya citado, quien declare haberlas avanzado en 
su mayor parte; 4) que después de algunos reenvíos, el Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de La Al-
tagracia decidió el caso por su sentencia correccional del 
diecisiete de abril de éste año, cuyo dispositivo reza del 
siguiente modo: "Falla: Primero: Que debe declarar, co-
mo al efecto declara, buena y válida la constitución en 

parte civil hecha en audiencia por el señor Nicasio Cru-
zado, por órgano de su abogado constituido Dr. Anaiboní 
Guerrero Báez, en contra del prevenido Rufino Santana 
Rodríguez; Segundo: Que debe declarar, como al efecto de-
clara, al nombrado Rufino Santana Rodríguez, de genera-
les anotadas, culpable de golpes voluntarios, curables des-
pués de diez días y antes de veinte, en perjuicio de Nica-
sio Cruzado, y en consecuencia lo condena a pagar una 
multa de sesenta pesos oro (RD$60.00), acogiendo en su 
favor circunstancias atenuantes; Tercero: Que debe conde-
nar, como al efecto condena, al nombrado Rufino Santana 
Rodríguez, al pago de una indemnización de cien pesos 
oro (RD$100.00), en provecho del señor Nicasio Cruzado, 
parte civil constituida, por los daños causados a éste con 
su hecho; Cuarto: Que debe condenar, como al efecto con-
dena, asimismo a dicho prevenido, al pago de las costas 
penales y civiles, distrayendo las últimas en provecho del 
Dr. Anaiboní Guerrero Báez, quien declaró haberlas avan-
zado en su totalidad"; 

Considerando que no conforme con esa sentencia, en 
fecha cuatro de mayo de este año apeló contra ella, en 
cuanto a sus intereses civiles, Nicasio Cruzado, por acta 
que hizo levantar en esa fecha ante la Secretaría del Juz-
gado de Primera Instancia que dictó el fallo; 

Considerando que en fecha dos de septiembre de este 
año la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, en 
atribuciones correccionales, decidió dicho recurso por sen-
tencia cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Declara 
regular y válido, en cuanto a la forma, el recurso de apela-
ción interpuesto por el nombrado Nicasio Cruzado, parte 
civil constituida, contra sentencia dictada en atribuciones 
correccionales, por el Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de La Altagracia, de fecha diecisiete de abril 
del año en curso de 1953, cuyo dispositivo dice así: (ya se 
ha transcrito antes); Segundo: Confirma la sentencia apela- 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

      



2304 	 BOLETÍN JUDICIAL BOLETÍN JUDICIAL 	 2305 

Vista el acta de declaración del recurso levantada e n 
 la secretaría de la Corte a qua el dos de septiembre de mil 

novecientos cincuenta y tres, limitado como más adelante 
se indicará; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de. 
liberado, y vistos los artículos 194 del Código de Procedi-
miento Criminal y 1 9  y 71 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: 1) que en fecha 
dieciséis de febrero del presente año el Comandante del 
Dstacamento de la Policía Nacional en Higüey sometió por 
ante el Juez de Paz de dicha villa a Rufino Santana Ro-
dríguez, de 25 años de edad, dominicano, casado, negocian-
te, domiciliado y residente en la común de Higüey, porta-
dor de la cédula personal de identidad No. 9224, serie 28, 
con sello No. 67985 para 1952, por haberle dado un palo a 
Nicasio Cruzado; 2) que trasmitido el caso al Procurador 
Fiscal del Distrito Judicial de La Altagracia, éste apoderó 
del mismo al Juzgado de Primera Instancia de dicho Dis-
trito Judicial, en sus atribuciones correccionales; 3) que 
ante dicho Juzgado Nicasio Cruzado, representado por su 
abogado el Dr. Anaiboní Guerrero Báez, se constituyó en 
parte civil y concluyó pidiendo que Rufino Santana Rodrí-
guez fuera declarado culpable del hecho que se le imputa-
ba y condenado a una indemnización de RD$2,000.00 por 
los daños morales y materiales causados a Nicasio Cruza-
do, y al pago de las costas, distrayéndose éstas en favor 
del abogado ya citado, quien declare haberlas avanzado en 
su mayor parte; 4) que después de algunos reenvíos, el Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de La Al-
tagracia decidió el caso por su sentencia correccional del 
diecisiete de abril de éste año, cuyo dispositivo reza del 
siguiente modo: "Falla: Primero: Que debe declarar, co-
mo al efecto declara, buena y válida la constitución en  

parte civil hecha en audiencia por el señor Nicasio Cru-
zado, por órgano de su abogado constituido Dr. Anaiboní 
Guerrero Báez, en contra del prevenido Rufino Santana 
Rodríguez; Segundo: Que debe declarar, como al efecto de-
clara, al nombrado Rufino Santana Rodríguez, de genera-
les anotadas, culpable de golpes voluntarios, curables des-
pués de diez días y antes de veinte, en perjuicio de Nica-
sio Cruzado, y en consecuencia lo condena a pagar una 
multa de sesenta pesos oro (RD$60.00), acogiendo en su 
favor circunstancias atenuantes; Tercero: Que debe conde-
nar, como al efecto condena, al nombrado Rufino Santana 
Rodríguez, al pago de una indemnización de cien pesos 
oro (RD$100.00), en provecho del señor Nicasio Cruzado, 
parte civil constituida, por los daños causados a éste con 
su hecho; Cuarto: Que debe condenar, como al efecto con-
dena, asimismo a dicho prevenido, al pago de las costas 
penales y civiles, distrayendo las últimas en provecho del 
Dr. Anaiboní Guerrero Báez, quien declaró haberlas avan-
zado en su totalidad"; 

Considerando que no conforme con esa sentencia, en 
fecha cuatro de mayo de este año apeló contra ella, en 
cuanto a sus intereses civiles, Nicasio Cruzado, por acta 
que hizo levantar en esa fecha ante la Secretaría del Juz-
gado de Primera Instancia que dictó el fallo; 

Considerando que en fecha dos de septiembre de este 
año la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, en 
atribuciones correccionales, decidió dicho recurso por sen-
tencia cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Declara 
regular y válido, en cuanto a la forma, el recurso de apela-
ción interpuesto por el nombrado Nicasio Cruzado, parte 
civil constituída, contra sentencia dictada en atribuciones 
correccionales, por el Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de La Altagracia, de fecha diecisiete de abril 
del año en curso de 1953, cuyo dispositivo dice así: (ya se 
ha transcrito antes); Segundo: Confirma la sentencia apela- 
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da en cuanto condenó al inculpado Rufino Santana Rodrí-
guez al pago de la suma de cien pesos a título de indemni-
zación por los daños y perjuicios sufridos por la parte ci-
vil constituida, señor Nicasio Cruzado; Tercero: Condena a 
la parte civil constituida señor Nicasio Cruzado, al pago de 
las costas" ; 

Considerando que en el acta de casación por la cual 
interpuso su recurso de casación Nicasio Cruzado por an-
te la Secretaría de la Corte a qua en fecha dos de septiem-
bre de este año, se limita al recurso de casación al ordinal 
tercero de la sentencia que condenó a la parte civil al pa-
go de las costas, por entender el recurrente que se ha he-
cho una falsa apreciación del derecho, tal como ofreció 
demostrarlo en memorial que depositaría oportunamente, 
pero que no presentó antes de la audiencia en que se co-
noció de este recurso de casación, ni en el curso de dicha 
audiencia; 

Considerando que de acuerdo con el artículo 194 del 
Código de Procedimiento Criminal toda sentencia de con-
dena contra el procesado y contra las personas civilmente 
responsables del delito o contra la parte civil, los conde-
nará a las costas, liquidándose por la Secretaría; 

Considerando que, contrariamente a lo que parece en-
tender el recurrente, el hecho de que la Corte a qua con-
firmara la indemnización de RD$100.00 que pronunció en 
su favor y a cargo del prevenido Rufino Santana Rodrí-
guez, el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judi-
cial de La Altagracia, no significó para él ganancia de cau-
sa como apelante, puesto que su apelación tuvo por objeto 
obtener una indemnización por mayor suma, como consta 
en la sentencia impugnada; que el hecho de que la indem-
nización por mayor suma a que aspiraba no fuera conce-
dida, manteniéndose en cambio la fijada en primera instan-
cia, constituyó para el apelante, ahora recurrente en ca-
sación, el rechazo de su pedimento y por tanto su pérdida  

de causa en ese aspecto; que, por tanto, la Corte a qua no 
hizo la falsa apreciación del derecho, alegada por el recu-
rrente, sino, por lo contrario, una correcta aplicación del 
artículo 194 del Código de Procedimiento Criminal; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Nicasio Cruzado contra sentencia de 
la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, dictada 
en sus atribuciones correccionales el dos de septiembre de 
mil novecientos cincuenta y tres, y Segundo: Condena al 
recurrente al pago de las costas. 

k'r 	(Firmados): H. Herrera Billini.— Miguel Ricardo Ro- 
mán.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. Morel.— A. Alvarez 
Aybar.— Damián Báez B.— Manuel A. Amiama.— Ernesto 
Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 7 DE DICIEMBRE DE 1953 .  

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fecha 

14 de julio de 1953. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Magistrado Procurador General de la Corte de Ape. 
lación de Santiago, y Ml. de Js. de Peña. 

Dios, Patria y Libertad. 

República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituída por los Jueces licencia-
dos H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan 
A. Morel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B. y Ma-
nuel A. Amiama, asistidos del Secretario General, en la Sa-
la donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito de Santo Domingo, hoy día siete del mes de diciem-
bre de mil novecientos cincuenta y tres, años 110 9  de la In-

dependencia, 91 9  de la Restauración y 24 9  de la Era de 

Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de casa-
ción, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Ma-
gistrado Procurador General de la Corte de Apelación de 
Santiago contra sentencia penal de dicha Corte de fecha ca-
torce de julio de mil novecientos cincuenta y tres, cuyo 
dispositivo se indica luego, y sobre el recurso, también de 
casación, interpuesto contra la misma decisión, por Manuel 
de Jesús de Peña, dominicano, mayor de edad, soltero, co-
merciante, domiciliado en la ciudad de Santiago de los Ca- 

}galleros, de la provincia de Santiago, portador de la cédu-
da  personal de identidad número 392, serie 31, renovada 
con el sello de R. I. No. 1629; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vistas las actas de declaración de uno y de otro recur-
so levantadas, a requerimiento de los recurrentes, el die-
,cisiete y el veintidós de julio de mil novecientos cincuenta 
y tres, en la secretaría de la Corte a qua; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos la Ley No. 82 del año 1931 y los artícu-
los 1, 2, 3, 4, 5, 6, 8 y 10 de la Ley No. 2208, del año 
1949; 10 (transitorio) de la Ley No. 2568, del año 1950; 
180, 190, 194, 195, 202, 209 y 211 del Código de Procedi-
miento Criminal, y 1 9  y 71 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta lo 
que sigue: "a) que en fecha siete del mes de noviembre del 
año mil novecientos cincuenta y dos, compareció por ante 
el Magistrado Procurador Fiscal de la Segunda Cámara 
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judi-
cial de Santiago, el señor Ramón E. Carela Guzmán, y ex-
puso: que el objeto de su comparecencia es presentar for-
mal querella contra el Lic. Manuel de Js. de Peña, en ra-
zón de que adeuda al Fisco por concepto del impuesto de 
la Ley No. 2208 la suma de RD$7,864.15 y que para evadir 
el pago de dicha suma simuló la formación de una Compa-
ñía por Acciones, haciendo además traspasos fraudulentos 
de sus bienes muebles e inmuebles a favor de su ex esposa 
María Dolores Ballet y del señor Armando Ortiz Guerrero, 
todo ello en violación a la disposición de la Ley No. 82 del 
año 1931, operaciones en las cuales también figura el se-
ñor Rafael del Toro h.; b) que apoderada del expediente la 
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referida Segunda Cámara Penal, ésta dictó sentencia e n 
 fecha veintidós del mes de diciembre del año mil nove-

cientos cincuenta y dos, cuyo dispositivo dice: `1r°. deela 
rar y declara al nombrado Manuel de Jesús Peña, de g e., 
nerales que constan, culpable de violación de las leyes No. 
2208 y 82, la lra. que establece un impuesto sobre mer-
cancías y la 2da. sobre la responsabilidad de socios ante 
el fisco, y en consecuencia, debe condenar como al efecto 
lo condena atendiendo al principio del no cúmulo de pe-
nas al pago de una multa de ochenta pesos oro (RD$80.00); 
2do. que debe condenar y condena además al inculpado Ma-
nuel de Jesús de Peña, al pago de las costas' "; c) que tan-
to el Magistrado Procurador Fiscal de la Segunda Cámara 
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de Santiago como el prevenido Manuel de Jesús de 
Peña interpusieron recursos de alzada contra dicho fallo, 
y la Corte de Apelación de Santiago, después de dos apla-
zamientos, conoció contradictoriamente de los mencionados 
recursos en audiencia pública del nueve de julio de mil 
novecientos cincuenta y tres, en la que los abogados del 
prevenido presentaron estas conclusiones: "Por las razo-
nes expuestas y aquellas otras que sin duda supliréis, Ho-
norables Magistrados, el recurrente señor Lic. Manuel de 
Jesús de peña, cuyas generales constan, os suplica muy res-
petuosamente por conducto de los suscritos, sus abogados 
constituídos: Primero: que al declarar regular en la forma 
y bueno en cuanto al fondo su recurso de apelación, revo-
quéis en todas sus partes la sentencia apelada, especialmen-
te. entre otros, por estos motivos fundamentales: En cuan-
to a la infracción pretendida y fundada en la Ley 2208: 
porque dicha ley fué derogada por la No. 2568 y no ser, 
por consiguiente, aplicable al asunto; En cuanto a la in-
fracción pretendida y fundada en la Ley No. 82: porque 
no existe el elemento perjuicio; porque no ha sido proba-
da en si la infracción; porque siendo válida la compañía, 

corno resulta de la garantía aceptada por el Fisco, fundada 
en RD$20,000 de acciones de la misma, no ha lugar a con-
siderar la posibilidad del perjuicio ni ningún otro vicio in-
herente a la misma; Segundo: En consecuencia, descargar 
si recurrente de las condenaciones que indebidamente le 
fueron impuestas en la sentencia apelada y cuya revoca-
ción se solicita; y Tercero: Declarar las costas de oficio"; 
y el Ministerio Público concluyó, en su dictamen, pidiendo: 
"1ro. que se admitan en la forma, los recursos de apelación; 
2do. que se revoque la sentencia apelada, y si se considera 
que en el caso de la especie no solamente se han violado 
las disposiciones de las leyes 2208 y 2568, sino también las. 
disposiciones del artículo 3 de la Ley No. 82, se condene al 
prevenido a la pena más fuerte, o sea a la pena de seis me-
ses de prisión correccional; que si por el contrario, se con-
*dera que solamente ha 'violado las leyes Nos. 2208 y 2568, 

se aumente la multa que le fué impuesta de ochenta pesos. 
a ciento cincuenta pesos, y en cualquiera de los dos casos, 
se le condene al pago de las costas de la instancia"; 

Considerando que, en fecha catorce de julio de mil no-
vecientos cincuenta y tres, la Corte de Apelación de Santia-
go pronunció, en audiencia pública, la sentencia ahora im-
pugnada, con el dispositivo que a continuación se transcri-
be: "Falla: Primero: Declara regulares y válidos en la for-
ma, los presentes recursos de apelación; Segundo: Modifi-
ca la sentencia dictada por la Segunda Cámara Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San-
tiago, el d. veintidós de diciembre del año mil novecien-
tos cincuenta y dos, la cual condenó al nombrado Manuel 
de Jesús de Peña, de generales anotadas, al pago de una 
multa de ochenta pesos y de las costas, teniendo en cuen-
ta el principio del no cúmulo de penas, por considerarlo 
culpable de violación de las leyes Nos. 2208 y 82, la pri-
mera relativa al impuesto sobre mercancías y la segunda 
a la responsabilidad de los socios ante el fisco, y actuan- 



BOLETÍN JUDICIAL 	 2311- 2310 	 BOLETIN JUDICIAL 

referida Segunda Cámara Penal, ésta dictó sentencia en  
fecha veintidós del mes de diciembre del año mil nove-
cientos cincuenta y dos, cuyo dispositivo dice: `lro. decla. 
rar y declara al nombrado Manuel de Jesús Peña, de g e.. 
nerales que constan, culpable de violación de las leyes No. 
2208 y 82, la lra. que establece un impuesto sobre mer-
cancías y la 2da. sobre la responsabilidad de socios ante 
el fisco, y en consecuencia, debe condenar como al efecto 
lo condena atendiendo al principio del no cúmulo de pe-
nas al pago de una multa de ochenta pesos oro (RD$80.00); 
2do. que debe condenar y condena además al inculpado Ma-
nuel de Jesús de Peña, al pago de las costas' "; e) qué tan-
to el Magistrado Procurador Fiscal de la Segunda Cámara 
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de Santiago como el prevenido Manuel de Jesús de 
Peña interpusieron recursos de alzada contra dicho fallo, 
y la Corte de Apelación de Santiago, después de dos apla-
zamientos, conoció contradictoriamente de los mencionados 
recursos en audiencia pública del nueve de julio de mil 
novecientos cincuenta y tres, en la que los abogados del 
prevenido presentaron estas conclusiones: "Por las razo-
nes expuestas y aquellas otras que sin duda supliréis, Ho-
norables Magistrados, el recurrente señor Lic. Manuel de 
Jesús de Peña, cuyas generales constan, os suplica muy res-
petuosamente por conducto de los suscritos, sus abogados 
constituídos: Primero: que al declarar regular en la forma 
y bueno en cuanto al fondo su recurso de apelación, revo-
quéis en todas sus partes la sentencia apelada, especialmen-
te. entre otros, por estos motivos fundamentales: En cuan-
to a la infracción pretendida y fundada en la Ley 2208: 
porque dicha ley fué derogada por la No. 2568 y no ser, 
por consiguiente, aplicable al asunto; En cuanto a la in-
fracción pretendida y fundada en la Ley No. 82: porque 
no existe el elemento perjuicio; porque no ha sido proba- 
da en si la infracción; porque siendo válida la compañía, 

o resulta de la garantía aceptada por el Fisco, fundada 
RD$20,000 de acciones de la misma, no ha lugar a con-
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nte a la misma; Segundo: En consecuencia, descargar 
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vecientos cincuenta y tres, la Corte de Apelación de Santia-
go pronunció, en audiencia pública, la sentencia ahora im-
pugnada, con el dispositivo que a continuación se transcri-
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tos cincuenta y dos, la cual condenó al nombrado Manuel 
de Jesús de Peña, de generales anotadas, al pago de una 
multa de ochenta pesos y de las costas, teniendo en cuen-
ta el principio del no cúmulo de penas, por considerarlo 
culpable de violación de las leyes Nos. 2208 y &2, la pri-
mera relativa al impuesto sobre mercancías y la segunda 
a la responsabilidad de los socios ante el fisco, y actuan- 
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do por, propia autoridad, descarga a dicho prevenido de 
indicada infracción a la Ley No. 82, que se le imputa, 
insuficiencia de pruebas, y confirma la prealudida senten 
cia en • cuanto lo reconoce culpable de violación a la Ley 
No. 2208, modificando dicha sentencia en cuanto a la pena 
impuesta en el sentido de aumentar la multa a la cantidad 
de ciento cincuenta pesos oro; y Tercero: Condena al pre, 
venido Manuel de Jesús de Peña, al pago de las costas de 
la presente instancia"; 

Considerando que el Magistrado Procurador General 
de la Corte de Apelación de Santiago expone, en la dedo-. 
ración de su recurso, "que basa dicho recurso en que le 
Corte ha cometido una desnaturalización de los hechos de 
la causa en lo que respecta a la infracción prevista y san-
cionada por la Ley No. 82, sobre la responsabilidad de so-
cios ante el Fisco"; y el recurrente Manuel de Jesús de 
Peña expresa, en su declaración, que interpone su recurso 
"por no estar conforme en lo que respecta a la condenación 
pronunciada en virtud de la Ley No. 2208, y por las de-
más razones que hará valer en el correspondiente memo-
rial de casación que se propone enviar a la Secretaría 
neral de la Suprema Corte de Justicia"; 

Considerando, respecto del recurso del Magistrado Pro-
curador General de la Corte de Apelación de Santiago: que 
en sentido opuesto a lo alegado en el acta de declaración de 
dicho recurso, la sentencia impugnada, al expresar en su 
noveno considerando que "es posible que el dicho procesa-
do simulara el traspaso de sus acciones en la nueva C. por 
A. que fundó después del incendio, en favor del Sr. Ortiz 
Guerrero y que, lo hiciera para soslayar la acción incoa-
da en su contra por el Dr. Garrido y no para evadir el pa-
go de impuesto alguno, y teniendo en cuenta que el propio 
Fisco, por el contrato ya indicado, aceptó en garantía 200 
acciones de esa Compañía"; al agregar que por ello la Cor-
te a qua "se inclina a descargar a dicho procesado del de- 
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fundado en la violación de dicha ley, por insuficien-
cia de pruebas en la comisión del mismo"; y al descargar, 
como consecuencia de lo así establecido, a Manuel de Je-
sAa_ de Peña de la infracción de la Ley No. 82, del año 
1931, la repetida Corte a qua hizo uso de los poderes so-
beranos de que gozan los jueces del fondo para ponderar 
los elementos de prueba sometidos al debate y dedujo de 
ello las consecuencias jurídicas que eran de lugar, sin que 
se advierta que se incurriera en desnaturalización alguna 
de los hechos ni en violaciones de la ley; que por todo 
ello, el recurso de que se viene tratando carece de funda-
mento; 

Considerando, acerca del recurso del prevenido: que 
éste ha enviado a la Suprema Corte el memorial ofrecido 
en la declaración de su recurso, y que en tal memorial se 
alega, como único medio de casación, que en la decisión de 
la Corte de Apelación de Santiago se ha incurrido en los 
yicios de "violación del principio de la retroactividad de 
la ley penal, y falta de base legal de la sentencia al aplicar 
una ley derogada para establecer una sanción jurídicamen-
te imposible"; pero, 

Considerando que si bien el artículo 42 de la Constitu-
ción de la República prescribe que "las leyes no tienen 
efecto retroactivo, sino en el caso de que sean favorables 
1 que esté sub-judice, o cumpliendo condena", la segunda 
arte de dicho canon constitucional, concerniente a la ma-

teria penal, no ha sido violada en el caso de que se trata, 
pues lo que hace, en realidad, el artículo 10 (transitorio) 
de la Ley No. 2568, es mantener la vigencia de las leyes 
1966 y 2208 del año 1949 para todo lo relativo al pago de 
los impuestos establecidos por estas dos leyes, y aún adeu-
dados por las personas de quienes se trate; y no existe base 
alguna para entender que el propósito del legislador hu-
biera sido despojar, al Estado, del arma compulsoria que 
signífica el mantenimiento de penalidades contra las perso- 
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nas que, en los casos en que fueren contraventores de las 
prescripciones de la Ley No. 2208 sobre impuestos estuvie-
sen en faltas consideradas hasta entonces como delitos; que 

 consecuentemente, al haber establecido la decisión impug-
nada, en su octavo considerando, que el prevenido había 
incurrido en las sanciones previstas en el artículo 10 de la 
Ley No. 2208, mientras estuvo íntegramente en vigor di-
cha ley, "en vista del retardo que tuvo en satisfacer los va-
lores correspondientes al Fisco y no declarar el valor 
de sus mercancías, por el concepto debido", la Corte 
a qua procedió correctamente al mantener contra di-
cho prevenido la declaración de culpabilidad, efec-
tuada en primera instancia, respecto de la transgre-
sión de lo dispuesto en la Ley No. 2208 y en el 
artículo 10, transitorio, de la Ley No. 2568, de los 
años 1949 y 1950, respectivamente, y al tomar ello como 
fundamento para condenarlo a las penas que contra él pro-
nunció; 

Considerando que en parte alguna de la decisión de 
que se trata se revelan vicios, de forma o de fondo, que 
pudieran ser examinados de oficio y que condujeran a la 
anulación de dicho fallo; 

Por tales motivos, Primero: rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por el Magistrado Procurador General 
de la Corte de Apelación de Santiago, contra sentencia de 
dicha Corte de fecha catorce de julio de mil novecientos 
cincuenta y tres, cuyo dispositivo ha sido copiado en otro 
lugar del presente fallo, y declara las costas de oficio; Se-
gundo: rechaza el recurso, también de casación, interpues-
to por Manuel de Jesús de Peña contra la misma sentencia 
del catorce de julio, y condena a dicho recurrente al pago 
de las costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.—
Miguel Ricardo Román. —Raf. Castro Rivera.— Juan A. 

Morel.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Manuel 
A. Amiama. —Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 7 DE DICIEMBRE DE 1953, 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de 

fecha 7 de septiembre de 1953. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Francisco Arias. 

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la 
secretaría de la Corte a qua en fecha quince de septiembre 
del corriente año; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber •deli-
berado, y vistos los artículos 295, 304, párrafo II, y 321 
del Código Penal; 277 del Código de Procedimiento Cri-
minal, y 1 9  y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Casa-
ción; 

Considerando que en la sentencia impugnada conStatr 
los siguientes hechos: a) que el Magistrado Procurador Fis-
cal de la Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Santo Domingo, levantó 
acta en fecha seis de julio de mil novecientos cinCuénta y 
dos que comprueba: haberse trasladado a las once de la 
mañana acompañado del Médico Legista Dr. Adolfo V. Je-
surúm M. al Hospital "William Morgan", donde encontró 
el cadáver de quien se nombraba Bienvenido Echavarría, 
de 24 años, soltero, portador de la cédula personal de iden-
tidad número 21573, serie 23, sello número 1,359,720; b) 
que apoderado el Magistrado Juez de Instrucción de la . 
Primera Circunscripción del Distrito Judicial de Santo Do-
mingo, e instruida la correspondiente sumaria, dictó- provi-
dencia en fecha siete de octubre de mil novecientos cin-
cuenta y dos, que envía al acusado Francisco Arias para 
ser juzgado ante la Primera Cámara Penal, del Distrito Ju 
dicial de Santo Domingo, en atribuciones criminales,• por 
el crimen de homicidio voluntario en la persona de Bien-
venido Echavarría; c) que la Primera Cámara Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San-
to Domingo dictó sentencia el cuatro de diciembre con el 
siguiente dispositivo: "Falla: Primero: que debe declarar y 
declara a Francisco Arias (a) Corona, culpable del crimen 
de homicidio voluntario de Bienvenido Echavarría (a) Flay; 
y en consecuencia se le condena a sufrir la pena de diez 
años de trabajos públicos; Segundo: que debe condenar y 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Miguel Ricardo Román, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, 
Juan A. Morel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B. 
y Manuel A. Amiama, asistidos del Secretario General, en 
la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, 
Distrito de Santo Domingo, hoy día siete del mes de di-
ciembre de mil novecientos cincuenta y tres, años 110 9  de 

la Independencia, 91 9  de la Restauración y 24 9  de la Era 

de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de ca 

sación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Francisco 
Arias, de veintiséis años de edad, soltero, jornalero, domi-
ciliado y residente en esta ciudad, portador de la cédula 
personal de identidad número 18334, serie 2, contra senten-
cia dictada por la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, en 
fecha siete de septiembre de mil novecientos cincuenta y 

tres, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
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de la República; 

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la 
secretaría de la Corte a qua en fecha quince de septiembre 
.del corriente año; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber•deli-
berado, y vistos los artículos 295, 304, párrafo II, 'y 321 
del Código Penal; 277 del Código de Procedimiento Cri-
minal, y 1 9  y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Casa-
ción; 

Considerando que en la sentencia impugnada constarr 
los siguientes hechos: a) que el Magistrado Procurador Fis-
cal de la Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Santo Domingo, levantó. , 

 acta en fecha seis de julio de mil novecientos cincuenta y 
dos que comprueba: haberse trasladado a las once de la 
mañana acompañado del Médico Legista Dr. Adolfo V. Je-- 
surúm M. al Hospital "William Morgan", donde encontró 
el cadáver de quien se nombraba Bienvenido Echavarría, 
de 24 años, soltero, portador de la cédula personal de iden-
tidad número 21573, serie 23, sello número 1,359,720; b) 
que apoderado el Magistrado Juez de Instrucción de la 
Primera Circunscripción del Distrito Judicial de Santo Do-
mingo, e instruída la correspondiente sumaria, dictó- provi-
dencia en fecha siete de octubre de mil novecientos cin-
cuenta y dos, que envía al acusado Francisco Arias para 
ser juzgado ante la Primera Cámara Penal, del Distrito Ju 
dicial de Santo Domingo, en atribuciones criminales,. por 
el crimen de homicidio voluntario en la persona de Bien-
venido Echavarría; e) que la Primera Cámara Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San-
to Domingo dictó sentencia el cuatro de diciembre con el 
siguiente dispositivo: "Falla: Primero: que debe declarar y 
declara a Francisco Arias (a) Corona, culpable del crimen 
de homicidio voluntario de Bienvenido Echavarría (a) Flay; 
y en consecuencia se le condena a sufrir la pena de diez 
años de trabajos públicos; Segundo: que debe condenar y 
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condena a Francisco Arias (a) Corona, al pago de las cos-
tas"; d) que inconforme el acusado interpuso recurso d e 

 apelación, y la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo dic-
tó la sentencia impugnada con el siguiente dispositivo: "F a.. 
lla: Primero: Declara regular y válido en cuanto a la for-
ma el presente recurso de apelación; Segundo: Rechaza los 
medios de defensa del acusado basados en la excusa legal 
de la provocación por no estar ésta caracterizada en sus 
elementos constitutivos; Tercero: Modifica en cuanto a la 
pena la sentencia apelada;— y, obrando por propia auto-
ridad condena al acusado Francisco Arias (a) Corona, de ge-
nerales anotadas, a sufrir la pena de ocho años de traba-
jos públicos por el mismo crimen de homicidio voluntario 
en la persona de Bienvenido Echavarría (a) Flay; Cuarto: 
Condena al acusado Francisco Arias (a) Corona, al pago 
de las costas del presente recurso de apelación"; 

Considerando que no habiéndose expuesto ningún me-
dio determinado en apoyo del recurso, procede examinar 
la sentencia impugnada en todo cuanto concierne, al inte-

rés del recurrente; 
Considerando que la Corte a qua, mediante la pondera 

ción de las pruebas regularmente aportadas al debate da 
por establecido: a) que Bienvenido Echavarría debía a Fran-
cisco Arias la suma de dieciséis pesos de unos billetes que 
debía pagar el sábado anterior a la comisión del hecho; 

, b) que requerido Francisco Arias por el testigo Rafael Sie-
rra, para que fuese a ver a Bienvenido Echavarría, quien 
deseaba explicarle por qué no le había pagado, y al llegar 
Arias al lugar del hecho aquél le explicó lo ocurrido, le su-
plicó que le aguardara unos días que Ie daría veinticinco 
pesos por los dieciséis; d) que Bienvenido Echavarría se en-
contraba sentado en un murito, y sin mediar otras palabras 

vías de hecho de su parte, Francisco Arias le dió golpes 
:y le infirió una herida en el hipocondrio izquierdo que le 

.produjo la muerte; 

Considerando que en los hechos así comprobados y ad-
mitidos por la Corte a qua, sin incurrir en desnaturaliza-
ción alguna, está caracterizado el crimen de homicidio vo-
luntario puesto a cargo de Francisco Arias, previsto y san-
cionado por los artículos 295 y 304 párrafo II, del Código 
Penal; que, por otra parte, al descartar la excusa legal de 
la provocación, alegada por el acusado, porque la víctima 
"no dió golpes" a su victimario, sino que estuvo en todo 
momento sentada en actitud de súplica para arreglar amis-
tosamente el asunto', la Corte a qua hizo una correcta in-
terpretación del artículo 321 del Código Penal; y del mismo 
modo al imponer al acusado Francisco Arias la pena de 
ocho años de trabajos públicos como autor del crimen de 
homicidio voluntario en la persona de Bienvenido Echava-
rría, hizo una correcta aplicación de los referidos artícu 
los 295 y 304, in fine, del Código Penal; 

Considerando, que examinada en sus demás aspectos, 
la sentencia impugnada no contiene ningún vicio que la 
haga anulable; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Francisco Arias contra sentencia de 
la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo de fecha siete de 
septiembre de mil novecientos cincuenta y tres, cuyo dispo-
sitivo se copia en otro lugar del presente fallo, y Segundo: 
Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— Miguel Ricardo Ro-
mán.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. Morel.— A. Alvarez 
Aybar.— Damián Báez B.— Manuel A. Amiama.— Ernes-
to Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figurai, en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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pesos por los dieciséis; d) que Bienvenido Echavarría se en-
contraba sentado en un murito, y sin mediar otras palabras 

ni vías de hecho de su parte, Francisco Arias le dió golpes 

:y le infirió una herida en el hipocondrio izquierdo que le 

produjo la muerte; 

Considerando que en los hechos así comprobados y ad-
mitidos por la Corte a qua, sin incurrir en desnaturaliza-
Mil alguna, está caracterizado el crimen de homicidio vo-
luntario puesto a cargo de Francisco Arias, previsto y san-
cionado por los artículos 295 y 304 párrafo II, del Código 
Penal; que, por otra parte, al descartar la excusa legal de 
la provocación, alegada por el acusado, porque la víctima 
"no dió golpes" a su victimario, sino que estuvo en todo 
momento sentada en actitud de súplica para arreglar amis-
tosamente el asunto', la Corte a qua hizo una correcta in-
terpretación del artículo 321 del Código Penal; y del mismo 
modo al imponer al acusado Francisco Arias la pena de 
ocho años de trabajos públicos como autor del crimen de 
homicidio voluntario en la persona de Bienvenido Echava-
rría, hizo una correcta aplicación de los referidos artícu 
los 295 y 304, in fine, del Código Penal; 

Considerando, que examinada en sus demás aspectos, 
la sentencia impugnada no contiene ningún vicio que la 
haga anulable; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Francisco Arias contra sentencia de 
la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo de fecha siete de 
septiembre de mil novecientos cincuenta y tres, cuyo dispo-
sitivo se copia en otro lugar del presente fallo, y Segundo: 
Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— Miguel Ricardo Ro-
mán.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. Morel.— A. Alvarez 
Aybar.— Damián Báez B.— Manuel A. Amiama.— Ernes-
to Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuras} en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 7 DE DICIEMBRE DE 1953, 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal, de re. 
cha 15 de julio de 1953. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Dalmacia de los Santos González. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dor ►inicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Segundo 
Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. 
Morel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B. y Ma-
nuel A. Amiama, asistidos del Secretario General en la Sa-
la donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito de Santo Domingo, hoy día siete del mes de diciem-
bre de mil novecientos cincuenta y tres, años 110 9  de la In-

dependencia, 91 9  de la Restauración y 24 9  de la Era de 
Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de casa-
ción, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Dalmacia 
de los Santos González, dominicana, mayor de edad, de ofi-
cios domésticos, domiciliada y residente en la villa de Vi-
cente Noble, Provincia de Barahona, portadora de la cédu-
la personal de identidad número 98, serie 76, con sello nú-
mero 1559811, contra sentencia de la Corte de Apelación 
de San Cristóbal de fecha quince de julio del corriente 
año, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador Gene-
ral de la República; 

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la 
„secretaría de la Corte a qua en fecha dieciocho de septiem-
bre del año en curso, en la cual no se alega ningún medio 
determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 212 del Código de Procedi-
miento Criminal, .y 1 9  y 71 de la Ley sobre Procedimien-
to de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada, consta: 
a) que en fecha diez de noviembre de mil novecientos cin-
cuenta y dos, Dalmacia de los Santos presentó querella 
ante el Jefe de puesto de la P. N. en Vicente Noble contra 
Eropágida Vicente (Paj ola) por haberla ésta injuriado; b) 
que apoderado del caso el Juzgado de Paz de Vicente No-
ble lo declinó por considerarse incompetente para decidir-
lo; c) que a su vez el Procurador Fiscal del Distrito Judi-
cial de Barahona apoderó del asunto al Juzgado de Prime-
ra Instancia, el cual después de haberlo reenviado en 
varias ocasiones, conoció finalmente de este caso el veinti-
séis de marzo de mil novecientos cincuenta y tres, y lo 
fallé el mismo día por sentencia cuyo dispositivo dice así: 
"Falla: Primero: que debe declarar y declara a la nom-
brada Eropágida Vicente (a) Pajola, de generales anotadas, 
culpable del delito de injurias en perjuicio de Dalmacia 
de los Santos de González, y en consecuencia la condena 
a pagar una multa de RD$5.00 (cinco pesos); Segundo: que 
debe declarar y al efecto declara regular la constitución 
en parte civil hecha por la señora Dalmácia de los Santos 
de González contra la nombrada Eropágida Vicente (a) Pa-
jola; Tercero: que debe condenar y condena a la referida 
Eropágida Vicente (a) Pajola a pagar una indemnización 
de RD$50.00 (cincuenta pesos oro), en favor de la parte 
civil constituída, señora Dalmacia de los Santos de Gon-
zález, por los daños morales ocasionados a ésta por el he- 
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cho de aquella; Cuarto: que debe condenar y condena a 
 prevenida al pago de las costas penales y civiles del pr 

 cedimiento"; 
Considerando que contra este fallo apeló la prevenid a 

 y la Corte de Apelación de San Cristóbal, apoderada d 
recurso lo decidió por la sentencia ahora impugnada, que  

contiene el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Declara 
regular y válido, en cuanto a la forma, el presente recur.. 
so de apelación; Segundo: Revoca la sentencia contra la 
cual se apela y cuyo dispositivo aparece copiado en otro 
lugar del presente fallo, dictada en fecha 26 del mes de 
marzo del año 1953 , por el Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Barahona; y, obrando por propia 
autoridad, descarga a la nombrada Eropágida Vicente (a) 
Paj ola, de generales anotadas, de las condenaciones pena, 
les y civiles que le fueron impuestas; Tercero: Declara d 
oficio las costas penales; y Cuarto: Condena a la par 
civil constituída que sucumbe, señora Dalmacia de los San 
tos de González, al pago de las costas"; 

Considerando que esta sentencia no fué dictada en pre-
sencia de la parte civil recurrente ni citada para oír 
pronunciar, sino que le fué notificada el diez de septiem 
bre de mil novecientos cincuenta y tres, por lo cual s 
recurso declarado el dieciocho de ese mismo mes, de 
ser admitido por estar dentro del plazo legal; 

Considerando que para revocar la sentencia apela 
contrariamente a lo admitido por el juez de primer grad 
quien estimó que el delito de injurias había sido pro 
do, la Corte a qua estimó a su vez que ni del resulta 
del plenario, ni de la declaración de la agraviada, que 
creyó sincera, ya que no estuvo tampoco corroborada 
ningún testimonio idóneo, no se produjo la prueba ineq 
vota del hecho puesto a cargo, de la prevenida; 

Considerando que los jueces del fondo gozan de 
poder soberano para la ponderación de las pruebas a  

jadas en la instrucción de la causa; que, por consiguiente, 
la Corte a qua, al revocar la sentencia apelada y descar-
gar a la prevenida Eropágida Vicente del hecho que se le 
imputa, hizo una correcta aplicación del artículo 212 del 

ódigo de Procedimiento Criminal; 

Considerando que examinado el fallo impugnado en 
sus demás aspectos, no contiene vicio alguno que lo ha-
ga anulable; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Dalmacia de los Santos de Gon-
zález, contra sentencia de la Corte de Apelación de San 
Cristóbal, de fecha quince de julio de mil novecientos cin-
cuenta y tres, cuyo dispositivo se copia en otro lugar del 
presente fallo, y Segundo: Condena a dicha recurrente al 

go de las costas. 
(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mej ía.— 

iguel Ricardo Román. —Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
orel.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Manuel 
. Amiama.— Ernesto Curiel hijo.— Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 

udiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
é firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 

ue certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 7 DE DICIEMBRE DE 1 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del D.j, 
Duarte, de fecha 14 de septiembre de 1953. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Julián Cordero. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de J 
ticia, regularmente constituida por los Jueces licencia 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Prim 
Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Segun 
Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. 
rel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B. y Man 
A. Amiama, asistidos del Secretario General, en fa S 
donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distri 
de Santo Domingo, hoy día siete del mes de diciembre 
mil novecientos cincuenta y tres, años 110 9  de la Indepen 
dencia, 91 9  de la Restauración y 249 de la Era de Trujillo 
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Julián 
Cordero, dominicano, casado, agricultor, domiciliado y re-
sidente en la sección de Rincón Hondo, común de Castillo, 
Provincia Duarte, portador de la cédula personal de iden-
tidad número 6674, serie 59, renovado con sello número 
41905, contra la sentencia del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de Duarte, de fecha catorce de sep-
tiembre de mil novecientos cincuenta y tres, dictada en 

grado de apelación, cuyo dispositivo se copia más adelante; 
Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
la República; 

Vista el acta contentiva del recurso de casación, levan-
a en fecha catorce de septiembre de mil novecientos cin-

enta y tres, en la secretaría del Juzgado a quo; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
ado, y vistos los artículos 2 y 14 de la Ley No. 1688, 
año 1948, modificada por la Ley No. 1746, también del 

'o 1948, sobre Conservación Forestal y Arboles Frutales, 
1 y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
umentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
fecha veinte de mayo de mil novecientos cincuenta y 
s el Inspector de Agricultura Andrés Cortorreal proce-

6 a levantar un acta en la cual se expresa que ha com-
bado que Julián Cordero, domiciliado y residente en la 

cción de Rincón Hondo, Común de Castillo, Provincia 
arte, ha cometido una violación de la Ley No. 1688, mo-
icada por la Ley No. 1746, consistentemente en haber 
ho un desmonte "en la ribera del río Maguá"; b) que, 
consecuencia, el inculpado Julián Cordero fué someti-
a la acción de la justicia y que apoderado del hecho el 

Juzgado de Paz de la común de Castillo, dictó sentencia 
el ocho de julio de mil novecientos cincuenta y tres con-
denando al prevenido a treinta días de prisión correccional, 
a veinticinco pesos oro de multa, y al pago de las costas; 
c) que en fecha ocho de julio de mil novecientos cincuen-
ta y tres el prevenido interpuso recurso de apelación; 

Considerando que sobre dicho recurso el Juzgado a quo 
dictó la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo dice 
así: "Falla: Primero: Que debe rechazar y rechaza, la so-
licitud de reenvío por improcedente; Segundo: Que debe 
declarar y declara, bueno y válido en la forma el presente 
recurso de apelación interpuesto por el prevenido Julián 
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SENTENCIA DE FECHA 7 DE DICIEMBRE DE 1 
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sidente en la sección de Rincón Hondo, común de Castillo, 
Provincia Duarte, portador de la cédula personal de iden-
tidad número 6674, serie 59, renovado con sello número 
41905, contra la sentencia del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de Duarte, de fecha catorce de sep-

tiembre de mil novecientos cincuenta y tres, dictada en 

grado de apelación, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
la República; 

Vista el acta contentiva del recurso de casación, levan-
a en fecha catorce de septiembre de mil novecientos cin-

enta y tres, en la secretaría del Juzgado a quo; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

ado, y vistos los artículos 2 y 14 de la Ley No. 1688, 
año 1948, modificada por la Ley No. 1746, también del 

o 1948, sobre Conservación Forestal y Arboles Frutales, 
1 y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
umentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
fecha veinte de mayo de mil novecientos cincuenta y 
s el Inspector de Agricultura Andrés Cortorreal proce-

ó a levantar un acta en la cual se expresa que ha com-
bado que Julián Cordero, domiciliado y residente en la 

cción de Rincón Hondo, Común de Castillo, Provincia 
arte, ha cometido una violación de la Ley No. 1688, mo-
icada por la Ley No. 1746, consistentemente en haber 
ho un desmonte "en la ribera del río Maguá"; b) que, 
consecuencia, el inculpado Julián Cordero fué someti-
a la acción de la justicia y que apoderado del hecho el 

uzgado de Paz de la común de Castillo, dictó sentencia 
el ocho de julio de mil novecientos cincuenta y tres con-
denando al prévenido a treinta días de prisión correccional, 
a veinticinco pesos oro de multa, y al pago de las costas; 
e) que en fecha ocho de julio de mil novecientos cincuen-
ta y tres el prevenido interpuso recurso de apelación; 

Considerando que sobre dicho recurso el Juzgado a quo 
dictó la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo dice 
así: "Falla: Primero: Que debe rechazar y rechaza, la so-
licitud de reenvío por improcedente; Segundo: Que debe 
declarar y declara, bueno y válido en la forma el presente 
recurso de apelación interpuesto por el prevenido Julián 
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Cordero, contra setnencia de fecha 8 de julio del año mil 
novecientos cincuenta y tres (1953) del Juzgado de Paz d e 

 la común de Castillo, cuyo dispositivo dice así: `1.— Que 

 debe condenar como en efecto condena al nombrado ja.. 
lián Cordero, al pago de una multa de RD$25.00 y a cum-
plir (30) días de prisión correccional más al pago de las 
costas, todo por su delito de los arts. 2-9 Ley 1688— ref. 
1746'; Tercero: Que en cuanto al fondo se confirma en to-
das sus partes la sentencia apelada. Cuarto: Que debe con-
denar y condena, al recurrente al pago de las costas"; 

Considerando que los artículos 2, letra b) y 14 de la 
Ley No. 1688, reformados por la Ley No. 1746, castigan 
con las penas de multa de veinticinco a doscientos pesos 
oro y prisión de uno a seis meses a los que realicen des-
montes, talas, quemaciones y cultivos en las riberas de to-
dos los ríos y arroyos, en una faja de treinta metros de 
ancho a cada lado; 

Considerando que el Juez a quo fundándose en el acta 
levantada por el Inspector de Agricultura Andrés Cor-
torreal y en la propia confesión del prevenido, quien de-
claró que había hecho tumbas y cultivos "a una distancia 
de 20 y 22 metros de la .ribera del río", dió por compro-
bado que Julián Cordero había violado la disposición del 
citado artículo 2, letra b) de la Ley No. 1688, reformada; 
que, en tales circunstancias, el Juez a quo gozaba de un 
poder soberano para apreciar, como lo hizo, si la causa es-
taba suficientemente sustanciada, y en consecuencia, re-
chazar por improcedente el pedimento del prevenido, en el 
sentido de que se reenviara la causa para citar al Inspec-
tor de Agricultura y a dos testigos más; 

Considerando que todos los elementos del delito de 
tumba de árboles y de realizar los cultivo previstos por el 
artículo 2, letra b ) y sancionado por el artículo 14, de la 
Ley No. 1688, reformada por la Ley No. 1746, se encuen- 

tran reunidos en los hechos que el Juez a quo comprobó 
y admitió de la manera antes indicada, y que al calificar-
lo de ese modo e imponerle al inculpado las penas men-
cionadas, en la sentencia impugnada se hizo una correcta 
aplicación de la ley; 

Considerando que examinado en sus demás aspectos 
el fallo no presenta vicio alguno que lo haga anulable; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Julián Cordero contra sentencia del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Duarte, de fecha catorce de septiembre de mil novecientos 
cincuenta y tres, dictada en grado de apelación, cuyo dis-
positivo se copia en otra parte del presente fallo; y Segun-
do: Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini. —J. Tomás Mejía.—
Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
Morel. —A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Manuel 
A. Amiama.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada oor los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 7 DE DICIEMBRE DE 1953, 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, d e 
 fecha 27 de agosto. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Teodoro Timoteo Pimentel Troncoso. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Segundo 
Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. Mo-
re!, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B., y Manuel 
A. Amiama, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
de Santo Domingo, hoy día siete del mes de diciembre de 
mil novecientos cincuenta y tres, años 110 9  de la Indepen-
dencia, 91 9  de la Restauración y 24 9  de la Era de Trujillo, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Teodoro 
Timoteo Pimentel Troncoso, dominicano, mayor de edad, 
comerciante, residente y domiciliado en Ciudad Trujillo, 
portador de la cédula de identidad personal No. 92, serie 
3, renovada para el año mil novecientos cincuenta y tres 
con el sello No. 36142, parte civil constituida, contra sen-
tencia de la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de fe-
cha veintisiete de Agosto de mil novecientos cincuenta y 
tres; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta de declaración del recurso levantada en 

la Secretaría de la Corte a qua, en fecha veintiuno de Sep-
. tiembre del año mil novecientos cincuenta y tres; 

40i La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 1315, 1384 del Código Civil; 
133 del Código de Procedimiento Civil; 182, 186 y 194 del 
Código de Procedimiento Criminal, y 1 y 71 de la Ley So-
bre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada constan 
los siguientes hechos: a) que ocurrido un accidente de au-
tomóvil en fecha dieciséis de mayo de mil novecientos cin-
cuenta y dos a la guagua placa No. 4113 en el cual resul-
taron con golpes Teodoro Timoteo Pimentel Troncoso, An-
gélica Brazobán, Pura María Brazobán de Paula y la me-
nor Milagros Méndez, y realizada una investigación por 
el Oficial de la Policía' Nacional apoderado del caso, com-
probó que en el momento del accidente el vehículo era 
conducido por el prevenido Julio César Pereyra Hayer y 
'no por Aurelio Campusano; b) que en fecha .treintiuno de 
Octubre de mil novecientos cincuenta y dos, por acto del 
ministerial Presbiterio de la Rosa Padilla, Alguacil Ordi-
nario de la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, a re-
querimiento de Angélica Brazobán, Pura Brazobán de Pau-
la, Ismael Méndez en su calidad de padre y administrador 
legal de la menor Milagros Esther Méndez Brazobán y Teo-
doro Timoteo Pimentel Troncoso, fué citado y emplazado 
Rubén Darío Aponte para que compareciera el viernes sie-
te de noviembre del año mil novecientos cincuentidós a la 
audiencia pública que en atribuciones correccionales cele-
braría la Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Santo Domingo, para de 
manera principal en su calidad de amo y comitente, y de 
manera subsidiaria para el caso en que no lo fuera en vir- 
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tud de la expresada calidad, en razón de ser guardián d e 
 la cosa inanimada que ocasionó los daños, fuese condenado 

a pagar solidariamente con Andrés Julio Campusano y Ju-
lio César Pereyra en favor de los requerientes las indem-
nizaciones reclamadas y las costas del procedimiento; e) 
que en fecha veintiséis de Noviembre de mil novecientos 
cincuentidós, la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Santo Domingo, dic-
tó sentencia con el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: 
que debe Declarar y Declara, que el nombrado Aurelio 
Campusano, de generales anotadas, no es autor del delito 
de violación a la ley No. 2022 (golpes involuntarios en per-
juicio de Milagros Méndez, Angélica Brazobán, Teodoro 
Timoteo Pimentel Troncoso y Pura María Brazobán de 
Paula) ni tampoco del delito de violación a la Ley No. 
2556, sobre tránsito de vehículos; y como tal, lo descarga 
de ambos delitos por no haberlos cometido, declarando las 
costas de oficio; Segundo: que debe Declarar como al efec-
to Declara, que el nombrado Julio César Pereyra Hayer, 
de generales que constan en autos, es autor del delito de 
violación a la ley No. 2022, en perjuicio de los señores Mi- 

lagros 

 

 Méndez, Angélica Brazobán, Teodoro Timoteo Pi-
mentel Troncoso y Pura María Brazobán de Paula, cura-
bles, la segunda después de veinte días, y los demás antes 
de diez días, con incapacidad para dedicarse a sus trabajos 
habituales por igual tiempo al de la curación, hechos pre-
vistos y sancionados por los artículos 3, letras a) y c) y el 
párrafo 5to. de la citada Ley No. 2022, así como también 
por la Ley No. 2556; y en consecuencia, lo condena a su-
frir la pena de dos años de prisión correccional y al pago 
de una multa de Quinientos Pesos Oro IRD$500.00 1  com-

pensables en caso de insolvencia, con un día de prisión por 
cada peso dejado de pagar, aplicando el principio del no 
cúmulo de penas y al pago de las costas; Tercero: que de-
be Declarar, como Declara, regular y válido, en cuanto a 

la forma, la constitución en parte civil de los señores Is-
mael Méndez, tutor legal de su hija menor Milagros Mén-
dez, Teodoro  Timoteo Pimentel Troncoso, Angélica Brazo-
bán y Pura María Brazobán de Paula, contra el Sr. Rubén 
Darío Aponte, puesto en causa como persona civilmente 
responsable y contra los nombrados Julio César Pereyra 
Hayer y Aurelio Campusano; Cuarto: que debe Rechazar, 
como al efecto Rechaza, parcialmente, las conclusiones for-
muladas por el Dr. Víctor Manuel Mangual, por sí y en 
nombre del Dr. Juan Manuel Pellerano G., abogados de la 
parte civil constituída, en lo relativo a la indemnización 
solicitada a cargo del Sr. Rubén Darío Aponte, puesto en 
causa como persona civilmente responsable, así como tam-
bién en la indemnización solicitada a cargo del señor Au-
relio Campusano, por improcedente y mal fundado; Quin-
to: que debe Condenar, y Condena, al nombrado Julio Cé-
sar Pereyra Hayer, al pago de una indemnización de Mil 
Doscientos Pesos Oro (RD$1,200.00) en la forma siguiente: 
en favor de Ismael Méndez, Cien Pesos Oro (RD$100.00) 
Teodoro Pimentel Troncoso, Quinientos Pesos Oro (RD$- 
500.001, Angélica Brazobán, Cuatrocientos Pesos Oro (RD$- 
400.00) y Pura María Brazobán de Paula, Doscientos Pesos 
Oro (RD$200.00) como justa reparación de los daños mora-
les y materiales sufridos por ellos, con motivo del hecho 
de que es responsable Julio César Pereyra Hayer; Sexto: 
que debe Condenar, como Condena, al predicho Julio Cé-
sar Pereyra Hayer al pago de las costas penales y civiles, 
con distracción de estas últimas, en su cincuenta por cien-
to, en favor del Dr. Víctor Manuel Mangual y Juan Manuel 

Pellerano G., abogados de la parte civil constituida quie-
nes afirman haberlas avanzado"; d) que inconformes el 
prevenido Julio César Pereyra Hayer y la parte civil cons-
tituida Ismael Méndez, administrador legal de su hija Mi-
lagros Méndez; Angélica Brazobán; Teodoro Timoteo Pi-
mentel Troncoso y Pura María Brazobán de Paula, inter- 
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pusieron recurso de apelación, y la Corte de Apelación de  
Ciudad Trujillo, apoderada de dicho recurso, dictó senten-
cia en fecha dieciséis de julio de mil novecientos cincuen. 
ta y tres con el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: De. 
clara regulares en cuanto a la forma, los recursos de ape. 
lación interpuesto por el prevenido Julio César Pereyra 
Hayer, y por la parte civil constituida Milagros Méndez > . 
Angelina Brazobán, Teodoro Timoteo Pimentel Troncoso, 
y Pura María Brazobán de Paula. Segundo: Confirma la 
sentencia en el aspecto penal en cuanto se refiere al pre-
venido Julio César Pereyra Hayer, dictada en fecha veinti-
séis del mes de noviembre de 1952, por la Primera Cámara 
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judi-
cial de Santo Domingo, en atribuciones correccionales, cu-
yo dispositivo aparece copiado en otra parte de la presen-
te sentencia. Tercero: Declara regular la constitución en 
parte civil de Milagros Méndez, representada por su tutor 
legal Ismael Méndez, Angelina Brazobán, Teodoro Timoteo 
Pimentel Troncoso y Pura María Brazobán de Paula, con-
tra los señores Julio César Pereyra Hayer, Aurelio Campu-
sano y Rubén Darío Aponte; Cuarto: Pronuncia defecto 
contra Rubén Darío Aponte, por falta de concluir; Quin-
to: Revoca parcialmente, la sentencia en el aspecto civil, 
en cuanto se refiere a Rubén Darío Aponte, y Aurelio Cam-
pusano, como parte civil mente responsable el primero y el 
segundo como prevenido, y obrando por propia autoridad, 
los declara responsable civilmente y solidariamente con el 
prevenido Julio César Pereyra Hayer, con motivo de los 
hechos delictuosos por los cuales fué condenado este últi-
mo; y a favor de las personas que se indican a continua-
ción: Angelina Brazobán, Cuatrocientos Pesos (RD$400.00), 
Pura Brazobán de Paula, Doscientos Pesos (RD$200.00), Is-
mael Méndez en su indicada calidad Cien Pesos (RD$100. - 

 00), y Teodoro Timoteo Pimentel Troncoso, Quinientos P 
sos (RD$500.00), en reparación de los daños y perjuicios 

sufridos; Sexto: Condena al prevenido Julio César Perey-
ra Hayer, al pago de las costas penales; Séptimo: Condena 
a los nombrados Julio César Pereyra Hayer, Aurelio Cam-
pusano y Rubén Darío Aponte, al pago solidario de las 
costas civiles, con distracción en provecho de los Doctores 
Víctor Manuel Mangual y Pedro Fanduiz Guzmán, quienes 
afirman haberlas avanzado"; e) que sobre el recurso de opo-
sición interpuesto por Rubén Darío Aponte, la Corte de_ 
Apelación de Ciudad Trujillo dictó sentencia en fecha vein-
tisiete de Agosto de mil novecientos cincuenta y tres con , 

el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Declara regular 
en cuanto a la forma, el recurso de Oposición, deducido, 
por el señor Rubén Darío Aponte, persona civilmente res-
ponsable, puesta en causa, contra sentencia de esta Corte-
de fecha 16 del mes de Junio del año 1953; rechazando ene 
consecuencia, el pedimento principal hecho por el señor 
Teodoro Pimentel Troncoso, parte civil constituida, repre-
sentada por el Dr. Pedro Fanduiz, en el sentido de que se 
declara "inadmisible e inoperante" dicho recurso; Segun-
do: Revoca en cuanto se refiere á oponente Rubén Darío

. 

Aponte, persona civilmente responsable puesta en causa,. 
los ordinales Quinto y Séptimo de la sentencia de esta Cor-
te, arriba citada, objeto de la presente oposición, y en con-
secuencia, confirma los ordinales Tercero y Cuarto de la 
sentencia dictada en fecha 26 de noviembre del año 1952,, 
por la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera Ins-

. tancia del Distrito Judicial de Santo Domingo, recurrida 
en apelación por las partes civiles constituidas, en cuanto , 
declaró regulares las constituciones en partes civiles de los 
señores Ismael Méndez, tutor legal de su hija menor Mi-
lagros Méndez; Teodoro Timoteo Pimentel Troncoso; Angé-
lica Brazobán; y Pura María Brazobán de Paula, y recha-
zó las conclusiones presentadas por los Doctores Víctor Ma-
nuel y Juan Manuel Pellerano G., a nombre de dichas par-
tes civiles constituidas, relativas a que se le acuerde una 
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pusieron recurso de apelación, y la Corte de Apelación de  
Ciudad Trujillo, apoderada de dicho recurso, dictó senten• 
cia en fecha dieciséis de julio de mil novecientos cincuen• 
ta y tres con el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: De. 
clara regulares en cuanto a la forma, los recursos de ape. 
lación interpuesto por el prevenido Julio César Pereyra 
Hayer, y por la parte civil constituida Milagros Méndez 
Angelina Brazobán, Teodoro Timoteo Pimentel Troncoso, 
y Pura María Brazobán de Paula. Segundo: Confirma la 
sentencia en el aspecto penal en cuanto se refiere al pre-
venido Julio César Pereyra Hayer, dictada en fecha veinti-
séis del mes de noviembre de 1952, por la Primera Cámara' 
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judi-
cial de Santo Domingo, en atribuciones correccionales, cu-
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legal Ismael Méndez, Angelina Brazobán, Teodoro Timoteo 
Pimentel Troncoso y Pura María Brazobán de Paula, con-
tra los señores Julio César Pereyra Hayer, Aurelio Campu-
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contra Rubén Darío Aponte, por falta de concluir; Quin-
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en cuanto se refiere a Rubén Darío Aponte, y Aurelio Cam-
pusano, como parte civil mente responsable el primero y el 

segundo como prevenido, y obrando por propia autoridad, 
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prevenido Julio César Pereyra Hayer, con motivo de lo 
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 00), y Teodoro Timoteo Pimentel Troncoso, Quinientos Pe-

sos (RD$500.00), en reparación de los daños y perjuicios 

sufridos; Sexto: Condena al prevenido Julio César Perey-
ra Hayer, al pago de las costas penales; Séptimo: Condena 
a los nombrados Julio César Pereyra Hayer, Aurelio Cam-
pusano y Rubén Darío Aponte, al pago solidario de las 
costas civiles, con distracción en provecho de los Doctores 
Víctor Manuel Mangual y Pedro Fanduiz Guzmán, quienes 
afirman haberlas avanzado"; e) que sobre el recurso de opa-
sición interpuesto por Rubén Darío Aponte, la Corte de. 
Apelación de Ciudad Trujillo dictó sentencia en fecha vein-
tisiete de Agosto de mil novecientos cincuenta y tres con 
el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Declara regular • 
en cuanto a la forma, el recurso de Oposición, deducido, 
por el señor Rubén Darío Aponte, persona civilmente res-
ponsable, puesta en causa, contra sentencia de esta. Corte. 
de fecha 16 del mes de Junio del año 1953; rechazando eni 
consecuencia, el pedimento principal hecho por el. señor . 

 Teodoro Pimentel Troncoso, parte civil constituida, repre-
sentada por el Dr. Pedro Fanduiz, en el sentido de que se 
declara "inadmisible e inoperante" dicho recurso; Segun-
do: Revoca en cuanto se refiere al oponente Rubén Darío 
Aponte, persona civilmente responsable puesta en causa,. 
los ordinales Quinto y Séptimo de la sentencia de esta Cor-
te, arriba citada, objeto de la presente oposición, y en con-
secuencia, confirma los ordinales Tercero y Cuarto de la 
sentencia dictada en fecha 26 de noviembre del año 1952,. 
por la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de Santo Domingo, recurrida 
en apelación por las partes civiles constituidas, en cuanto, 
declaró regulares las constituciones en partes civiles de los 
señores Ismael Méndez, tutor legal de su hija menor Mi-
lagros Méndez; Teodoro Timoteo Pimentel Troncoso; Angé-
lica Brazobán; y Pura María Brazobán de Paula, y recha-
zó las conclusiones presentadas por los Doctores Víctor Ma-
nuel y Juan Manuel Pellerano G., a nombre de dichas par-
tes civiles constituidas, relativas a que se le acuerde una 
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indemnización, por daños y perjuicios, a cargo del seño r 
 Rubén Darío Aponte, como persona civilmente responsa-

ble puesta en causa, fundada en las relaciones de comiten„ 

te a preposé entre dicha persona civilmente responsabl e 
 puesta en causa y el prevenido Julio César Pereyra Hayer, 

por no haberse hecho la prueba de éstas relaciones; recha-
zando consecuentemente las conclusiones sobre el fondo de 

las mencionadas partes civiles; y Tercero: Condena a las 

partes civiles constituidas, señores Ismael Méndez, en su 
calidad de tutor legal de su hija menor Milagros Méndez; 
Teodoro Timoteo Pimentel Troncoso; Angélica Brazobán 
y Pura María Brazobán de Paula, al pago de las costas"; 

Considerando que el recurrente no expone en apoyo 
de su recurso ningún medio determinado, por lo cual este 
debe examinarse en todo cuanto concierne a su interés; 

Considerando que es de principio que el artículo 186 . 
 del Código de Procedimiento Criminal, no somete la de-

,claración de la oposición a ninguna forma especial, y que 
al prescribir la notificación del recurso ha querido única-
mente que la persona contra la cual se dirige sea debida-

mente informada y colocada en condiciones de contrade-, 
cirla; que al declarar la Corte a qua regular y válida en 
la forma la oposición formada por Rubén Darío Aponte, 
,persona civilmente responsable, contra sentencia en defec-
to de aquella misma Corte, de fecha dieciséis de Junio de 
mil novecientos cincuenta y tres, por declaración en Se-
cretaría, circunstancia de la cual fué debidamente in-rjr-

mado Teodoro Timoteo Pimentel Troncoso, parte civil cons-

tituida, por la citación que se le hiciera el veinticuatro de 
Agosto de mil novecientos cincuenta y tres, según acto del 
ministerial Manuel de Jesús Acevedo y Pérez, hizo una 
,ecIrrecta aplicación del referido texto legal; 
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Considerando que corresponde al demandante hacer 
la prueba de la relación de comitente a empleado, para los 
fines de la aplicación del artículo 1384 del Código Civil; 
que, el simple hecho de que la persona citada como civil-
mente responsable sea propietario del vehículo con el cual 
se ha ocasionado el daño, no basta por sí solo para estable-
cer la existencia de dicha relación; que para ello es preciso 
que se demuestre que el conductor del vehículo estaba so-
metido al propietario por un lazo de subordinación o de-
pendencia; 

Considerando que para descargar a Rubén Darío Apon-
te de la demanda en responsabilidad civil intentada contra 
él, con motivo del hecho delictuoso cometido por Julio Cé-
sar Pereyra Hayer, los jueces del fondo se fundaron, sin 
que se pueda alegar desnaturalización alguna, en que ni 
en primera instancia ni ante la Corte, la parte civil cons-
tituida aportó la prueba de su alegato o sea el lazo de co-
mitente a empleado entre Rubén Darío Aponte y Julio Cé-
sar Pereyra Hayer; que, en consecuencia, la Corte a qua 
hizo una correcta aplicación de los artículos 1315 y 1384 
del Código Civil; 

Considerando que examinada la sentencia impugnada 
en sus demás aspectos no contiene ningún vicio que la ha-
ga anulable; 

Por tales motivos, Primero: rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Teodoro Timoteo Pimentel Tronco-
so, contra sentencia de la Corte de Apelación de Ciudad 
Trujillo, de fecha veintisiete de Agosto de mil novecientos 
cincuenta y tres, cuyo dispositivo figura copiado en otro 
lugar del presente fallo; Segundo: condena al recurrente 
al pago de las costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.—
Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
Morel.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Manuel 
A. Amiama.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 
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Considerando que el recurrente no expone en apoyo 
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Considerando que es de principio que el artículo 186 
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la prueba de la relación de comitente a empleado, para los 
fines de la aplicación del artículo 1384 del Código Civil; 
que, el simple hecho de que la persona citada como civil-
mente responsable sea propietario del vehículo con el cual 
se ha ocasionado el daño, no basta por sí solo para estable-
cer la existencia de dicha relación; que para ello es preciso 
que se demuestre que el conductor del vehículo estaba so- 
metido al propietario por un lazo de subordinación o de- 
pendencia; 

Considerando que para descargar a Rubén Darío Apon-
te de la demanda en responsabilidad civil intentada contra 
él, con motivo del hecho delictuoso cometido por Julio Cé-
sar Pereyra Hayer, los jueces del fondo se fundaron, sin 
que se pueda alegar desnaturalización alguna, en que ni 
en primera instancia ni ante la Corte, la parte civil cons-
tituída aportó la prueba de su alegato o sea el lazo de co-
mitente a empleado entre Rubén Darío Aponte y Julio Cé-
sar Pereyra Hayer; que, en consecuencia, la Corte a qua 
hizo una correcta aplicación de los artículos 1315 y 1384 
del Código Civil; 

Considerando que examinada la sentencia impugnada 
en sus demás aspectos no contiene ningún vicio que la ha-
ga anulable; 

Por tales motivos, Primero: rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Teodoro Timoteo Pimentel Tronco-
so, contra sentencia de la Corte de Apelación de Ciudad 
Trujillo, de fecha veintisiete de Agosto de mil novecientos 
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. al pago de las costas. 
(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.—

Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
Morel.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Manuel 
A. Amiama.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 



La presente sentencia ha sido dada y firmada por 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Ge n 

 audiencia pública del día, mes y año en él expresad% 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 10 DE DICIEMBRE DE 1953. 

Sentencia Impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha 5 de 
marzo de 1953. 

Materia: Tierras. 

Recurrente: La Común de Santiago.— Abogado: Lic. R. A. Jorge 
Rivas. 

Intimado: Alejandro Enrique Llenas Díaz.— Abogado: Dr. Aníbal 
Campagna. 

Dios, Patria y Libertad. 

República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Miguel Ricardo Román, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan 
A. Morel, Ambrosio Alvarez Aybar y Manuel A. Amiama, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Do-
mingo, hoy día diez del mes de diciembre de mil novecien-
tos cincuenta y tres, años 110 de la Independencia, 919 
de la Restauración y 24 9  de la Era de Trujillo, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Común 
de Santiago, representada por su Síndico Municipal, To-
más Casals Pastoriza, contra sentencia del Tribunal Supe-
rior de Tierras de fecha cinco de marzo de mil novecientos 
cincuenta y tres, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por l os 
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Rivas. 

Intimado: Alejandro Enrique Llenas Díaz.— Abogado: Dr. Aníbal 
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Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
' ticia, regularmente constituída por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Miguel Ricardo Román, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan 
A. Morel, Ambrosio Alvarez Aybar y Manuel A. Amiama, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Do-
mingo, hoy día diez del mes de diciembre de mil novecien-
tos cincuenta y tres, años 110 9  de la Independencia, 919 

 de la Restauración y 249  de la Era de Trujillo, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Común 
de Santiago, representada por su Síndico Municipal, To-
más Casals Pastoriza, contra sentencia del Tribunal Supe-
rior de Tierras de fecha cinco de marzo de mil novecientos 
cincuenta y tres, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
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Oído el Dr. Luis R. del Castillo M., portador de la el. 
dula personal de identidad número 40583, serie 1, sello nú-
mero 9114, en representación del licenciado R. A. Jorg e 

 Rivas, portador de la cédula personal de identidad número 
429, serie 31, con sello número 19364, abogado de la re-
currente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Dr. Rubén Francisco Castellanos R., portador 
de la cédula personal de identidad número 22162, serie 1, 
con sello número 8644, en representación del Dr. Aníbal 
Campagna, portador de la cédula personal de identidad nú-
mero 28249, serie 31, sello número 4527, abogado de la par-
te recurrida, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación presentado por el abo-
gado de la parte intimante, en el cual se alegan las vio-
laciones de la ley que 'luego se indican; 

Visto el memorial de defensa presentado por el abo-
gado de la parte intimada, Alejandro Enrique Llenas Díaz, 
dominicano, mayor de edad, casado, domiciliado y residen-
te en la ciudad de Santiago, portador de la cédula personal 
de identidad número 3073, serie 31, sello número 5 16; 

Visto el memorial de ampliación de la recurrente, sus-
crito por los licenciados R. A. Jorge Rivas y Agustín Bo-
rrell Hungría, portador de la cédula personal de identidad 
No. 3449, serie 31, sello No. 12782; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1315, 2234 y 2262 del Código 
Civil; 141 del Código de Procedimiento Civil, y 1 9  y 71 de 
la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta 
que con motivo del saneamiento del solar No. 21 de la man-
zana No. 62, del Distrito Catastral No. 1, de la común de 
Santiago, el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original, 
dictó en fecha tres de noviembre de mil novecientos cin- 

cuenta y uno, su decisión No. 2, cuyo dispositivo se encuen-
tra transcrito en el dispositivo de la sentencia impugnada 
que se copia más adelante; b) que contra esta decisión in-
terpuso recurso de apelación la Común de Santiago; 

Considerando que el dispositivo de la sentencia ahora 
impugnada en casación es el siguiente: "Falla 1 9— Se re-
chazan, por infundadas, la apelación interpuesta por la Co-
mún de Santiago contra la decisión número 2 dictada por el 
Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original en fecha 3 
del mes de noviembre del año 1951, en el saneamiento del 
solar número 21 de la Manzana número 62 del Distrito Ca-
tastral número 1 de la común y provincia de Santiago, y 
las conclusiones formuladas por ella ante esta jurisdicción; 
2 9— Se confirma la mencionada decisión de Jurisdicción 
Original, cuyo dispositivo es el siguiente: '1i-o.— Que debe 
rechazar como al efecto rechaza, la reclamación de una fa-
ja de terreno dentro de este solar, que hace la Común de 
Santiago; y 2 9— Ordenar como al efecto ordena, el registro 
del derecho de propiedad de la totalidad de este solar, con 
todas sus mejoras, consistentes en una casa de madera, te-
chada de zinc y sus anexidades, a favor del señor Alejan-
dro Enrique Llenas Díaz, mayor de edad, dominicano, ca-
sado con Mercedes Amarante, comerciante, domiciliado y 
residente en la ciudad de Santiago, cédula número 3073, 
serie 31.—'; Se ordena al Secretario del Tribunal de Tie-
rras que, una vez recibidos por él los planos definitivos de 
este solar preparados por el agrimensor contratista y apro-
bados por la Dirección General de Mensuras Catastrales, 
proceda a la expedición del Decreto de Registro correspon-
diente"; 

Considerando que la recurrente invoca en su memorial 
de casación los siguientes medios: 1 9— Violación de los ar-
tículos 2262 del Código Civil y 141 del Código de Procedi-
miento Civil; 2 9  Violación del artículo 141 del Código de 
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crito por los licenciados R. A. Jorge Rivas y Agustín Bo-
rrell Hungría, portador de la cédula personal de identidad 
No. 3449, serie 31, sello No. 12782; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1315, 2234 y 2262 del Código 
Civil; 141 del Código de Procedimiento Civil, y 1 9  y 71 de 
la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta 
que con motivo del saneamiento del solar No. 21 de la man-
zana No. 62, del Distrito Catastral No. 1, de la común de 
Santiago, el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original, 
dictó en fecha tres de noviembre de mil novecientos cin- 

cuenta y uno, su decisión No. 2, cuyo dispositivo se encuen-
tra transcrito en el dispositivo de la sentencia impugnada 
que se copia más adelante; bl que contra esta decisión in-
terpuso recurso de apelación la Común de Santiago; 

Considerando que el dispositivo de la sentencia ahora 
impugnada en casación es el siguiente: "Falla 1 9— Se re-
chazan, por infundadas, la apelación interpuesta por la Co-
mún de Santiago contra la decisión número 2 dictada por el 
Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original en fecha 3 
del mes de noviembre del año 1951, en el saneamiento del 
solar número 21 de la Manzana número 62 del Distrito Ca-
tastral número 1 de la común y provincia de Santiago, y 
las conclusiones formuladas por ella ante esta jurisdicción; 
29— Se confirma la mencionada decisión de Jurisdicción 
Original, cuyo dispositivo es el siguiente: gro.— Que debe 
rechazar como al efecto rechaza, la reclamación de una fa-
ja de terreno dentro de este solar, que hace la Común de 
Santiago; y 2 9— Ordenar como al efecto ordena, el registro 
del derecho de propiedad de la totalidad de este solar, con 
todas sus mejoras, consistentes en una casa de madera, te-
chada de zinc y sus anexidades, a favor del señor Alejan-
dro Enrique Llenas Díaz, mayor de edad, dominicano, ca-
sado con Mercedes Amarante, comerciante, domiciliado y 
residente en la ciudad de Santiago, cédula número 3073, 
serie 31.—'; Se ordena al Secretario del Tribunal de Tie-
rras que, una vez recibidos por él los planos definitivos de 
este solar preparados por el agrimensor contratista y apro-
bados por la Dirección General de Mensuras Catastrales, 
proceda a la expedición del Decreto de Registro correspon-
diente"; 

Considerando que la recurrente invoca en su memorial 
de casación los siguientes medios: 1 9— Violación de los ar-
tículos 2262 del Código Civil y 141 del Código de Procedi-
miento Civil; 2Q Violación del artículo 141 del Código de 
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Procedimiento Civil, combinado con los artículos 2262 y 
1315 del Código Civil; 

Considerando que por el primer medio se alega, que 
el Tribunal Superior de Tierras, para declarar que la co. 
mún de Santiago no tenía la posesión legal de la faja de te-
rreno en discusión con Alejandro Enrique Llenas Díaz, des-
naturalizó, en su esencia y alcance, la declaración del testi-
go Octavio Augusto Menier Mencía, atribuyéndole que éste 
declaró que "el terreno sólo estaba cruzado por un cami-
no o trillo", para deducir "que el uso que hacían los tran-
seúntes de este camino o trillo era por pura tolerancia del 
dueño, no puede constituir un acto de dominio ejercido por 
la Común de Santiago"; 

Considerando que el Tribunal a quo, mediante los me-
dios de prueba que fueron sometidos a los debates esta-
bleció los siguientes hechos: "a) que el solar nómero 21 
de la manzana ;-i-úmero 62 del Distrito Catastral número 1 
de la común de Santiago formaba parte de una porción de 
terreno propiedad de la Común de una extensión de 9,180 
metros cuadrados y 25 decímetros cuadrados que la Común 
de Santiago vendió al señor Bruno Figliuzzi por actos nú-
meros 178 y 249 instrumentados por el Notario Licenciado 
Agustín F. Borrel Hungría en fechas 22 y 23 de agosto del 
año 1921, respectivamente; b) que el señor Bruno Figliuzzi 
vendió al señor Alejandro Enrique Llenas Díaz una por-
ción de este terreno que en mayor cantidad comprende el 
solar de que se trata; c) que el señor Llenas Díaz por con-
cesión gratuita y espontánea ha dejado en favor de la Co-
mún de Santiago el excedente de la porción comprada, o 
sea una extensión de 162 metros cuadrados y 14 decímetros 
cuadrados, en la parte Sur del solar, para abrir la vía que 
aparece en el plano como calle sin número, entre las calles 
"17 de Julio" y "Duarte"; que, en cuanto al solar así deli-
mitado, el señor Llenas Díaz ha mantenido desde su ad-
quisición una posesión pacífica, pública, inequívoca, a títu- 

lo  de propietario, continua y solamente interrumpida en 
cuanto a la faja en discusión pretendida por la Común de 
$antiago, por la orden impartida en fecha 8 de diciembre 
del año 1950 por el Síndico Municipal de dicha Común en 
su oficio número 2659 dirigido al señor Alejandro Enrique 
Llenas Díaz, por el cual se le informaba que por Resolu-
ción de fecha 15 de noviembre del mismo año el Ayun-
tamiento había dispuesto fijar en doce metros el ancho, a 
partir del edificio que ocupa el Banco de Crédito Agríco-
la e Industrial, del tramo de calle sin nombre comprendi-
do entre las calles "17 de Julio" y "Duarte", y se le orde-
naba proceder a quitar la cerca de su propio solar para 
darle el ancho ya indicado a la mencionada calle sin nom-
bre, en un plazo de ocho días, vencido el cual el Ayunta-
miento procedería a quitarla por cuenta del señor Llenas 
Díaz"; que, por su parte, la sentencia de jurisdicción origi-
nal, hace las siguientes consideraciones: "que de acuerdo 
con los documentos citados en las letras a), b) y c) de és-
ta Decisión, se comprueba que el solar No. 21 de la Man-
zana No. 62 de éste Distrito Catastral formaba parte de 
una porción de terreno del Municipio, que al mes de Agos-
to de 1921, estaba en estado yermo y abierto al tránsito pú-
blico por carecer de cerca; que es a partir del mes de Agos-
to de 1921 que, como consecuencia de las ventas hechas por 
dicha Común de Santiago a favor del señor Bruno Figliu-
zzi en virtud a los actos citados en las letras b) y c). esa 
extensión de terreno de 9,180 metros cuadrados 26 decí-
metros cuadrados aproximadamente vino a ser propiedad 
de dicho comprador, sin que en los actos citados se consig-
ne la circunstancia de que hubiera una calle que atravesase 
el solar, como afirman los testigos; que es natural suponer, 
que a la sazón, esa porción de terreno, al estar yermo y 
sin cercas podía servir de tránsito a todo caminante que 
anduviera por esos lugares, sin que ése uso público y cir-
cunstancial, fuera bastante a crear una calle o una serví- 
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Procedimiento Civil, combinado con los artículos 2262 y 
1315 del Código Civil; 

Considerando que por el primer medio se alega, q ue 
 el Tribunal Superior de Tierras, para declarar que la Co-

mún de Santiago no tenía la posesión legal de la faja de te-
rreno en discusión con Alejandro Enrique Llenas Díaz, des-
naturalizó, en su esencia y alcance, la declaración del testi-
go Octavio Augusto Menier Mencía, atribuyéndole que éste 
declaró que "el terreno sólo estaba cruzado por un cami-
no o trillo", para deducir "que el uso que hacían los tran-
seúntes de este camino o trillo era por pura tolerancia del 
dueño, no puede constituir un acto de dominio ejercido por 
la Común de Santiago"; 

Considerando que el Tribunal a quo, mediante los me-
dios de prueba que fueron sometidos a los debates esta-
bleció los siguientes hechos: "a) que el solar nómero 21 
de la manzana número  62 del Distrito Catastral número 1 
de la común de Santiago formaba parte de una porción de 
terreno propiedad de la Común de una extensión de 9,180 
metros cuadrados y 25 decímetros cuadrados que la Común 
de Santiago vendió al señor Bruno Figliuzzi por actos nú-
meros 178 y 249 instrumentados por el Notario Licenciado 
Agustín F. Borrel Hungría en fechas 22 y 23 de agosto del 
año 1921, respectivamente; b) que el señor Bruno Figliuzzi 
vendió al señor Alejandro Enrique Llenas Díaz una por-
ción de este terreno que en mayor cantidad comprende el 
solar de que se trata; c) que el señor Llenas Díaz por con-
cesión gratuita y espontánea ha dejado en favor de la Co-
mún de Santiago el excedente de la porción comprada, o 
sea una extensión de 162 metros cuadrados y 14 decímetros 
cuadrados, en la parte Sur del solar, para abrir la vía que 
aparece en el plano como calle sin número, entre las calles 
"17 de Julio" y "Duarte"; que, en cuanto al solar así deli-
mitado, el señor Llenas Díaz ha mantenido desde su ad-
quisición una posesión pacífica, pública, inequívoca, a títu- 

lo de propietario, continua y solamente interrumpida en 
cuanto a la faja en discusión pretendida por la Común de 
Santiago, por la orden impartida en fecha 8 de diciembre 
del año 1950 por el Síndico Municipal de dicha Común en 
su oficio número 2659 dirigido al señor Alejandro Enrique 
Llenas Díaz, por el cual se le informaba que por Resolu-
ción de fecha 15 de noviembre del mismo año el Ayun-
tamiento había dispuesto fijar en doce metros el ancho, a 
partir del edificio que ocupa el Banco de Crédito Agríco-

la e Industrial, del tramo de calle sin nombre comprendi-
do entre las calles "17 de Julio" y "Duarte", y se le orde-
naba proceder a quitar la cerca de su propio solar para 
darle el ancho ya indicado a la mencionada calle sin nom-
bre, en un plazo de ocho días, vencido el cual el Ayunta-
miento procedería a quitarla por cuenta del señor Llenas 
Díaz"; que, por su parte, la sentencia de jurisdicción origi-
nal, hace las siguientes consideraciones: "que de acuerdo 
con los documentos citados en las letras a), b) y c) de és-
ta Decisión, se comprueba que el solar No. 21 de la Man-
zana No. 62 de éste Distrito Catastral formaba parte de 
una porción de terreno del Municipio, que al mes de Agos-
to de 1921, estaba en estado yermo y abierto al tránsito pú-
blico por carecer de cerca; que es a partir del mes de Agos-
to de 1921 que, como consecuencia de las ventas hechas por 
dicha Común de Santiago a favor del señor Bruno Figliu-
zzi en virtud a los actos citados en las letras b) y c). esa 
extensión de terreno de 9,180 metros cuadrados 26 decí-
metros cuadrados aproximadamente vino a ser propiedad 
de dicho comprador, sin que en los actos citados se consig-
ne la circunstancia de que hubiera una calle que atravesase 
el solar, como afirman los testigos; que es natural suponer, 
que a la sazón, esa porción de terreno, al estar yermo y 
sin cercas podía servir de tránsito a todo caminante que 
anduviera por esos lugares, sin que ése uso público y cir-
cunstancial, fuera bastante a crear una calle o una servi- 
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dumbre"; 	 "que, aún admitiendo que la calle sin 
nombre existiese con fecha anterior a los actos de Agost o 

 de 1921 y del 30 de septiembre de 1948, es evidente, que 
 no tenía el ancho de 12 metros que convino el Ayuntamien-

to, debía de tener"; 

Considerando que en el presente caso el objeto del li-
tigio se redujo, no a discutir la existencia del mencionado 
tramo de calle, sino su anchura; que a este respecto, el juez 
de primer grado apreció en su sentencia, cuyos motivos 
fueron adoptados por el fallo impugnado, que dicho tramo 
de calle no tenía 12 metros de ancho, como lo pretende 
la Común de Santiago; que, en este orden de ideas, el Tri-
bunal Superior de Tierras, para rechazar la reclamación 
de la Común de Santiago se funda además, en que ésta, al 
ordenarle a Llenas Díaz, en fecha ocho de diciembre de 
mil novecientos cincuenta, retirar la cerca de su solar has-
ta darle al tramo de calle doce metros de ancho, dejó com-
probado "que hasta entonces Llenas Díaz estuvo en pose-
sión de la faja de terreno en discusión"; argumento que es-
tá ajustado al derecho, porque de acuerdo con el artículo 
2234 del Código Civil el poseedor actual que prueba ha-
ber poseído antiguamente, se presume haber poseído en el 
tiempo intermedio, si no se probase lo contrario, y en la 
especie, la común de Santiago, que fué precisamente la 
vendedora del terreno, al causante de Llenas Díaz, en el 
año 1921, no ha probado que en esa porción de terreno ha-
ya ejercido actos de dominio, según lo admitió el Tribunal 
a quo, sin desnaturalizar los hechos de la causa; 

Considerando, que en efecto, el examen de la declara-
ción del testigo Menier Mencía, pone de manifiesto que en 
la sentencia impugnada no se ha desnaturalizado la decla-
ración que él prestó ante el juez de jurisdicción original, 
como lo pretende la recurrente, porque en la página ocho 
de las notas estenográficas consta que ,el mencionado tes-
tigo, al ser interrogado por el juez acerca del camino de- 

ciaró: "Si señor, ese trillo formaba el triángulo; ese era 
el trillo más ancho y el más abierto y ese era el que 
yo tomaba"; que, en tales condiciones, el Tribunal 
superior de Tierras, aún suponiendo que ese "trillo" o "ca-
aúno" a que se refiere el testigo pasara por la misma faja 
en  discusión, podía apreciar, en virtud de su poder sobe-
rano, que el uso que de este "trillo" o "camino" hacia el 
público, era por pura tolerancia del dueño del solar; que, 
por consiguiente, el medio que se acaba de examinar care-
ce de fundamento; 

Considerando que por el segundo y último medio se 
alega esencialmente que el Tribunal Superior de Tierras 
para desestimar la prescripción alegada por la común de 
Santiago, hizo una interpretación errónea de la intimación 
que ésta hiciera a Llenas Díaz, tendiente a que retirara la 
cerca hasta darle a la calle doce metros de ancho, al admi-
tir que tal acto constituye un reconocimiento de "una po-
sesión irretractable a favor de este último"; pero, 

Considerando que lo expresado precedentemente en 
relación con lo consagrado por el artículo 2234 del Código 
Civil, deja contestado lo argüido en este medio, amén de 
que, el fallo impugnado se sostiene en definitiva por el ca-
rácter de pura tolerancia que se le reconoció al tránsito que 
hacía el público por esa porción de terreno; que, por tanto, 
este otro medio debe ser desestimado; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por la Común de Santiago contra sen-
tencia del Tribunal Superior de Tierras de fecha cinco de 
marzo de mil novecientos cincuenta y tres, cuyo dispositivo 
se copia en otra parte del presente fallo, y Segundo: Con-
dena a la parte intimante al pago de las costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini. —Miguel Ricardo Ro-
mán.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. Morel.— A. Alvarez 
Aybar.— Manuel A. Amíama.— Ernesto Curiel hijo, Se-
cretario General. 
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dumbre"; 	 "que, aún admitiendo que la calle sin 
nombre existiese con fecha anterior a los actos de Agosto 
de 1921 y del 30 de septiembre de 1948, es evidente, q ue 

 no tenía el ancho de 12 metros que convino el Ayuntamien_ 
to, debía de tener"; 

Considerando que en el presente caso el objeto del li-
tigio se redujo, no a discutir la existencia del mencionad o 

 tramo de calle, sino su anchura; que a este respecto, el juez 
de primer grado apreció en su sentencia, cuyos motivos 
fueron adoptados por el fallo impugnado, que dicho tramo 
de calle no tenía 12 metros de ancho, como lo pretende 
la Común de Santiago; que, en este orden de ideas, el Tri-
bunal Superior de Tierras, para rechazar la reclamación 
de la Común de Santiago se funda además, en que ésta, al 
ordenarle a Llenas Díaz, en fecha ocho de diciembre de 
mil novecientos cincuenta, retirar la cerca de su solar has-
ta darle al tramo de calle doce metros de ancho, dejó com-
probado "que hasta entonces Llenas Díaz estuvo en pose-
sión de la faja de terreno en discusión"; argumento que es-
tá ajustado al derecho, porque de acuerdo con el artículo 
2234 del Código Civil el poseedor actual que prueba ha-
ber poseído antiguamente, se presume haber poseído en el 
tiempo intermedio, si no se probase lo contrario, y en la 
especie, la común de Santiago, que fué precisamente la 
vendedora del terreno, al causante de Llenas Díaz, en el 
año 1921, no ha probado que en esa porción de terreno ha-
ya ejercido actos de dominio, según lo admitió el Tribunal 
a quo, sin desnaturalizar los hechos de la causa; 

Considerando, que en efecto, el examen de la declara-
ción del testigo Menier Mencía, pone de manifiesto que en 
la sentencia impugnada no se ha desnaturalizado la decla-
ración que él prestó ante el juez de jurisdicción original, 
como lo pretende la recurrente, porque en la página ocho 
de las notas estenográficas consta que ,el mencionado tes-
tigo, al ser interrogado por el juez acerca del camino de- 

curó: "Si señor, ese trillo formaba el triángulo; ese era 

el trillo más ancho y el más abierto y ese era el que 
yo  tomaba"; que, en tales condiciones, el Tribunal 
Superior de Tierras, aún suponiendo que ese "trillo" o "ca- 
mino" a que se refiere el testigo pasara por la misma faja 
en discusión, podía apreciar, en virtud de su poder sobe-
rano, que el uso que de este "trillo" o "camino" hacia el 
público, era por pura tolerancia del dueño del solar; que, 
por consiguiente, el medio que se acaba de examinar care-
ce de fundamento; 

Considerando que por el segundo y último medio se 
alega esencialmente que el Tribunal Superior de Tierras 
para desestimar la prescripción alegada por la común de 
Santiago, hizo una interpretación errónea de la intimación 
que ésta hiciera a Llenas Díaz, .tendiente a que retirara la 
cerca hasta darle a la calle doce metros de ancho, al admi-
tir que tal acto constituye un reconocimiento de "una po-
sesión irretractable a favor de este último"; pero, 

Considerando que lo expresado precedentemente en 
relación con lo consagrado por el artículo 2234 del Código 
Civil, deja contestado lo argüido en este medio, amén de 
que, el fallo impugnado se sostiene en definitiva por el ca-
rácter de pura tolerancia que se le reconoció al tránsito que 
hacía el público por esa porción de terreno; que, por tanto, 
este otro medio debe ser desestimado; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por la Común de Santiago contra sen-
tencia del Tribunal Superior de Tierras de fecha cinco de 
marzo de mil novecientos cincuenta y tres, cuyo dispositivo 
se copia en otra parte del presente fallo, y Segundo: Con-
dena a la parte intimante al pago de las costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini. —Miguel Ricardo Ro-
mán.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. Morel.— A. Alvarez 
Aybar.— Manuel A. Amiama.— Ernesto Curiel hijo, Se-
cretario General. 

4 
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La presente sentencia ha sido dada y firmada po r los 
 señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 

 audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
 fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 

que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.  

..----- 	 , 
SE, del Estado en los cánones que preconiza; Segundo: 

! se ordene una investigación respecto a la desaparición 

senv 
un escrito de oposición, presentado al Juzgado de Ins-

scción de la Segunda Circunscripción de este Distrito 
dicial, estableciéndose las sanciones de rigor; Tercero: 

4b
he se reserven las costas y se acumulen cuando se falle 

'. 
1 fondo"; b) que en esa misma fecha dicha Cámara Penal 

Be
ictó una sentencia que contiene el dispositivo que se co-
a a continuación: "Primero: que debe rechazar, y recha-
I el pedimento relativo a que se ordene un nuevo suple-
\u  nto de instrucción, por improcedente y mal fundado; 

ndo: que debe rechazar, como al efecto rechaza, el 
}miento concerniente a que se ordene una investigación 

1ecto a la desaparición de un escrito de oposiciones en 
1 de que dicho pedimento resulta a todas luces infun-

icia, .
e improcedente; Tercero: que debe condenar, y con-

a Hen 
1 inculpado, Luis Constantino Goico Morel, al pago 

Sustitutc
ostas de este incidente"; c) que contra este fallo in-

Sustituto 
91 acusado recurso de apelación, en tiempo opor-

rel, Ambrc 
tidos del Se, 
audiencias, errando que la sentencia ahora impugnada en 
hoy día diez cene el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: 
cuenta y tres, al' y válido en cuanto a la forma, el presente 
tauración y 24° ación interpuesto por el Dr. Héctor B. Goi-
pública, como co representación del acusado Luis Constanti- 

' 
contra sentencia sobre incidente dictada 

Sobre el rec 
 

Cámara Penal del Juzgado de Primera 
-Constantino Goicc, rito Judicial de Santo Domingo, en fecha 
tero, negociante, esto del año 1953, que rechazó un pedi-
8 1:, de la carretera o; Segundo: Confirma dicha sentencia 
de identidad númer sitivo dice así: 'Primero: que debe re-
la Corte de Apelacioi 1 pedimento relativo a que se ordene 
trés de octubre de m

) de instrucción, por improcedente y 
dispositivo se indica n lo: que debe rechazar, como al efec-

Oído el Magistradcnto en lo concerniente a que se or- 
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La presente sentencia ha sido dada y firmada po r  los 
 señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 

audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gener al , 

 que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 10 DE DICIEMBRE DE 1953. 

seat4ncia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de 
fecha 23 de octubre de 1953. 

materia: Penal. 

Recurrente: Luis Constantino Goleo Morel.— Abogado: Dr. Héc-
tor B. Goico. 
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Dios, Patria y Libertad. 

República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Segundo 
Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. Mo-
rel, Ambrosio Alvarez Aybar y Manuel A. Amiama, asis-
tidos del Secretario General, én la Sala donde celebra sus 
audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, 
hoy día diez del mes de diciembre de mil novecientos cin-
cuenta y tres, años 110 9  de la Independencia, 919  de la Res-
tauración y 24 9  de la Era de Trujillo, dicta en audiencia 
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto pea. Luis 
Constantino Goico Morel, dominicano, mayor de edad, sol-
tero, negociante, domiciliado y residente en el kilómetro 
81/2 de la carretera Mella, portador de la cédula personal 
de identidad número 8647, serie 25, contra sentencia de 
la Corte de Apelación de «Ciudad Trujillo, de fecha veinti-
trés de octubre de mil novecientos cincuenta y tres, cuyo 
dispositivo se indica más adelante; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
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Oído el Dr. Héctor B. Goico, portador de la cédula 
personal de identidad número 4804, serie 25, con sello nú-
mero 21526, abogado del recurrente, en la lectura de sus 
conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la 
secretaría de la Corte a qua en fecha veintiocho de octu-

bre del corriente año; 

Visto el escrito presentado por el abogado del recu-
rrente, en el cual se invocan las violaciones de la ley que 

se indican más adelante; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-

liberado, y vistos los artículos 6 de la Constitución; 224 
del Código de Procedimiento Criminal; y 1 9  y 71 de la Ley 

sobre Procedimiento de Casación; 
Considerando que en la sentencia impugnada consta: a) 

que con motivo de la causa criminal seguida a Luis Cons-
tantino Goico Morel, por ante la Segunda Cámara Penal 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Santo Domingo, acusado del crimen de asesinato en la per-
sona de Gil Rijo García, su abogado defensor Dr. Héctor 
Barón Goico, promovió un incidente concluyendo del mo-
do siguiente: "Por todas las razones expuestas y las demás 
que podrá suplir el Juez derivadas de los hechos y todas 
aquellas que puedan ser extractadas del estricto procedi-
miento procesal, el señor Luis Constantino Goico Morel 
pide muy respetuosamente, por mediación de su abogado 
constituido: Primero: que ordenéis por sentencia un nuevo 
suplemento de instrucción a fin de que se le pueda dar 
oportunidad de intentar, ante un Tribunal Colegiado, un 
recurso de alzada, la providencia calificativa dictada por 
un Juzgado unipersonal; que cualquier otra medida que no 
sea propuesta, sería contradictoria con la Carta Fundamen - 
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ta l del Estado en los cánones que preconiza; Segundo: 
que se ordene una investigación respecto a la desaparición 
de un escrito de oposición, presentado al Juzgado de Ins-
trucción de la Segundá Circunscripción de este Distrito 
judicial, estableciéndose las sanciones de rigor; Tercero: 
que se reserven las costas y se acumulen cuando se falle 
el fondo"; b) que en esa misma fecha dicha Cámara Penal 
dictó una sentencia que contiene el dispositivo que se co-
pia a continuación: "Primero: que debe rechazar, y recha-
za, el pedimento relativo a que se ordene un nuevo suple-
mento de instrucción, por improcedente y mal fundado; 
Segundo: que debe rechazar, como al efecto rechaza, el 
pedimiento concerniente a que se ordene una investigación 
respecto a la desaparición de un escrito de oposiciones en 
razón de que dicho pedimento resulta a todas luces infun-
dado e improcedente; Tercero: que debe condenar, y con-
dena, al inculpado, Luis Constantino Goico Morel, al pago 
de las costas de este incidente"; c) que contra este fallo in-
terpuso el acusado recurso de apelación, en tiempo opor-
tuno; 

Considerando que la sentencia ahora impugnada en 
casación contiene el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: 
Declara regular y válido en cuanto a la forma, el presente 
recurso de apelación interpuesto por el Dr. Héctor B. Goi-
co, a nombre y representación del acusado Luis Constanti-
no Goico Morel, contra sentencia sobre incidente dictada 
por la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Santo Domingo, en fecha 
13 del mes de agosto del año 1953, que rechazó un pedi-
mento del acusado; Segundo: Confirma dicha sentencia 
apelada, cuyo dispositivo dice así: 'Primero: que debe re-
chazar, y rechaza, el pedimento relativo a que se ordene 
un nuevo suplemento de instrucción, por improcedente y 
mal fundado; Segundo: que debe rechazar, como al efec-
to rechaza, el pedimento en lo concerniente a que se or- 
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Oído el Dr. Héctor B. Goico, portador de la cédul a 
 personal de identidad número 4804, serie 25, con sello nú-

mero 21526, abogado del recurrente, en la lectura de sus 
conclusiones; 

Oído el aictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la 
secretaría de la Corte a qua en fecha veintiocho de octu-
bre del corriente año; 

Visto el escrito presentado por el abogado del recu-
rrente, en el cual se invocan las violaciones de la ley que 
se indican más adelante; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 6 de la Constitución; 224 
del Código de Procedimiento Criminal; y 1 9  y 71 de la Ley 

sobre Procedimiento de Casación; 
Considerando que en la sentencia impugnada consta: a) 

que con motivo de la causa criminal seguida a Luis Cons-
tantino Goico Morel, por ante la Segunda Cámara Penal 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Santo Domingo, acusado del crimen de asesinato en la per-
sona de Gil Rijo García, su abogado defensor Dr. Héctor 
Barón Goico, promovió un incidente concluyendo del mo-
do siguiente: "Por todas las razones expuestas y las demás 
que podrá suplir el Juez derivadas de los hechos y todas 
aquellas que puedan ser extractadas del estricto procedi-
miento procesal, el señor Luis Constantino Goico Morel 
pide muy respetuosamente, por mediación de su abogado 
constituido: Primero: que ordenéis por sentencia un nuevo 
suplemento de instrucción a fin de que se le pueda dar 
oportunidad de intentar, ante un Tribunal Colegiado, un 
recurso de alzada, la providencia calificativa dictada por 
un Juzgado unipersonal; que cualquier otra medida que no 
sea propuesta, sería contradictoria con la Carta Fundamen - 
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tal del Estado en los cánones que preconiza; Segundo: 
que se ordene una investigación respecto a la desaparición 
de  un escrito de oposición, presentado al Juzgado de Ins-
trucción de la Segunda Circunscripción de este Distrito 
Judicial, estableciéndose las sanciones de rigor; Tercero: 
que se reserven las costas y se acumulen cuando se falle 
el fondo"; b) que en esa misma fecha dicha Cámara Penal 
dictó una sentencia que contiene el dispositivo que se co-
pia a continuación: "Primero: que debe rechazar, y recha-
za, el pedimento relativo a que se ordene un nuevo suple-
mento de instrucción, por improcedente y mal fundado; 
Segundo: que debe rechazar, como al efecto rechaza, el 
pedimiento concerniente a que se ordene una investigación 
respecto a la desaparición de un escrito de oposiciones en 
razón de que dicho pedimento resulta a todas luces infun-
dado e improcedente; Tercero: que debe condenar, y con-
dena, al inculpado, Luis Constantino Goico Morel, al pago 
de las costas de este incidente"; e) que contra este fallo in-
terpuso el acusado recurso de apelación, en tiempo opor-
tuno; 

 Considerando que la sentencia ahora impugnada en 
casación contiene el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: 
Declara regular y válido en cuanto a la forma, el presente 
recurso de apelación interpuesto por el Dr. Héctor B. Goi-
co, a nombre y representación del acusado Luis Constanti-
no Goico Morel, contra sentencia sobre incidente dictada 
por la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera 
Inztancia del Distrito Judicial de Santo Domingo, en fecha 
13 del mes de agosto del año 1953, que rechazó un pedi-
mento del acusado; Segundo: Confirma dicha sentencia 
apelada, cuyo dispositivo dice así: 'Primero: que debe re-
chazar, y rechaza, el pedimento relativo a que se ordene 
un nuevo suplemento de instrucción, por improcedente y 
mal fundado; Segundo: que debe rechazar, como al efec-
to rechaza, el pedimento en lo concerniente a que se or- 
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dene una investigación respecto a la desaparición de ua 
escrito de oposición, en razón de que dicho pedimento re„ 
sulta a todas luces improcedente; Tercero: que debe con-
denar, y condena, al inculpado al pago de las costas' Ter  
cero: Condena al recurrente al pago de las costas del pre-
sente recurso de apelación"; 

Considerando que el recurrente al interponer su re-
curso de casación expresó que lo hacía porque la senten-
cia impugnala "coarta su derecho de defensa y además, 
viola el artículo 6 de la Constitución y sanciona el hecho 
de haber sustraído un documento que presentara su abo-
gado del expediente que se le instruye"; y en el memorial 
que ha presentado por órgano de su abogado constituido, 
alega que dicha sentencia debe ser casada porque: "a) vio-
la los principios consagrados de un modo enunciativo y no 
limitativo en el art. 6to. de la Carta Fundamental del Es-
tado y que se refieren a los derechos individuales; b) con-
sagra una inmunidad para todo funcionario del orden ju-
dicial en que los exime de responsabilidad en la guarda de 
los documentos que le son entregados en la sustanciación 
de los expedientes; c) desnaturaliza la Providencia Califi-
cativa del Magistrado Juez de Instrucción de la Segunda 
Circ. del Dist. de Santo Domingo, al declarar por seri cen-
cia, que no había conexidad en los hechos puestos a cargo 
de varios prevenidos y juzgándolos separadamente; y d) 
y no obstante el carácter interlocutorio de la sentencia 
apelada, prejuzgó el fondo, al establecer en uno de los con-
siderandos de la misma, que el crimen cometido por nues-
tro patrocinado, fué ejecutado con premeditación"; alega-
tos que serán examinados conjuntamente; 

Considerando que la Corte a qua, para rechazar la 
instrucción suplementaria solicitada por el acusado ha res-
pondido diciendo en su sentencia: "que en la elaboración 
del proceso a cargo de Luis Constantino Goico Morel, has-
ta el momento de ser amparada la Segunda Cámara Penal,  

se cumplieron todas y cada una de las formalidades indi-

cadas por la ley de la materia; que, por consiguiente, es 

en vano que el señor Goico Morel, se queja de no haber 

podido hacer el recurso de oposición al veredicto califica-
tivo del Juez de Instrucción, ya que allí se le nuso en con-
diciones de poder hacerlo, con la notificación que se le hi-
ciera del referido veredicto calificativo; amén de que nada 
puede perjudicar a dicho acusado el no haber recurrido en 
aposición ya que, el Juez de derecho amparado de la cau-
sa, puede, según las circunstancias, cambiar la calificación 
del hecho de asesinato dado por el Juez de Instrucción por 
el de homicidio voluntario o dejar la misma calificación"; 

Considerando que, en este mismo orden de ideas, ca-
be precisar, que después que la providencia calificativa. 
ha adquirido un carácter definitivo, la única  instrucción 
suplementaria que puede ordenarse en materia criminal 
es la señalada por el artículo 224 del Códi o de Procedi-
miento Criminal establecí a para el período comprendido 
entre la providencia calificativa y la vista de la causa, a 
fin de que el proceso tenga siempre un funcionario encar-
gado de la instrucción; pólnueltgie o que  el Tribunal co-
mienza a conocer de la causa las nuevas  pruebas deberárr 
presentarse directamente  en elylenario  y ser sometidas a 
un deBáre público, oral y contradictorio, aI igual que las 
demás pruebas que figuarn en la instrucción del proceso; 

Considerando, en cuanto a la conexidad que el recu-
rrente carece de interés en atacar la sentencia de la Cor-
te a qua sobre el fundamento de que el juez del primer 
grado ordenara la desunión del proceso, por no existir co-
nexidad, a solicitud de los que fueron enviados aI mismo 
tribunal en sus atribuciones criminales inculpados del de-
lito de porte ilegal de armas de fuego, puesto que tal me-
dida en nada podrá perjudicar su situación jurídica; que,. 
por otra parte, la Corte a qua p,rocedió correctamente aI 
rechazar el pedimento formulado por el acusado, tendien- 
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dene una investigación respecto a la desaparición d e un 
 escrito de oposición, en razón de que dicho pedimen to  re, 

sulta a todas luces improcedente; Tercero: que debe cm, 
denar, y condena, al inculpado al pago de las costas'

, Ter.. er, 
cero: Condena al recurrente al pago de las costas del pr e_ 
sente recurso de apelación"; 

Considerando que el recurrente al interponer su re.. 
curso de casación expresó que lo hacía porque la senten-
cia impugnala "coarta su derecho de defensa y gdemá s  

' viola el artículo 6 de la Constitución y sanciona ei hecho 
de haber sustraído un documento que presentara su abo-
gado del expediente que se le instruye"; y en el memorial 
que ha presentado por órgano de su abogado constituido, 
alega que dicha sentencia debe ser casada porque: "a) vio-
la los principios consagrados de un modo enunciativo y no 
limitativo en el art. 6to. de la Carta Fundamental del Es-
tado y que se refieren a los derechos individuales; b) con-
sagra una inmunidad para todo funcionario del orden ju-
dicial en que los exime de responsabilidad en la guarda de 
los documentos que le son entregados en la sustanciación 
de los expedientes; e) desnaturaliza la Providencia Califi-
cativa del Magistrado Juez de Instrucción de la Segunda 
Circ. del Dist. de Santo Domingo, al declarar por senten-
cia, que no había conexidad en los hechos puestos a cargo 
de varios prevenidos y juzgándolos separadamente; y d) 
y no obstante el carácter interlocutorio de la sentencia 
apelada, prejuzgó el fondo, al establecer en uno de los con-
siderandos de la misma, que el crimen cometido por nues-
tro patrocinado, fué ejecutado con premeditación"; alega-
tos que serán examinados conjuntamente; 

Considerando que la Corte a qua, para rechazar la 
instrucción suplementaria solicitada por el acusado ha res-
pondido diciendo en su sentencia: "que en la elaboración 
del proceso a cargo de Luis Constantino Goico Morel, has-
ta el momento de ser amparada la Segunda Cámara Penal,  

. en  cumplieron todas y cada una de las formalidades indi-

cadas por la ley de la materia; que, por consiguiente, es 
en  vano que el señor Goico Morel, se queja de no haber 
podido hacer el recurso de oposición al veredicto califica-
tivo del Juez de Instrucción, ya que allí se le nuso en con-
diciones de poder hacerlo, con la notificación que se le hi-
ciera del referido veredicto calificativo; amén de que nada 
puede perjudicar a dicho acusado el no haber recurrido en 
cposición ya que, el Juez de derecho amparado de la cau-
sa , puede, según las circunstancias, cambiar la calificación 
del hecho de asesinato dado por el Juez de Instrucción por 
el de homicidio voluntario o dejar la misma calificación"; 

Considerando que, en este mismo orden de ideas, ca-
be precisar, que después que la providencia calificativa 
ha adquirido un carácter definitivo, la única instrucción, 
suplementaria que puede ordenarse en materia criminal 
es la señalada por el artículo 224 del Código  gjel2'incedi-
miento Criminal establecida para el período comprendido 
entre la providencia calificativa y la vista de la causa, a 
fin de que el proceso tenga siempre un funcionario encar-
gado de la instrucción; porque luego que el Tribunal  co-
mienza a conocer de la causa las nuevas pruebas deberán 
presentarse jrectamet ar y ser sometidas a 
un de-biffe publico, oral y contradictorio, al igual que las 
demás pruebas que figuarn en la instrucción del proceso; 

Considerando, en cuanto a la conexidad que el recu-
rrente carece de interés en atacar la sentencia de la Cor-
te a qua sobre el fundamento de que el juez del primer 
grado ordenara la desunión del proceso, por no existir co-
nexidad, a solicitud de los que fueron enviados al mismo 
tribunal en sus atribuciones criminales inculpados del de-
lito de porte ilegal de armas de fuego, puesto que tal me-
dida en nada podrá perjudicar su situación jurídica; que, 
por otra parte, la Corte a qua procedió correctamente aI 
rechazar el pedimento formulado por el acusado, tendien- 

1 
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te a que se ordenara una investigación acerza de la pé r 
 da del escrito de oposición que afirma el abogado ha 

 hecho al auto que ordenó la incomunicación del acusa 
ya que por el pronunciamiento de la providencia calificativ 
quedó sin efecto el estado de incomunicación en que h 
biera podido estar dicho acusado; 

Considerando que examinada la sentencia en sus d 
más aspectos no contiene ningún vicio de fondo ni de fo 
ma que la haga anulable, por lo cual debe ser desestima 
do todo lo argüido por el recurrente en su memorial d 
casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca 
Sación interpuesto por Luis Constantino Goico Morel con 
Ira sentencia de la Corte de Apelación de Ciudad Truji 
Ro de fecha veintitres de octubre de mil novecientos cin-
cuenta y tres, cuyo dispositivo se copia en otro lugar del 
presente fallo, y Segundo: Condena a dicho recurrente al 
pago de las costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía. 
Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A 
Morel.— A. Alvarez Aybar. Manuel A. Amiama.— Ernest 
Curiel hijo, Secretario General. 

La presente 3entenci3 ha sido dada y firmada por lo 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en 1 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, 
f ué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene 
ral que certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 10 DE DICIEMBRE DE 1953 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fecha 
6 de octubre de 1953.— 

Materia: Penal.— 

Recurrente: Catalino Reyes.— 

prevenido: Jaime Mena.— 

Prevenido: Jaime Mena.— Abogado: Dr. Carlos MI. Finke G.— 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularemnte constituida por los Jueces licencia-
dos H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, 
Primer Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Romín, 
Segundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, 
Juan A. Morel, Ambrosio Alvarez Aybar y Manuel A. 
Amiama, asistidos del Secretario General, en la Sala don-
de celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de 
Santo Domingo, hoy día diez del mes de diciembre de mil 
novecientos cincuenta y tres, años 110 9  de la Independen-
cia, 919  de la Restauración y 24Q de la Eera de Trujillo, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Catalina 
Reyes, dominicano, mayor de edad, soltero, bracero, domi-
ciliado y residente en la ciudad de Puerto Plata, portador 
de la cédula personal de identidad número 10064, serie 
37, con sello número 1635194, contra sentencia de la Corte 
de Apelación de Santiago, de fecha seis de octubre de mil 
novecientos cincuenta y tres, cuyo dispositivo se copia más 
adelante: 
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te a que se ordenara una investigación acerca de la Perdi-
da del escrito de oposición que afirma el abogado h aber 

 hecho al auto que ordenó la incomunicación del acusado, 
 ya que por el pronunciamiento de la providencia calificativa 

quedó sin efecto el estado de incomunicación en que hu-
biera podido estar dicho acusado; 

Considerando que examinada la sentencia en sus de-
más aspectos no contiene ningún vicio de fondo ni de for-
ma que la haga anulable, por lo cual debe ser desestima-
do todo lo argüido por el recurrente en su memorial de 
casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca 
Sación interpuesto por Luis Constantino Goico Morel con 
Ira sentencia de la Corte de Apelación de Ciudad Truji 
lb de fecha veintitres de octubre de mil novecientos cin-
cuenta y tres, cuyo dispositivo se copia en otro lugar del 
presente fallo, y Segundo: Condena a dicho recurrente al 
pago de las costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 
-Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
Morel.— A. Alvarez Aybar. Manuel A. Amiama.— Ernesto 
Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la. 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
f ué firmada, leída y publicada por mí, Secretario G ene-

ral que certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 10 DE DICIEMBRE DE 1953 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fecha 

Materia: Penal.— 

Recurrente: Catalino Reyes.— 

Prevenido: Jaime Mena.— 

prevenido: Jaime Mena.— Abogado: Dr. Carlos Ml. Finke G.— 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

6 de octubre de 1953.— 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularemnte constituida por los Jueces licencia-
dos H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, 
Primer Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, 
Segundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, 
Juan A. Morel, Ambrosio Alvarez Aybar y Manuel A. 
Amiama, asistidos del Secretario General, en la Sala don-
de celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de 
Santo Domingo, hoy día diez del mes de diciembre de mil 
novecientos cincuenta y tres, años 110 9  de la Independen-
cia, 91 9  de la Restauración y 24 9  de la Eera de Trujillo, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Catalino 
Reyes, dominicano, mayor de edad, soltero, bracero, domi-
ciliado y residente en la ciudad de Puerto Plata, portador 
de la cédula personal de identidad número 10064, serie 
37, con sello número 1635194, contra sentencia de la Corte 
de Apelación de Santiago, de fecha seis de octubre de mil 
novecientos cincuenta y tres, cuyo dispositivo se copia más 
adelante: 
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Oído e] Magistrado Juez Relator; 

Oído el Dr. Joaquín A. Santana, portador de la céd u_ 
la personal de identidad número 39277, serie 1, con sello 
número 20968, en representación del Dr. Carlos Man 
Finke G., portador de la cédula personal de identidad nú... 
mero 15269, serie 37, con sello número 12426, abogado del 
prevenido, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República: 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
secretaría de la Corte a qua, en fecha seis de octubre del 
corriente ario; 

Visto el escrito presentado por el Dr. Carlos Manuel 
Finke G., abogado del prevenido Jaime Mena, portador de 
la cédula personal de identidad número 19254, serie 37, 
con sello número 1251050; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 66 del Código ile Procedi-
miento Criminal; 133 del Código de Procedimiento Civil, 
y 1, 66 y 71 de la Ley de Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta: 
a) que en fecha veintitres de abril de mil novecientos cin-
cuenta y tres, el Juzgado de Instrucción del Distrito Judi-
cial de Puerto Plata dictó una providencia calificativa por 
medio de la cual declaró que existen cargos e indicios sufi-
cientes de culpabilidad para considerar al procesado Jai-
me Mena como autor del crimen de herida voluntaria que 
ocasionó la muerte de Virgilio Reyes, y en consecuencia, 
envió a dicho procesado al tribunal en sus atribuciones cri-
minales para que fuera juzgado conforme a la ley; b) que 
apoderado del caso el Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Puerto Plata lo decidió por su senten-
cia de fecha catorce de mayo de este mismo año, conde-
nando a dicho acusado por el referido crimen a la pena de  

tres años de reclusión, acogiendo en su favor circunstan-
cias atenuantes, y al pago de las costas; e) que contra es-
ta sentencia interpuso recurso de apelación el Magistrado 
Procurador Fiscal del mencionado Distrito Judicial en 
tiempo oportuno; d) que en la siguiente audiencia fijada 
para conocer del referido recurso de apelación el aboga-
do del acusado presentó un incidente encaminado a que 
fuera declarado improcedente la constitución de la parte 
civil Catalino Reyes, porque éste no se constituyó en pri-
mera instancia; 

Considerando que el fallo ahora impugnado contiene 
el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Declara inadmi-
sible la constitución en parte civil del señor Catalino Re-
yes, por no haberse comprobado que' lo hiciera en primer 
grado, y por consiguiente, se acogen las conclusiones del 
acusado Jaime Mena (a) Chichito, formuladas por su abo-
gado Dr. Carlos Manuel Finke; Segundo: Rechaza por im-
procedente el pedimento del Magistrado Procurador Gene-
ral de esta Corte de Apelación, tendiente al reenvío de la 
causa para fines de investigar si es cierto que el señor Cata-
lino Reyes se constituyó en primer grado, en parte civil; 
Tercero: Condena al señor Catalino Reyes, al pago de las 
costas de este incidente"; 

Considerando que para que una persona pueda figu-
rar como parte civil en apelación es preciso que se haya 
constituido ante el tribunal del primer grado, porque de lo 
contrario privaría a su adversario del doble grado de ju-
risdicción; 

Considerando que, en la especie, el actual recurrente 
alegó ante la Corte a qua que el proceso a cargo de Jaime 
Mena fué destruido en el incendio que redujo a cenizas el 
local que ocupaba el Juzgado de Primera Instancia de Puer-
to Plata, y que él se constituyó en parte civil, antes del fue-
go, en la primera audiencia que fijó el tribunal del pri- 
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Oído e] Magistrado Juez Relator; 

Oído el Dr. Joaquín A. Santana, portador de la cédu 
la personal de identidad número 39277, serie 1, con sello. 

 número 20968, en representación del Dr. Carlos Manuel 
Finke G., portador de la cédula personal de identidad nú-
mero 15269, serie 37, con sello número 12426, abogado del 
prevenido, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República: 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
secretaría de la Corte a gua, en fecha seis de octubre del 
corriente año; 

Visto el escrito presentado por el Dr. Carlos Manuel 
Finke G., abogado del prevenido Jaime Mena, portador de 
la cédula personal de identidad número 19254, serie 37 
con sello número 1251050; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 66 del Código Je Procedi-
miento Criminal; 133 del Código de Procedimiento Civil. 
y 1, 66 y 71 de la Ley de Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta: 
a) que en fecha veintitres de abril de mil novecientos cin-
cuenta y tres, el Juzgado de Instrucción del Distrito Judi-
cial de Puerto Plata dictó una providencia calificativa por 
medio de la cual declaró que existen cargos e indicios sufi-
cientes de culpabilidad para considerar al procesado Jai-
me Mena como autor del crimen de herida voluntaria que 
ocasionó la muerte de Virgilio Reyes, y en consecuencia, 
envió a dicho procesado al tribunal en sus atribuciones cri-
minales para que fuera juzgado conforme a la ley; b) que 
apoderado del caso el Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Puerto Plata lo decidió por su senten-
cia de fecha catorce de mayo de este mismo año, conde-
nando a dicho acusado por el referido crimen a la pena de  

tres años de reclusión, acogiendo en su favor circunstan-
cias atenuantes, y al pago de las costas; c) que contra es-
ta sentencia interpuso recurso de apelación el Magistrado 
Procurador Fiscal del mencionado Distrito Judicial en 
tiempo oportuno; d) que en la siguiente audiencia fijada 
para conocer del referido recurso de apelación el aboga-
do del acusado presentó un incidente encaminado a que 
fuera declarado improcedente la constitución de la parte 
civil Catalino Reyes, porque éste no se constituyó en pri-
mera instancia; 

Considerando que el fallo ahora impugnado contiene 
el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Declara inadmi-
sible la constitución en parte civil del señor Catalino Re-
yes, por no haberse comprobado que lo hicíera en primer 
grado, y por consiguiente, se acogen las conclusiones del 
acusado Jaime Mena (a) Chichito, formuladas por su abo-
gado Dr. Carlos Manuel Finke; Segundo: Rechaza por im-
procedente el pedimento del Magistrado Procurador Gene-
ral de esta Corte de Apelación, tendiente al reenvío de la 
causa para fines de investigar si es cierto que el señor Cata-
lino Reyes se constituyó en primer grado, en parte civil; 
Tercero: Condena al señor Catalino Reyes, al pago de las 
costas de este incidente"; 

Considerando que para que una persona pueda figu-
rar como parte civil en apelación es preciso que se haya 
constituido ante el tribunal del primer grado, porque de lo 
contrario privaría a su adversario del doble grado de ju-
risdicción; 

Considerando que, en la especie, el actual recurrente 
alegó ante la Corte a qua que el proceso a cargo de Jaime 
Mena fué destruido en el incendio que redujo a cenizas el 
local que ocupaba el Juzgado de Primera Instancia de Puer-
to Plata, y que él se constituyó en parte civil, antes del fue-
go, en la primera audiencia que fijó el tribunal del pri- 
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mer grado, la cual culminó en el reenvío de la causa, agro 
 gando que si no reiteró esa constitución en parte civil des-

pués que se instruyó de nuevo el referido proceso, f ué 
porque no se le dió oportunidad para ello; pero 

Considerando que los jueces del fondo comprobaron 
regularmente, como hecho negativo resultante de la ins-
trucción de la causa, que Catalino Reyes no presentó prue-
ba alguna de que se constituyera en parte civil ante el 
tribunal del primer grado; que, por consiguiente, la Corte 
a qua hizo una correcta aplicación de la ley al declarar in-
admisible dicha constitución en parte civil; 

Considerando, en cuanto a la intervención del acusa-
do, que el artículo 66 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación dispone que en materia penal sólo pueden inter-
venir la parte civil o la persona civilmente responsable; 
que el inculpado puede responder al recurso de casación, 
en uso de su derecho de defensa, sin que su actuación sea 
denominada intervención, toda vez que él no ha dejado de 
ser parte en la instancia en casación; que, por tanto, el es-
crito presentado por el abogado del acusado Jaime Mena 
en apoyo de la sentencia impugnada, será considerado co-
mo que emana de una parte que no estaba sujeta a las 
formalidades de la intervención; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Catalino Reyes contra sentencia de 
la Corte de Apelación de Santiago de fecha seis de octu-
bre de mil novecientos cincuenta y tres, cuyo dispositivo 
se copia en otro lugar del presente fallo, y Segundo: Con-
dena a dicho recurrente al pago de las costas, cuya dis-. 
tracción se ordena en provecho del Dr. Carlos Manuel 
Finke G., abogado del prevenido, quien afirma haberlas 
avanzado en su mayor parte. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.—
Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
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Morel.— A. Alvarez Aybar.— Manuel A. Amiama.— Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que certifico.— (Firamdo): Ernesto Curiel hijo. 
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mer grado, la cual culminó en el reenvío de la causa, a 
gando que si no reiteró esa constitución en parte civil. des. 
pués que se instruyó de nuevo el referido proceso, fué 
porque no se le dió oportunidad para ello; pero 

Considerando que los jueces del fondo comprobaron 
regularmente, como hecho negativo resultante de la ins_ 
trucción de la causa, que Catalino Reyes no presentó prue-
ba alguna de que se constituyera en parte civil ante el 
tribunal del primer grado; que, por consiguiente, la Corte 
a qua hizo una correcta aplicación de la ley al declarar in-
admisible dicha constitución en parte civil; 

Considerando, en cuanto a la intervención del acusa-
do, que el artículo 66 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación dispone que en materia penal sólo pueden inter-
venir la parte civil o la persona civilmente responsable; 
que el inculpado puede responder al recurso de casación, 
en uso de su derecho de defensa, sin que su actuación sea 
denominada intervención, toda vez que él no ha dejado de 
ser parte en la instancia en casación; que, por tanto, el es-
crito presentado por el abogado del acusado Jaime Mena 
en apoyo de la sentencia impugnada, será considerado co-
mo que emana de una parte que no estaba sujeta a las 
formalidades de la intervención; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Catalino Reyes contra sentencia de 
la Corte de Apelación de Santiago de fecha seis de octu-
bre de mil novecientos cincuenta y tres, cuyo dispositivo 
se copia en otro lugar del presente fallo, y Segundo: Con-
dena a dicho recurrente al pago de las costas, cuya dis-. 
tracción se ordena en provecho del Dr. Carlos Manuel 
Finke G., abogado del prevenido, quien afirma haberlas 
avanzado en su mayor parte. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.—
Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 

Morel.— A. Alvarez Aybar.— Manuel A. Amiama.— Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que certifico.— (Firamdo): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 10 DE DICIEMBRE DE 1953 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fech a  10 de septiembre de 1953.— 

Materia: Penal.— 

Recurrente: Alfredo Hinojosa Martínez.— 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Segundo 
Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. 
Morel, Ambrosio Alvarez Aybar y Manuel A. Amiama, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Do-
mingo, hoy día diez del mes de diciembre de mil nocecien-
tos cincuenta y tres, años 110 9  de la Independencia, 91 9 

 de la Restauración y 249  de la Era de Trujillo, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Alfredo 
Hinojosa Martínez, mayor de edad, soltero, chófer, domi-
ciliado y residente en la sección de Jeremías, jurisdicción 
de la común de La Vega, portador de la cédula personal de 
identidad No. 22297, serie 47, cuyo sello de renovación no 
se menciona en el expediente, contra sentencia de la Cor-
te de Apelación de La Vega de fecha diez de septiembre 
del corriente año, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
secretaría de la Corte a qua, en fecha dieciseis de septiem-
bre del corriente año, en la cual no se invoca ningún medio 
determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 3, inciso b) de la Ley No. 
2022, de 1949; y 1 y 71 de la Ley sobre Procedimiento de 

Casación; 
Considerando que en el fallo impugnado consta lo 

siguiente: "a) que en fecha diez del mes de diciembre de 
mil novecientos cincuenta y uno, el Cabo de la Policía Na-
cional destacado en la sección de Barranca, jurisdicción de 
la común de La Vega, señor Bienvenido Fausto Pantaleón 
Delgado, sometió a la acción de la justicia al nombrado Al-
fredo Hinojosa Martínez, prevenido del delito de golpes y 
heridas involuntarios en perjuicio de la señorita Luisa D. 
García A."; "b) que apoderada del caso la Cámara Penal 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
La Vega, y fijada la vista de la causa para la audiencia 
pública del día diecinueve del mes de enero del año mil 
novecientos cincuenta y dos, ésta fué reenviada, conocién-
dose en la del trece de marzo del mismo año, fecha esta 
última en la cual se dictó sentencia con el dispositivo si-
guiente: 'Primero: Que debe declinar y declina el presen-
te caso seguido al nombrado Alfredo Hinojosa Martínez, 
prevenido de violación a la Ley No. 2022 en perjuicio de 

la señora Luisa D. García A., por ante el Juzgado de Paz 
correspondiente, por haberse comprobado por el certifica-
do médico que los golpes y heridas que presenta la agra-
viada curan antes de los diez primeros días; Segundo: Se 
reservan las costas"; "c) que no conformes con el anterior 
fallo, la parte civil constituida, señorita Luisa D. García 
A. y el Procurador General de esta Corte interpusieron 
sendos recursos de apelación, y de esos recursos conoció 
esta Corte en la audiencia pública del día veintiocho del 
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SENTENCIA DE FECHA 10 DE DICIEMBRE DE 1953 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de techa 
 10 de septiembre de 1953.— 

Materia: Penal.— 

Recurrente: Alfredo Hinojosa Martínez.— 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Segundo 
Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. 
Morel, Ambrosio Alvarez Aybar y Manuel A. Amiama, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Do-
mingo, hoy día diez del mes de diciembre de mil nocecien-
tos cincuenta y tres, años 110 9  de la Independencia, 919 
de la Restauración y 249 de la Era de Trujillo, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Alfredo 
Hinojosa Martínez, mayor de edad, soltero, chófer, domi-
ciliado y residente en la sección de Jeremías, jurisdicción 
de la común de La Vega, portador de la cédula personal de 
identidad No. 22297, serie 47, cuyo sello de renovación no 
se menciona en el expediente, contra sentencia de la Cor-
te de Apelación de La Vega de fecha diez de septiembre 
del corriente año, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
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Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
secretaría de la Corte a qua, en fecha dieciseis de septiem-
bre del corriente año, en la cual no se invoca ningún medio 
determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 3, inciso b) de la Ley No. 
2022, de 1949; y 1 y 71 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Considerando que en el fallo impugnado consta lo 
'siguiente: "a) que en fecha diez del mes de diciembre de 
mil novecientos cincuenta y uno, el Cabo de la Policía Na-
Cional destacado en la sección de Barranca, jurisdicción de 
la común de La Vega, señor Bienvenido Fausto Pantaleón 
Delgado, sometió a la acción de la justicia al nombrado Al-
fredo Hinojosa Martínez, prevenido del delito de golpes y 
heridas involuntarios en perjuicio de la señorita Luisa D. 
García A."; "b) que apoderada del caso la Cámara Penal 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
La Vega, y fijada la vista de la causa para la audiencia 
pública del día diecinueve del mes de enero del año mil 
novecientos cincuenta y dos, ésta fué reenviada, conocién-
dose en la del trece de marzo del mismo año, fecha esta 
última en la cual se dictó sentencia con el dispositivo si-
guiente: 'Primero: Que debe declinar y declina el presen-
te caso seguido al nombrado Alfredo Hinojosa Martínez, 
prevenido de violación a la Ley No. 2022 en perjuicio de 
la señora Luisa D. García A., por ante el Juzgado de Paz 
correspondiente, por haberse comprobado por el certifica 
do médico que los golpes y heridas que presenta la agra-
viada curan antes de los diez primeros días; Segundo: Se 
reservan las costas"; "c) que no conformes con el anterior 
fallo, la parte civil constituída, señorita Luisa D. García 
A. y el Procurador General de esta Corte interpusieron 
sendos recursos de apelación, y de esos recursos conoció 
esta Corte en la audiencia pública del día veintiocho del 



BOLETÍN JUDICIAL 	 23,5.9 2358 	 BOLETÍN JUDICIAL 

mes de abril .  del año mil novecientos cincuenta y dos, en 
 la cual dictaminó el Ministerio Público en la forma corres-

pondiente, aplazándose el fallo para una próxima audien-
cia"; "d) que en la audiencia pública del día treinta del 
mes de abril del año mil novecientos cincuenta y dos, la 
Corte dictó sentencia con el dispositivo siguiente: 'Prime.. 
ro: Declara regulares y válidos en cuanto a sus respecti-
vas formas, los presentes recursos de apelación; Segundo: 
Da acta a la señorita Luisa Daniela García A., de que de-
siste del recurso de apelación por ella interpuesto en con-
tra de la prealudida sentencia, y en consecuencia declara 
este recurso sin valor ni efecto; Tercero: Pronuncia el de-
fecto en contra del prevenido Alfredo Hinojosa Martínez, 
—de generales en el expediente—, por no haber compare-
cido a la audiencia, a pesar de haber sido requerido a ello; 
Cuarto: Revoca en todas sus partes la sentencia apelada, 
dictada en fecha trece del mes de marzo del año mil no-
vecientos cincuenta y dos, por la Cámara Penal del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de La Ve-
ga, cuya parte dispositiva figura copiada en otro lugar del 
presente fallo, y actuando por propia autoridad, declara 
que este caso debe ser conocido por dicha Cámara Penal 
y no por el Juez de Paz ante el cual fué enviado, y, en 
consecuencia, por no ser avocable el asunto, dispone el en-
vío del presente expediente ante ese tribunal para los fines 
del caso; y Quinto: Condena al prevenido Alfredo Hinojo-
sa Martínez, al pago de las costas de esta instancia' "; "e) 
que apoderada nuevamente del caso la Cámara Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de La 
Vega, conoció de él en la audiencia pública del día vein-. 
tisiete del mes de marzo del año mil novecientos cincuen-
ta y tres, y en la misma fecha dictó sentencia con el dis-
positivo siguiente: 'Primero: Se pronuncia defecto contra el 
nombrado Alfredo Hinojosa Martínez, por no haber com.: 
parecido a esta audiencia para la cual fué legalmente cita- 

do; Segundo: Se declara vencida la fianza prestada. por 
el prevenido para obtener su libertad provisional; Tercero: 
Se declara culpable de haber cometido el delito de goles 
involuntarios en agravio de Luisa D. García A., y en con-
secuencia se le condena a sufrir la pena de seis meses de 
prisión correccional y al pago de una multa de 
RD$100.00; Cuarto: Se condena además al pago de 
las costas' "; "f) que no conforme con el anterior 
fallo interpuso recurso de oposición en fecha ocho 
del mes de mayo del año mil novecientos cin-
cuenta y tres; y fijada la vista de la causa para la 
audiencia pública del día seis del mes de junio del año en 
curso, ésta fue reenviada, conociéndose en la del veinti 
nueve del mencionado mes y año, fecha ésta última en la 
cual dictó sentencia con el dispositivo siguiente: 'Prime-
ro: Se anula la oposición interpuesta por el nombrado Al-
fredo Hinojosa Martínez contra sentencia de esta Cámara 
,Penal en fecha 27 de marzo de 1953, que lo condenó en de-
fecto, y declaró vencida la fianza y lo condenó a sufrir 
6 meses de prisión correccional y al pago de una multa de 
RD$100.00 por el delito de violación a la Ley No. 2022; . 

Segundo: Confirma la sentencia en todas sus partes y or-
dena la ejecución de dicha sentencia; Tercero: Lo conde-
na además al pago de las costas' "; g) que sobre apelación 
interpuesta por el prevenido, la Corte a qua pronunció el 
fallo ahora impugnado, el cual contiene el dispositivo que 
se copia a continuación: "Falla: Primero: Declara regular 
y válido, en cuanto a la forma, el presente recurso de ape-
lación; Segundo: Confirma la sentencia dictada por la Cá-
mara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distri-
to Judicial de La Vega, el veintisiete del mes de marzo del 
año mil novecientos cincuenta y tres, que condenó, en de-
fecto, al prevenido y apelante Alfredo Hinojosa Martí-
nez—, de generales conocidas—, a sufrir la pena de seis 
meses de prisión correccional, al pago de una multa de 
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mes de abril del año mil novecientos cincuenta y dos, e n 
 la cual dictaminó el Ministerio Público en la forma corres-

pondiente, aplazándose el fallo para una próxima audien.. 
cia"; "d) que en la audiencia pública del día treinta del 
mes de abril del año mil novecientos cincuenta y dos, la 
Corte dictó sentencia con el dispositivo siguiente: 'Prime.. 
ro: Declara regulares y válidos en cuanto a sus respecti-
vas formas, los presentes recursos de apelación; Segundo: 
Da acta a la señorita Luisa Daniela García A., de que de-
siste del recurso de apelación por ella interpuesto en con-
tra de la prealudida sentencia, y en consecuencia declara 
este recurso sin valor ni efecto; Tercero: Pronuncia el de-
fecto en contra del prevenido Alfredo Hinojosa Martínez, 
—de generales en el expediente—, por no haber compare-
cido a la audiencia, a pesar de haber sido requerido a ello; 
Cuarto: Revoca en todas sus partes la sentencia apelada, 
dictada en fecha trece del mes de marzo del año mil no-
vecientos cincuenta y dos, por la Cámara Penal del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de La Ve-
ga, cuya parte dispositiva figura copiada en otro lugar del 
presente fallo, y actuando por propia autoridad, declara 
que este caso debe ser conocido por dicha Cámara Penal 
y no por el Juez de Paz ante el cual fué enviado, y, en 
consecuencia, por no ser avocable el asunto, dispone el en-
vío del presente expediente ante ese tribunal para los fines 
del caso; y Quinto: Condena al prevenido Alfredo Hinojo-
sa Martínez, al pago de las costas de esta instancia' "; "e) 
que apoderada nuevamente del caso la Cámara Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de La 
Vega, conoció de él en la audiencia pública del día vein-. 
tisiete del mes de marzo del año mil novecientos cincuen-
ta y tres, y en la misma fecha dictó sentencia con el dis-
positivo siguiente: 'Primero: Se pronuncia defecto contra el 
nombrado Alfredo Hinojosa Martínez, por no haber com.: 
parecido a esta audiencia para la cual fué legalmente cita- 

do; Segundo: Se declara vencida la fianza prestada. por 
el prevenido para obtener su libertad provisional; Tercero: 
Se declara culpable de haber cometido el delito de goles 
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las costas' "; "f) que no conforme con el anterior 
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del mes de mayo del año mil novecientos cin-
cuenta y tres; y fijada la vista de la causa para la 
audiencia pública del día seis del mes de junio del año en 
curso, ésta ftié reenviada, conociéndose en la del veinti 
nueve del mencionado mes y año, fecha ésta última en la 
cual dictó sentencia con el dispositivo siguiente: 'Prime-
ro: Se anula la oposición interpuesta por el nombrado Al-
fredo Hinojosa Martínez contra sentencia de esta Cámara 
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Segundo: Confirma la sentencia en todas sus partes y or-
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lación; Segundo: Confirma la sentencia dictada por la Cá-
mara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distri-
to Judicial de La Vega, el veintisiete del mes de marzo del 
año mil novecientos cincuenta y tres, que condenó, en de-
fecto, al prevenido y apelante Alfredo Hinojosa Martí-
nez—, de generales conocidas—, a sufrir la pena de seis 
meses de prisión correccional, al pago de una multa de 
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cien pesos y las costas, por el delito de violación a la Le y 
 No. 2022 en perjuicio de la señora Luisa D. García A.; y 

Tercero:. Condena, además, al preindicado Alfredo Hino-
josa Martínez, al pago de las costas de esta instancia"; 

Considerando que, en la especie, la Corte de Apela.. 
ción de La Vega da por establecido, como resultado de la 
ponderación de las pruebas que fueron administradas re-
gularmente en la instrucción de la causa, lo siguiente: 1) 
"que el día diez del mes diciembre de mil novecientos cin-

cuenta y uno, mientras se dirigía de La Jagua de San Ra-
fael a La Vega, el chófer inculpado Alfredo Hinojosa Mar-
tínez, manejando la guagua de pasajeros Placa No. 4427 
propiedad del señor Norberto Quezada, la señora Luisa 
D. García, agraviada, que se encontraba en el paraje de 
Las Yerbas en el paseo de esa carretera esperando dicho 
vehículo para que la condujera a esta ciudad de La Vega, 
hizo señas al chófer antes de llegar frente a ella para que 
se detuviera a recogerla, pero la guagua que venía a bas-
tante velocidad por desechar un camión que había parado 
metros antes de donde se encontraba la víctima, dió un 
curvazo hacia la izquierda y atropelló a la mencionada 
señora con la parte trasera del vehículo, resultando Luisa 

D. García con heridas contusas en las regiones malar y su-
percilar izquierda, y erosiones en la cara y pierna izquier 
da"; y "que al estropear a la agraviada en la forma antes 
descrita el chófer de la guagua, puso de manifiesto su torpe-
za e imprudencia, toda vez que cualquier conductor avezado 
hubiera calculado y previsto que el viraje que tenía que 
dar para desechar el camión que estaba antes que la víc-
tima, forzosamente lo llevaría a estropear como estropeó, 
la mujer que tenía que haber visto, puesto que ésta desde 
momentos antes le hacía señal para que se detuviera a re-
cogerla"; 

Considerando que en los hechos y circunstancias así 
comprobados y admitidos por la Corte a qua, está caracte-
rizado el delito de golpes y heridas involuntarios causados 
con el manejo de un vehículo de motor, puesto a cargo 
del recurrente; que, por otra parte, al condenar a éste a 
las penas de seis meses de prisión correccional y cien pe-
sos de multa, los jueces del fondo no han hecho más que 
aplicarle al prevenido las sanciones establecidas en la ley 
y dentro de los límites fijados por ésta; que, en consecuen-
cia, el fallo atacado, que en sus demás aspectos no contiene 
ningún vicio que lo haga anulable, se ha ajustado a las dis-
posiciones del inciso b) del artículo 3 de la Ley No. 2022, 
del año 1949; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Alfredo Hinojosa Martínez, contra 
sentencia de la Corte de Apelación de La Vega, de fecha 
diez de septiembre del corriente año, cuyo dispositivo se 
copia en otro lugar del presente fallo, y Segundo: Condena 
al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.—
Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
Morel.— A. Alvarez Aybar.— Manuel A. Amiama.— Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 10 DE DICIEMBRE DE 1953 

Sentencia Impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, 
fecha 13 de agosto de 1953. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Antolín Pérez, Altagracia Abad Reyes y Juan 
chez.— Abogado: Dr. León de Js. Castaños Pérez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de J 
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciad 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Prim 
Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Segun 
Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. M 
rel, Ambrosio Alvarez Aybar y Manuel A. Amiama, as 
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra s 
audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo 
hoy día diez del mes de diciembre de mil novecientos cin 
cuenta y tres, años 110 9  de la Independencia, 91 9  de la R 
tauración y 249  de la Era de Trujillo, dicta en audienc 
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Antolín 
Pérez, dominicano, mayor de edad, soltero, empleado pú-
blico, portador de la cédula personal de identidad No. 
27332, serie 1, cuyo sello de renovación no se menciona e 
el expediente; Altagracia Abad Reyes, dominicana, mayor 
de edad, viuda, portadora de la cédula personal de identi-
dad No. 752, serie 8, cuyo sello de renovación no se men-
ciona en el expediente, ambos de este domicilio y residen-
cia; y Juan Sánchez, dominicano, mayor de edad, agricul-
tor, domiciliado y residente en la sección de Enea, jurisdic-
ción de la común de Higüey, provincia de La Altagracia,  

rtador de la cédula personal de identidad No, 7524, se-
'e 25, cuyo sello de renovación no se menciona en el ex-
diente, constituídos en parte civil, contra sentencia de 

ja Corte de Apelación de Ciudad Trujillo de fecha trece de 
Agosto del corriente año, cuyo dispositivo se copia más ade-
lante; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación, levantada en la 

secretaría de la Corte a qua el veintitrés de septiembre 
del corriente año, a requerimiento del Dr. León de Js. Cas-
taños Pérez, portador de la cédula personal de identidad 
No. 34, serie 54, sello No. 20761, abogado de los recurren-
tes, en la cual se invocan los siguientes medios: "1) Falta 
de motivos; 2) Falta de base legal; y 3) Violación del ar-
tículo 1384 del Código Civil"; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1315 y 1384 del Código Civil; 
1 y 3 del Código de Procedimiento Criminal; y 1 y 71 de 
la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en el fallo impugnado consta lo si-
guiente: 1) Que con motivo del accidente automovilístico 
acaecido el veintisiete de marzo de mil novecientos cin-
cuenta y dos, en la intersección de las calles "José Marty" 
y "Benito González", de esta ciudad, en el cual perdieron 
la vida Ernesto Pérez y Andrés Sánchez, fueron sometidos 
a la acción de la justicia represiva los prevenidos José 
Francisco González Carrasco, chófer de la "pisicorre" pla-
ca No. 3417, y José Reyes, chófer de la guagua placa No. 
4116, inculpados del delito de homicidio involuntario, cau-
sado con el manejo de un vehículo de motor; 2) Que apo-
derada del hecho la Primera Cámara Penal del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santo Do- 
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mingo, falló, después de varios reenvíos ordenados para 
una mejor sustanciacien de la causa, la prevención puesta 
a cargo de dichos inculpados, así como la demanda en repa-
ración de daños y perjuicios interpuesta accesoriame nte 

 a la acción pública por los actuales recurrentes, constitui-
dos en parte civil contra el prevenido José Reyes y con.. 
tra Rafaela E. Martínez, persona civilmente responsable, 
por sentencia de fecha nueve de agosto de mil novecien-
tos cincuenta y dos, la cual contiene el siguiente disposi-
tivo: "Falla: Primero: que debe Declarar y Declara que no 
ha lugar a ordenar la visita a los lugares, por ser innecesa-
rias esta medida de instrucción; Segundo: que debe Decla-
rar y Declara a José Reyes, culpable de homicidio involun-
tario en perjuicio de Ernesto Pérez y Andrés Sánchez y 
heridas involuntarias en perjuicio de varias personas, y 
en consecuencia se le condena a sufrir dos años de prisión 
correccional y a pagar una multa de quinientos (RD$500.- 
00)) pesos oro, compensable a razón de un día por cada 
peso dejado de pagar; Tercero: que debe ordenar y orde-
na la cancelación de la licencia de José Reyes por tres años 
a partir de la extinción de la pena impuesta; Cuarto: que 
debe Pronunciar y Pronuncia el defecto contra Rafaela E. 
Martínez como persona civilmente responsable puesta en 
causa, por no haber comparecido a esta audiencia, no obs-
tante haber sido legalmente citada; Quinto: que debe De-
clarar y Declara bueno y válido la constitución en par-
te civil hecha en audiencia por los señores Antolín Pérez 
y Altagracia Abad Pérez, en su calidad de hermano y ma-
dre respectivamente de Ernesto Pérez, contra el prevenido 
José Reyes y Rafaela E. Martínez, persona civilmente res-
ponsable, y en consecuencia condena a éstos solidariamen-
te a pagar a Antolín Pérez, la suma de dos mil pesos y a 
Altagracia Abad Pérez, la suma de tres mil pesos, por los 
daños morales y materiales sufridos por ellos, con motivo 
de la muerte de Ernesto Pérez; Sexto: que debe Declarar 

BOLETÍN JUDICIAL 	 2365 

y Declara bueno y válido la constitución en parte civil he-
cha en audiencia, por la señora Juana de Aza en su cali-
dad de madre de Andrés de Aza o Andrés Sánchez, contra 
la señora Rafaela Elvira Martínez, persona civilmente res-
ponsable puesta en causa, y en consecuencia condena a ésta 
a pagarle a Juana de Aza, la suma de tres mil pesos, a tí-
tulo de daños y perjuicios sufridos por ella a consecuencia 
de la muerte de Andrés Aza o Andrés Sánchez; Séptimo: 
que debe Declarar y Declara buena y válida la constitución 
en parte civil hecha en audiencia, por el señor Juan Sán-
chez, en su calidad de padre del occiso Andrés Sánchez, , 

contra el prevenido José Reyes y Rafaela E. Martínez, per-
sona civilmente responsable, y en consecuencia condena a 
éstos solidariamente, a pagar a Juan Sánchez, la suma de 
RD$2,500 (dos mil quinientos pesos) a título de indemniza-
ción por los daños y perjuicios sufridos por él a consecuen-
cia de la muerte de su hijo Andrés Sánchez; Octavo: que 
debe condenar y condena a José Reyes y a Rafaela E. Mar-
tínez al pago de las costas civiles, ordenándose la distrac-
ción de ellas en provecho de los abogados Dres. León de 
Jesús y Julio César Castaños y del Lic. J. Almanzor Be-
ras, por haberlas avanzado; Noveno: que debe condenar y 
condena a José Reyes al pago de las costas penales; Dé-
cimo: que debe descargar y descarga a José Francisco Gon-
zález Carrasco, del hecho que se le imputa, por no haberse 
probado en su contra ninguna de las faltas previstas en la 
Ley No. 2022, y se declaran, en cuanto a éste, las costas 
de oficio"; 3) Que contra dicha sentencia interpusieron re-
curso de apelación el prevenido José Reyes y la parte civil 
constituída, Antolín Pérez, Altagracia Abad Pérez y Juan 
Sánchez; y la persona civilmente responsable Rafaela E. 
Martínez interpuso recurso de oposición; 4) Que este úl-
timo recurso fué resuelto por sentencia de fecha tres de 
marzo del corriente año, cuyo dispositivo dice así: "Falla: 
Primero: que debe Declarar y Declara, bueno y válido en 

• 
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que debe Declarar y Declara buena y válida la constitución 
en parte civil hecha en audiencia, por el señor Juan Sán-
chez, en su calidad de padre del occiso Andrés Sánchez, 
contra el prevenido José Reyes y Rafaela E. Martínez, per-
sona civilmente responsable, y en consecuencia condena a 
éstos solidariamente, a pagar a Juan Sánchez, la suma de 
RD$2,500 (dos mil quinientos pesos) a título de indemniza-
ción por los daños y perjuicios sufridos por él a consecuen-
cia de la muerte de su hijo Andrés Sánchez; Octavo: que 
debe condenar y condena a José Reyes y a Rafaela E. Mar-
tínez al pago de las costas civiles, ordenándose la distrac-
ción de ellas en provecho de los abogados Dres. León de 
Jesús y Julio César Castaños y del Lic. J. Almanzor Be-
ras, por haberlas avanzado; Noveno: que debe condenar y 
condena a José Reyes al pago de las costas penales; Dé-
cimo: que debe descargar y descarga a José Francisco Gon-
zález Carrasco, del hecho que se le imputa, por no haberse 
probado en su contra ninguna de las faltas previstas en la 
Ley No. 2022, y se declaran, en cuanto a éste, las costas 
de oficio"; 3) Que contra dicha sentencia interpusieron re-
curso de apelación el prevenido José Reyes y la parte civil 
constituida, Antolín Pérez, Altagracia Abad Pérez y Juan 
Sánchez; y la persona civilmente responsable Rafaela E. 
Martínez interpuso recurso de oposición; 4) Que este úl-
timo recurso fué resuelto por sentencia de fecha tres de 
marzo del corriente año, cuyo dispositivo dice así: "Falla: 
Primero: que debe Declarar y Declara, bueno y válido en 

• 



( 
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la forma, el recurso de oposición interpuesto por la seño ra 
 Rafaela E. Martínez, a la sentencia de fecha 9 de agosto de 
 1952; Segundo: que debe Declarar y Declara, la incompe

-tencia de esta Cámara Penal para conocer de la reclama-
ción intentada por los señores Antolín Pérez, Altagracia 
Abad Reyes y Juan Sánchez, contra la oponente Rafaela 
E. Martínez, en lo que se refiere a la acción fundada en la 
calidad de propietaria o guardián de la cosa que produjo 
el daño, por ser esta acción extraña a la prevención; Ter-
cero: que debe Condenar y Condena a estos sucumbientes 
al pago de una tercera parte de las costas; Cuarto: que de-
be Confirmar y Confirma, la sentencia recurrida en cuan-
to a los ordianles 5to., 6to y 7mo.; Quinto: que debe Con-
denar y Condena, a Rafaela E. Martínez al pago de las 
costas, distraídas, en provecho del Lic. Almanzor Beras, 
quien afirma haberlas avanzado; Sexto: que debe Conde-
nar y Condena, a Rafaela E. Martínez, al pago de las dos 
terceras partes de las costas, en provecho de los Doctores 
León de Js. Castaños y Julio César Castaños, quienes afir-
man haberlas avanzado; Séptimo: que debe Rectificar y 
Rectifica, cie oficio la sentencia de fecha 9 de agosto del 
1952, en cuanto al nombre de la señora Altagracia Abad 
Pérez, el cual es Altagracia Abad Reyes, nombre con que 
figura en los emplazamientos"; 5) Que contra esta última 
sentencia interpuso recurso de apelación la persona puesta 
en causa como civilmente responsable; 6) Que la Corte 
a qua conoció de los recursos de apelación intentados por 
el prevenido, por la parte civil y por la persona civilmen-
te responsable, en las audiencias celebradas durante los 
días diez y once de agosto del presente año; 7) Que ante 
dicha Corte Antolín Pérez y Altagracia Abad Reyes, con-
cluyeron, por órgano de sus abogados constituidos, así: 
"Por las razones expuestas y por las que vosotros podréis 
suplir con vuestra sabiduría y vuestro elevado espíritu de 
justicia, los abogados infrascritos, a nombre del señor An- 

Colín Pérez, dominicano, empleado público, mayor de edad, 
portador de la cédula personal de identidad No. 27332, 
serie lra., con sello de Rentas Internas para el año 1953 
debidamente renovada; y Altagracia Abad Reyes, domi-
nicana, de ocupación quehaceres domésticos, mayor de, 
edad, portadora de la cédula personal de identidad No. 
572, serie 8, con sello de Rentas Internas para el año 1952 
debidamente renovado; ambos domiciliados y residentes en 
la casa No. 41 de la calle "3ra.", Villa Duarte, hermano y 
madre, respectivamente, de Ernesto Pérez, os piden, muy 
respetuosamente: Primero: que confirméis en todas sus 
partes la sentencia apelada; Segundo: que condenéis al pre-
venido José Reyes y a la señora Rafaela E. Martínez, per-
sona civilmente responsable, al pago de las costas civiles 
causadas y por causarse, distraídas éstas en favor de los 
abogados suscritos, por haberlas avanzado en su totalidad; 
Tercero: que en el improbable caso en que modifiquéis las 
indemnizaciones, acordéis las que consideréis justas y ra-
zonables"; Juan Sánchez, también por órgano de su aboga-
do constituído concluyó pidiendo: "Por las razones expues-
tas y por las que vosotros podréis suplir con vuestra sabi-
duría y vuestro elevado espíritu de justicia, los abogados 
infrascritos, a nombre del señor Juan Sánchez, dominicano, 
agricultor, mayor de edad, portador de la cédula personal 
de identidad No. 7524, serie 25, con sello de Rentas Inter-
nas debidamente renovado, domiciliado y residente en la 
Sección de "Enea", Común de Higüey, Provincia Altagra-
da, padre del señor Andrés Sánchez, os piden, muy res-
petuosamente, lo siguiente: Primero: que confirméis en 

!todas sus partes la sentencia apelada; Segundo: que conde-
néis al prevenido José Reyes y a la Señora Rafaela E. Mar-
tínez, persona civilmente responsable, al pago de las cos-
tas civies causadas y por causarse, distraídas éstas en favor 
de los abogados suscritos, por haberlas avanzado en su to- 

\ talidad; Tercero: que en el improbable caso en que modi- 
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la forma, el recurso de oposición interpuesto por la señora 
Rafaela E. Martínez, a la sentencia de fecha 9 de agosto de 
1952; Segundo: que debe Declarar y Declara, la incompe-
tencia de esta Cámara Penal para conocer de la reclama-
ción intentada por los señores Antolín Pérez, Altagraci a 

 Abad Reyes y Juan Sánchez, contra la oponente Rafaela 
E. Martínez, en lo que se refiere a la acción fundada en la 
calidad de propietaria o guardián de la cosa que produjo 
el daño, por ser esta acción extraña a la prevención; Ter-
cero: que debe Condenar y Condena a estos sucumbientes 
al pago de una tercera parte de las costas; Cuarto: que de-
be Confirmar y Confirma, la sentencia recurrida en cuan-
to a los ordianles 5to., 6to y 7mo.; Quinto: que debe Con-
denar y Condena, a Rafaela E. Martínez al pago de las 
costas, distraídas, en provecho del Lic. Almanzor Beras, 
quien afirma haberlas avanzado; Sexto: que debe Conde-
nar y Condena, a Rafaela E. Martínez, al pago de las dos 
terceras partes de las costas, en provecho de los Doctores 
León de Js. Castaños y Julio César Castaños, quienes afir-
man haberlas avanzado; Séptimo: que debe Rectificar y 
Rectifica, de oficio la sentencia de fecha 9 de agosto del 
1952, en cuanto al nombre de la señora Altagracia Abad 
Pérez, el cual es Altagracia Abad Reyes, nombre con que 
figura en los emplazamientos"; 5) Que contra esta última 
sentencia interpuso recurso de apelación la persona puesta 
en causa como civilmente responsable; 6) Que la Corte 
a qua conoció de los recursos de apelación intentados por 
el prevenido, por la parte civil y por la persona civilmen-
te responsable, en las audiencias celebradas durante los 
días diez y once de agosto del presente año; 7) Que ante 
dicha Corte Antolín Pérez y Altagracia Abad Reyes, con-
cluyeron, por órgano de sus abogados constituídos, así: 
"Por las razones expuestas y por las que vosotros podréis 
suplir con vuestra sabiduría y vuestro elevado espíritu de 
justicia, los abogados infrascritos, a nombre del señor An- 

toa Pérez, dominicano, empleado público, mayor de edad, 
portador de la cédula personal de identidad No. 27332, 
serie lra., con sello de Rentas Internas para el año 1953 
debidamente renovada; y Altagracia Abad Reyes, domi-
nicana, de ocupación quehaceres domésticos, mayor de 
edad, portadora de la cédula personal de identidad No. 
572, serie 8, con sello de Rentas Internas para el año 1952 
debidamente renovado; ambos domiciliados y residentes en 
la casa No. 41 de la calle "3ra.", Villa Duarte, hermano y 
madre, respectivamente, de Ernesto Pérez, os piden, muy 
respetuosamente: Primero: que confirméis en todas sus 
partes la sentencia apelada; Segundo: que condenéis al pre-
venido José Reyes y a la señora Rafaela E. Martínez, per-
sona civilmente responsable, al pago de las costas civiles 
causadas y por causarse, distraídas éstas en favor de los 
abogados suscritos, por haberlas avanzado en su totalidad; 
Tercero: que en el improbable caso en que modifiquéis las 
indemnizaciones, acordéis las que consideréis justas y ra-
zonables"; Juan Sánchez, también por órgano de su aboga-
do constituido concluyó pidiendo: "Por las razones expues-
tas y por las que vosotros podréis suplir con vuestra sabi-
duría y vuestro elevado espíritu de justicia, los abogados 
infrascritos, a nombre del señor Juan Sánchez, dominicano, 
agricultor, mayor de edad, portador de la cédula personal 
de identidad No. 7524, serie 25, con sello de Rentas Inter-
nas debidamente renovado, domiciliado y residente en la 
Sección de "Enea", Común de Higüey, Provincia Altagra-
cia, padre del señor Andrés Sánchez, os piden, muy res-
petuosamente, lo siguiente: Primero: que confirméis en 

!todas sus partes la sentencia apelada; Segundo: que conde-
néis al prevenido José Reyes y a la Señora Rafaela E. Mar-
tínez, persona civilmente responsable, al pago de las cos-
tas civies causadas y por causarse, distraídas éstas en favor 
de los abogados suscritos, por haberlas avanzado en su to-
talidad; Tercero: que en el improbable caso en que modi- 
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fiquéis las indemnizaciones, acordéis las que consideréis  
justas y razonables"; y Rafael E. Martínez, persona ci vil. 
mente responsable, también por órgano de su abogado 

 constituído, del siguiente modo: "Por las razones expuestas 
Honorables Magistrados, y por las demás que sin dud a> 

 supliréis la señora Rafaela Elvira Martínez, concluye muy 
 respetuosamente pidiendo porque os plazca fallar; Prime-

ro: Declarando bueno y válido mi recurso de apelación 
contra la sentencia de la Primera Cámara Penal del Juz-
gado de Primera Instancia de este Distrito Judicial de fe-
cha 3 de marzo del año en curso; Segundo: Revocando 
en lo que le es contrario la sentencía recurrida y juzg, 1-- 
do por contrario imperio esta Honorable Corte declarando 
que no habiéndose establecido la relación de amo o co-
mitente de la concluyente frente al señor José Reyes, la 
reclamación en daños y perjuicios formulada por las par-
tes civil es extraña a la prevención a cargo de José Re-
yes, y no puede ejercerse accesoriamente a la acción pú-

blica puesta en movimiento en razón de que se establece 
en el plenario que Porfirio Aybar (chófer) tuvo alquilada 
la guagua a la concluyente a razón de ocho pesos diarios, 
por el alquiler; y que Porfirio, quien se la facilitó por tra-
bajarla, y consecuencialmente se ha excluído la vincula-
ción que debió probar la parte civil para el éxito de su 
acción. Finalmente por que en el servicio urbano la propie-
taria de un vehículo no puede dar instrucciones ni órde-
nes que hoy está a cargo del Consejo Administrativo, tras-
pasada ante la Unión de Propietarios de Autobuses de Ciu-
dad Trujillo Incorporada, y Línea Unida de Villa Duarte. 
Incorporada, ajena pues al control e instrucciones de la 
concluyente. Tercero: Condenando a la parte civil consti-
tuída al pago de las costas civiles. Y haréis justicia"; 8) Que, 
posteriormente, la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo 
dictó el fallo ahora impugnado, cuyo dispositivo se copia a 
continuación: "Falla Primero Declara regular los presen- 

tes recursos de apelación, interpuestos por el prevenido 
José Reyes y la parte civil constituída: Antolín Pérez, Al-
tagracia Abad Pérez y Juan Sánchez; Segundo: Modifica 
la sentencia apelada, en cuanto a la prisión se refiere, y 
condena al prevenido José Reyes, a sufrir la pena de Un 
Año de Prisión Correccional y al pago de la multa de Qui-
nientos Pesos Oro (RD$500.00), impuesta por la sentencia 
recurrida; rechazando en consecuencia el pedimento de des-
cargo formulado por dicho prevenido; Tercero: Modifica la 
referida sentencia, en el aspecto civil y en cuanto se re-
fiere a la condenación solidaria del prevenido José Reyes, 
y en consecuencia, condena a éste a pagar a las partes ci-
■. des constituídas una indemnización en la siguiente forma: 
a) Antolín Pérez, la cantidad de Un Mil Pesos Oro (RDS-
14,000.00); b) Altagracia Abad Pérez, Un Mil Quinientos Pe-

,11$0s Oro (RD$1,500.00) como justa reparación de los daños 
florales y materiales ocasionados por la muerte de Emes-

lo Pérez, como hermanó y madre de éste, respectivamente; 
1) Juan Sánchez y Juana de Aza, la cantidad de Un Mil 
Quinientos Pesos Oro (RD$1,500.00), para cada uno, como 
justa reparación de los daños morales y materiales sufri-
dos por ellos a consecuencia de la muerte de su hijo An-
drés Sánchez, rechazando así mismo las conclusiones del 
prevenido por haberse establecido su responsabilidad ci-
vil; Cuarto: Condena al prevenido José Reyes, al pago de 
las costas penales y civiles, distrayendo estas últimas en 
provecho de los Doctores León de Jesús Castaños P. y 
Julio César Castaños E. y del Licenciado J. Almanzor Be-. 
ras, en lo que concierne a sus respectivas calidades; Quinto: 
Confirma el ordinal segundo de la sentencia sobre oposi-
sición, dictada por la Primera Cámara Penal del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santo Do-
mingo, de fecha tres del mes de marzo del año mil nove-
cientos cincuenta y tres, que declaró la incompetencia de 
dicha Cámara, para conocer de la reclamación civil inten- 
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fiquéis las indemnizaciones, acordéis las que consideréis  
justas y razonables"; y Rafael E. Martínez, persona Ci vil. 
mente responsable, también por órgano de su abogado 
constituído, del siguiente modo: "Por las razones expuestas 
Honorables Magistrados, y por las demás que sin d uda 

 supliréis la señora Rafaela Elvira Martínez, concluye muy 
respetuosamente pidiendo porque os plazca fallar; Prime-
ro: Declarando bueno y válido mi recurso de apelación 
contra la sentencia de la Primera Cámara Penal del Juz-
gado de Primera Instancia de este Distrito Judicial de fe-
cha 3 de marzo del año en curso; Segundo: Revocand o 

 en lo que le es contrario la sentencia recurrida y juzg, n-
do por contrario imperio esta Honorable Corte declaranda 
que no habiéndose establecido la relación de amo o co-
mitente de la concluyente frente al señor José Reyes, la 
reclamación en daños y perjuicios formulada por las par-
tes civil es extraña a la prevención a cargo de José Re-
yes, y no puede ejercerse accesoriamente a la acción pú-
blica puesta en movimiento en razón de que se establece 
en el plenario que Porfirio Aybar (chófer) tuvo alquilada 
la guagua a la concluyente a razón de ocho pesos diarios, 
por el alquiler; y que Porfirio, quien se la facilitó por tra-
bajarla, y consecuencialmente se ha excluído la vincula-
ción que debió probar la parte civil para el éxito de su 
acción. Finalmente por que en el servicio urbano la propie-
taria de un vehículo no puede dar instrucciones ni órde-
nes que hoy está a cargo del Consejo Administrativo, tras-
pasada ante la Unión de Propietarios de Autobuses de Ciu-
dad Trujillo Incorporada, y Línea Unida de Villa Duarte. 
Incorporada, ajena pues al control e instrucciones de la 
concluyente. Tercero: Condenando a la parte civil consti-
tuída al pago de las costas civiles. Y haréis justicia"; 8) Que, 
posteriormente, la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo 
dictó el fallo ahora impugnado, cuyo dispositivo se copia a 
continuación: "Falla Primero Declara regular los presen- 

tes recursos de apelación, interpuestos por el prevenido 
José Reyes y la parte civil constituida: Antolín Pérez, Al-
tagracia Abad Pérez y Juan Sánchez; Segundo: Modifica 
la sentencia apelada, en cuanto a la prisión se refiere, y 
condena al prevenido José Reyes, a sufrir la pena de Un 
Año de Prisión Correccional y al pago de la multa de Qui-
nientos Pesos Oro (RD$500.00), impuesta por la sentencia 
recurrida; rechazando en consecuencia el pedimento de des-
cargo formulado por dicho prevenido; Tercero: Modifica la 
referida sentencia, en el aspecto civil y en cuanto se re-
fiere a la condenación solidaria del prevenido José Reyes, 
y en consecuencia, condena a éste a pagar a las partes ci-
viles constituídas una indemnización en la siguiente forma: 
ta) Antolín Pérez, la cantidad de Un Mil Pesos Oro (RD$- 
1,000.00); b) Altagracia Abad Pérez, Un Mil Quinientos Pe-, 
sos Oro (RD$1,500.00) como justa reparación de los daños 
morales y materiales ocasionados por la muerte de Ernes-
to Pérez, como hermanó y madre de éste, respectivamente; 
.t) Juan Sánchez y Juana de Aza, la cantidad de Un Mil 
Quinientos Pesos Oro (RD$1,500.00), para cada uno, como 
justa reparación de los daños morales y materiales sufri-
dos por ellos a consecuencia de la muerte de su hijo An-
drés Sánchez, rechazando así mismo las conclusiones del 
revenido por haberse establecido su responsabilidad ci-

vil; Cuarto: Condena al prevenido José Reyes, al pago de 
las costas penales y civiles, distrayendo estas últimas en 
provecho de los Doctores León de Jesús Castaños P. y 
Julio César Castaños E. y del Licenciado J. Almanzor Be-

ras, en lo que concierne a sus respectivas calidades; Quinto: 
Confirma el ordinal segundo de la sentencia sobre oposi-
sición, dictada por la Primera Cámara Penal del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santo Do-
mingo, de fecha tres del mes de marzo del año mil nove-
cientos cincuenta y tres, que declaró la incompetencia de 
dicha Cámara, para conocer de la reclamación civil inten- 
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tada por los señores Antolín Pérez, Altagracia Abad pé_ 
rez y Juan Sánchez contra la señora Rafaela E. Martínez, 
fundada en la calidad de propietaria o guardián de la co-
sa (una guagua placa No. 4116) que produjo el daño, p or 

 ser esta acción extraña a la prevención; Sexto: Revoca el 
ordinal Cuarto de la sentencia a que se acaba de aludir, 
en cuanto confirma los ordinales Quinto, Sexto, Séptimo 
y parcialmente el Octavo (costas civiles) de la sentencia 
dictada en defecto por la citada Cámara, en fecha nueve 
de agosto de mil novecientos cincuenta y dos, en cuanto 
a las condenaciones civiles, puestas a cargo de las perso-
na civilmente responsable en causa, Rafaela E. Martínez; 
y obrando por propia autoridad, rechaza las reclamaciones 
civiles formuladas en su contra, por no haber probado las 
partes civiles constituídas, la existencia del vínculo de 
comitente a preposé, entre la persona civilmente responsa-
ble puesta en causa y el prevenido José Reyes, ni entre 
aquella y la persona de quien José Reyes recibió el vehí-
culo placa No. 4116, nombrado; y Séptimo: Condena a las 
partes civiles, al pago de las costas de ambas instancias, en 
lo que respecta a la persona civilmente responsable pues-
ta en causa"; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta 
que Rafaela Elvira Martínez fué puesta en causa en su con-
dición de guardiana del vehículo que ocasionó el daño, y 
también e nsu calidad de persona civilmente responsable 
del prevenido; 

Considerando que los tribunales apoderados de un de-
lito de homicidio por imprudencia no pueden estatuir so-
bre una demanda en responsabilidad civil fundada en la 
presunción de responsabilidad del guardián de la cosa in-
animada que causó el daño, porque dicha acción se basa 
en circunstancias extrañas a la prevención; que, por con-
siguiente, la demanda en daños y perjuicios intentada por 
Antolín Pérez, Altagracia Abad Pérez y Juan Sanchez con- 

tra Rafaela E. Martínez, fundada en la presunción de res-
ponsabilidad consagrada en el artículo 1384, párrafo 1 del 
Código Civil, no ha podido válidamente introducirse ac-
cesoriamente a la acción pública; que al decidirlo así, la 
Corte a qua, ha interpretado correctamente los artículos 
1 y 3 del Código de Procedimiento Criminal; 

Considerando, en cuanto a la demanda en daños y per-
juicios interpuesta por Antolín Pérez, Altagracia Abad Pé-

rez y Juan Sánchez, contra Rafaela Elvira Martínez, fun-
dada en la responsabilidad de los comitentes por el hecho 
de sus empleados, que la Corte a qua rechazó dicha de-
manda, después de haber proclamado en el fallo impugna-
do que "del estudio detenido del expediente levantado al 
efecto, no resulta la prueba del alegato de las personas 
constituídas en parte civil, referente a que el prevenido 
José Reyes fuera, por lo menos en el momento del acciden-
te, preposé de la señora Martínez"; y que "lo único que 
resulta claro del expediente en cuestión es que el chófer 
aurelio Campusano tenía alquilada la guagua placa No. 
4116, propiedad de la señora Rafaela Elvira Martínez, por 
el precio de RD$8.00 diarios; que Campusano le cedió la 
guagua al prevenido José Reyes, sin que en ellos partici-
para la propietaria señora Martínez"; que esa apreciación 
es soberana y no puede ser censurada en casación; 

Considerando, por otra parte, que la sentencia impug-
nada contiene motivos suficientes que justifican su dispo-
sitivo, así como una exposición completa de los hechos y 
una descripción de las circunstancias de la causa que han 
permitido verificar que el fallo de la Corte a qua es el re-
sultado de una exacta aplicación de la ley a los hechos te-
nidos por constantes; 

Considerando, que, por consiguiente, los medios de 
casación alegados por los recurrentes carecen de funda-

mento; 



BOLETÍN JUDICIAL 	 2371 2370 	 BOLETÍN JUDICIAL 

tada por los señores Antolín Pérez, Altagracia Abad pé_ 
rez y Juan Sánchez contra la señora Rafaela E. Martínez, 
fundada en la calidad de propietaria o guardián de la co. 
sa (una guagua placa No. 4116) que produjo el daño, p or 

 ser esta acción extraña a la prevención; Sexto: Revoca el 
ordinal Cuarto de la sentencia a que se acaba de aludir, 
en cuanto confirma los ordinales Quinto, Sexto, Séptim o 

 y parcialmente el Octavo (costas civiles) de la sentencia 
dictada en defecto por la citada Cámara, en fecha nueve 
de agosto de mil novecientos cincuenta y dos, en cuanto 
a las condenaciones civiles, puestas a cargo de las perso-
na civilmente responsable en causa, Rafaela E. Martínez; 
y obrando por propia autoridad, rechaza las reclamaciones 
civiles formuladas en su contra, por no haber probado las 
partes civiles constituidas, la existencia del vínculo de 
comitente a preposé, entre la persona civilmente responsa-
ble puesta en causa y el prevenido José Reyes, ni entre 
aquella y la persona de quien José Reyes recibió el vehí-
culo placa No. 4116, nombrado; y Séptimo: Condena a las 
partes civiles, al pago de las costas de ambas instancias, en 
lo que respecta a la persona civilmente responsable pues-
ta en causa"; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta 
que Rafaela Elvira Martínez fué puesta en causa en su con-
dición de guardiana del vehículo que ocasionó el daño, y 
también e nsu calidad de persona civilmente responsable 
del prevenido; 

Considerando que los tribunales apoderados de un de-
lito de homicidio por imprudencia no pueden estatuir so-
bre una demanda en responsabilidad civil fundada en la 
presunción de responsabilidad del guardián de la cosa in-
animada que causó el daño, porque dicha acción se basa 
en circunstancias extrañas a la prevención; que, por con-
siguiente, la demanda en daños y perjuicios intentada por 
Antolín Pérez, Altagracia Abad Pérez y Juan Sanchez con- 

tra Rafaela E. Martínez, fundada en la presunción de res-
ponsabilidad consagrada en el artículo 1384, párrafo 1 del 
Código Civil, no ha podido válidamente introducirse ac-
cesoriamente a la acción pública; que al decidirlo así, la 

Corte a qua, ha interpretado correctamente los artículos 
1 y 3 del Código de Procedimiento Criminal; 

Considerando, en cuanto a la demanda en daños y per-
juicios interpuesta por Antolín Pérez, Altagracia Abad Pé-
rez y Juan Sánchez, contra Rafaela Elvira Martínez, fun-
dada en la responsabilidad de los comitentes por el hecho 
de sus empleados, que la Corte a qua rechazó dicha de-
manda, después de haber proclamado en el fallo impugna-
do que "del estudio detenido del expediente levantado al 
efecto, no resulta la prueba del alegato de las personas 
constituídas en parte civil, referente a que el prevenido 
José Reyes fuera, por lo menos en el momento del acciden-

te, preposé de la señora Martínez"; y que "lo único que 
resulta claro del expediente en cuestión es que el chófer 
aurelio Campusano tenía alquilada la guagua placa No. 
4116, propiedad de la señora Rafaela Elvira Martínez, por 
el precio de RD$8.00 diarios; que Campusano le cedió la 
guagua al prevenido José Reyes, sin que en ellos partici-
para la propietaria señora Martínez"; que esa apreciación 
es soberana y no puede ser censurada en casación; 

Considerando, por otra parte, que la sentencia impug-
nada contiene motivos suficientes que justifican su dispo-
sitivo, así como una exposición completa de los hechos y 
una descripción de las circunstancias de la causa que han 

permitido verificar que el fallo de la Corte a qua es el re-
sultado de una exacta aplicación de la ley a los hechos te-
nidos por constantes; 

Considerando, que, por consiguiente, los medios de 
I casación alegados por los recurrentes carecen de funda-

mento; 
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Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Antolín Pérez, Altagracia Abad pé.. 
rez y Juan Sánchez, contra sentencia de la Corte de Ape-
la ción de Ciudad Trujillo, de fecha trece de agosto del 
corriente año (1953), cuyo dispositivo se copia en otro lu-
gar. del presente fallo; y Segundo: Condena a los recurren-
tes al pago de las costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini. J. Tomás Mejía.— Mi-
guel Ricardo Romáñ.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. Mo-
rel.— A. Alvarez Aybar.— Manuel A. Amiama.— Ernesto 
Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 10 DE DICIEMBRE DE 1953. 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del D. J. 
de Puerto Plata, de fecha 28 de agosto de 1953. 

la: Penal. 

Recurrente: Apolinar Marte Francisco. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Segundo 
Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. Mo-
rel, Ambrosio Alvarez Aybar y Manuel A. Amiama, asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domin-
go, hoy día diez del mes de diciembre de mil novecientos 
cincuenta y tres, años 110 9  de la Independencia, 919 de 
la Restauración y 249  de la Era de Trujillo, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Apolinar 
Marte Francisco, casado, agricultor, dominicano, domicilia-
do y residente en la sección de Lajas, Común de Altamira, 
Provincia de Puerto Plata, portador de la cédula personal 
de identidad -número 144, serie 39, renovada con sello nú-
mero 2008113, contra sentencia del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Puerto Plata, de fecha 
veintiocho de agosto de mil novecientos cincuenta y tres, 
dictada en grado de apelación, cuyo dispositivo se copia 
más adelante; 
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Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Antolín Pérez, Altagracia Abad pé_ 
rez y Juan Sánchez, contra sentencia de la Corte de Ape-
la ción de Ciudad Trujillo, de fecha trece de agosto del 
corriente año (1953), cuyo dispositivo se copia en otro lu-
gar del presente fallo; y Segundo: Condena a los recurren.. 
tes al pago de las costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini. J. Tomás Mejía.— Mi-
guel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. Mo-
rel.— A. Alvarez Aybar.— Manuel A. Amiama.— Ernesto 
Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

BOLETÍN JUDICIAL 	 2373 

SENTENCIA DE FECHA 10 DE DICIEMBRE DE 1953. 

tenia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del D. J. 
de Puerto Plata, de fecha 28 de agosto de 1953. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Apolinar Marte Francisco. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Segundo 
Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. Mo-
rel, Ambrosio Alvarez Aybar y Manuel A. Amiama, asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domin-
go, hoy día diez del mes de diciembre de mil novecientos 
cincuenta y tres, años 110 9  de la Independencia, 919 de 
la Restauración y 249  de la Era de Trujillo, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Apolinar 
Marte Francisco, casado, agricultor, dominicano, domicilia-
do y residente en la sección de Lajas, Común de Altamira, 
Provincia de Puerto Plata, portador de la cédula personal 
de identidad número 144, serie 39, renovada con sello nú-
mero 2008113, contra sentencia del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Puerto Plata, de fecha 
veintiocho de agosto de mil novecientos cincuenta y tres, 
dictada en grado de apelación, cuyo dispositivo se copia 
más adelante; 
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Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta contentiva del recurso de casación levan.. 
tada en fecha once de septiembre de mil novecientos cin-
cuenta y tres, en la secretaría del Juzgado a quo; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1 y 20 de la Ley No. 1841 
sobre Préstamo con prenda sin desapoderamiento, de 1948, 
reformada por la Ley No. 3407 del año 1952, y 1 y  71 de 
la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se'refiere consta: a) que el recurren-
te suscribió un contrato de préstamo con prenda sin des-
apoderamiento ,en fecha diecinueve de julio de mil nove-
cientos cincuento y dos, ante el Juez de Paz de la común 
de Altamira, por medio del cual contrajo la obligación de 
pagar a su acreedor, Alberto Canahuate el día treinta de 
enero de mil novecientos cincuenta y tres la suma de cua-
trocientos cuarenta pesos oro (RD$440.00), bajo la garan-
tía de "diez quintales de cacao seco y limpio y diez quin-
tales de café lavado seco de agua, de 200 kilos", con un 
valor estimado de RD$470.00; b) que, vencido el plazo, el 
deudor no satisfizo su obligación, por lo cual fué requeri-
do por el Juez de Paz de la Común de Altamira, en fecha 
veinticinco de junio de mil novecientos cincuenta y tres 
y, a instancias del acreedor, para que hiciera la entrega 
de la garantía, requerimiento al cual no obtemperó el in-
culpado, y por esa razón le fué seguida causa ante dicho 
Juzgado, por violación del artículo 20, reformado, de la 
Ley 1841 sobre Préstamos con prenda sin desapoderamien-
to y condenado en defecto, según sentencia de fecha seis 
de julio de mil novecientos cincuenta y tres, a sufrir tres 
meses de prisión correccional, al pago de una multa de dos- 
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entos veinte pesos oro, al pago de las costas, más el.pago 
e la suma adeudada "al.tenor del certificado del señqr 
rto Canahuate (Choe), en principal, accesorios .y gastqs"; 

c) que en fecha nueve de julio de mil novecientos cine,uen-

ta y tres le fué notificada dicha sentencia al prevenido y 
el día trece del mismo mes y año éste interpuso recurso 
de apelación; 

Considerando que sobre dicho recurso, el Juzgado ,  a 
quo pronunció la sentencia ahora impugnada, por la cual:  
dispuso: "Primero: que debe declarar y declara buenot.y 
válido en la forma el recurso de apelación interpuesto por 
el nombrado Apolinar Marte Francisco, de genarales ano-
tadas, contra sentencia del Juzgado de Paz de la común de 
Altamira, de fecha seis del mes de julio del año mil nove-
cientos cincuenta y tres, cuyo dispositivo dice así: 'Falla: 
Primero: Pronuncia el defecto contra el nombrado Apoli-
nar Marte Francisco, por no haber comparecido no obstan-
te haber sido legalmente citado; Segundo: Que debe con-
denar y al efecto condena al mencionado Apolinar Marte 
Francisco, de generales anotadas, a sufrir tres meses de 
prisión correccional, al pago de una multa de doscientos 
veinte pesos oro (RD$220.00), al pago de los costos y 
costas, más al pago de la suma adeudada al tenedor del 
Certificado Sr. Alberto Canahuate (a) Choa, en princi-
pal accesorios y gastos'; Segundo: que debe confirmar y 
confirma en todas sus partes la antes expresada sentencia; 
y Tercero: que debe condenar y condena al apelante Apo-
linar Marte Francisco,- al pago de las costas"; 

Considerando que en los hechos establecidos, sin des-
naturalización alguna, por el Juzgado a quo en virtud de 
los poderes soberanos de que están investidos los jueces-
del fondo, se encuentran reunidos los elementos legales del 
delito de no entrega de los bienes constituídos en prenda, 
previsto por el inciso 29 del art. 20, reformado, de la Ley 
No. 1841 sobre Préstamos con prenda sin desapoderamien- 
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Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta contentiva del recurso de casación levan_ 
tada en fecha once de septiembre de mil novecientos ch i_ 
cuenta y tres, en la secretaría del Juzgado a quo; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1 y 20 de la Ley No. 1841 
sobre Préstamo con prenda sin desapoderamiento, de 1948, 
reformada por la Ley No. 3407 del año 1952, y 1 y 71 de 
la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella set refiere consta: a) que el recurren-
te suscribió un contrato de préstamo con prenda sin des-
apoderamiento ,en fecha diecinueve de julio de mil nove-
cientos cincuento y dos, ante el Juez de Paz de la común 
de Altamira, por medio del cual contrajo la obligación de 
pagar a su acreedor, Alberto Canahuate el día treinta de 
enero de mil novecientos cincuenta y tres la suma de cua-
trocientos cuarenta pesos oro (RD$440.00), bajo la garan-
tía de "diez quintales de cacao seco y limpio y diez quin-
tales de café lavado seco de agua, de 200 kilos", con un 
valor estimado de RD$470.00; b) que, vencido el plazo, el 
deudor no satisfizo su obligación, por lo cual fué requeri-
do por el Juez de Paz de la Común de Altamira, en fecha 
veinticinco de junio de mil novecientos cincuenta y tres 
y, a instancias del acreedor, para que hiciera la entrega 
de la garantía, requerimiento al cual no obtemperó el in-
culpado, y por esa razón le fué seguida causa ante dicho 
Juzgado, por violación del artículo 20, reformado, de la 
Ley 1841 sobre Préstamos con prenda sin desapoderamien-
to y condenado en defecto, según sentencia de fecha seis 
de julio de mil novecientos cincuenta y tres, a sufrir tres 
meses de prisión correccional, al pago de una multa de dos- 
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cientos veinte pesos oro, al pago de las costas, más el.pago 
de la suma adeudada "al tenor del certificado del señor Al-
berto Canahuate (Choe), en principal, accesorios y. gastos"; . 
e) que en fecha nueve de julio de mil novecientos cine,uen-
ta y tres le fué notificada dicha sentencia al prevenido y 
el día trece del mismo mes y año éste interpuso recurso 
de apelación; 

Considerando que sobre dicho recurso, el Juzgado ,  a 
quo pronunció la sentencia ahora impugnada, por la dial 
dispuso: "Primero: que debe declarar y declara buenci.y 
válido en la forma el recurso de apelación interpuesto por 
el nombrado Apolinar Marte Francisco, de genarales ano-
tadas, contra sentencia del Juzgado de Paz de la común de 
Altamira, de fecha seis del mes de julio del año mil nove-
cientos cincuenta y tres, cuyo dispositivo dice así: 'Falla: 
Primero: Pronuncia el defecto contra el nombrado Apoli-
nar Marte Francisco, por no haber comparecido no obstan-
te haber sido legalmente citado; Segundo: Que debe con-
denar y al efecto condena al mencionado Apolinar Marte 
Francisco, de generales anotadas, a sufrir tres meses de 
prisión correccional, al pago de una multa de doscientoS, 
veinte pesos oro (RD$220.00), al pago de los costos y 
costas, más al pago de la suma adeudada al tenedor del 
Certificado Sr. Alberto Canahuate (a) Choa, en princi-
pal accesorios y gastos'; Segundo: que debe confirmar y 
confirma en todas sus partes la antes expresada sentencia; 
y Tercero: que debe condenar y condena al apelante Apo-
linar Marte Francisco,- al pago de las costas"; 

Considerando que en los hechos establecidos, sin des-
naturalización alguna, por el Juzgado a quo en virtud de 
los poderes soberanos de que están investidos los jueces-
del fondo, se encuentran reunidos los elementos legales del 
delito de no entrega de los bienes constituídos en prenda, 
previsto por el inciso 2 9  del art. 20, reformado, de la Ley 
No. 1841 sobre Préstamos con prenda sin desapoderamien- 
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to, por el cual fué condenado el actual recurrente; que la s 
 penas' impuestas son las fijadas por la ley para sancionar 

 dicho delito; y que en los demás aspectos de la decisión 
impugnada no se encuentran vicios, ni de forma ni de fon- 
do, que pudieran conducir a la anulación de dicho fallo; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca- 
sación interpuesto por Apolinar Marte Francisco contra 
sentencia del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Puerto Plata, de fecha veintiocho de agosto de 
mil novecientos cincuenta y tres, dictada en grado de ape- 
lación, cuyo dispositivo se copia en otra parte del presente 
fallo, y Segundo: Condena al recurrente al pago de las cos- 

tas. 
(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 

Miguel Ricardo Román. —Raf. Castro Rivera.— Juan A. 

More!.— A. Alvarez Aybar.— Manuel A. Amiama.— Er-

nesto Curiel hijo, Secretario General. 
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué'firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 10 DE DICIEMBRE DE 1953. 

sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del D. J. 
del Seybo, de fecha 21 de Septiembre de 1953. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Hermógenes Julián Herrera. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Segundo 
Sustittuo de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. Mo-
rel, Ambrosio Alvarez Aybar y Manuel A. Amiama, asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domin-
go. hoy día diez del mes de diciembre de mil novecientos 
cincuenta y tres, años 110 9  de la Independencia, 91 9  de 
la Restauración y 24 9  de la Era de Trujillo, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Hermó-
genes Julián Herrera, mayor de edad, dominicano, soltero, 
agricultor, negociante, domiciliado y residente en la Sec-
ción de Las Cuchillas, de la Común del Seybo, portador de 
la Cédula Personal de Identidad N 9  506, Serie 28, con Se-
llo No. 1467995 para el presente año, contra sentencia 
dictada por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial del Seybo, en atribuciones correccionales, en fecha 
veintiuno de septiembre de este año, cuyo dispositivo se 
copia más adelante; 

■ 
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te, por el cual fué condenado el actual recurrente; que las 
penas' impuestas son las fijadas por la ley para sancionar 
dicho delito; y que en los demás aspectos de la decisión 
impugnada no se encuentran vicios, ni de forma ni de fon- 
do, que pudieran conducir a la anulación de dicho fallo; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca- 
sación interpuesto por Apolinar Marte Francisco contra 
sentencia del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Puerto Plata, de fecha veintiocho de agosto de 

mil novecientos cincuenta y tres, dictada en grado de ape- 
lación, cuyo dispositivo se copia en otra parte del presente 
fallo, y Segundo: Condena al recurrente al pago de las cos- 

tas. 
(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.—

Miguel Ricardo Román. —Raf. Castro Rivera.— Juan A. 

Moret — A. Alvarez Aybar.— Manuel A. Amiama.— Er-

nesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué «firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 10 DE DICIEMBRE DE 1953. 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del D. J. 
del Seybo, de fecha 21 de Septiembre de 1953. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Hermógenes Julián Herrera. 

Dios, Patria y Libertad. 

República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema. Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Segundo 
Sustittuo de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. Mo-
rel, Ambrosio Alvarez Aybar y Manuel A. Amiama, asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domin-
go, hoy día diez del mes de diciembre de mil novecientos 
cincuenta y tres, años 110 9  de la Independencia, 91 9  de 
la Restauración y 24 9  de la Era de Trujillo, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Hermó-
genes Julián Herrera, mayor de edad, dominicano, soltero, 
agricultor, negociante, domiciliado y residente en la Sec-
ción de Las Cuchillas, de la Común del Seybo, portador de 
la Cédula Personal de Identidad N 9  506, Serie 28, con Se-
llo No. 1467995 para el presente año, contra sentencia 
dictada por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial del Seybo, en atribuciones correccionales, en fecha 
veintiuno de septiembre de este año, cuyo dispositivo se 
copia más adelante; 
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Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta de declaración del recurso de casación 
levantada ante la Secretaría del Juzgado a quo en fecha 
veintiuno de septiembre del presente año, en la cual no se 

 invoca ningún medio determinado de casación; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

berado, y vistos los artículos 85 de la Ley de Policía; 1382 
del Código Civil; 194 del Código de Procedimiento Cri-
minal; y 1 y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Casa-
ción; 

Considerando, que en la sentencia ahora impugnada y 
en los documentos a que ella se refiere consta: 1) que en 
fecha veintiocho de marzo de este año el Comandante del 
Destacamento de la Policía Nacional en la ciudad del Seybo 
sometió al Procurador Fiscal del Distrito Judicial del mis-
mo nombre a Hermógenes Julián Herrera, de las generales 
ya anotadas, bajo la prevención de haber picado una em-
palizada a Zacarías Brito, según acta levantada el día vein-
tisiete de marzo por el Alcalde Pedáneo de La Cuchilla; 
2) que sometido el caso por el Procurador Fiscal al Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial del Sey-
bo, esta jurisdicción, después de reenviar el conocimiento 
del caso a petición del prevenido para constituir abogado, 
dictó sentencia el veintinueve de marzo de este año por 
la cual pronunció la incompetencia del Juzgado de Pri-
mera Instancia para conocer del caso, declinó su conoci-
miento al Juzgado de Paz de la Común del Seybo y reservó 
las costas; 3) que el Juzgado de Paz mencionado decidió 
el caso, después de un reenvío, por su sentencia del trein-
tiuno de julio de este año, dictada en atribuciones correc-
cionales, cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Que 
deja en capacidad al Dr. Chaim (José) para que pueda pre-
sentar su querella por ante la autoridad correspondiente 
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y competente para recibir esta clase de querella; Segun-
do: que el Juzgado de Paz considera que debe fallarse so-
bre el sometimiento hecho contra Hermógenes Herrera, in-
culpado de violación al artículo 85 de la Ley de Policía; 
Falla: Primero: que debe condenar y condena al nombrado 
Hermógenes Herrera, de generales anotadas, a sufrir un 
mes de prisión por el delito de pica de alambres en per-
juicio del señor Rijo (Zacarías) y además al pago de las 
costas"; y 4) que Hermógenes Julián Herrera apeló contra 
la citada sentencia en fecha treinta y uno de julio de mil 
novecientos cincuenta y tres, y en la misma fecha el li-
cenciado Ercilio de Castro, en representación de Zacarías 
Rijo, apeló de la citada sentencia, "por no habérsele dado 
oportunidad como representante de la parte civil Zacarías 
Rijo de concluir en el aspecto civil"; 

Considerando, que el Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial del Seybo decidió el caso por su sen-
tencia correccional del veintiuno de septiembre de este año, 
que es la ahora impugnada en casación, y cuyo dispositivo 
es el siguiente: "Falla: Primero: Que debe declarar como 
en efecto declara bueno y válido los recursos interpuestos 
por el señor Zacarías Rijo, contra sentencia del Juzgado 
de Paz, de fecha treintiuno de julio de mil novevientos cin-
cuenta y tres, que condenó a Hermógenes Julián Herrera 
por el delito de violación a la Ley de Policía, por encon-
trarse inconformes ya que el Juez de Paz no le dió opor-
tunidad de concluir no obstante constituído en parte ci-
vil, así como el interpuesto por el inculpado referido, 
por ser ambos regulares en cuanto a la forma; Segundo: 
Que debe confirmar como al efecto confirma en cuanto al 
fondo, la sentencia antes mencionada y condena al preveni-
do Hermógenes Julián Herrera, al pago de las costas del 
presente recurso; Tercero: En el aspecto civil, acoge bue-
na y válida en la forma la constitución en parte civil, in-
terpuesta por Zacarías Rijo, en primera instancia sus con- 
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Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta de declaración del recurso de casación 
levantada ante la Secretaría del Juzgado a quo en fecha 
veintiuno de septiembre del presente año, en la cual no se 

 invoca ningún medio determinado de casación; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

berado, y vistos los artículos 85 de la Ley de Policía; 1382 
del Código Civil; 194 del Código de Procedimiento Cri-
minal; y 1 y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Casa-
ción; 

Considerando, que en la sentencia ahora impugnada y 
en los documentos a que ella se refiere consta: 1) que en 
fecha veintiocho de marzo de este año el Comandante del. 
Destacamento de la Policía Nacional en la ciudad del Seybo 
sometió al Procurador Fiscal del Distrito Judicial del mis-
mo nombre a Hermógenes Julián Herrera, de las generales 
ya anotadas, bajo la prevención de haber picado una em-
palizada a Zacarías Brito, según acta levantada el día vein-
tisiete de marzo por el Alcalde Pedáneo de La Cuchilla; 
2) que sometido el caso por el Procurador Fiscal al Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial del Sey-
bo, esta jurisdicción, después de reenviar el conocimiento 
del caso a petición del prevenido para constituir abogado, 
dictó sentencia el veintinueve de marzo de este año por 
la cual pronunció la incompetencia del Juzgado de Pri-
mera Instancia para conocer del caso, declinó su conoci-
miento al Juzgado de Paz de la Común del Seybo y reservó 
las costas; 3) que el Juzgado de Paz mencionado decidió 
el caso, después de un reenvío, por su sentencia del trein-
tiuno de julio de este año, dictada en atribuciones correc-
cionales, cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Que 
deja en capacidad al Dr. Chaim (José) para que pueda pre-
sentar su querella por ante la autoridad correspondiente 
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y competente para recibir esta clase de querella; Segun-
do: que el Juzgado de Paz considera que debe fallarse so-
bre el sometimiento hecho contra Hermógenes Herrera, in-
culpado de violación al artículo 85 de la Ley de Policía; 
Falla: Primero: que debe condenar y condena al nombrado 
Hermógenes Herrera, de generales anotadas, a sufrir un 
mes de prisión por el delito de pica de alambres en per-
juicio del señor Rijo (Zacarías) y además al pago de las 
costas"; y 4) que Hermógenes Julián Herrera apeló contra 
la citada sentencia en fecha treinta y uno de julio de mil 
novecientos cincuenta y tres, y en la misma fecha el li-
cenciado Ercilio de Castro, en representación de Zacarías 
Rijo, apeló de la citada sentencia, "por no habérsele dado 
oportunidad como representante de la parte civil Zacarías 
Rijo de concluir en el aspecto civil"; 

Considerando, que el Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial del Seybo decidió el caso por su sen-
tencia correccional del veintiuno de septiembre de este año, 
que es la ahora impugnada en casación, y cuyo dispositivo 
es el siguiente: "Falla: Primero: Que debe declarar como 
en efecto declara bueno y válido los recursos interpuestos 
por el señor Zacarías Rijo, contra sentencia del Juzgado 
de Paz, de fecha treintiuno de julio de mil novevientos cin-
cuenta y tres, que condenó a Hermógenes Julián Herrera 
por el delito de violación a la Ley de Policía, por encon-
trarse inconformes ya que el Juez de Paz no le dió opor-
tunidad de concluir no obstante constituido en parte ci-
vil, así como el interpuesto por el inculpado referido, 
por ser ambos regulares en cuanto a la forma; Segundo: 
Que debe confirmar como al efecto confirma en cuanto al 
fondo, la sentencia antes mencionada y condena al preveni-
do Hermógenes Julián Herrera, al pago de las costas del 
presente recurso; Tercero: En el aspecto civil, acoge bue-
na y válida en la forma la constitución en parte civil, in-
terpuesta por Zacarías Rijo, en primera instancia sus con- 11 
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clusiones por ser justas y reposar en base legal, contra el 
acusado, y en cuanto al fondo que debe condenar y con-
dena a Hermógenes Julián Herrera, a pagar doscientos p e

-sos oro de indemnización a Zacarías Rijo a título de daños 
 y perjuicios y al pago de las costas civiles"; 

Considerando, en cuanto al aspecto penal, que el Juz-
gado a quo dió por establecidos, mediante las pruebas re-
gularmente aportadas al plenario, los siguientes hechos: 
que la señora María Herrera había vendido sus derechos 
sobre una porción de terreno ubicada en el sitio de Humá, 
o Soco Arriba, Común del Seybo, en un total de cien ta-
reas, en favor de Zacarías Rijo; que Hermógenes Julián 
Herrera, no conforme con la venta hecha por su madre y 
después de Zacarías Rijo haber cercado de alambres el te-
rreno en referencia, picó las dos cuerdas de alambre pues-
tas por Zacarías Rijo, introduciéndose en la propiedad; que 
Hermógenes Herrera manifestó a Zacarías Rijo su inten-
ción de picar esos alambres, tal como lo ejecutó más tar-
de; que como resultado de esa acción del prevenido se in-
trodujeron animales en la propiedad de Zacarías Rijo, cau-
sándole daños en los sembrados; 

Considerando que la comisión de esos hechos por Her-
mógenes Julián Herrera constituye el delito previsto y 
sancionado por el artículo 85 de la Ley de Policía; que, 
por tanto, al imponerle la pena de un mes de prisión co-
rreccional a dicho prevenido, el Juez a quo hizo una co-
rrecta aplicación del referido texto legal; 

Considerando, sobre el aspecto civil, que es cierta la 
afirmación de la sentencia impugnada de que el Juez de 
Paz de la Común del Seybo, al conocer del caso en pri-
mer grado, no dió oportunidad a Zacarías Rijo, parte civil 
constituida de concluir, ya que esto consta en el proceso 
verbal, de la audiencia efectuada por dicho Juez de Paz 
el treintiuno de julio de mil novecientos cincuenta y tres, 
que figura en el expediente; que en tales circunstancias, 
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el Juez a quo hizo una buena interpretación de la ley al 
aceptar como válido el recurso de apelación de la parte 
civil Zacarías Rijo y al acoger sus conclusiones; que en 
fin, los mismos hechos consignados anteriormente justifi-
can que el juez a quo decidiera que tales hechos de Her-
mógenes Julián Herrera causaron a Zacarías Rijo daños 
que estimó en la suma de RD$200.00, condenando a aquél 
al pago de esa suma en provecho del segundo, a título de 
reparación; 

Considerando que examinada la sentencia impugnada 
en todos los demás aspectos que puedan interesar al recu-
rrente, no presenta vicio alguno que la haga anulable;, 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Hermógenes Julián Herrera contra 
sentencia dictada en atribuciones correccionales y en grado 
de apelación por el Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial del Seybo en fecha veintiocho de septiembre 
de mil novecientos cincuenta y tres, cuyo dispositivo se co-
pia en otro lugar del presente fallo; Segundo: Condena a 
Hermógenes Julián Herrera al pago de las costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.—
Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
Morel.— A. Alvarez Aybar.— Manuel A. Amiama.— Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

* 1 
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clusiones por ser justas y reposar en base legal, contra el 
acusado, y en cuanto al fondo que debe condenar y 
dena a Hermógenes Julián Herrera, a pagar doscientos p e. 
sos oro de indemnización a Zacarías Rijo a título de daño s 

 y perjuicios y al pago de las costas civiles"; 
Considerando, en cuanto al aspecto penal, que el Juz. 

gado a quo dió por establecidos, mediante las pruebas rey 
gularmente aportadas al plenario, los siguientes hechos: 
que la señora María Herrera había vendido sus derechos 
sobre una porción de terreno ubicada en el sitio de Humá, 
o Soco Arriba, Común del Seybo, en un total de cien ta-
reas, en favor de Zacarías Rijo; que Hermógenes Julian 
Herrera, no conforme con la venta hecha por su madre y 
después de Zacarías Rijo haber cercado de alambres el te-
rreno en referencia, picó las dos cuerdas de alambre pues-
tas por Zacarías Rijo, introduciéndose en la propiedad; que 
Hermógenes Herrera manifestó a Zacarías Rijo su inten-
ción de picar esos alambres, tal como lo ejecutó más tar-
de; que como resultado de esa acción del prevenido se in-
trodujeron animales en la propiedad de Zacarías Rijo, cau-
sándole daños en los sembrados; 

Considerando que la comisión de esos hechos por Her-
mógenes Julián Herrera constituye el delito previsto y 
sancionado por el artículo 85 de la Ley de Policía; que, 
por tanto, al imponerle la pena de un mes de prisión co-
rreccional a dicho prevenido, el Juez a quo hizo una co-
rrecta aplicación del referido texto legal; 

Considerando, sobre el aspecto civil, que es cierta la 
afirmación de la sentencia impugnada de que el Juez de 
Paz de la Común del Seybo, al conocer del caso en pri-
mer grado, no dió oportunidad a Zacarías Rijo, parte civil 
constituida de concluir, ya que esto consta en el proceso 
verbal de la audiencia efectuada por dicho Juez de Paz 
el treintiuno de julio de mil novecientos cincuenta y tres, 
que figura en el expediente; que en tales circunstancias,  

el Juez a quo hizo una buena interpretación de la ley al 
aceptar como válido el recurso de apelación de la parte 
civil Zacarías Rijo y al acoger sus conclusiones; que en 
fin, los mismos hechos consignados anteriormente justifi-
can que el juez a quo decidiera que tales hechos de Her-
mógenes Julián Herrera causaron a Zacarías Rijo daños 
que estimó en la suma de RD$200.00, condenando a aquél 
al pago de esa suma en provecho del segundo, a título de 
reparación; 

Considerando que examinada la sentencia impugnada 
en todos los demás aspectos que puedan interesar al recu-
rrente, no presenta vicio alguno que la haga anulable;, 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Hermógenes Julián Herrera contra 
sentencia dictada en atribuciones correccionales y en grado 
de apelación por el Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial del Seybo en fecha veintiocho de septiembre 
de mil novecientos cincuenta y tres, cuyo dispositivo se co-
pia en otro lugar del presente fallo; Segundo: Condena a 
Hermógenes Julián Herrera al pago de las costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.—
Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
Morel.— A. Alvarez Aybar.— Manuel A. Amiama.— Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SEÑTINCIA DE FECHA 10 DE DICIEMBRE DE 19 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de 
4 de septiembre de 1953. 

hilteria: Penal. 

Recurrente: Enrique Coronado.— Abogadq: Dr. Andrés Mieses 
zata. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, .regularmente constituída por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Segundo 
Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. Mo-
rel, Ambrosio Alvarez Aybar y Manuel A. Amiama, asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
.audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domin-
go, hoy día diez del mes de diciembre de mil novecien-
tos cincuenta y tres, años 110 9  de la Independencia, 919 

 de la Restauración y 249 de la Era de Trujillo, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen- 
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Enrique 
Coronado, dominicano, de treinta y seis años de edad, casa-
do, agricultor, domiciliado en Rincón, portador de la cé-
dula personal de identidad número 15943, serie 47, contra 
sentencia dictada por la Corte de Apelación de La Vega 
en fecha cuatro de. septiembre de mil novecientos cincuen-
ta y tres, cuyo dispositivo se copiará más adelante; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
e la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
secretaría de la Corte a qua, en fecha nueve de septiem-
bre de mil novecientos cincuenta y tres, a requerimiento 

,del Dr. Andrés Mieses Lazala, portador de la cédula per-
sonal de identidad número 1335, serie 47, sello No. 21050, 
abogado, en representación del recurrente, en la cual no se 
invoca ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 1 y 2 de la Ley 1242, del 
año 1946; 1382 del Código Civil, y 1 9  y 71 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: "a) que con mo-

tivo de la querella presentada en fecha veinticuatro del 
mes de marzo del año mil novecientos cincuenta y tres, 
por el señor Luis Crou,eh Bogaert, contra el nombrado En-
rique Coronado, ante el Magistrado Procur. ador Fiscal del 
Distrito Judicial de La Vega, fué sometido a la acción de 
la justicia el prevenido Enrique Coronado, prevenido del 
delito de uso indebido de vehículo de motor; b) que apode-
rado del caso la Cámara Penal del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de La Vega, conoció de él 
en la audiencia pública del día treinta del mes de abril del 
año mil novecientos cincuenta y tres, y en la misma fecha 
dictó sentencia con el dispositivo siguiente: "Primero: Pro-
nuncia defecto contra Enrique Coronado por no haber com-
parecido; Segundo: Lo condena a sufrir 15 días de prisión 
correccional, acogiendo en su favor circunstancias atenuan-
tes; Tercero: Lo condena a pagar a Luis Bogaert Crouch, 
parte civil constituida, RD$275.90 por gastos reparación ve-

hículo; RD$40.00 por tiempo vehículo sin uso y RD$25.00 
por depreciación; Cuarto: Lo condena al pago de las cos-
tas penales y civiles, distraídas éstas en favor del Lic. Héc- 
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SEISITENCIA DE FECHA 10 DE DICIEMBRE DE 195 
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Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciad 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Segundo 
Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. Mo-
re', Ambrosio Alvarez Aybar y Manuel A. Amiama, asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
•audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domin-
go, hoy día diez del mes de diciembre de mil novecien-
tos cincuenta y tres, años 110 9  de la Independencia, 91 9 

 de la Restauración y 249 de la Era de Trujillo, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen- 
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Enrique 
Coronado, dominicano, de treinta y seis años de edad, casa-
do, agricultor, domiciliado en Rincón, portador de la cé-
dula personal de identidad número 15943, serie 47, contra 
sentencia dictada por la Corte de Apelación de La Vega 
en fecha cuatro de. septiembre de mil novecientos cincuen-
ta y tres, cuyo dispositivo se copiará más adelante; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
e la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
secretaría de la Corte a qua, en fecha nueve de septiem-
re de mil novecientos cincuenta y tres, a requerimiento 

del Dr. Andrés Mieses Ifazala, portador de la cédula per-
sonal de identidad número 1335, serie 47, sello No. 21050, 
abogado, en representación del recurrente, en la cual no se 
invoca ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 1 y 2 de la Ley 1242, del 
año 1946; 1382 del Código Civil, y 1 9  y 71 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: "a) que con mo-
tivo de la querella presentada en fecha veinticuatro del 
mes de marzo del año mil novecientos cincuenta y tres, 

por el señor Luis Crou, h Bogaert, contra el nombrado En-
rique Coronado, ante el Magistrado Procurador Fiscal del 
Distrito Judicial de La Vega, fué sometido a la acción de 
la justicia el prevenido Enrique Coronado, prevenido del 
delito de uso indebido de vehículo de motor; b) que apode-
rado del caso la Cámara Penal del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de La Vega, conoció de él 
en la audiencia pública del día treinta del mes de abril del 
año mil novecientos cincuenta y tres, y en la misma fecha 
dictó sentencia con el dispositivo siguiente: "Primero: Pro-
nuncia defecto contra Enrique Coronado por no haber com-
parecido; Segundo: Lo condena a sufrir 15 días de prisión 
correccional, acogiendo en su favor circunstancias atenuan-
tes; Tercero: Lo condena a pagar a Luis Bogaert Crouch, 
parte civil constituida, RD$275.90 por gastos reparación ve-
hículo; RD$40.00 por tiempo vehículo sin uso y RD$25.00 
por depreciación; Cuarto: Lo condena al pago de las cos-
tas penales y civiles, distraídas éstas en favor del Lic. Héc- 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de ' 
4 de septiembre de 1953. 

Mátéria: Penal. 

Recurrente: Enrique Coronado.— Abogadq: Dr. Andrés Mieses 
zata. 
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tor Sánchez M.; abogado de la parte civil'; c) que discori_ 
forme con el anterior fallo, el prevenido interpuso recurso 
de oposición en fecha once del mes de mayo del año mil 
novecientos cincuenta y tres; y fijada nuevamente la vi s.. 
ta de la causa para la audiencia pública del día cinco del 
mes de junio del año en curso, ésta tuvo efecto y en la 
misma fecha se dictó sentencia con el dispositivo siguiente: 
`Primero: Se declara nula la oposición interpuesta por el 
nombrado Enrique Coronado contra sentencia de esta Cá-
mara Penal de fecha 30 del mes de abril, 1953, que lo con-
deno a sufrir la pena de 15 días de prisión correccional, al 
pago de una indemnización de RD$275.00 por gasto de re-
paración del vehículo, RD$40.00 por tiempo sin uso del 
mismo y RDS25.00 por depreciación, por no haber com-
parecido a la audiencia y se ordena la ejecución de la re-
ferida sentencia; Segundo: Se condena además al pago de 
las costas"; d) que contra esta sentencia interpuso recur-
so de apelación el Prevenido en fecha doce de junio de 
este año; 

Considerando que la sentencia ahora impugnada con-
tiene el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Declara re-
gular y válido, en cuanto a la forma, el presente recurso 
de apelación; Segundo: Modifica. en lo penal la sentencia 
dictada por la Cámara Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de La Vega, el treinta del mes 
de abril del año mil novecientos cincuenta y tres, en cuan-
to condenó, en defecto, al prevenido y apelante Enrique 
Coronado, —de generales conocidas—, a sufrir la pena de 
quince días de prisión correccional y al pago de las cos-
tas, acogiendo en su favor circunstancias atenuantes, por el 
delito de uso indebido de vehículo de motor, en el senti-
do de condenarlo al pago de una multa de diez pesos. aco-
giendo en su favor más amplias circunstancias atenuantes, 
por el delito de haber aplicado a un servicio diferente del 
que había sido autorizado por el propietario el vehículo 
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que manejaba; Tercero: Confirma dicha sentencia en el 
aspecto civil, que condenó al indicado prevenido Enrique 
Coronado, a pagar a la parte civil constituida, señor Luis 
Crouch Bogaert, doscientos setenta y cinco pesos con no-
venta centavos por gastos de reparación del vehículo; cua-
renta pesos por tiempo que tuvo el vehículo sin uso y 
veinticinco pesos por depreciación; y Cuarto: Condena al 
preindicado prevenido Enrique Coronado al pago de las 
costas penales y civiles de esta instancia, con distracción de 

las últimas en provecho del Lic. Héctor Sánchez Morcelo, 
quien afirmó haberlas avanzado"; 

Considerando que la Corte a qua da por establecido, 
como resultado de la ponderación de las pruebas que fue-
ron administradas legalmente en la instrucción de la causa, 
lo siguiente: "que Enrique Coronado era capataz de las 
fincas propiedad de la Arrocera de Rincón, C. por A., que 
en esta virtud tenía derecho a usar y manejar dentro de la 
finca la camioneta propiedad del Administrador Luis 
Grouch Bogaert; que en una ocasión anterior el prevenido 
utilizó dicho vehículo fuera de la finca, produciendo gol-
pes por imprudencia, hecho por el cual le fué llamada la 
atención; que en fecha veintisiete del mes de noviembre 
del año mil novecientos cincuenta y dos, el prevenido Co-
ronado como a las siete y media de la noche, sin previa 
autorización de su propietario, tomó la camioneta antes di- 

. 

cha y salió para la población de Monseñor Nouel donde 
chocó el camión placa No. 11471, propiedad de Enemencio 
Santos, sufriendo el vehículo que manejaba Coronado se-
rias abolladuras y graves daños; que el Juzgado de Paz de 
Monseñor Nouel condenó al actual prevenido, por el delito 
de golpes ocasionados con el manejo de un vehículo de mo-
tor en perjuicio del señor Pedro Jiménez como resultan-
te del choque antes aludido"; 
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tor Sánchez M.; abogado de la parte civil'; e) que disco»_ 
forme con el anterior fallo, el prevenido interpuso recurso 
de oposición en fecha once del mes de mayo del año mil 
novecientos cincuenta y tres; y fijada nuevamente la vi s_ 
ta de la causa para la audiencia pública del día cinco d el 
mes de junio del año en curso, ésta tuvo efecto y en la 
misma fecha se dictó sentencia con el dispositivo siguiente: 
`Primero: Se declara nula la oposición interpuesta por el 
nombrado Enrique Coronado contra sentencia de esta Cá-
mara Penal de fecha 30 del mes de abril, 1953, que lo con-
denó a sufrir la pena de 15 días de prisión correccional, al 
pago de una indemnización de RD$275.00 por gasto de re-
paración del vehículo, RD$40.00 por tiempo sin uso del 
mismo y RD$25.00 por depreciación, por no haber com-
parecido a la audiencia y se ordena la ejecución de la re-
ferida sentencia; Segundo: Se condena además al pago de 
las costas"; d) que contra esta sentencia interpuso recur-
so de apelación el prevenido en fecha doce de junio de 
este año; 

Considerando que la sentencia ahora impugnada con-
tiene el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Declara re-
gular y válido, en cuanto a la forma, el presente recurso 
de apelación; Segundo: Modifica, en lo penal la sentencia 
dictada por la Cámara Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de La Vega, el treinta del mes 
de abril del año mil novecientos cincuenta y tres, en cuan-
to condenó, en defecto, al prevenido y apelante Enrique 
Coronado, —de generales conocidas—, a sufrir la pena de 
quince días de prisión correccional y al pago de las cos-
tas, acogiendo en su favor circunstancias atenuantes, por el 
delito de uso indebido de vehículo de motor, en el senti-
do de condenarlo al pago de una multa de diez pesos, aco-
giendo en su favor más amplias circunstancias atenuantes, 
por el delito de haber aplicado a un servicio diferente del 
que había sido autorizado por el propietario el vehículo  

que manejaba; Tercero: Confirma dicha sentencia en el 

aspecto civil, que condenó al indicado prevenido Enrique 
Coronado, a pagar a la parte civil constituida, señor Luis 
Crouch Bogaert, doscientos setenta y cinco pesos con no-
venta centavos por gastos de reparación del vehículo; cua-
renta pesos por tiempo que tuvo el vehículo sin uso y 
veinticinco pesos por depreciación; y Cuarto: Condena al 
preindicado prevenido Enrique Coronado al pago de las 
costas penales y civiles de esta instancia, con distracción de 
las últimas en provecho del Lic. Héctor Sánchez Morcelo, 
quien afirmó haberlas avanzado"; 

Considerando que la Corte a qua da por establecido, 
como resultado de la ponderación de las pruebas que fue-
ron administradas legalmente en la instrucción de la causa, 
lo siguiente: "que Enrique Coronado era capataz de las 
fincas propiedad de la Arrocera de Rincón, C. por A., que 
en esta virtud tenía derecho a usar y manejar dentro de la 
finca la camioneta propiedad del Administrador Luis 
Grouch Bogaert; que en una ocasión anterior el prevenido 
utilizó dicho vehículo fuera de la finca, produciendo gol-
pes por imprudencia, hecho por el cual le fué llamada la 
atención; que en fecha veintisiete del mes de noviembre 
del año mil novecientos cincuenta y dos, el prevenido Co-
ronado como a las siete y media de la noche, sin previa 
autorización de su propietario, tomó la camioneta antes di-
cha y salió para la población de Monseñor Nouel donde 
chocó el camión placa No. 11471, propiedad de Enemencio 
Santos, sufriendo el vehículo que manejaba Coronado se-
rias abolladuras y graves daños; que el Juzgado de Paz de 
Monseñor Nouel condenó al actual prevenido, por el delito 
de golpes ocasionados con el manejo de un vehículo de mo-
tor en perjuicio del señor Pedro Jiménez como resultan-
te del choque antes aludido"; 
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Considerando que, al juzgar la Corte a qua, en pro.. 
sencia de las comprobaciones que anteceden, que Enrique 
Coronado cometió el delito previsto en el artículo 2 de 
la Ley No. 1242, y al aplicarle la sanción establecida en 
el artículo 1 9  de dicha ley, acogiendo en su favor circuns-
tancias atenuantes, hizo de esas disposiciones legales, u na 

 correcta aplicación; 

Considerando en lo que respecta a las condenaciones 
civiles pronunciadas por la sentencia motivo del recurso, 
que todo hecho del hombre que cause un daño a otro obli-
ga a aquél por cuya culpa sucedió a repararlo; que, en la 
especie, la Corte a qua consideró correctamente, que el de-
lito cometido por el inculpado ha causado perjuicios ma-
teriales y daños morales a la parte civil constituida, y al 
fijar el monto de ellos, tal como consta en la sentencia im-
pugnada, en virtud de la facultad soberana de apreciación 
que le es reconocida en este aspecto, la sentencia de que 
se trata ha hecho una correcta aplicación del artículo 1382 
del Código Civil; 

Considerando que examinada la sentencia impugna-
da en los demás aspectos que puedan interesar al recu-
rrente, no presenta vicio alguno que pueda conducir a su 
anulación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Enrique Coronado contra sentencia 
de la Corte de Apelación de La Vega de fecha cuatro de 
septiembre de mil novecientos cincuenta y tres, cuyo dis-
positivo se copia en otro lugar del presente fallo, y Segun-
do: Condena a dicho recurrente al pago de las costas. 

(Firmados,: H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.—
Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
Morel.— A. Alvarez Aybar.— Manuel A. Amiama.— Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 

fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 

que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

Considerando que, al juzgar la Corte a qua, en p re, 
sencia de las comprobaciones que anteceden, que Enriq ue 

 Coronado cometió el delito previsto en el artículo 2 de 
 la Ley No. 1242, y al aplicarle la sanción establecida en 

el artículo 19 de dicha ley, acogiendo en su favor circuns-
tancias atenuantes, hizo de esas disposiciones legales, una 
correcta aplicación; 

Considerando en lo que respecta a las condenaciones 
civiles pronunciadas por la sentencia motivo del recurso, 
que todo hecho del hombre que cause un daño a otro obli-
ga a aquél por cuya culpa sucedió a repararlo; que, en la 
especie, la Corte a qua consideró correctamente, que el de-
lito cometido poi- el inculpado ha causado perjuicios ma-
teriales y daños morales a la parte civil constituída, y al 
fijar el monto de ellos, tal como consta en la sentencia im-
pugnada, en virtud de la facultad soberana de apreciación 
que le es reconocida en este aspecto, la sentencia de que 
se trata ha hecho una correcta aplicación del artículo 1382 
del Código Civil; 

Considerando • que examinada la sentencia impugna-
da en los demás aspectos que puedan interesar al recu-• 
rrente, no presenta vicio alguno que pueda conducir a su 
anulación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Enrique Coronado contra sentencia 
de la Corte de Apelación de La Vega de fecha cuatro de 
septiembre de mil novecientos cincuenta y tres, cuyo dis-
positivo se copia en otro lugar del presente fallo, y Segun-
do: Condena a dicho recurrente al pago de las costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.—
Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
Morel.— A. Alvarez Aybar.— Manuel A. Amiama.— Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General. 
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SENTENCIA DE FECHA 10 DE DICIEMBRE DE 1953.  

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Juan de la ma, 
guana, de fecha 29 de septiembre de 1953. 

Materia: Penal. 

Recurrente: José Adames. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituída por los Jueces licencia-
dos H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan 
A. Morel, Ambrosio Alvarez Aybar y Manuel A. Amia-
ma, asistidos del Secretario General, en la Sala donde cele-
bra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo 
Domingo, hoy día diez del mes de diciembre de mil nove-
ccicecntos incuenta y tres, años 110 9  de la Independencia, 
91 9  de la Restauración y 24 9  de la Era de Trujillo, dicta 
en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente 
sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por José Ada-
mes, mayor de edad, dominicano, soltero, bracero, domici-
liado y residente en la ciudad de San Juan de la Magua-
na, portador de la cédula personal de identidad No. 11426, 
serie 12, con sello No. 1717487, para 1953, contra senten-
cia dictada el veintinueve de septiembre de este año, en 
atribuciones correccionales, por la Corte de Apelación de 
San Juan de la Maguana; cuyo dispositivo se copia en otro 
lugar del presente fallo; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
secretaría de la Corte a qua en fecha dos de octubre de 

mil novecientos cincuenta y tres; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 1, 5 y 6 de la Ley No. 31:43, 
del 11 de diciembre de 1951; 401 y 463, apartado 6 9 , del 
Código Penal; 194 del Código de Procedimiento Criminal, 
y 1 9  y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: 1 ►  que en fecha 
veintinueve de abril de mil novecientos cincuenta y tres, 
César Hernán Cuello, de la ciudad de San Juan de la Ma-
guana, presentó querella ante el Procurador Fiscal del Dis-
trito Judicial de Benefactor contra José Adames, en ra-
zón de que éste último le tomó a cuenta de trabajos agrí-
colas la suma de RD$313.25; 2) que José Adames declaró 
ante el mismo funcionario cuando fué requerido para fi-
nes de conciliación que era cierto que adeudaba a César 
Hernán Cuello la suma referida y que estaba dispuesto a 
pagarle dicha suma a cuenta de trabajo, porque no tenía 
el dinero para hacerlo en efectivo; 3) que apoderado del 
caso el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Benefactor y después de cumplidas las formalidades de 
ley, dicha jurisdicción lo decidió por su sentencia correc-
cional del tres de julio de mil novecientos cincuenta y tres, 
cuyo dispositivo aparece copiado más adelante; 

Considerando que en fecha tres de julio del año en 
curso José Adames interpuso recurso de apelación contra 
la sentencia ya citada y la Corte de Apelación de San Juan 
de la Maguana decidió el caso por su sentencia correccio-
nal del veintinueve de septiembre de mil novecientos cin-
cuenta y tres, que es la ahora impugnada, y cuyo dispo- 
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SENTENCIA DE FECHA 10 DE DICIEMBRE DE 1953. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Juan de la Isla. 

guana, de fecha 29 de septiembre de 1953. 

Materia: Penal. 

Recurrente: José Adames. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces licencia-
dos H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan 
A. Morel, Ambrosio Alvarez Aybar y Manuel A. Amia-
ma, asistidos del Secretario General, en la Sala donde cele-
bra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo 
Domingo, hoy día diez del mes de diciembre de mil nove-
ccicecntos incuenta y tres, años 110 0  de la Independencia, 
91 9  de la Restauración y 24 9  de la Era de Trujillo, dicta 
en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente 
sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por José Ada-
mes, mayor de edad, dominicano, soltero, bracero, domici-
liado y residente en la ciudad de San Juan de la Magua-
na, portador de la cédula personal de identidad No. 11426, 
serie 12, con sello No. 1717487, para 1953, contra senten-
cia dictada el veintinueve de septiembre de este año, en 
atribuciones correccionales, por la Corte de Apelación de 
San Juan de la Maguana; cuyo dispositivo se copia en otro 
lugar del presente fallo; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
secretaría de la Corte a qua en fecha dos de octubre de 

mil novecientos cincuenta y tres; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 1, 5 y 6 de la Ley No. 3143, 
del 11 de diciembre de 1951; 401 y 463, apartado 6 0 , del 
Código Penal; 194 del Código de Procedimiento Criminal, 

y 1 9  y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: 1) que en fecha 
veintinueve de abril de mil novecientos cincuenta y tres, 
César Hernán Cuello, de la ciudad de San Juan de la Ma-
guana, presentó querella ante el Procurador Fiscal del Dis-
trito Judicial de Benefactor contra José Adames, en ra-
zón de que éste último le tomó a cuenta de trabajos agrí-
colas la suma de RD$313.25; 2) que José Adames declaró 
ante el mismo funcionario cuando fué requerido para fi-
nes de conciliación que era cierto que adeudaba a César 
Hernán Cuello la suma referida y que estaba dispuesto a 
pagarle dicha suma a cuenta de trabajo, porque no tenía 
el dinero para hacerlo en efectivo; 3) que apoderado del 
caso el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Benefactor y después de cumplidas las formalidades de 
ley, dicha jurisdicción lo decidió por su sentencia correc-
cional del tres de julio de mil novecientos cincuenta y tres, 
cuyo dispositivo aparece copiado más adelante; 

Considerando que en fecha tres de julio del año en 
curso José Adames interpuso recurso de apelación contra 
la sentencia ya citada y la Corte de Apelación de San Juan 
de la Maguana decidió el caso por su sentencia correccio-
nal del veintinueve de septiembre de mil novecientos cin-
cuenta y tres, que es la ahora impugnada, y cuyo dispo- 
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sitivo es el siguiente: "Falla: Primero: Declara regular en  
cuanto a la forma, por haber sido interpuesto en los pla-
zos y mediante el cumplimiento de los demás requisitos 
legales, el recurso de apelación intentado en fecha tres del 
mes de julio del año 1953, por el prevenido José Adame s 

 contra sentencia del Juzgado de Primera Instanciá del Dis-
trito Judicial de Benefactor, dictada en sus atribuciones 
correccionales en fecha tres del mes de julio de mil nove-
cientos cincuenta y tres, cuyo dispositivo dice así: 'Prime-
ro: que debe declarar y declara al nombrado José Ada-
mes, de generales anotadas, culpable del delito de viola-
ción a la Ley No. 3143, en perjuicio de César Hernán 
Cuello y en consecuencia se condena a sufrir tres meses 
de prisión correccional; Segundo: que debe condenar y con-
dena al mismo prevenido al pago de las costas'; Segundo: 
Modifica la sentencia apelada en cuanto a las penas im-
puestas, y, en consecuencia, condena al prevenido José 
Adames a pagar una multa de cien pesos oro (RD$100.00) 
por su delito de violación al artículo 1 9  de la Ley No. 3143 
en perjuicio de César Hernán Cuello, acogiendo en su fa-
vor el beneficio de las circunstancias atenuantes; Tercero: 
Condena al prevenido al pago de las costas"; 

Considerando que conforme al artículo 1 9  de la Ley 
No. 3143, toda persona que con motivo de una profesión, 
arte u oficio, reciba dinero, efectos u otra compensación, 
ya sea como anticipo o pago total del trabajo que se obli-
gó a ejecutar o como materiales para el mismo, y no cum-
pla su obligación en el tiempo convenido o en el que sea 
necesario para ejecutarlo, será castigada como autor de 
fraude y se le aplicarán las penas establecidas en el artícu-
lo 401 del Código Penal según la cuantía, sin perjuicio de 
la devolución de las sumas, efectos o materiales avanzados 
y de las indemnizaciones que procedan; que conforme al ar-
tículo 5 de la misma ley el requerimiento de puesta en 
mora a la persona en falta deberá hacerse por mediación 
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del Procurador Fiscal, funcionario que citará en su des-
pacho a las personas interesadas y levantará acta de sus 
declaraciones, y en todos los casos dicho funcionarib;Coh-
cederá a la persona en falta un plazo de no menos d¿ 
co ni de más de quince días para que cumpla con su .  ¿In- 

gación; que conforme al artículo 6 de la misma ley si' á 
persona requerida no obtempera a la citación del Procu-
rador Fiscal o no cumple su obligación en el plazo qu:e le 
fuere concedido, será puesta en movimiento la acción pú-
blica correspondiente; 

Considerando que en la sentencia impugnada constan 
como establecidos, por los medios legales, los siguiehtes 
hechos: 1) que José Adames confesó la veracidad de la que-
rella, en el sentido de que recibió del último la suma de 
RD$313.25, para realizar trabajos agrícolas y de que'no ha-
bía realizado dichos trabajos en el tiempo considerado Co-
mo suficiente para ello; 

Considerando que en vista de la comprobacióh de esos 
hechos, es correcta la aplicación que hizo en este caso la 
Corte de Apelación de San Juan de la Maguana de los 
artículos 1 9, 59, y 69  de la Ley No. 3143 al declarar a Jo-
sé Adames culpable de su violación y pronunciar contra 
él las penas que figuran en el dispositivo ya transcrito de 
su sentencia, como era de lugar en este caso por la com-
binación de los artículos 1 9  de la ya citada Ley No. 3143 
y los 401 y 463, apartado 69, del Código Penal; 

Considerando que lo que se dice en el tercer conside-
rando de la sentencia impugnada para justificar la pena, 
en la errónea creencia de que el Procurador Fiscal del Dis-
trito Judicial de Benefactor ejerció la acción pública en 
este caso sin haber otorgado el plazo previsto en el artícu-
lo 5 de la Ley No. 3143, es inexacto, pues una simple lec-
tura del acta de querella levantada por dicho magistrado 
y suscrita por su secretario, por el querellante César Her-
nán Cuello y por el prevenido José Adames, el veintinue- 
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sitivo es el siguiente: "Falla: Primero: Declara regular e n 
 cuanto a la forma, por haber sido interpuesto en los pla-

zos y mediante el cumplimiento de los demás requisit os 
 legales, el recurso de apelación intentado en fecha tres del 

mes de julio del año 1953, por el prevenido José Aclames 
contra sentencia del Juzgado de Primera Instanciá del Dis-
trito Judicial de Benefactor, dictada en sus atribuciones 
correccionales en fecha tres del mes de julio de mil nove-
cientos cincuenta y tres, cuyo dispositivo dice así: 'Prime-
ro: que debe declarar y declara al nombrado José Ada-
mes, de generales anotadas, culpable del delito de viola-
ción a la Ley No. 3143, en perjuicio de César Hernán 
Cuello y en consecuencia se condena a sufrir tres meses 
de prisión correccional; Segundo: que debe condenar y con-
dena al mismo prevenido al pago de las costas'; Segundo: 
Modifica la sentencia apelada en cuanto a las penas im-
puestas, y, en consecuencia, condena al prevenido José 
Adames a pagar una multa de cien pesos oro (RD$100.00) 
por su delito de violación al artículo 1 9  de la Ley No. 3143 
en perjuicio de César Hernán Cuello, acogiendo en su fa-
vor el beneficio de las circunstancias atenuantes; Tercero: 
Condena al prevenido al pago de las costas"; 

Considerando que conforme al artículo 1 9  de la Ley 
No. 3143, toda persona que con motivo de una profesión, 
arte u oficio, reciba dinero, efectos u otra compensación, 
ya sea como anticipo o pago total del trabajo que se obli-
gó a ejecutar o como materiales para el mismo, y no cum-
pla su obligación en el tiempo convenido o en el que sea 
necesario para ejecutarlo, será castigada como autor de 
fraude y se le aplicarán las penas establecidas en el artícu-
lo 401 del Código Penal según la cuantía, sin perjuicio de 
la devolución de las sumas, efectos o materiales avanzados 
y de las indemnizaciones que procedan; que conforme al ar-
tículo 5 de la misma ley el requerimiento de puesta en 
mora a la persona en falta deberá hacerse por mediación 
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del Procurador Fiscal, funcionario que citará en su des-
pacho a las personas interesadas y levantará actaa de

. 
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declaraciones, y en todos los casos dicho funcionarib:Con-
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blica correspondiente; 

Considerando que en la sentencia impugnada constan 
como establecidos, por los medios legales, los siguierites 
hechos: 1) que José Adames confesó la veracidad de la que-
rella, en el sentido de que recibió del último la sumó de 
RD$313.25, para realizar trabajos agrícolas y de que'no ha-
bía realizado dichos trabajos en el tiempo considerado' Co-
mo suficiente para ello; 

Considerando que en vista de la comprobación de esas 
hechos, es correcta la aplicación que hizo en este caso la 
Corte de Apelación de San Juan de la Maguana de los 
artículos 1 9, 59, y 69  de la Ley No. 3143 al declarar a Jo-
sé Adames culpable de su violación y pronunciar contra 
él las penas que figuran en el dispositivo ya transcrito de 
su sentencia, como era de lugar en este caso por la com-
binación de los artículos 1 9  de la ya citada Ley No. 3143 
y los 401 y 463, apartado 69, del Código Penal; 

Considerando que lo que se dice en el tercer conside-
rando de la sentencia impugnada para justificar la pena, 
en la errónea creencia de que el Procurador Fiscal del Dis-
trito Judicial de Benefactor ejerció la acción pública en 
este caso sin haber otorgado el plazo prefisto en el artícu-
lo 5 de la Ley No. 3143, es inexacto, pues una simple lec-
tura del acta de querella levantada por dicho magistrado 
y suscrita por su secretario, por el querellante César Her-
nán Cuello y por el prevenido José Adames, el veintinue- 
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ve de abril de mil novecientos cincuenta y tres, hace ver 
en su parte final que se le concedió explícitamente al pr e_ 
venido un plazo de quince días para entenderse con el que-
rellante; y que el sometimiento del Procurador Fiscal a 
José Adames se hizo para el tres de julio de mil nove-
cientos cincuenta y tres, esto es, cuando ya el plazo otor-
gádote estaba ventajosamente vencido; todo según consta 
en documentos que figuran en el expediente de casación 
y están citados en la misma sentencia impugnada; 

Considerando que examinada la sentencia impugnada 
en los demás aspectos que pueden interesar al recurrente, 
no presenta vicio alguno que la haga anulable; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por José Adames contra la sentencia dic-
tada en grado de apelación por la Corte de Apelación de 
San Juan de la Maguana en fecha veintinueve de septiem-
bre de mil novecientos cincuenta y tres, en atribuciones 
correccionales, cuyo dispositivo se copia. en otro lugar del 
presente fallo, y Segundo: Condena al recurrente al pago 

de las costas. 
(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.—

Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
Morel.— A. Alvarez Aybar.— Manuel A. Amiama.— Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

 

SENTENCIA DE FECHA 10 DE DICIEMBRE DE 1953. 

  

 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Francisco de 
Macorís, de fecha 14 de septiembre de 1953. 

 

 

Materia: Penal. 

          

 

Recurrentes: Ramón Isidro Gómez, Máximo Duarte y Pablo 
Duarte. 

  

   

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

    

 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Segundo 
Sustituto de 'Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. 
Morel, Ambrosio Alvarez Aybar y Manuel A. Amiama, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Do-
mingo, hoy día diez del mes de diciembre de mil novecien-
tos cincuenta y tres, años 110 9  de la Independencia, 91 9 

 de la Restauración y 249  de la Era de Trujillo, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente 
sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Ramón 
Isidro Gómez, de 25 años de edad, dominicano, agricultor, 
residente y domiciliado en Laguna de Coto, común de San 
Francisco de Macorís, portador de la cédula personal de 
identidad No. 3516, serie 56; Máximo Duarte, de 40 años 
de edad, dominicano, agricultor, del mismo domicilio y 
residencia, portador de la cédula personal de identidad nú-
mero 3580, serie 56, y Pablo Duarte, de 23 años de edad, 
dominicano, agricultor, del mismo domicilio y residencia, 
portador de la cédula personal de identidad No. 3506, se- 
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ve de abril de mil novecientos cincuenta y tres, hace ver 
en su parte final que se le concedió explícitamente al pre.. 
venido un plazo de quince días para entenderse con el que-
rellante; y que el sometimiento del Procurador Fiscal a 

José Adames se hizo para el tres de julio de mil nove-
cientos cincuenta y tres, esto es, cuando ya el plazo otor-
gádole estaba ventajosamente vencido; todo según consta 
en documentos que figuran en el expediente de casación 

y están citados en la misma sentencia impugnada; 

Considerando que examinada la sentencia impugnada 
en los demás aspectos que pueden interesar al recurrente, 
no presenta vicio alguno que la haga anulable; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por José Adames contra la sentencia dic-
tada en grado de apelación por la Corte de Apelación de 
San Juan de la Maguana en fecha veintinueve de septiem-
bre de mil novecientos cincuenta y tres, en atribuciones 
correccionales, cuyo dispositivo se copia- en otro lugar del 
presente fallo, y Segundo: Condena al recurrente al pago 

de las costas. 
(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.—

Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
Moret.— A. Alvarez Aybar.— Manuel A. Amiama.— Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 10 DE DICIEMBRE DE 1953. 

sentencia Impugnada: Corte de Apelación de San Francisco de 
Macorís, de fecha 14 de septiembre de 1953. 

Materia: Penal. 

Recurrentes: Ramón Isidro Gómez, Máximo Duarte y Pablo 
Duarte. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Segundo 
Sustituto de 'Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. 
Morel, Ambrosio Alvarez Aybar y Manuel A. Amiama, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Do-
mingo, hoy día diez del mes de diciembre de mil novecien-
tos cincuenta y tres, años 110• de la Independencia, 91 9 

 de la Restauración y 249  de la Era de Trujillo, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente 
sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Ramón 
Isidro Gómez, de 25 años de edad, dominicano, agricultor, 
residente y domiciliado en Laguna de Coto, común de San 
Francisco de Macorís, portador de la cédula personal de 
identidad No. 3516, serie 56; Máximo Duarte, de 40 años 
de edad, dominicano, agricultor, del mismo domicilio y 
residencia, portador de la cédula personal de identidad nú-
mero 3580, serie 56, y Pablo DUarte, de 23 años de edad, 
dominicano, agricultor, del mismo domicilio y residencia, 
portador de la cédula personal de identidad No. 3506, se- 
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rie 53, cuyos sellos de renovación no se mencionan en el 
expediente, contra sentencia dictada por la Corte de Ape. 
lación de San Francisco de Macorís en fecha catorce de 
septiembre de mil novecientos cincuenta y tres; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta de declaración del recurso levantada en 

la secretaría de la Corte a qua, en fecha veintiuno de sep-
tiembre de mil novecientos cincuenta y tres, en la cual . 
no se invoca ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 309 y 463 del Código Pe-
nal; 1382 del Código Civil; 133 del Código de Procedi-
miento Civil; 277 del Código de Procedimiento Criminal; 
1 y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que son hechos constantes en la sentent 
cia impugnada: a) que en fecha trece de agosto de mil no-
vecientos cincuenta y dos, el Magistrado Juez de Instruc-
ción del Distrito Judicial de Duarte, dictó una providen-
cia calificativa que envía a los acusados Máximo Duarte, 
Ramón Isidro Gómez, Pablo Duarte e Hipólito Abréu, an-
te la Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Duarte, en atribuciones criminales, in-
culpados del crimen de violencias, golpes y heridas que 
ocasionaron la muerte al que en vida se llamó Angel Ma-
ría Payano Frías, hecho ocurrido en Laguna de Coto, co-
mún de San Francisco de Macorís; b) que la citada Cáma-

ra Penal dictó sentencia en fecha diecisiete de Noviembre 
de mil novecientos cincuenta y tres que dispone esencial-

mente: "1 9  declara a Máximo Duarte, Ramón Isidro Gó-
mez, Pablo Duarte e Hipólito Abréu, culpables de haber 
inferido heridas, dado golpes y ejercido violencias que oca-
sionaron la muerte a quien se llamó Angel María Paya- 
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no Frías, hecho ocurrido en Laguna de Coto, sección de 
San Francisco de Macorís, y en consecuencia condena a 
los tres primeros a la pena de diez años de trabajos pú-
blicos, y al último, o sea Hipólito Abréu, a tres años de tra-
bajos públicos y los condena a todos al pago de las costas 
penales; 29 declara regular la constitución en parte civil 
de Angel María Payano Brito y Alejandrina Brito, en sus 
calidades de hijo y esposa respectivamente, de Angel Ma-
ría Payano Frías, en contra de los referidos acosados, y los 
condena a pagar solidariamente una indemnización de cin-
co mil pesos (RD$5,000.00) por los daños morales ,  y mate-
riales sufridos; 3 9  condena a los acusados al pago de las 
costas civiles, distrayéndolas en provecho de los Licencia-
dos J. Fortunato Canaán y Narciso Conde Pausas, por de-
clarar haberlas avanzado en su totalidad"; c) qúe por ape-
lación de los acusados, la Corte de Apelación de San Fran-
cisco de Macorís, dictó sentencia en fecha catorce de Sep-
tiembre de mil novecientos cincuenta y tres, con el siguien-
te dispositivo: "Falla: Primero: Admite en la forma los 
presentes recursos de apelación; Segundo: Modifica el or-
dinal primero de la sentencia dictada por la Cámara Pe-
nal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Duarte, en sus atribuciones criminales el día 17 de no-
viembre de 1952, por el cual se condenó a los nombrados 
Máximo Duarte, Pablo Duarte, Ramón Isidro Gómez e Hi-
pólito Abréu, de generales anotadas, a sufrir la pena de 
diez años de trabajos públicos, los tres primeros, y tres - 
años de trabajos públicos al último, como autores de gol-
pes y heridas voluntarios que causaron la muerte al que 
en vida se llamó Angel María Payano Frías (a) Chichí, en 
el sentido de rebajar la pena a Hipólito Abréu a la de dos 
años de reclusión, acogiendo en su favor amplias circuns-
tancias atenuantes; Tercero: Confirma los ordinales segun-
do y tercero de la referida sentencia que dicen así: "Se-
gundo: que debe Declarar, como en efecto Declara, regii- 
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rie 53, cuyos sellos de renovación no se mencionan en el 
expediente, contra sentencia dictada por la Corte de A 
lación de San Francisco de Macorís en fecha catorce de 
septiembre de mil novecientos cincuenta y tres; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta de declaración del recurso levantada en 

la secretaría de la Corte a qua, en fecha veintiuno de sep-
tiembre de mil novecientos cincuenta y tres, en la cual 
no se invoca ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 309 y 463 del Código Pe-

nal ; 1382 del Código Civil; 133 del Código de Procedi-
miento Civil; 277 del Código de Procedimiento Criminal; 
1 y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que son hechos constantes en la sentent 
cia impugnada: a) que en fecha trece de agosto de mil no-
vecientos cincuenta y dos, el Magistrado Juez de Instruc-
ción del Distrito Judicial de Duarte, dictó una providen-
cia calificativa que envía a los acusados Máximo Duarte, 
Ramón Isidro Gómez, Pablo Duarte e Hipólito Abréu, an-
te la Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del. 
Distrito Judicial de Duarte, en atribuciones criminales, in-
culpados del crimen de violencias, golpes y heridas que 
ocasionaron la muerte al que en vida se llamó Angel Ma-
ría Payano Frías, hecho ocurrido en Laguna de Coto, co-
mún de San Francisco de Macorís; b) que la citada Cáma-
ra Penal dictó sentencia en fecha diecisiete de Noviembre 
de mil novecientos cincuenta y tres que dispone esencial-
mente: "1 9  declara a Máximo Duarte, Ramón Isidro Gó-
mez, Pablo Duarte e Hipólito Abréu, culpables de haber 
inferido heridas, dado golpes y ejercido violencias que oca-
sionaron la muerte a quien se llamó Angel María Paya- 
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no Frías, hecho ocurrido en Laguna de Coto, sección de 
San Francisco de Macorís, y en consecuencia condena a 
los tres primeros a la pena de diez años de trabajos pú-
blicos, y al último, o sea Hipólito Abréu, a tres años de tra-
bajos públicos y los condena a todos al pago de las costas 
penales; 29 declara regular la constitución en parte civil 
de Angel María Payano Brito y Alejandrina Brito, en sus 
calidades de hijo y esposa respectivamente, de Angel Ma-
ría Payano Frías, en contra de los referidos acusados, y los 
condena a pagar solidariamente una indemnización de cin-
co mil pesos (RD$5,000.00) por los daños morales. y mate-
riales sufridos; 39  condena a los acusados al pago de las 
costas civiles, distrayéndolas en provecho de los Licencia-
dos J. Fortunato Canaán y Narciso Conde Pausas, por de-
clarar haberlas avanzado en su totalidad"; c) (lúe por ape-
lación de los acusados, la Corte de Apelación de San Fran-
cisco de Macorís, dictó sentencia en fecha catorce de Sep-
tiembre de mil novecientos cincuenta y tres, con el siguien-
te dispositivo: "Falla: Primero: Admite en la forma los 
presentes recursos de apelación; Segundo: Modifica el or-
dinal primero de la sentencia dictada por la Cámara Pe-
nal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Duarte, eh sus atribuciones criminales el día 17 de no-
viembre de 1952, por el cual se condenó a los nombrados 
Máximo Duarte, Pablo Duarte, Ramón Isidro Gómez e Hi-
pólito Abréu, de generales anotadas, a sufrir la pena de 
diez años de trabajos públicos, los tres primeros, y tres - 
arios de trabajos públicos al último, como autores de gol-
pes y heridas voluntarios que causaron la muerte al que 
en vida se llamó Angel María Payano Frías (a) Chichí, en 
el sentido de rebajar la pena a Hipólito Abréu a la de dos 
años de reclusión, acogiendo en su favor amplias circuns-
tancias atenuantes; Tercero: Confirma los ordinales segun-
do y tercero de la referida sentencia que dicen así: "Se-
gundo: que debe Declarar, como en efecto Declara, regit- i 1 
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lar la constitución en parte civil de los señores Angel María 
Payano Brito y Alejandrina Brito, en sus calidades de hijo 
y esposa, respectivamente, del finado Angel María Payano, 
en contra de los referidos acusados, y los condena a pagar 
solidariamente una indemnización de RD$5,000.00 (Cinco 
Mil Pesos) por los daños morales y materiales sufridos; 
Tercero: Que debe Condenar y Condena, a los referidos 
acusados Máximo Duarte, Ramón Isidro Gómez, Pablo 
Duarte e Hipólito Abréu, al pago de las costas civiles, dis-
trayéndolas en provecho de los abogados J. Fortunato Ca-
naán y Narciso Conde Pausas, por declarar haberlas avan-
zado en su totalidad; Cuarto: Condena a los acusados al pa-
go solidario de las costas penales y civiles, de la presente 
instancia, distrayendo éstas últimas en provecho de los li-
cenciados Narciso Conde Pausas y J. Fortunato Canaán, 
quienes han declarado haberlas avanzado en su mayor par-

te"; 
Considerando, en cuanto a las condenaciones penales, 

que la Corte a qua mediante la ponderación soberana de las 
pruebas sometidas al debate, y sin incurrir en desnaturali-
zación alguna, ha admitido que los acusados Máximo Duar-
te, Pablo Duarte, Ramón Isidro Gómez e Hipólito Abréu 
son coautores del crimen de golpes y heridas voluntarios 
que le ocasionaron la muerte a Angel María Payano, hecho 
previsto y sancionado por el artículo 309, última parte, del 
Código Penal; que, por consiguiente, al confirmar la sen-
tencia apelada, en cuanto se refiere a Máximo Duarte, Pa-
blo Duarte y Ramón Isidro Gómez, que los condenó a diez 
años de trabajos públicos, y al reducir la penalidad en cuan-
to a Hipólito Abréu, a dos años de prisión correccional, aco-
giendo en su favor circunstancias atenuantes, dicha Cor-
te los aplicó una sanción que está ajustada a la ley; 

Considerando, en cuanto a las condenaciones civiles, 
que la Corte a qua ha proclamado en el fallo impugnado, 
que la muerte de Angel María Payano Frías ha ocasionado  

perjuicios materiales a Angel María Payano Brito y Ale-
jandrina Brito Vda. Payano, constituidos en parte civil, al 
privarlos del sostenimiento que él les procuraba, y "consi-
derables perjuicios morales al herirles en sus íntimos afec-
tos"; que ponderando estos perjuicios, los jueces del fon-
do estimaron soberanamente en la cantidad de cinco mil 
pesos la indemnización que debía acordarse a la parte ci-
vil; que, por tanto, en el fallo impugnado, se hizo una co-
rrecta aplicación del artículo 1382 del Código Civil, porque 
existe, en la especie, una falta imputable a los acusados, 
un perjuicio ocasionado a los que reclaman la reparación, 
y una relación de causa a efecto entre la falta y el perjui-
cio; 

Considerando que examinada la sentencia impugnada 
en los demás aspectos que puedan interesar al recurrente, 
no contiene ningún vicio que la haga anulable; 

Por tales motivos, Primero: rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Ramón Isidro Gómez, Máximo Duar-
te y Pablo Duarte, contra sentencia dictada por la Corte de 
Apelación de San Francisco de Macorís, ,en fecha catorce 
de septiembre de mil novecientos cincuenta y tres, cuyo 
dispositivo figura copiado en otra parte de este fallo; y Se-
gundo: condena a los recurrentes, al pago de las costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.—
Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
Morel.— A. Alvarez Aybar.— Manuel A. Amiama.— Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifica. (Firmado): Ernesto Curiel hijo..  



2396 	 BOLETÍN JUDICIAL BOLETÍN JUDICIAL 

lar la constitución en parte civil de los señores Angel María 
Payano Brito y Alejandrina Brito, en sus calidades de hijo 
y esposa, respectivamente, del finado Angel María Payano, 
en contra de los referidos acusados, y los condena a pagar 
solidariamente una indemnización de RD$5,000.00 (Cinco 
Mil Pesos) por los daños morales y materiales sufridos; 
Tercero: Que debe Condenar y Condena, a los referidos 
acusados Máximo Duarte, Ramón Isidro Gómez, Pablo 
Duarte e Hipólito Abreu, al pago de las costas civiles, dis-
trayéndolas en provecho de los abogados J. Fortunato Ca-
naán y Narciso Conde Pausas, por declarar haberlas avan-
zado en su totalidad; Cuarto: Condena a los acusados al pa-
go solidario de las costas penales y civiles, de la presente 
instancia, distrayendo éstas últimas en provecho de los li-
cenciados Narciso Conde Pausas y J. Fortunato Canaán, 
quienes han declarado haberlas avanzado en su mayor par-

te" 
Considerando, en cuanto a las condenaciones penales, 

que la Corte a qua mediante la ponderación soberana de las 
pruebas sometidas al debate, y sin incurrir en desnaturali-
zación alguna, ha admitido que los acusados Máximo Duar-
te, Pablo Duarte, Ramón Isidro Gómez e Hipólito Abréu 
son coautores del crimen de golpes y heridas voluntarios 
que le ocasionaron la muerte a Angel María Payano, hecho 
previsto y sancionado por el artículo 309, última parte, del 
Código Penal; que, por consiguiente, al confirmar la sen-
tencia apelada, en cuanto se refiere a Máximo Duarte, Pa-
blo Duarte y Ramón Isidro Gómez, que los condenó a diez 
años de trabajos públicos, y al reducir la penalidad en cuan-
to a Hipólito Abréu, a dos años de prisión correccional, aco-
giendo en su favor circunstancias atenuantes, dicha Cor-
te los aplicó una sanción que está ajustada a la ley; 

Considerando, en cuanto a las condenaciones civiles, 
que la Corte a qua ha proclamado en el fallo impugnado, 
que la muerte de Angel María Payano Frías ha ocasionado  

perjuicios materiales a Angel María Payano Brito y Ale-
jandrina Brito Vda. Payano, constituídos en parte civil, al 
privarlos del sostenimiento que él les procuraba, y "'consi-
derables perjuicios morales al herirles en sus íntimos afec-
tos"; que ponderando estos perjuicios, los jueces del fon-
do estimaron soberanamente en la cantidad de cinco mil 
pesos la indemnización que debía acordarse a la parte ci-
vil; que, por tanto, en el fallo impugnado, se hizo una co-
rrecta aplicación del artículo 1382 del Código Civil, porque 
existe, en la especie, una falta imputable a los acusados, 
un perjuicio ocasionado a los que reclaman la reparación, 
y una relación de causa a efecto entre la falta y el perjui-
cio; 

Considerando que examinada la sentencia impugnada 
en los demás aspectos que puedan interesar al recurrente, 
no contiene ningún vicio que la haga anulable; 

Por tales motivos, Primero: rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Ramón Isidro Gómez, Máximo Duar-
te y Pablo Duarte, contra sentencia dictada por la Corte de 
Apelación de San Francisco de Macorís, ,en fecha catorce 
de septiembre de mil novecientos cincuenta y tres, cuyo 
dispositivo figura copiado en otra parte de este fallo; y Se-
gundo: condena a los recurrentes, al pago de las costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.—
Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
Morel.— A. Alvarez Aybar.— Manuel A. Amiama.— Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifica. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.. 
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SENTENCIA DE FECHA 10 DE DICIEMBRE DE 1953. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Juan de la m a• 
guana, de fecha 7 de septiembre de 1953. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Nicolás Montero Montás. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Miguel Ricardo Román, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan 
A. Morel, Ambrosio Alvarez Aybar y Manuel A. Amiama, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito dé Santo Do-
mingo, hoy día diez del mes de diciembre de mil novecien-
tos cincuenta y tres, años 110 9  de la Independencia, 919 
de la Restauración y 24 9  de la Era de Trujillo, dicta en 
.audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Nicolás 
Montero Montás, dominicano, mayor de edad, casado, em-
pleado público, domiciliado y residente en la común de El 
Cercado, Provincia Benefactor, portador de la cédula per-
sonal de identidad número 4824, serie 14, renovada con 
el sello No. 40168, contra sentencia dictada por la Corte de 
Apelación de San Juan de la Maguana en fecha siete de 
septiembre de mil novecientos cincuenta y tres, cuyo dis-
positivo se copiará más adelante; 

Oído el Magistrado Juez Relator;  

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
secretaría de la Corte a qua en fecha diecisiete de septiem-
bre del corriente año, en la cual expresó el recurrente que 
"interpone su recurso en cuanto al aspecto que se refiere a 
la indemnización de cien pesos oro (RD$100.00) que le fué 
impuesta por dicha sentencia en favor de la señora María 
Cleorfa de dos Santos B. de Montero, por no estar confor-
me, y que oportunamente depositará el memorial corres-
pondiente en apoyo del mismo"; memorial que no fué de-
positado; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 337 del Código Penal, modi-
ficado por la Ley 1603, de 1947; 1382 del Código Civil, y 
19 y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que por ante 
el Cabo Jefe de Puesto de la Policía Nacional en la pobla-
ción de El Cercado, Atanasio Leyba Paula, compareció el 
cuatro de febrero de este año María Cleorfa de los Santos 
Beriguete de Montero, y expviso que el motivo de su com-
parecencia a ese despacho era para querellarse contra su 
esposo Nicolás Montero Montás y contra Roselia Montero 
de Oleo por mantener su esposo un concubinato público 
con esta última en esa localidad, y para que ambos sean 
perseguidos por el delito de adulterio; b) que apoderado 
del caso el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de Benefactor lo decidió por sentencia de fecha seis 
de marzo dé este año, y por el dispositivo de la misma con-
denó al prevenido Nicolás Montero Montás a un mes de 
prisión correccional y a la nombrada Roselia Montero de 
Oleo por su culpabilidad como cómplice en el delito de 
adulterio a pagar cinco pesos de multa (RD$5.00), conde-
nando además, a Nicolás Mrintero Montás, al pago de una 
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"interpone su recurso en cuanto al aspecto que se refiere a 
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19 y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
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el Cabo Jefe de Puesto de la Policía Nacional en la pobla-
ción de El Cercado, Atanasio Leyba Paula, compareció el 
cuatro de febrero de este año María Cleorfa de los Santos 
Beriguete de Montero, y eximís() que el motivo de su com-
parecencia a ese despacho era para querellarse contra su 
esposo Nicolás Montero Montás y contra Roselia Montero 
de Oleo por mantener su esposo un concubinato público 
con esta última en esa localidad, y para que ambos sean 
perseguidos por el delito de adulterio; b) que apoderado 
del caso el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de Benefactor lo decidió por sentencia de fecha seis 
de marzo dé este año, y por el dispositivo de la misma con-
denó al prevenido Nicolás Montero Montás a un mes de 
prisión correccional y a la nombrada Roselia Montero de 
Oleo por su culpabilidad como cómplice en el delito de 
adulterio a pagar cinco pesos de multa (RD$5.00), conde-
nando además, a Nicolás Montero Montás, al pago de una 
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indemnización de RD$300.00 en provecho de María Cleor.. 
Ffa de los Santos Beriguete de Montero, por los daños que  
le ha ocasionado con su delito, y al pago de las costas ci-
viles con distracción de éstas en provecho del Lic. Ang el 
S. Canó Pelletier, abogado, que afirmó haberlas avanzado, 
y finalmente, condenó a ambos prevenidos al pago de las 
costas penales; c) que contra esta sentencia interpusieron 
recurso de apelación Nicolás Montero Montás y Roselia 
Montero de Oleo en fecha seis de marzo de este año; 

Considerando que la sentencia ahora impugnada con-
tiene el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Declara re-
gulares en cuanto a la forma, por haber sido interpuestos 
en los plazos y mediante el cumplimiento de los demás re-
quisitos legales, los recursos de apelación intentados en fe-
cha 6 del mes de marzo del año 1953 por los prevenidos 
Nicolás Montero Montás y Roselia Montero de Oleo, con-
tra sentencia del Juzgado de Primera Instancia del Distri-
to Judicial de Benefactor, dictada en sus atribuciones co-
rreccionales, en fecha 6 del mes de marzo del año 1953, 
cuyo dispositivo es el siguiente: 'Primero: Que debe de-
clarar y declara al nombrado Nicolás Montero Montás, de 
generales anotadas, culpable del delito que se le imputa 
de adulterio en perjuicio de María Cleorfa de los Santos 
Beriguete de Montero y en consecuencia se condena a su-

frir un mes de prisión correccional, acogiendo en su favor 
circunstancias atenuantes; Segundo: Que debe declarar y 
declara a la nombrada Roselia Montero de Oleo, culpable 
del delito que se le imputa de complicidad en el hecho 
que se le imputa a Nicolás Montero Montás; y en conse-
cuencia, se condena al pago de una multa de RD$5.00; 
Tercero: Que debe condenar y condena al nombrado Ni-
colás Montero Montás, al pago de una indemnización de 
RD$300.00 a la señora María Cleorfa de los Santos Berigue-
te de Montero, corno justa reparación de los daños que él 
le ha ocasionado con su delito; Cuarto: Que debe condenar  

y condena a los prevenidos Nicolás Montero Montás y Ro-
selia Montero de .01eo, al pago de las costas penales; Quin-
to: Que debe condenar y condena a Nicolás Montero Mon-
tás al pago de las costas civiles y se ordena la distracción 
en provecho del Lic. Angel S. Canó Pelletier, quien afir-
ma haberlas avanzado en su mayor parte'; Segundo: Mo-
difica la sentencia apelada en lo que respecta a las con-
denaciones penales y civiles impuestas al prevenido Ni-
colás Montero Montás, en sentido de condenarle al pago 
de una multa de treinta pesos oro (RD$30.00), en lugar de 
la condenación a un mes de prisión correccional, y al pa-
go de una indemnización de un ciento de pesos, en vez 
de la cantidad de trescientos pesos fijada por la dicha sen-
tencia; Tercero: Condena al prevenido Nicolás Montero 
Montás al pago de las costas civiles de este recurso de ape-
lación ordenando la distracción de las mismas en provecho 
del licenciado Angel S. Canó Pelletier, quien afirma haber-
las avanzado en su totalidad; Cuarto: Condena a los preve-
nidos al pago solidario de las costas penales de este re-
curso"; 

Considerando que la Corte a qua estableció mediante 
la ponderación de las pruebas que fueron legalmente ad-
ministradas, y sin incurrir en desnaturalización alguna los 
hechos siguientes: "a) que el prevenido Nicolás Montero 
Montás y la querellante María Cleorfa de los Santos Beri-
guete de Montero, estaban unidos por los vínculos del ma-
trimonio; b) que por motivos que no se han establecido 
los esposos Montero-De los Santos se separaron poco tiem-
po después de su matrimonio, yéndose a vivir, algunos días 
después de esta separación la señora de los Santos a la 
casa de su papá; c) que el prevenido Montero Montás apro-
vechó esta circunstancia para iniciar un concubinato pú-
blico con la señora Roselia Montero de Oleo, primero, y 
luego inició un procedimiento de divorcio con su legítima 
esposa María Cleorfa de los Santos Montero y di que al no- 
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Tercero: Que debe condenar y condena al nombrado Ni-
colás Montero Montás, al pago de una indemnización de 
RD$300.00 a la señora María Cleorfa de los Santos Berigue-
te de Montero, como justa reparación de los daños que él 
le ha ocasionado con su delito; Cuarto: Que debe condenar  

y condena a los prevenidos Nicolás Montero Montás y Ro-
selia Montero de.Oleo, al pago de las costas penales; Quin-
to: Que debe condenar y condena a Nicolás Montero Mon-
tás al pago de las costas civiles y se ordena la distracción 
en provecho del Lic. Angel S. Canó Pelletier, quien afir-
ma haberlas avanzado en su mayor parte'; Segundo: Mo-
difica la sentencia apelada en lo que respecta a las con-
denaciones penales y civiles impuestas al prevenido Ni-
colás Montero Montás, en sentido de condenarle al pago 
de una multa de treinta pesos oro (RD$30.00), en lugar de 
la condenación a un mes de prisión correccional, y al pa-
go de una indemnización de un ciento de pesos, en vez 
de la cantidad de trescientos pesos fijada por la dicha sen-
tencia; Tercero: Condena al prevenido Nicolás Montero 
Montás al pago de las costas civiles de este recurso de ape-
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la ponderación de las pruebas que fueron legalmente ad-
ministradas, y sin incurrir en desnaturalización alguna los 
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tificarle Nicolás Montero Montás a María Cleorfa de loa 
Santos Montero en fecha 22 del mes de enero de 1953, la  
sentencia de divorcio, rendida por el Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Benefactor, en fecha vein-
tiocho del mes de agosto .de mil novecientos cincuenta y 
dos, compareció el día cuatro del mes de febrero del año 
mil novecientos cincuenta y tres, al Cuartel P. N., en la co-
mún de El Cercado, a querellarSe contra su esposo Nico-
lás Montero Montás, y la señora Roselia Montero de Oleo, 
por éstos mantener en la casa donde ella vivió con su le-
gítimo esposo cuando se casó con él, un concubinato pú-
blico, hecho que a su vez fué constatado por los agentes 
de la P. N., que acompañaron a la querellante a la indicada 
casa a eso de las once de la noche, donde los prevenidos 
fueron sorprendidos en flagrante delito de adulterio";. 

Considerando, en lo que respecta a la indemnización 
pronunciada en favor de la parte civil, único medio en que 
fundamenta su inconformidad con la sentencia impugnada 
el recurrente, que es evidente que al quedar establecida , 
su culpabilidad por ante los jueces del fondo, como autor 
del delito de adulterio, su responsabilidad civil quedó com-
prometida, consecuentemente, para la reparación del daño 
causado por ese delito, por aplicación del principio general 
consagrado en el artículo 1382 del Código Civil, razón por 
la cual y dado el poder soberano que tienen los jueces del 
fondo, para apreciar la magnitud del daño y la justa repa-
ración del mismo, la condenación del recurrente al pago de 
una indemnización de cien pesos oro en favor de María 
Cleorfa de los Santos Beriguete de Montero, parte civil 
constituída, está legalmente justificada; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Nicolás Montero Montás, contra sen-
tencia pronunciada por la Corte de Apelación de San Juan 
de la Maguana, en fecha siete de septiembre de mil nove- 

cientos cincuenta y tres, cuyo dispositivo se copia en otro 
lugar del presente fallo, y Segundo: Condena al recurrente 
al pago de las costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— Miguel Ricardo Re-
mán.— Raf. Castro Rivera:— Juan A. Morel.— A. Alva-
rez Aybar.— Manuel A. Amiama, Ernesto Curiel hijo, Se-
cretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 15 DE DICIEMBRE DE 1553. 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del D. J.  de  

Benefactor, de fecha 31 de enero de 1952. 

Materia: Civil. 

Recurrente: Gustavo Adolfo Rodríguez.— Abogado: Lic. Angel s, 

Canó Pelletier. 

• 
Intimado: Félix Damián Suero.— Abogado: Lic. J. Humberto Te- 

rrero. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Segundo 
Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. Mo-
rel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B., y Manuel 
A. Amiama, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
de Santo Domingo, hoy día quince del mes de diciembre 
de mil novecientos cincuenta y tres, años 110 9  de la In-

dependencia, 91 9  de la Restauración y 249  de la Era de Tru-

jillo, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 

la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Gustavo 
Adolfo Rodríguez, dominicano, mayor de edad, casado, co-
merciante, domiciliado y residente en San Juan de la Ma-
guana, portador de la cédula personal de identidad No. 
5732, serie 12, sello No. 723, contra sentencia comercial 
dictada en instancia única por el Juzgado de Primera Ins- 

tancia del Distrito Judicial de Benefactor, en fecha treinta 
y uno de enero de mil novecientos cincuenta y dos, cuyo 
dispositivo se copia en otro lugar del presente fallo; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el Lic. Angel S. Canó Pelletier, portador de la 
cédula personal de identidad No. 334, serie 10, sello No. 
915, abogado del recurrente, en la lectura de sus conclu-
siones; 

Oído el Lic. J. Humberto Terrero, portador de la cé-
dula personal de identidad No. 2716, serie 10, sello No. 
11021, abogado de la parte intimada, Félix Damián Suero, 
dominicano, mayor de edad, soltero, agricultor, domicilia-
do y residente en la sección de Pedro Corto, jurisdicción 
de la común de San Juan de la Maguana, portador de la 
cédula personal de identidad No. 10477, serie 12, sello No. 
51477, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación de fecha veintiuno de 
abril del año mil novecientos cincuenta y dos, depositado 
por el Lic. Angel S. Canó Pelletier, abogado del recurren-
te, en el cual se alega la violación de los artículos 1315 
del Código Civil y 141 y 433 del Código de Procedimien-
to Civil; 

Visto el memorial de defensa de fecha veinticin-
co de marzo de mil novecientos cincuenta y tres, suscrito 
por el Lic. J. Humberto Terrero, abogado de la parte in-
timada; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado. y vistos los artículos 1315, 1329 y 1330 del Código 
Civil; 12 del Código de Comercio; 130, 133, 141 y 433 del 
Código de Procedimiento Civil; y 1 y 71 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: 1) 
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SENTENCIA DE FECHA 15 DE DICIEMBRE DE MI 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del D. J. de 

Benefactor, de fecha 31 de enero de 1952. 

Materia: Civil. 

Recurrente: Gustavo Adolfo Rodríguez.— Abogado: Lic. Angel S. 

Canó Pelletier. 

Intimado: Félix Damián Suero.— Abogado: Lic. J. Humberto Te-

rrero. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 

H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Segundo 
Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. Mo-
rel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B., y Manuel 

A. Amiama, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
de Santo Domingo, hoy día quince del mes de diciembre 
de mil novecientos cincuenta y tres, años 110 9  de la In-

dependencia, 91 9  de la Restauración y 24 9  de la Era de Tru-

jillo, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 

la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Gustavo 
Adolfo Rodríguez, dominicano, mayor de edad, casado, co-
merciante, domiciliado y residente en San Juan de la Ma-
guana, portador de la cédula personal de identidad No. 
5732, serie 12, sello No. 723, contra sentencia comercial 
dictada en instancia única por el Juzgado de Primera Ins- 

tancia del Distrito Judicial de Benefactor, en fecha treinta 
y uno de enero de mil novecientos cincuenta y dos, cuyo 
dispositivo se copia en otro lugar del presente fallo; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el Lic. Angel S. Canó Pelletier, portador de la 
cédula personal de identidad No. 334, serie 10, sello No. 
915, abogado del recurrente, en la lectura de sus conclu-
siones; 

Oído el Lic. J. Humberto Terrero, portador de la cé-
dula personal de identidad No. 2716, serie 10, sello No. 
11021, abogado de la parte intimada, Félix Damián Suero, 
dominicano, mayor de edad, soltero, agricultor, domicilia-
do y residente en la sección de Pedro Corto, jurisdicción 
de la común de San Juan de la Maguana, portador de la 
cédula personal de identidad No. 10477, serie 12, sello No. 
51477, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación de fecha veintiuno de 
abril del año mil novecientos cincuenta y dos, depositado 
por el Lic. Angel S. Canó Pelletier, abogado del recurren-
te, en el cual se alega la violación de los artículos 1315 
del Código Civil y 141 y 433 del Código de Procedimien-
to Civil; 

Visto el memorial de defensa de fecha veinticin-
co de marzo de mil novecientos cincuenta y tres, suscrito 
por el Lic. J. Humberto Terrero, abogado de la parte in-
timada; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1315, 1329 y 1330 del Código 
Civil; 12 del Código de Comercio; 130, 133, 141 y 433 del 
Código de Procedimiento Civil; y 1 y 71 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: 1) 
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Que con motivo de la demanda comercial en pago de la can-
tidad de (RD$267.87), interpuesta por Gustavo Adolfo R o

-dríguez contra Feliz D. Alcántara (a) Machito, el Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Benefactor, 
dictó en fecha treintiuno de mayo de mil novecientos cin-
cuenta, una sentencia cuyo dispositivo se copia más lue-
go; 2) Que sobre oposición interpuesta por Félix Damián 
Suero Alcántara ( a) Machito, el Tribunal a quo dictó en 
fecha catorce de Junio de mil novecientos cincuenta y uno 
sentencia cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: De-
clara regular y válido el recurso de oposición intentado por 
el se2ior Félix Damián Suero, quien tiene como abogado 
constituído al Licenciado J. Humberto Terrero, contra la 
sentencia de este Juzgado de Primera Instancia No. 2 de 
fecha treintiuno (31) de Mayo del año mil novecientos cin-
cuenta, dictada en atribuciones comerciales y cuyo dispo-
sitivo es el siguiente: 'Falla: Primero: que debe pronun-
ciar como al efecto pronuncia el Defecto, contra la parte 
demandada, señor Félix D. Alcántara (a) Machito, por no 
haber comparecido a la audiencia para la cual fué legal-
mente citado, ni haberse hecho representar; Segundo: que 
debe condenar y Condena al señor Félix D. Alcántára (a) 
Machito a pagar inmediatamente al señor Gustavo Adol-
fo Rodríguez, la suma de Doscientos Sesentisiete Pesos con 
Ochentisiete Centavos Oro (RD$267.87) que le adeuda por 
concepto de varios efectos tomados a crédito en la casa co-
mercial de Rodríguez de acuerdo con el balance que apa-
rece en el folio 240 del Libro "Diario" debidamente legali-
zado por el referido establecimiento comercial, más al pago 
de los intereses legales de ésta suma a partir del día de 
la demanda; Tercero: Que debe comisionar y comisiona es-
pecialmente al Alguacil de Estrados de este Juzgado de Pri-
mera Instancia, señor Manuel Emilio Díaz Fernández, pa-
ra la notificación de la presente sentencia; Cuarto: Que 
debe condenar y condena, al señor Félix D. Alcántara (a) 

Machito, al pago de las costas del procedimiento, las %m-
ies se declaran distraídas en provecho del Lic,. Angel S. 

• Canó Pelletier, quien afirma haberlas avanzado en su mp, 
yor parte; Y por esta nuestra sentencia, así se pronuncia, 
ordena, manda y firma, (Firmados): Dr. Víctor. Lulo Guz-
mán, Juez de Primera Instancia; Federico Mateo L„ Se-
cretario"; Segundo: Ordena, que por Secretaría, en el tér-
mino indicado por la Ley, se comunique por el señor. Gus-
tavo A. Rodríguez al señor Félix Damián Suero, todos los 
documentos de que vaya a hacer uso en apoyo de ,su de-
manda, que no sean sus libros de comercio; Tercero: Or-
denar la exhibición por ante el tribunal de los libros "Dia-
rios" e "Inventario", del comerciante Gustavo Adolfo Ro-
dríguez, para tomar de ellos, todo lo relativo al presente in-
cidente entre las partes litigantes"; 3) Que después de rea-
lizadas las medidas de instrucción ordenadas por este iklti-
mo fallo, el Tribunal a quo estatuyó sobre el fondo de la 
demanda, por la sentencia ahora impugnada, la cual contie-
ne el dispositivo que se copia a continuación: "Falla: Pri-
mero: Que debe rechazar, como al efecto Rechaza, la de-
manda Comercial en cobro de pesos intentada pir el se 7 

 ñor Gustavo Adolfo Rodríguez Piña, contra el señor Félix 
Damián Suero o Alcántara, (a) Machito Alcántara por im-
procedente y mal fundada; Segundo: Que debe condenar, 
como al efecto Condena, al demandante Gustavo Adolfo 
Rodríguez Piña, parte que sucumbe, al pago de las costas 
del 'procedimiento, distrayéndolas en provecho del Lic. J. 
Humberto Terrero, quien afirma haberlas avanzado en su 
mayor parte"; 

Considerando, en cuanto a la violación del artículo 
1315 del Código Civil, alegada por el recurrente, que si 
bien es cierto que los libros de comercio pueden admitir-
se como medios de prueba en las relaciones entre los co-
merciantes, en virtud de las disposiciones excepcionales 
de los artículos 1330 del Código Civil y 12 del Código de 
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Que con motivo de la demanda comercial en pago de la can-
tidad de (RD$267.87), interpuesta por Gustavo Adolfo Ro_ • 
dríguez contra Féliz D. Alcántara (a) Machito, el Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Benefactor, 
dictó en fecha treintiuno de mayo de mil novecientos cin-
cuenta, una sentencia cuyo dispositivo se copia más lue-
go; 2) Que sobre oposición interpuesta por Félix Damián 
Suero Alcántara ( a ) Machito, el Tribunal a quo dictó en 
fecha catorce de Junio de mil novecientos cincuenta y uno 
sentencia cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: De-
clara regular y válido el recurso de oposición intentado por 
el señor Félix Damián Suero, quien tiene como abogado 
constituído al Licenciado J. Humberto Terrero, contra la 
sentencia de este Juzgado de Primera Instancia No. 2 de 
fecha treintiuno (31) de Mayo del año mil novecientos cin-
cuenta, dictada en atribuciones comerciales y cuyo dispo-
sitivo es el siguiente: 'Falla: Primero: que debe pronun-
ciar como al efecto pronuncia el Defecto, contra la parte 
demandada, señor Félix D. Alcántara (a) Machito, por no 
haber comparecido a la audiencia para la cual fué legal-
mente citado, ni haberse hecho representar; Segundo: que 
debe condenar y Condena al señor Félix D. Alcántara (a) 
Machito a pagar inmediatamente al señor Gustavo Adol-
fo Rodríguez, la suma de Doscientos Sesentisiete Pesos con 
Ochentisiete Centavos Oro (RD$267.87) que le adeuda por 
concepto de varios efectos tomados a crédito en la casa co-
mercial de Rodríguez de acuerdo con el balance que apa-
rece en el folio 240 del Libro "Diario" debidamente legali-
zado por el referido establecimiento comercial, más al pago 
de los intereses legales de ésta suma a partir del día de 
la demanda; Tercero: Que debe comisionar y comisiona es-
pecialmente al Alguacil de Estrados de este Juzgado de Pri:. 
mera Instancia, señor Manuel Emilio Díaz Fernández, pa-
ra la notificación de la presente sentencia; Cuarto: Que 
debe condenar y condena, al señor Félix D. Alcántara (a) 
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Machito, al pago de las costas del procedimiento, ias cua-
les se declaran distraídas en provecho del Lic,. Angel S. 
Canó Pelletier, quien afirma haberlas avanzado en su me- 
yor parte; Y por esta nuestra sentencia, así se pronuncia, 
ordena, manda y firma, (Firmados).: Dr. Víctor. Lulo puz-
mán, Juez de Primera Instancia; Federico Mateo L„ Se-
cretario"; Segundo: Ordena, que por Secretaría, en el tér-
mino indicado por .1a Ley, se comunique por el señor. Gus-
tavo A. Rodríguez al señor Félix Damián Suero, todos los 
documentos de que vaya a hacer uso en apoyo de •su de-
manda, que no sean sus libros de comercio; Tercero: Or-
denar la exhibición por ante el tribunal de los libros "Dia-
rios" e "Inventario", del comerciante Gustavo Adolfo Ro-
dríguez, para tomar de ellos, todo lo relativo al presente in-
cidente entre 'las partes litigantes"; 3) Que después de rea-
lizadas las medidas de instrucción ordenadas por este álti-
mo fallo, el Tribunal a quo estatuyó sobre el fondo de la 
demanda, por la sentencia ahora impugnada, la cual contie-
ne el dispositivo que se copia a continuación: "Falla: Pri-
mero: Que debe rechazar, como al efecto Rechaza, la de-
manda Comercial en cobro de pesos intentada pOr el se 7 

 ñor Gustavo Adolfo Rodríguez Piña, contra el señor Félix 
Damián Suero o Alcántara, (a) Machito Alcántara por im-
procedente y mal fundada; Segundo: Que debe condenar, 
como al efecto Condena, al demandante Gustavo Adolfo 
Rodríguez Piña, parte que sucumbe, al pago de las costas 
del 'procedimiento, distrayéndolas en provecho del Lic. J. 
Humberto Terrero, quien afirma haberlas avanzado en su 
mayor parte"; 

Considerando, en cuanto a la violación del artículo 
1315 del Código Civil, alegada por el recurrente, que si 
bien es cierto que los libros de comercio pueden admitir-
se como medios de prueba en las relaciones entre los co-
merciantes, en virtud de las disposiciones excepcionales 
de los artículos 1330 del Código Civil y 12 del Código de 
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Comercio, no es menos cierto que dichos libros no hace n 

 fe contra los particulares, al tenor de la regla consagrada 
en el artículo 1329 del Código Civil, que constituye una 
aplicación del principio de que nadie puede hacerse un 

título a sí mismo; que, en este orden de ideas, la admisión 
de los libros de comercio como medio de prueba, está su-
bordinada a la condición de que el demandante pruebe que 

el demandado es comerciante; 
Considerando que, en la especie, el Tribunal a quo re-

chazó la demanda en pago de la cantidad de (RD$267.87) 
intentada por Gustavo Adolfo Rodríguez Piña contra Fé-
lix Damián Suero, sobre el fundamento de que el deman-
dante no ha probado que el demandado fuera comercian-
te; que, en tales condiciones, en el fallo impugnado no se 
ha violado el 'artículo 1315 del Código Civil, sino que se 
han aplicado correctamente los artículos 1329 y 1330 del 
referido Código, y el artículo 12 del Código de Comercio; 

Considerando, en cuanto a la falta de motivos, denun-
ciada por el recurrente en su memorial de casación, sobre 
el fundamento de que en la sentencia impugnada no se 
copia "el acto de oposición del señor Félix Damián Suero 

o Alcántara (a) Machito Alcántara, a la sentencia en defec-
to dictada por el Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Benefactor. . . . el treinta y uno de Mayo 
de mil novecientos cincuenta. . . que pone de manifiesto 
que el demandado jamás negó su condición de comercian-
te ni el carácter comercial de los despachos de mercan-
cías y provisiones que en su provecho hiciera el señor Gus-
tavo Adolfo Rodríguez"; pero 

Considerando que en el fallo impugnado se expresa 
que el demandado alegó que "las anotaciones contenidas en 
los libros de Gustavo Adolfo Rodríguez Piña, son falsas, 
y como tal las impugna", y "que tiene como ocupación la 
de agricultura"; que tales expresiones revelan, según lo 
admite el fallo impugnado, que el demandado no recono- 

ció su calidad de comerciante, ni mucho menos el carác-
ter comercial de una operación que negó haber realizado; 
que, por consiguiente, el Tribunal a quo no ha incurrido 
en la violación de los artículos 141 y 433 del Código de 
Procedimiento Civil, invocados, también en el recurso; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Gustavo Adolfo Rodríguez Piña, 
contra sentencia comercial del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de Benefactor, dictada en instan-
cia única, en fecha treinta y uno de enero de mil nove-
cientos cincuenta y dos, cuyo dispositivo se copia en otro 
lugar del presente fallo; y Segundo: Condena al recurren-
te al pago de las costas, cuya distracción se ordena en pro-
vecho del Lic. J. Humberto Terrero, abogado de la parte 
intimada, quien afirma haberlas avanzado en su mayor 
parte. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.—
Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
Morel.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Manuel 
A. Amiama.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
re], que certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

1 
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Comercio, no es menos cierto que dichos libros no hacen 
fe contra los particulares, al tenor de la regla consagrada 
en el artículo 1329 del Código Civil, que constituye una 
aplicación del principio de que nadie puede hacerse un 
título a sí mismo; que, en este orden de ideas, la admisión 
de los libros de comercio como medio de prueba, está su-
bordinada a la condición de que el demandante pruebe que 
el demandado es comerciante; 

Considerando que, en la especie, el Tribunal a quo re-
chazó la demanda en pago de la cantidad de (RD$267.87) 
intentada por Gustavo Adolfo Rodríguez Piña contra Fé-
lix Damián Suero, sobre el fundamento de que el deman-
dante no ha probado que el demandado fuera comercian-
te; que, en tales condiciones, en el fallo impugnado no se 
ha violado el 'artículo 1315 del Código Civil, sino que se 
han aplicado correctamente los artículos 1329 y 1330 del 
referido Código, y el artículo 12 del Código de Comercio; 

Considerando, en cuanto a la falta de motivos, denun-
ciada por el recurrente en su memorial de casación, sobre 
el fundamento de que en la sentencia impugnada no se 
copia "el acto de oposición del señor Félix Damián Suero 
o Alcántara (a) Machito Alcántara, a la sentencia en defec-
to dictada por el Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Benefactor. . . . el treinta y uno de Mayo 
de mil novecientos cincuenta. . . que pone de manifiesto 
que el demandado jamás negó su condición de comercian-
te ni el carácter comercial de los despachos de mercan-
cías y provisiones que en su provecho hiciera el señor Gus-
tavo Adolfo Rodríguez"; pero 

Considerando que en el fallo impugnado se expresa 
que el demandado alegó que "las anotaciones contenidas en 
los libros de Gustavo Adolfo Rodríguez Piña, son falsas, 
y como tal las impugna", y "que tiene como ocupación la 
de agricultura"; que tales expresiones revelan, según lo 
admite el fallo impugnado, que el demandado no recono- 

ció su calidad de comerciante, ni mucho menos el carác-
ter comercial de una operación que negó haber realizado; 
que, por consiguiente, el Tribunal a quo no ha incurrido 
en la violación de los artículos 141 y 433 del Código de 
Procedimiento Civil, invocados, también en el recurso; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Gustavo Adolfo Rodríguez Piña, 
contra sentencia comercial del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de Benefactor, dictada en instan-
cia única, en fecha treinta y uno de enero de mil nove-
cientos cincuenta y drs, cuyo dispositivo se copia en otro 
lugar del presente fallo; y Segundo: Condena al recurren-
te al pago de las costas. cuya distracción se ordena en pro-
vecho del Lic. J. Humberto Terrero, abogado de la parte 
intimada, quien afirma haberlas avanzado en su mayor 
parte. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.—
Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
Morel.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Manuel 
A. Amiama.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
re]. que certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 15 DE DICIEMBRE DE 1953 

Sentencia impugnada: Cámara Civil y Comercial del Juzgado de 
Primera Instancia del D. J. de Santo Domingo, de fecha 
11 de junio de 1953.— 

Materia: Trabajo.— 

Recurrente: Carlos Graciano Paula.— Abogados: Dres. Ramón 
Pina Acevedo y Martínez y Bienvenido Canto Rosario.—. 

Intimado: Fábrica Dominicana de Cemento, C. por A.— Aboga-
do: Dr. Rafael Augusto Sánchez hijo.— 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Segundo 
Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. 
Morel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B. y Ma-
nuel A. Amiama, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito de Santo Domingo, hoy día quince del mes de di-
ciembre de mil novecientos cincuenta y tres, años 110 9  de 

la Independencia, 91 9  de la Restauración y 24 9  de la-  Era 

de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de ca-

sación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Carlos 
Graciano Paula, dominicano, obrero, mayor de edad, sol-
tero, de este domicilio y residencia en la Sección de Santa 
Cruz, Villa Mella, Distrito de Santo Domingo, portador de 
la cédula personal de identidad número 2175, serie 1, con 
sello de renovación número 38874, córitra sentencia pro-
nunciada por la Cámara Civil y Comercial del Juzgado de 

Primera Instancia del Distrito de Santo Domingo, como 
Tribunal de Trabajo de segundo grado, en fecha once de 
junio de mil novecientos cincuenta y tres, cuyo dispositi-
vo se copia en otro lugar del presente fallo; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el Dr. José Martín Elseviyff López, portador de 

la cédula personal de identidad número 49724, serie 1, se-
llo número 19803, en representación de los Dres. Ramón 
Pina Acevedo y Martínez y Bienvenido Canto Rosario, por-
tadores de las cédulas personales de identidad números 
43139 y 16776, series 1 y 47, con los sellos de renovación 
Nos. 20226 y 21220, abogados del recurrente, en la lectu-
ra de sus conclusiones; 

Oído el Dr. Rafael Augusto Sánchez hijo, portador de 
la cédula personal de identidad número 38378, serie 1, con 
sello número 13447, abogado de la parte intimada„ la Fá-
brica Dominicana de Cemento, C. por A., en la lectura de 
sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación presentado en fecha 
seis de julio del corriente año por los Dres. Ramón Pina 
Acevedo y Martínez y Bienvenido Canto Rosario, oboga-
dos del recurrente, en el cual se invocan los medios que 
luego se indican; 

Visto el memorial de defensa presentado en fecha 
veintitres de agosto del corriente año, por el Dr. Rafael 
Augusto Sánchez hijo, abogado de la parte intimada; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 49, 51, 53, 54, 55, 56, 61 y 
65 de la Ley No. 637, de 1944, sobre Contratos de Traba-
jo; 78, 79, 83, 84 y 691 del Código Trujillo de Trabajo; 
1315 del Código Civil; 16, 141, 404 y 465 del Código de 
Procedimiento Civil; y 1 y 71 de la Ley sobre Procedimien-
to de Casación; 
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SENTENCIA DE FECHA 15 DE DICIEMBRE DE 1953 

Sentencia impugnada: Cámara Civil y Comercial del Juzgado de 
Primera Instancia del D. J. de Santo Domingo, de fecha 
11 de junio de 1953.— 

Materia: Trabajo.— 

Recurrente: Carlos Graciano Paula.— Abogados: Dres. Ramón 
Pina Acevedo y Martínez y Bienvenido Canto Rosario.— 

Intimado: Fábrica Dominicana de Cemento, C. por A.— Aboga-
do: Dr. Rafael Augusto Sánchez hijo.— 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Segundo 
Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. 
Morel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B. y Ma-
nuel A. Amiama, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito de Santo Domingo, hoy día quince del mes de di-
ciembre de mil novecientos cincuenta y tres, años 110 9  de 

la Independencia, 91 9  de la Restauración y 24 9  de la-  Era 

de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de ca-

sación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Carlos 
Graciano Paula, dominicano, obrero, mayor de edad, sol-
tero, de este domicilio y residencia en la Sección de Santa 
Cruz, Villa Mella, Distrito de Santo Domingo, portador de 
la cédula personal de identidad número 2175, serie 1, con 
sello de renovación número 38874, cóntra sentencia pro-
nunciada por la Cámara Civil y Comercial del Juzgado de 

Primera Instancia del Distrito de Santo Domingo, como 
Tribunal de Trabajo de segundo grado, en fecha once de 
junio de mil novecientos cincuenta y tres, cuyo dispositi-
vo se copia en otro lugar del presente fallo; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el Dr. José Martín Elseviyff López, portador de 

la cédula personal de identidad número 49724, serie 1, se-
llo número 19803, en representación de los Dres. Ramón 
Pina Acevedo y Martínez y Bienvenido Canto Rosario, por-
tadores de las cédulas personales de identidad números 
43139 y 16776, series 1 y 47, con los sellos de renovación 
Nos. 20226 y 21220, abogados del recurrente, en la lectu-
ra de sus conclusiones; 

Oído el Dr. Rafael Augusto Sánchez hijo, portador de 
la cédula personal de identidad número 38378, serie 1, con 
sello número 13447, abogado de la parte intimada„ la Fá-
brica Dominicana de Cemento, C. por A., en la lectura de 
sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación presentado en fecha 
seis de julio del corriente año por los Dres. Ramón Pina 
Acevedo y Martínez y Bienvenido Canto Rosario, oboga-
dos del recurrente, en el cual se invocan los medios que 
luego se indican; 

Visto el memorial de defensa presentado en fecha 
veintitres de agosto del corriente año, por el Dr. Rafael 
Augusto Sánchez hijo, abogado de la parte intimada; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 49, 51, 53, 54, 55, 56, 61 y 
65 de la Ley No. 637, de 1944, sobre Contratos de Traba-
jo; 78, 79, 83, 84 y 691 del Código Trujillo de Trabajo; 
1315 del Código Civil; 16, 141, 404 y 465 del Código de 
Procedimiento Civil; y 1 y 71 de la Ley sobre Procedimien-
to de Casación; 
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Considerando que en la sentencia impugnada consta 
que con motivo de la demanda interpuesta por Carlos Gra-
ciano Paula contra la Fábrica Dominicana de Cemento C. 
por A., en pago de las prestaciones que el Código Trujillo 
de Trabajo les acuerda a los trabajadores despedidos sin 
causa justificada, el Juzgado de Paz de la Tercera Cir-
cunscripción del Distrito de Santo Domingo, en funciones 
de Tribunal de Trabajo de primer grado, dictó sentencia 

en fecha dos de diciembre de mil novecientos cincuenta y 
dos, con el dispositivo siguiente: "Falla: Primero: que de-
be condenar, como en efecto condena, a la Fábrica Domi-
nicana de Cemento C. por A., a pagar al señor Carlos Gra-
ciano Paula, la suma correspondiente al pre-aviso, de 
acuerdo con el artículo 69 de la Ley No. 2920; Segundo: 
que debe condenar, como en efecto condena a la Fábrica 
Dominicana de Cemento, C. por A., a pagar al señor Car-
los Graciano Paula, la suma correspondiente al auxilio de 
cesantía, de acuerdo con el artículo 72, párrafo 4o. de la 
Ley No. 2920, Código Trujillo del Trabajo; Tercero: que 
debe condenar, como en efecto condena, a la Fábrica Do-
minicana de Cemento C. por A., a pagar al señor Carlos 
Graciano Paula, las sumas que acuerdan los párrafos lo. 
y 3o. del artículo 84 de la Ley No. 2920, Código Trujillo 
de Trabajo; Cuarto: Que debe condenar, como en efecto 
condena, a la Fábrica Dominicana de Cemento C. por A., 
a pagar al señor Carlos Graciano Paula, la suma corres-
pondiente a sus vacaciones de acuerdo a los artículos 168, 
169, 170 y 171 de la Ley No. 2920, Código Trujillo del Tra-
bajo; Quinto: que debe condenar, como en efecto condena, 
a la Fábrica Dominicana de Cemento, C. por A., al pago 
de las costas del procedimiento"; 

Considerando que sobre apelación interpuesta por la 
Fábrica Dominicana de Cemento, C. por A., la Cámara Ci-
vil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Santo Domingo, apoderada del recurso.  

dictó la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo se 
copia a continuación: "Falla: Primero: Declara buenos en 
la forma los recursos de apelación, principal e incidental, 
interpuestos contra la sentencia de trabajo del Juzgacio de 
Paz de la Tercera Circunscripción de este Distrito de San-
to Domingo, de fecha 2 de diciembre de 1952; Segundo: 
Rechaza las excepciones de inadmisibilidad propuestas por 
la parte principalmente intimada Carlos Graciano Paula 
en el recurso de apelación de que se trata, por infundadas; 
Tercero: Acoge por ser justas y reposar en prueba. legal 
las conclusiones del apelante principal Fábrica Dominica-
na de Cemento, C. por A., revocando, por tanto, la senten-
cia impugnada, así como, rechazando el recurso incidental 
por ser improcedente; Cuarto: Ordena que el patrón expi-
da al ya mencionado trabajador Carlos Graciano Paula, el 
certificado a que alude el artículo 63 del Código Trujillo 
de Trabajo; Quinto: Lo condena, igualmente, al pago de 
una multa de cinco pesos oro dominicanos (RD$5.00) como 
corrección disciplinaria; Sexto: Condena a la parte intima-
da Carlos Graciano Paula al pago de tan sólo los costos"; 

Considerando que el recurrente alega los siguientes, 
medios de casación: "a) Violación y falsa aplicación e in-
terpretación de los artículos 49, 51, 53, 54, 55, 56, 61 y 65: 
de la Ley No. 637, sobre los Contratos de Trabajo (G. O' 
No. 6096) vigente actualmente por imperio del articulo 
691 del Código Trujillo de Trabajo; y violación y falsa 
aplicación e interpretación de los artículos 16, 404 y 465 
del Código de Procedimiento Civil; b) Violación, y falsa 
interpretación y aplicación del art. 16 del Código de Pro-
cedimiento Civil. (Falsa interpretación de la jurispruden-
cia de la Honorable Suprema Corte de Justicia de la Re-
pública como Corte de Casación, sentada en sentencia del 
31 de octubre de 1949, Boletín Judicial No. 471 de octu-
bre de 1949, pags. 900 y siguientes). cl Violación y falsa 
aplicación de los artículos 78, 83 y 84 del Código Trujillo 
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de -Trabajo, 1315 del Código Civil, 56 de la Ley No. 637 
sobre los Contratos de Trabajo y 141 del Código de Pro.. 
cedimiento Civil, todo por errada apreciación de los prin-
Cipios de la prueba, violación de los derechos de defensa 
y por carencia de motivos en el fallo impugnado"; 

'Considerando, en cuanto al primer medio, que en los 
litigios que surjan con motivo de la aplicación de la Ley 
Sobre Contratos de Trabajo no se admitirán, de conformi-
dad con el artículo 56 de dicha ley, ninguna clase de nuli-
dades de procedimiento, a menos que éstas sean de una 
gravedad tal que le imposibiliten al tribunal conocer y 
juzgar los casos sometidos a su consideración; 

Considerando que por aplicación de dicho texto legal 
el Tribunal a quo se negó a pronunciar la nulidad de la 
apelación interpuesta por la Fábrica Dominicana de Ce-
mento, C. por A., en vista de que la irregularidad de que 
adolece el acto de apelación, o sea el hecho de no contener 
emplazamiento, ni la designación del tribunal de apelación, 
no lo imposibilitó para estatuír sobre el fondo de los dere-
chos de las partes; 

Considerando que el recurrente sostiene esencialmen-
te que en la especie "no se trata de una apelación nula. . 
sino que tal apelación no se ha interpuesto. . . por no con-
tener emplazamiento ni designación del tribunal. . ."• pero 

Considerando que en el presente caso no se trata pro-
piamente de un medio de inadmisión del recurso de ape-
lación, sino de una nulidad por vicio de forma, regida por 

'el artículo 56 de la Ley sobre Contratos de Trabajo, y la 
cual está fundada en la circunstancia de que el acta de 
apelación no contiene todas las menciones requeridas por 
los artículos 54 de dicha ley, y 456 del Código de Procedi-
miento Civil; 

Considerando, que en tales condiciones, el Tribunal 
a quo, al rechazar la excepción de nulidad, lejos de come-
ter las violaciones de la ley denunciadas en el primer me- 

dio, lo que ha hecho es aplicar correctamente los artículos 
456 del Código de Procedimiento Civil y 54 y 56 de la ley 
sobre Contratos de Trabajo; 

Considerando, en cuanto al segundo medio, en el cual 
se invoca la violación del artículo 16 del Código de Proce-
dimiento Civil, sobre el fundamento de que "es inadmisi-
ble el pretendido recurso de apelación de la intimada, por 
haber sido interpuesta dentro del plazo prohibido. . ., por 
dicho artículo"; pero 

Considerando qué si es incontestable que las disposi-
ciones del artículo 16 del Código de Procedimiento Civil, 
que dispone que las sentencias pronunciadas por los jue-
ces de paz no podrán ser apeladas dentro del tercer día de 
su pronunciamiento, se aplica a las sentencias dictadas en 
materia de trabajo, no lo es menos que' en el presente ca-
so el recurso de apelación de la Fábrica Dominicana de 
Cemento, C. por A., fué interpuesto, según consta en el fa-
llo impugnado, el día veintidós de diciembre de mil nove-
cientos cincuenta y dos, contra sentencia pronunciada el 
dos de diciembre del mismo año, después de haber venci-
do el plazo de tres días estipulado por el referido texto le-
gal; que, por consiguiente„ el recurso de apelación no es 
prematuro, y al admitirlo, el Tribunal a quo no violó el 
artículo 16 del Código de Procedimiento Civil; 

Considerando, en cuanto al tercer y último medio, en 
cuyo desarrollo se denuncia la violación del derecho de 
defensa, insuficiencia de motivos y errada apreciación de 
los principios de la prueba, que el Tribunal a quo, ha pro-
clamado en el fallo impugnado, como resultado de la pon-
deración del informativo que fué realizado en la jurisdic-
ción de primera instancia, que "existió en el caso un des-
pido justificado, en razón de que el trabajador cometió 
injurias contra su patrono al tenor del artículo 78 del Có-
digo Trujillo de Trabajo"; que el examen del fallo impug-
nado revela, además, que las imputaciones que el actual 

• 
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de Trabajo, 1315 del Código Civil, 56 de la Ley No. 637 
sobre los Contratos de Trabajo y 141 del Código de Pro-
cedimiento Civil, todo por errada apreciación de los prin-
Cipios de la prueba, violación de los derechos de defens a  
y por carencia de motivos en el fallo impugnado"; 

Considerando, en cuanto al primer medio, que en los 
litigios que surjan con motivo de la aplicación de la Ley 
sobre Contratos de Trabajo no se admitirán, de conformi-
dad con el artículo 56 de dicha ley, ninguna clase de nuli-
dades de procedimiento, a menos que éstas sean de una 
gravedad tal que le imposibiliten al tribunal conocer y 
juzgar los casos sometidos a su consideración; 

Considerando que por aplicación de dicho texto legal 
el Tribunal a quo se negó a pronunciar la nulidad de la 
apelación interpuesta por la Fábrica Dominicana de Ce-
mento, C. por A., en vista de que la irregularidad de que 
adolece el acto de apelación, o sea el hecho de no contener 
emplazamiento, ni la designación del tribunal de apelación, 
no lo imposibilitó para estatuír sobre el fondo de los dere-
chos de las partes; 

Considerando que el recurrente sostiene esencialmen-
te que en la especie "no se trata de una apelación nula. . 
sino que tal apelación no se ha interpuesto. . . por no con-
tener emplazamiento ni designación del tribunal. . ."; pero 

Considerando que en el presente caso no se trata pro-
piamente de un medio de inadmisión del recurso de ape-
lación, sino de una nulidad por vicio de forma, regida por 

-el artículo 56 de la Ley sobre Contratos de Trabajo, y la 
cual está fundada en la circunstancia de que el acta de 
apelación no contiene todas las menciones requeridas por 
los artículos 54 de dicha ley, y 456 del Código de Procedi-
miento Civil; 

Considerando, que en tales condiciones, el Tribunal 
a quo, al rechazar la excepción de nulidad, lejos de come-
ter las violaciones de la ley denunciadas en el primer me- 

dio, lo que ha hecho es aplicar correctamente los artículos 
456 del Código de Procedimiento Civil y 54 y 56 de la ley 
sobre Contratos de Trabajo; 

Considerando, en cuanto al segundo medio, en el cual 
se invoca la violación del artículo 16 del Código de Proce-
dimiento Civil, sobre el fundamento de que "es inadmisi-
ble el pretendido recurso de apelación de la intimada, por 
haber sido interpuesta dentro del plazo prohibido. . ., por 
dicho artículo"; pero 

Considerando qué si es incontestable que las disposi-
ciones del artículo 16 del Código de Procedimiento Civil, 
que dispone que las sentencias pronunciadas por los jue-
ces de paz no podrán ser apeladas dentro del tercer día de 
su pronunciamiento, se aplica a las sentencias dictadas en 
materia de trabajo, no lo es menos qué en el presente ca-
so el recurso de apelación de la Fábrica Dominicana de 
Cemento, C. por A., fué interpuesto, según consta en el fa-
llo impugnado, el día veintidós de diciembre de mil nove-
cientos cincuenta y dos, contra sentencia pronunciada el 
dos de diciembre del mismo año, después de haber venci-
do el plazo de tres días estipulado por el referido texto le-
gal; que, por consiguiente„ el recurso de apelación no es 
prematuro, y al admitirlo, el Tribunal a quo no violó el 
artículo 16 del Código de Procedimiento Civil; 

Considerando, en cuanto al tercer y último medio, en 
cuyo desarrollo se denuncia la violación del derecho de 
defensa, insuficiencia de motivos y errada apreciación de 
los principios de la prueba, que el Tribunal a quo, ha pro-
clamado en el fallo impugnado, como resultado de la pon-
deración del informativo que fué realizado en la jurisdic-
ción de primera instancia, que "existió en el caso un des-
pido justificado, en razón de que el trabajador cometió 
injurias contra su patrono al tenor del artículo 78 del Có-
digo Trujillo de Trabajo"; que el examen del fallo impug-
nado revela, además, que las imputaciones que el actual 
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recurrente le hiciera al Superintendente de la Fábrica D o_ 
minicana de Cemento, al llamarle éste la atención con mo-
tivo de una falta reportada con ocasión de su trabajo, s on 

 por sí mismas ofensivas y justifican, al tenor del párrafo 
3o. del referido texto legal, el despido del trabajador sin 
responsabilidad para el patrono; que lo anteriormente ex-
puesto pone de manifiesto que la sentencia impugnada con-
tiene motivos suficientes que justifican plenamente su dis-
positivo; que, por otra parte, al fundarse el Tribunal a quo 
en la Información testimonial llevada a cabo en la juris-
dicción de primer grado, no violó las reglas de la prueba; 
que tampoco se ha violado en el presente caso el derecho 
de defensa del recurrente, puesto que los hechos y circuns-
tancias que sirvieron de fundamento a lo fallado por el 
Tribunal a quo, fueron sometidos a la discusión de las par-
tes en los debates y al examen del juez en la decisión; que, 
por tanto, en el fallo atacado no se han cometido las vio-
laciones de la ley alegadas en este medio; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Carlos Graciano Paula contra sen-
tencia dictada por la Cámara Civil y Comercial del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santo 
Domingo, en funciones de Tribunal de Trabajo de segundo 
grado, en fecha once de junio del corriente año, cuyo dis-
positivo se copia en otro lugar del presente fallo, y Se-
gundo: Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.—
Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
Morel.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Manuel 
A. Amiama.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 

certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 15 DE DICIEMBRE DE 1953. 

sentencia impugnada: 
Corte de Apelación de San Cristóbal, de 

fecha 10 de septiembre de 1953. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Fernando Carrión.— Abogado: Lic. Bernardo Díaz 
hijo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Segundo 
Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. Mo-
rel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B. y Manuel 
A. Amiama, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
de Santo Domingo, hoy día quince del mes de diciembre 
de mil novecientos cincuenta y tres, años 110 9  de la In-
dependencia, 91 9  de la Restauración y 24 9  de la Era de 
Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 
la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Fernando 
Carrión, dominicano, empleado particular, domiciliado y 
residente en el Batey Central del Ingenio Barahona C. por 
A., portador de la cédula personal de identidad número 
9355, serie 1, con sello número 108444, contra sentencia de 
la Corte de Apelación de San Cristóbal de fecha diez de 
septiembre de mil novecientos cincuenta y tres; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

'41 
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recurrente le hiciera al Superintendente de la Fábrica Do., 
minicana de Cemento, al llamarle éste la atención con mo-
tivo de una falta reportada con ocasión de su trabajo, so n 

 por sí mismas ofensivas y justifican, al tenor del párrafo 
3o. del referido texto legal, el despido del trabajador shi 
responsabilidad para el patrono; que lo anteriormente ex-
puesto pone de manifiesto que la sentencia impugnada con-
tiene motivos suficientes que justifican plenamente su dis-
positivo; que, por otra parte, al fundarse el Tribunal a qu o 

 en la información testimonial llevada a cabo en la juris-
dicción de primer grado, no violó las reglas de la prueba; 
que tampoco se ha violado en el presente caso el derecho 
de defensa del recurrente, puesto que los hechos y circuns-
tancias que sirvieron de fundamento a lo fallado por el 
Tribunal a quo, fueron sometidos a la discusión de las par-
tes en los debates y al examen del juez en la decisión; que, 
por tanto, en el fallo atacado no se han cometido las vio-
laciones de la ley alegadas en este medio; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Carlos Graciano Paula contra sen-
tencia dictada por la Cámara Civil y Comercial del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santo 
Domingo, en funciones de Tribunal de Trabajo de segundo 
grado, en fecha once de junio del corriente año, cuyo dis-
positivo se copia en otro lugar del presente fallo, y Se-
gundo: Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.—
Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
Morel.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Manuel 
A. Amiama.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

 

SENTENCIA DE FECHA 15 DE DICIEMBRE DE 1953. 

  

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal, de 

fecha 10 de septiembre de 1953. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Fernando Carrión.— Abogado: Lic. Bernardo Díaz. 

hijo. 

 

    

            

    

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

  

   

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Segundo 
Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. Mo-
rel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B. y Manuel 
A. Amiama, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
de Santo Domingo, hoy día quince del mes de diciembre 
de mil novecientos cincuenta y tres, años 110 9  de la In-
dependencia, 91 9  de la Restauración .y 24 9  de la Era de 
Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 
la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Fernando 
Carrión, dominicano, empleado particular, domiciliado y 

residente en el Batey Central del Ingenio Barahona C. por 
A., portador de la cédula personal de identidad número 
9355, serie 1, con sello número 108444, contra sentencia de 
la Corte de Apelación de San Cristóbal de fecha diez de 
septiembre de mil novecientos cincuenta y tres; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

  

              

              

              



2418 	 BOLETIN JUDICIAL 

177111111 
BOLETÍN JUDICIAL 	 2419- 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República;  

Vista el acta del recurso de casación levantada en la se-
cretaría de la Corte a qua en fecha siete de octubre del 
corriente año, en la cual no se invoca ningún medio deter-
minado de casación; 

Visto el memorial de casación de fecha primero de di-
ciembre del corriente año, suscrito por el abogado del recu 
rrente, Lic. Bernardo Díaz hijo, portador de la cédula per-
sonal de identidad número 271, serie 18, con sello número 
1355, en el cual no obstante el carácter general del recurso, 
se invocan los medios que luego se indican; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 311, reformado, del Código 
Penal; 1382 del Código Civil; 163 del Código de Procedi-
miento Criminal; 126 y 131 del Código de Procedimiento 
Civil, y 1, 24 y 27 de la Ley sobre Procedimiento de Casa-
ción; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta: 
a) que en fecha diez y nueve de marzo de mil novecientos 

• cincuenta y tres, el Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Barahona dictó una sentencia cuyo dispo-
sitivo dice así: "Falla: Primero: que debe descargar y des-
carga al nombrado Ane Seyú, de generales anotadas, del de-
lito de rebelión en perjuicio de los Guardacampestres Fer-
nando Carrión y Humberto Florentino, que se le imputa, 
por no haberlo cometido; Segundo: que debe descargar y 
descarga al nombrado Humberto Florentino, del delito que 
se le imputa, de golpes en perjuicio de Ane Seyú, por in-
suficiencia de pruebas; Tercero: que debe declarar y decla-
ra al nombrado Fernando Carrión, de generales anotadas, 
culpable del delito de golpes en perjuicio de Ane Seyú que 
curaron en más de diez días y menos de, veinte, y en con-
secuencia lo condena a pagar una multa de RD$30.00 (trein 
ta pesos oro), acogiendo en su favor circunstancias ate- 

nuantes; Cuarto: que debe declarar y declara regular la 
constitución en parte civil del señor Ane Seyú contra el. 
prevenido Fernando Carrión, y en consecuencia condena 

al referido Fernando Carrión, a pagar una indemnización 
de RD$500.00 (quinientos pesos oro), en favor de la parte 
civil constituída, señor Ane Seyú, perseguible en caso de 
insolvencia con tres meses de prisión que cumplirá en la 
Cárcel Pública de esta Ciudad; Quinto: que debe recha-
zar y rechaza la constitución en parte civil hecha por Fer-
nando Carrión contra Ane Seyú, por improcedente; Sexto: 
que debe condenar y condena a Fernando Carrión al pago 
de las costas penales y civiles del procedimiento, distra-
yendo las últimas en favor del Dr. Secundino Ramírez 
Pérez, quien afirma haberlas avanzado; Séptimo: que debe 
declarar y declara de oficio las costas respecto de los in-
culpados descargados"; b) que contra esta sentencia inter-
pusieron recurso de apelación tanto el Magistrado Procu-
rador Fiscal de ese Distrito Judicial, como Fernando Ca-
rrión y Ane Seyú, en tiempo oportuno; 

Considerando que el fallo ahora impugnado en casa-
ción contiene el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: De-
clara regulares y válidos en cuanto a la forma, los presen-
tes recursos de apelación; Segundo: Confirma, con excep 
ción del ordinal 4to., la sentencia contra la cual se apela, 
dictada en sus atribuciones correccionales por el Juzgado 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Barahona en 
fecha 19 de marzo del año 1953, cuyo dispositivo di-
ce así: 'Falla: Primero: que debe descargar y descar-
ga al nombrado Ane Seyú, de generales anotadas, del 
delito de rebelión en perjuicio de los Guardacampes-
tres Fernando Carrión y Humberto Florentino, que se le im-
puta, por no haberlo cometido; Segundo: que debe .descar-
gar y descarga al nombrado Humberto Florentino, del de-
lito que se le imputa, de golpes en perjuicio de Ane Seyú, 
por insuficiencia de pruebas; Tercero: que debe declarar 
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la se-
cretaría de la Corte a qua en fecha siete de octubre del 
corriente año, en la cual no se invoca ningún medio deter-
minado de casación; 

Visto el memorial de casación de fecha primero de di-
ciembre del corriente año, suscrito por el abogado del recu 
rrente, Lic. Bernardo Díaz hijo, portador de la cédula per-
sonal de identidad número 271, serie 18, con sello número 
1355, en el cual no obstante el carácter general del recurso, 
se invocan los medios que luego se indican; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 311, reformado, del Código 
Penal; 1382 del Código Civil; 163 del Código de Procedi-
miento Criminal; 126 y 131 del Código de Procedimiento 
Civil, y 1, 24 y 27 de la Ley sobre Procedimiento de Casa-
ción; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta: 
a) que en fecha diez y nueve de marzo de mil novecientos 
cincuenta y tres, el Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Barahona dictó una sentencia cuyo dispo-
sitivo dice así: "Falla: Primero: que debe descargar y des-
carga al nombrado Ane Seyú, de generales anotadas, del de-
lito de rebelión en perjuicio de los Guardacampestres Fer-
nando Carrión y Humberto Florentino, que se le imputa, 
por no haberlo cometido; Segundo: que debe descargar y 
descarga al nombrado Humberto Florentino, del delito que 
se le imputa, de golpes en perjuicio de Ane Seyú, por in-
suficiencia de pruebas; Tercero: que debe declarar y decla-
ra al nombrado Fernando Carrión, de generales anotadas, 
culpable del delito de golpes en perjuicio de Ane Seyú que 
curaron en más de diez días y menos de, veinte, y en con-
secuencia lo condena a pagar una multa de RD$30.00 (trein 
ta pesos oro), acogiendo en su favor circunstancias ate- 

nuantes; Cuarto: que debe declarar y declara regular la 
constitución en parte civil del señor Ane Seyú contra el 
prevenido Fernando Carrión, y en consecuencia condena 
al referido Fernando Carrión, a pagar una indemnización 
de RD$500.00 (quinientos pesos oro), en favor de la parte 
civil constituída, señor Ane Seyú, perseguible en caso de 
insolvencia con tres meses de prisión que cumplirá en la 
Cárcel Pública de esta Ciudad; Quinto: que debe recha-
zar y rechaza la constitución en parte civil hecha por Fer-
nando Carrión contra Ane Seyú, por improcedente; Sexto: 
que debe condenar y condena a Fernando Carrión al pago 
de las costas penales y civiles del procedimiento, distra-
yendo las últimas en favor del Dr. Secundino Ramírez 
Pérez, quien afirma haberlas avanzado; Séptimo: que debe 
declarar y declara de oficio las costas respecto de los in-
culpados descargados"; b) que contra esta sentencia inter-
pusieron recurso de apelación tanto el Magistrado Procu-
rador Fiscal de ese Distrito Judicial, como Fernando Ca-
rrión y Ane Seyú, en tiempo oportuno; 

Considerando que el fallo ahora impugnado en casa-
ción contiene el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: De-
clara regulares y válidos en cuanto a la forma, los presen-
tes recursos de apelación; Segundo: Confirma, con excep 
ción del ordinal 4to., la sentencia contra la cual se apela, 
dictada en sus atribuciones correccionales por el Juzgado 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Barahona en 
fecha 19 de marzo del año 1953, cuyo dispositivo di-
ce así: 'Falla: Primero: que debe descargar y descar-
ga al nombrado Ane Seyú. de generales anotadas, del 
delito de rebelión en perjuicio de los Guardacampes-
tres Fernando Carrión y Humberto Florentino, que se le im-
puta, por no haberlo cometido;- Segundo: que debe .descar-
gar y descarga al nombrado Humberto Florentino, del de-
lito que se le imputa, de golpes en perjuicio de Ane Seyú, 
por insuficiencia de pruebas; Tercero: que debe declarar 
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y declara al nombrado Fernando Carrión, de generales a no.. 
Lacias, culpable del delito de golpes en perjuicio de Ane Se_ 
yú que curaron en más de diez días y menos de veinte, y 
en consecuencia lo condena a pagar una multa de RD$30.00 
(treinta pesos oro), acogiendo en su favor circunstanci as 

 atenuantes; Cuarto: que debe declarar y declara regular 
la constitución en parte civil del señor Ane Seyú contra 
el prevenido Fernando Carrión, y en consecuencia condena 
al referido Fernando Carrién, a pagar una indemnización 
de RD$500.00 (quinientos pesos oro), en favor de la parte 
civil constituida, señor Ane Seyú, perseguible en caso de in-
solvencia con tres meses de prisión que cumplirá en la Cár-
cel Pública de esta ciudad; Quinto: que debe rechazar y re-
chaza la constitución en parte civil hecha por Fernando 
Carrión contra Ane Seyú, por improcedente; Sexto: que de-
be condenar y condena a Fernando Carrión al pago de las 
costas penales y civiles del procedimiento, distrayendo las 
últimas en favor del Dr. Secundino Ramírez Pérez, quien 
afirma haberlas avanzado; Séptimo: que debe declarar y 
declara de oficio las costas respecto de los inculpados des 
cargados'; Tercero: Modifica en cuanto al monto de la in-
demnización, el ordinal 4to. de la antes mencionada sen-
tencia y, en consecuencia, condena a Fernando Carrión a 
pagar una indemnización de RD$200.00 en favor de la par-
te civil constituida, señor Ane Seyú; y Cuarto: Condena 
al nombrado Fernando Carrión al pago de las costas de es-
ta alzada, con distracción de las civiles en provecho del 
doctor Alejandro Torres Segura, abogado constituído por 
la parte civil constituida, Ane Seyú, por afirmar haberlas 
avanzado en su totalidad"; 

Considerando que el recurrente no expuso ningún me-
dio determinado al interponer su recurso de casación, y en 
el memorial que ha presentado suscrito por el Lic. Ber-
nardo Díaz hijo, invoca los siguientes medios: "1 9  Viola-
ción de los artículos 6, párrafo 12, de la Constitución y 126  

del Código de Procedimiento Civil; 2° Violación del artícu-
lo 163 del Código de Procedimiento Civil. Falta de base 
legal; 3° Violación del Decreto No. 2435, del 7 de mayo 
de 1886"; medios que serán examinados conjuntamente; 

Considerando que los jueces del fondo establecieron 
mediante los elementos de prueba que fueron sometidos al 
debate que la noche del diecisiete de febrero de mil nove-
cientos cincuenta y tres, el prevenido Fernando Carrión, 
guardacampestre del Ingenio Barahona, C. por A., le infi-
rió golpes y una herida, voluntariamente, a Ane Seyú, en 
el Batey Central del Ingenio Barahona, que lo imposibili-
taron para sus trabajos personales durante más de diez 
días y menos de veinte; que, asimismo se estableció en el 
fallo impugnado, que Ane Seyú no era culpable del delito 
de rebelión que se le imputaba, en perjuicio del mismo 
guardacampestre y fué rechazada la demanda en daños y 
perjuicios intentada contra él por Fernando Carrión, por 
no subsistir ninguna falta que comprometiera su responsa 
bilidad civil; 

Considerando que todo lo argüido por el recurrente en 
el primer medio del recurso tiende a demostrar que la Cor-
te a qua no ha podido autorizar el apremio corporal, por-
que esta medida sólo puede ordenarse de conformidad con 
la Constitución, cuando la deuda proviniere de fraude o de 
infracciones a las leyes penales, y que el artículo 311 del 
Código Penal no establece el apremio corporal para las in-
demnizaciones que tiene su fuente en los delitos previstos 
por dicho texto legal; pero 

Considerando que en el presente caso el prevenido Ane 
Seyú, constituido en parte civil contra su coinculpado Ca-
rrión, pidió en sus conclusiones que la indemnización que 
se le acordara fuera compensada con prisión en caso de in-
solvencia, pedimento que fué acogido tanto por el tribu-
nal de primer grado como por la Corte de Apelación, dado 
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y declara al nombrado Fernando Carrión, de generales an o_ 
tadas, culpable del delito de golpes en perjuicio de Ane s e_ 
yú que curaron en más de diez días y menos de veinte, y 
en consecuencia lo condena a pagar una multa de RD$30.00 
(treinta pesos oro), acogiendo en su favor circunstancia s 

 atenuantes; Cuarto: que debe declarar y declara regular 
la constitución en parte civil del señor Ane Seyú contra 
el prevenido Fernando Carrión, y en consecuencia condena 
al referido Fernando Carrión, a pagar una indemnización 
de RD$500.00 (quinientos pesos oro), en favor de la parte 
civil constituida, señor Ane Seyú, perseguible en caso de in-
solvencia con tres meses de prisión que cumplirá en la Cár-
cel Pública de esta ciudad; Quinto: que debe rechazar y re-
chaza la constitución en parte civil hecha por Fernando 
Carrión contra Ane Seyú, por improcedente; Sexto: que de-
be condenar y condena a Fernando Carrión al pago de las 
costas penales y civiles del procedimiento, distrayendo las 
últimas en favor del Dr. Secundino Ramírez Pérez, quien 
afirma haberlas avanzado; Séptimo: que debe declarar y 
declara de oficio las costas respecto de los inculpados des 
cargados'; Tercero: Modifica en cuanto al monto de la in-
demnización, el ordinal 4to. de la antes mencionada sen-
tencia y, en consecuencia, condena a Fernando Carrión a 
pagar una indemnización de RD$200.00 en favor de la par-
te civil constituida, señor Ane Seyú; y Cuarto: Condena 
al nombrado Fernando Carrión al pago de las costas de es-
ta alzada, con distracción de las civiles en provecho del 
doctor Alejandro Torres Segura, abogado constituido por 
la parte civil constituída, Ane Seyú, por afirmar haberlas 
avanzado en su totalidad"; 

Considerando que el recurrente no expuso ningún me-
dio determinado al interponer su recurso de casación, y en 
el memorial que ha presentado suscrito por el Lic. Ber-
nardo Díaz hijo, invoca los siguientes medios: "1 9  Viola-
ción de los artículos 6, párrafo 12, de la Constitución y 126  

del Código de Procedimiento Civil; 2 9  Violación del artícu-
lo 163 del Código de Procedimiento Civil. Falta de base 
legal; 39  Violación del Decreto No. 2435, del 7 de mayo 
de 1886"; medios que serán examinados conjuntamente; 

Considerando que los jueces del fondo establecieron 
mediante los elementos de prueba que fueron sometidos al 
debate que la noche del diecisiete de febrero de mil nove-
cientos cincuenta y tres, el prevenido Fernando Carrión, 
guardacampestre del Ingenio Barahona, C. por A., le infi-
rió golpes y una herida, voluntariamente, a Ane Seyú, en 
el Batey Central del Ingenio Barahona, que lo imposibili-
taron para sus trabajos personales durante más de diez 
días y menos de veinte; que, asimismo se estableció en el 
fallo impugnado, que Ane Seyú no era culpable del delito 
de rebelión que se le imputaba, en perjuicio del mismo 
guardacampestre y fué rechazada la demanda en daños y 
perjuicios intentada contra él por Fernando Carrión, por 
no subsistir ninguna falta que comprometiera su responsa 
bilidad civil; 

Considerando que todo lo argüido por el recurrente en 
el primer medio del recurso tiende a demostrar que la Cor-
te a qua no ha podido autorizar el apremio corporal, por-
que esta medida sólo puede ordenarse de conformidad con 
la Constitución, cuando la deuda proviniere de fraude o de 
infracciones a las leyes penales, y que el artículo 311 del 
Código Penal no establece el apremio corporal para las in-
demnizaciones que tiene su fuente en los delitos previstos 
por dicho texto legal; pero 

Considerando que en el presente caso el prevenido Ane 
Seyú, constituido en parte civil contra su coinculpado Ca-
rrión, pidió en sus conclusiones que la indemnización que 
se le acordara fuera compensada con prisión en caso de in-
solvencia, pedimento que fué acogido tanto por el tribu-
nal de primer grado como por la Corte de Apelación, dado 
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que ésta confirmó la sentencia impugnada en todas sus par. 
tes, excepto en cuanto al monto de la indemnización; 

Considerando que es evidente pues, que en el fallo 
pugnado no se autorizó el apremio corporal, que es una me-
dida puramente coercitiva, sino la prisión compensatoria, 
que es una medida que produce otros efectos y no está sub-
ordinada al procedimiento legal que se organiza para el 
apremio corporal; que, desde este punto de vista es incues-
tionable que la Corte a qua ha ordenado la prisión com 
pensatoria en un caso que no está permitido por la ley; 
que, por consiguiente, procede casar en este aspecto y por 
vía de supresión y sin envío, el fallo impugnado; 

Considerando en cuanto a los demás alegatos que se 
presentan en el memorial, que lo expresado en el tercer 
medio sobre la violación del Decreto del 7 de mayo de 
1886, debe ser desestimado, sin ponderar lo que allí se ar-
gumenta, puesto que en la sentencia impugnada no se ha 
hecho aplicación del referido Decreto, como ya se ha di-
cho; 

Considerando en cuanto a la falta de base legal, que 
el examen del mismo fallo por el contrario, pone de mani-
fiesto, que la sentencia atacada contiene los elementos de 
hecho que le han permitido verificar a la Suprema Corte 
de Justicia la correcta aplicación que en ella se hizo del 
artículo 311 del Código Penal, al declarar culpable al pre-
venido Carrión del delito de golpes y heridas voluntarios 
en perjuicio de Ane Seyú y condenarlo a la pena de mul-
ta que le fué impuesta, acogiendo en su favor circunstan-
cias atenuantes, y del artículo 1382 del Código Civil al con-
denar a su autor al pago de una indemnización cuyo mon-
to fijaron los jueces de la causa soberanamente; 

Considerando en cuanto a la falta de motivos, que la 
sentencia ha dado motivos suficientes para establecer la 
existencia del perjuicio sufrido por Ane Seyú como conse- 
cuencia de las lesiones corporales que lo incapacitaron pa- 
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ra su trabajo durante más de diez días y menos de veinte; 
que, de igual modo, la sentencia intervenida expresa los 
motivos que tuvo para rechazar la demanda en daños y 
perjuicios intentada por Carrión contra Ane Seyú, al decir, 
fundándose en los hechos comprobados, que a éste no le 

' era imputable ninguna falta que comprometiera su respon-
sabilidad civil; que, por todo lo expuesto, fuera de la in 
debida aplicación de la prisión compensatoria, la Corte a 
qua no ha incurrido en ninguno de los vicios o violaciones 
indicadas por el recurrente en su memorial de casación; 

Considerando que examinada la sentencia de que se 
trata en sus demás aspectos no contiene ningún otro vicio' 
que la haga anulable; 

Por tales motivos, Primero: casa, sin envío, la senten-
cia dictada por la Corte de Apelación de San Cristóbal en 
fecha diez de septiembre de mil novecientos cincuenta y 
tres, cuyo dispositivo se copia en otro lugar del presente 
fallo, en cuanto ordena la prisión compensatoria para el 
pago de la indemnización, en caso de insolvencia del pre-
venido; Segundo: Rechaza, en sus &Más aspectos, el re-
curso de casación intentado por Fernando Carrión, contra 
la misma sentencia; Tercero: compensa las costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 
Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
Morel. —A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Manuel 
A. Amiama.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señOres Jueces que figuran, en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

• 
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que ésta confirmó la sentencia impugnada en todas sus p 
tes, excepto en cuanto al monto de la indemnización; 

Considerando que es evidente pues, que en el fallo  im-
pugnado no se autorizó el apremio corporal, que es una me-
dida puramente coercitiva, sino la prisión compensatoria, 
que es una medida que produce otros efectos y no está sub-
ordinada al procedimiento legal que se organiza para el 
apremio corporal; que, desde este punto de vista es incues-
tionable que la Corte a qua ha ordenado la prisión com 
pensatoria en un caso que no está permitido por la ley; 
que, por consiguiente, procede casar en este aspecto y por 
vía de supresión y sin envío, el fallo impugnado; 

Considerando en cuanto a los demás alegatos que se 
presentan en el memorial, que lo expresado en el tercer 
medio sobre la violación del Decreto del 7 de mayo de 
1886, debe ser desestimado, sin ponderar lo que allí se ar-
gumenta, puesto que en la sentencia impugnada no se ha 
hecho aplicación del referido Decreto, como ya se ha di-
cho; 

• Considerando en cuanto a la falta de base legal, que 
el examen del mismo fallo por el contrario, pone de mani-
fiesto, que la sentencia atacada contiene los elementos de 
hecho que le han permitido verificar a la Suprema Corte 
de Justicia la correcta aplicación que en ella se hizo del 
artículo 311 del Código Penal, al declarar culpable al pre-
venido Carrión del delito de golpes y heridas voluntarios 
en perjuicio de Ane Seyú y condenarlo a la pena de mul-
ta que le fué impuesta, acogiendo en su favor circunstan-
cias atenuantes, y del artículo 1382 del Código Civil al con-
denar a su autor al pago de una indemnización cuyo mon-
to fijaron los jueces de la causa soberanamente; 

Considerando en cuanto a la falta de motivos, que la 
sentencia ha dado motivos suficientes para establecer la 
existencia del perjuicio sufrido por Ane Seyú como conse-
cuencia de las lesiones corporales que lo incapacitaron pa- 

ra su trabajo durante más de diez días y menos de veinte; 
que, de igual modo, la sentencia intervenida expresa los 
motivos que tuvo para rechazar la demanda en daños y 
perjuicios intentada por Carrión contra Ane Seyú, al decir, 
fundándose en los hechos comprobados, que a éste no le 
era imputable ninguna falta que comprometiera su respon-
sabilidad civil; que, por todo lo expuesto, fuera de la in 
debida aplicación de la prisión compensatoria, la Corte a 
qua no ha incurrido en ninguno de los vicios o violaciones 
indicadas por el recurrente en su memorial de casación; 

Considerando que examinada la sentencia de que se 
trata en sus demás aspectos no contiene ningún otro vicio ' 
que la haga anulable; 

Por tales motivos, Primero: casa, sin envío, la senten-
cia dictada por la Corte de Apelación de San Cristóbal en 
fecha diez de septiembre de mil novecientos cincuenta y 
tres, cuyo dispositivo se copia en otro lugar del presente 
fallo, en cuanto ordena la prisión compensatoria para el 
pago de la indemnización, en caso de insolvencia del pre-
venido; Segundo: Rechaia, en sus démás aspectos, el re-
curso de casación intentado por Fernando Carrión, contra 
la misma sentencia; Tercero: compensa las costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 
Miguel Ricardo Román.—' Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
Morel. —A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Manuel 
A. Amiama.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señOres Jueces que figuran, en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados,' y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del D. J. de 

Azua, de fecha 7 de agosto de 1953. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Buenaventura Cuello.— Abogado: Lic. Digno Sánchez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituída por los Jueces licencia-

dos H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Pri-
iner Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan 
A..Morel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B. y Ma-
nuel A. Amiama, asistidos del Secretario General, en la 
Sála donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito de Santo Domingo, hoy día quince del mes de diciem-
bre de mil novecientos cincuenta y tres, años 110 9  de la In-

dependencia, 91 9  de la Restauración y 24 9  de la Era de Tru-
jillo, dicta en audiencia pública, como corte de casación, la 
siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Buenaven-
tura Cuello, dominicano, soltero, agricultor, domiciliado y 
residente en la sección de Guayabal, de la común de Padre 
Las Casas, Provincia de Azua, portador de la cédula per-
sonal de identidad número 665, serie 17, sello número 
1542167. contra sentencia del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de Azua, de fecha siete de agosto de 
mil novecientosi cincuenta y tres, cuyo dispositivo se co-
pia más adelante; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la 
secretaría del Tribunal a quo, en fecha siete de agosto del 
corriente año en la cual no se invoca ningún medio deter-
minado de casación; 

Visto el memorial de casación de fecha seis de noviem-
bre de mil novecientos cincuenta y tres, suscrito por el 
abogado del prevenido Lic. Digno Sánchez, portador de la 
cédula personal de identidad número 2819, serie 1, renova-
da con sello número 15696 en el cual, no obstante el carác-
ter general del recurso, se invocan los medios que luego se 
indican; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 9 bis y 14 de la Ley No. 1688, 
del año 1948, reformada por la Ley No. 1746, también de 
1948, sobre Conservación Forestal y Arboles Frutales, y 
1 y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que en fecha 
ocho de abril de mil novecientos cincuenta y tres el Guar-
dabosques Francisco Ramón Salcedo procedió a levantar 
dos actas en el paraje "El Palmar", sección "Guayabal", 
común de Padre Las Casas, Provincia de Azua, en las cua-
les se expresa que ha comprobado que Buenaventura Cue-
llo y Carlos León han cometido violaciones de la Ley No. 
1688, reformada por la Ley No. 1746, consistentes en el 
hecho de haber cortado árboles de amacey y de guáranos, 
sin estar provistos del permiso correspondiente; b) que, en 
consecuencia, dichos inculpados fueron sometidos a la ac-
ción de la justicia y que, apoderado del hecho el Juzgado 
de Paz de la Común de Padre Las Casas, dictó sentencia 
el trece de julio de mil novecientos cincuenta y tres, con-
denando a los prevenidos Carlos León y Buenaventura Cue- 
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SENTENCIA DE FECHA 15 DE DICIEMBRE DE 1953. 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del D. J. d e 

 Azua, de fecha 7 de agosto de 1953. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Buenaventura Cuello.— Abogado: Lic. Digno Sánchez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituída por los Jueces licencia-
cos H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Pri-
ber sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan 
A.*Morel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B. y Ma-
nuel A. Amiama, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito de Santo Domingo, hoy día quince del mes de diciem-
bre de mil novecientos cincuenta y tres, años 110 9  de la In-

dependencia, 91 9  de la Restauración y 24 4  de la Era de Tru-
jillo, dicta en audiencia pública, como corte de casación, la 
siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Buenaven-
tura Cuello, dominicano, soltero, agricultor, domiciliado y 
residente en la sección de Guayabal, de la común de Padre 
Las Casas, Provincia de Azua, portador de la cédula per-
sonal de identidad número 665, serie 17, sello número 
1542167, contra sentencia del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de Azua, de fecha siete de agosto de 
mil novecientosi cincuenta y tres, cuyo dispositivo se co-
pia más adelante; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la 
secretaría del Tribunal a quo, en fecha siete de agosto del 
corriente año en la cual no se invoca ningún medio deter-
minado de casación; 

Visto el memorial de casación de fecha seis de noviem-
bre de mil novecientos cincuenta y tres, suscrito por el 
abogado del prevenido Lic. Digno Sánchez, portador de la 
cédula personal de identidad número 2819, serie 1, renova-
da con sello número 15696 en el cual, no obstante el carác-
ter general del recurso, se invocan los medios que luego se 
indican; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 9 bis y 14 de la Ley No. 1688, 
del año 1948, reformada por la Ley No. 1746, también de 
1948, sobre Conservación Forestal y Arboles Frutales, y 
1 y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que en fecha 
ocho de abril de mil novecientos cincuenta y tres el Guar-
dabosques Francisco Ramón Salcedo procedió a levantar 
dos actas en el paraje "El Palmar", sección "Guayabal", 
común de Padre Las Casas, Provincia de Azua, en las cua-
les se expresa que ha comprobado que Buenaventura Cue-
llo y Carlos León han cometido violaciones de la Ley No. 
1688, reformada por la Ley No. 1746, consistentes en el 
hecho de haber cortado árboles de amacey y de guáranos, 
sin estar provistos del permiso correspondiente; b) que, en 
consecuencia, dichos inculpados fueron sometidos a la ac-
ción de la justicia y que, apoderado del hecho el Juzgado 
de Paz de la Común de Padre Las Casas, dictó sentencia 
el trece de julio de mil novecientos cincuenta y tres, con-
denando a los prevenidos Carlos León y Buenaventura Cue- 
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lb a sufrir cada uno las penas de un mes de prisión e 
rreccional, veinticinco pesos oro de multa y al pago de 
costas, el primero por haber cortado un tronco de arnacey' 
y cuatro de guárano, y el último por haber ordenado el 
corte, sin estar provisto del correspondiente permiso de la 
Secretaría de Estado de Agricultura, Pecuaria y Coloni-
zación; c) que en fecha catorce de julio de mil novecientos 
cincuenta y tres Buenaventura Cuello interpuso recurso de 
apelación contra la procedente sentencia; 

Considerando que sobre dicho recurso el Juzgado a quo 
dictó la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo dice 
así: "Falla: Primero: Declara regular y válido en cuanto a 
la forma el presente recurso de apelación; Segundo: Con-
firma en todas sus partes la sentencia contra la cual se 
apela y cuyo dispositivo aparece copiado en otro lugar del 
presente fallo; y Tercero: Condena al señor Buenaventura . 
Cuello, parte recurrente que sucumbe, al pago de las cos- 

tas"; 
Considerando que el recurrente invoca dos medios de 

casación, el primero relativo al alance de las declaraciones 
de los coacusados, y el segundo referente a la interpreta-
ciózst del artículo 9 bis de la Ley No. 1688, reformada, so-
bre Conservación Forestal y Arboles Frutales; 

Considerando que por el primer medio se alega que "co-
mo la acusación de un coacusado no tiene ningún valor ju-
rídico a menos que se halle robustecida por otra prueba 
o presunción, es evidente que al confirmar la sentencia del 
Juzgado de Paz de Padre Las Casas, fundada únicamente 
en la acusación de Carlos León, su coacusado, en el sentido 
de que recibió instrucciones del recurrente para cortar la 
madera de que se trata, la sentencia recurrida no está fun-
dada eri derecho"; que contrariamente a como lo sostiene 
el recurrente, en el sistema de la prueba de convicción, que 
domina nuestro procedimiento represivo, las explicaciones 
que suministren los coacusados o coprevenidos, en sus in- 

terrogatorios, tienen, por lo menos, el valor de simples in-
formaciones, las cuales los jueces pueden tomar en cuen-
ta, si les parecen sinceras; que, además, en la especie, el 

- Juez del fondo no se atuvo únicamente a la declaración del 
coprevenido León, sino 'que también se fundó en el conteni-
do de las actas levantadas por el Guardabosques, aclaradas 
por las circunstancias de la causa, y en las mismas decla-
raciones de Cuello, quien, antes de negár completamente 
que él autorizara el corte, expresó en primera instancia 
"Carlos León me iba a poner una empalizada y lo autoricé 
cortar dos amaceyes secos y cortó esos palos verdes, no 
sé por qué", y en apelación dijo "Pedí el permiso el 12 de 
marzo y le dije a León que esperara hasta que llegara el 
permiso y él se violentó y cortó sin llegar el permiso"; que, 
en tales condiciones, el presente medio carece de funda-
mento y debe ser rechazado; 

Considerando, en cuanto al segundo medio, que el re-
currente sostiene que el permiso que él solicitó el cuatro 
de abril fué expedido el veintiocho del mismo mes- y que 
"si ciertamente la contravención fué sorprendida el ocho, 
antes de la expedición de dicho permiso, lo fué después 
de su solicitud, lo que revela una falta de perjuicio en el 
caso "; que, contrariamente a tal pretensión, es pre-
ciso reconocer que la finalidad perseguida por el artículo 
9 bis de la Ley No. 1688, reformada por la Ley No. 1746, 
es la de establecer una prohibición absoluta de cortar ár-
boles maderables de cualquier clase sin haberse obtenido 
previamente el permiso de la Secretaría de Estado de Agri-
cultura, Pecuaria y Colonización,. que, por consiguiente, el 
Tribunal a quo, lejos de violar el artículo 9 bis de la Ley 
1688, lo que ha hecho es aplicar correctamente a los hechos 
de la causa el referido texto legal; 

Considerando que examinada la sentencia en sus de- -
más aspectos no presenta vicio alguno que la haga anula-
ble; 
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llo a sufrir cada uno las penas de un mes de prisión co, 
rreccional, veinticinco pesos oro de multa y al pago de 1 
costas, el primero por haber cortado un tronco de amacey 
y cuatro de guárano, y el último por haber ordenado el 
corte, sin estar provisto del correspondiente permiso de la 
Secretaría de Estado de Agricultura, Pecuaria y Coloni-
zación; c) que en fecha catorce de julio de mil novecientos 
cincuenta y tres Buenaventura Cuello interpuso recurso de 
apelación contra la procedente sentencia; 

Considerando que sobre dicho recurso el Juzgado a quo 
dictó la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo dice 
así: "Falla: Primero: Declara regular y válido en cuanto a 
la forma el presente recurso de apelación; Segundo: Con-
firma en todas sus partes la sentencia contra la cual se 
apela y cuyo dispositivo aparece copiado en otro lugar del 
presente fallo; y Tercero: Condena al señor Buenaventura 
Cuello, parte recurrente que sucumbe, al pago de las cos- 

tas"; 
Considerando que el recurrente invoca dos medios de 

casación, el primero relativo al alcance de las declaraciones 
de los coacusados, y el segundo referente, a la interpreta• 
ció» del artículo 9 bis de la Ley No. 1688, reformada, so-
bre Conservación Forestal y Arboles Frutales; 

Considerando que por el primer medio se alega que "co-
mo la acusación de un coacusado no ,tiene ningún valor ju-
rídico a menos que se halle robustecida por otra prueba 
o presunción, es evidente que al confirmar la sentencia del 
Juzgado de Paz de Padre Las Casas, fundada únicamente 
en la acusación de Carlos León, su coacusado, en el sentido 
de que recibió instrucciones del recurrente para cortar la 
madera de que se trata, la sentencia recurrida no está fun-
dada eri derecho"; que contrariamente a como lo sostiene 
el recurrente, en el sistema de la prueba de convicción, que 
domina nuestro procedimiento represivo, las explicaciones 
que suministren los coacusados o coprevenidos, en sus in- 

terrogatorios, tienen, por lo menos, el valor de simples in-
formaciones, las cuales los jueces pueden tomar en cuen-
ta, si les parecen sinceras; que, además, en la especie, el 
Juez del fondo no se atuvo únicamente a la declaración del 
coprevenido León, sino 'que también se fundó en el conteni-
do de las actas levantadas por el Guardabosques, aclaradas 
por las circunstancias de la causa, y en las mismas decla-
raciones de Cuello, quien, antes de negár completamente 
que él autorizara el corte, expres6 en primera instancia 
"Carlos León me iba a poner una empalizada y lo autoricé 
cortar dos amaceyes secos y cortó esos palos verdes, no 
sé por qué", y en apelación dijo "Pedí el permiso el 12 de 
marzo y le dije a León que esperara hasta que llegara el 

• permiso y él se violentó y cortó sin llegar el permiso"; que, 
en tales condiciones, el presente medio carece de funda-
mento y debe ser rechazado; 

Considerando, en cuanto al segundo medio, que el re-
currente sostiene que el permiso que él solicitó el cuatro 
de abril fué expedido el veintiocho del mismo mes- y que 
"si ciertamente la contravención fué sorprendida el ocho, 
antes de la expedición de dicho permiso, lo fué después 
de su solicitud, lo que revela una falta de perjuicio en el 
caso "; que, contrariamente a tal pretensión, es pre-
ciso reconocer que la finalidad perseguida por el artículo 
9 bis de la Ley No. 1688, reformada por la Ley No. 1746, 
es la de establecer una prohibición absoluta de cortar ár-

,› boles maderables de cualquier clase sin haberse obtenido 
previamente el permiso de la Secretaría de Estado de Agri-
cultura, Pecuaria y Colonización,• que, por consiguiente, el 
Tribunal a quo, lejos de violar el artículo 9 bis de la Ley 
1688, lo que ha hecho es aplicar correctamente a los hechos 
de la causa el referido texto legal; 

Considerando que examinada la sentencia en sus de- - 
más aspectos no presenta vicio alguno que la haga anula-
ble; 

11 
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Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Buenaventura Cuello contra senten: 
cia del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Azua, de fecha siete de agosto de mil novecientos cin-
cuenta y tres, dictada en grado de apelación, cuyo dispo-
sitivo se copia en otra parte del presente fallo, y Segundo: 
Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía._ 
Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
Morel.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez.— Manuel A. 
Amiama.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 

fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 15 DE DICIEMBRE DE 1953. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fecha 3 
de agosto de 1953. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Mag. Procurador General de Apelación de Santiago.., 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Segundo 
Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. Mg-
rel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B., y Manuel 
A. Amiama, asistidos del Secretario General, en, la Sala 
donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
de Santo Domingo, hoy día quince del mes de diciembre de 
mil novecientos cincuenta y tres, años 110 9  de la Indepen-
dencia, 91 9  de la Restauración y 24 9  de la Era de Trujillo., 
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el MagiE-
trado Procurador General de la Corte de Apelación de San-
tiago, contra sentencia dictada por dicha Corte, en fecha 
tres de agosto de mil novecientos cincuenta y tres, en la 
causa seguida a los acusados Pedro José Torres, Miguel An-
gel Cruz y Rosa Amelia Torres, inculpados del crimen de 
robo de noche, en casa habitada, con escalamiento en per-
juicio de Sixto Antonio Rodríguez Paulino; sentencia cuyo 
dispositivo se copia más adelante; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

A 
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Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Buenaventura Cuello contra senten.: 
cia del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Azua, de fecha siete de agosto de mil novecientos cin-
cuenta y tres, dictada en grado de apelación, cuyo dispn_ 
sitivo se copia en otra parte del presente fallo, y Segundo: 
Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados): II. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.-- 
Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
Morel.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez.— Manuel A. 
Amiama.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 15 DE DICIEMBRE DE 1953. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fecha 3 
de agosto de 1953. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Mag. Procurador General de Apelación de Santiago., 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Segundo 
Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. Mg-
rel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B., y Manuel 
A. Amiama, asistidos del Secretario General, en. la Sala 
donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
de Santo Domingo, hoy día quince del mes de diciembre de 
mil novecientos cincuenta y tres, años 110 9  de la Indepen-
dencia, 91 9  de la Restauración y 24 9  de la Era de Trujillo, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Magil-
trado Procurador General de la Corte de Apelación de San-
tiago, contra sentencia dictada por dicha Corte, en fecha 
tres de agosto de mil novecientos cincuenta y tres, en la 
causa seguida a los acusados Pedro José Torres, Miguel An-
gel Cruz y Rosa Amelia Torres, inculpados del crimen de 
robo de noche, en casa habitada, con escalamiento en per-
juicio de Sixto Antonio Rodríguez Paulino; sentencia cuyo 
dispositivo se copia más adelante; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta de declaración del recurso, levantada en 
la secretaría de la Córte a qua, en fecha once de agosto de 
mil novecientos cincuenta y tres, en la cual no se invoca 
ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 59, 62, 406 y 408 del Có-
digo Penal; 1 9  y 26 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta 
lo que sigue: a) que en fecha veintiocho de octubre del año 
mil novecientos cincuenta y dos, el Comandante del De-
partamento de Investigaciones de Robos de la Policía Na.. 
cional de Santiago, Primer Teniente Jesús Almánzar Hol-
guín, sometió a la acción de la justicia, por mediación del 
Procurador Fiscal de la Segunda Cámara Penal del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santia-
go, a los nombrados Pedro José Torres (a) Talúa, Miguel 
Angel Cruz y Rosa Amelia Torres Taveras, por robo en 
casa habitada, el primero, y los dos últimos, por complici-
dad en el mismo hecho; b) que apoderado del caso el Juez 
de Instrucción de la Segunda Circunscripción del Distrito 
Judicial de Santiago, para la sumaria de lugar, este fun-
cionario dictó su providencia calificativa en fecha doce de 
noviembre del indicado año, mil novecientos cincuenta y 
dos, por medio de la cual declaró "que existen indicios su-
ficiente para acusar a los nombrados Pedro José Torres 
(Talúa), Miguel Angel Cruz (Fundación) y Rosa Amelia To-
rres Tavárez, como autores del crimen de robo de noche 
en casa habitada, con escalamiento, en perjuicio del señor 

Sixto Antonio Rodríguez Paulino", y en consecuencia en-
vió a dichos procesados por ante el Juzgado de Primera Ins-
tancia, Segunda Cámara Penal de ese Distrito Judicial, pa-
ra que allí fuesen juzgados de conformidad con la ley; c)  

que después de cumplidas las, formalidades legales este tri-
bunal dictó sentencia en fecha cuatro de diciembre del año 
mil novecientos cincuenta y dos y por su dispositivo de-
claró al nombrado Pedro José Torres (Talúa), culpable del 
crimen de robo de noche en casa habitada, con escalamien-
to, y lo condenó a sufrir la pena de siete años de trabajos 
públicos; declaró a los coacusados Miguel Angel Cruz y Ro-
sa Amelia Torres, no culpables del crimen de complicidad 
en el hecho que se le imputa al acusado Pedro José To-
rres, y los descargó del mencionado crimen, por insuficien-
cia de pruebas; condenó al acusado Pedro , José Torres al 
pago de las costas, y declaró éstas de oficio en cuanto a 
los coacusados Miguel Angel Cruz y Rosa Amelia Torres; 

Considerando que sobre los recursos de apelación in-
terpuestos por el Magistrado Procurador Fiscal de la Se-
gunda Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Santiago, y por Pedro José Torres (a) 
Talúa, la Corte de Apelación de Santiago, pronunció la sen-
tencia ahora impugnada cuyo dispositivo se copia a conti-
nuación: "Falla: Primero: Declara regulares en la forma 
los recursos de apelación interpuestos por el acusado Pedro 
José Torres (a) Talúa, y por el Procurador Fiscal de la Se-
gunda Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Santiago, contra la sentencia dictada 
por dicha Segunda Cámara Penal, en fecha cuatro de di-
ciembre del año mil novecientos cincuenta y dos, cuyo dis-
positivo di'ce así: "Primero: Que debe declarar y declara 
al nombrado Pedro José Torres (Taluíta), de generales que 
constan, culpable del crimen de robo de noche en casa ha-
bitada, con escalamiento, en perjuicio del Sr. Sixto Anto-
nio Rodríguez Paulino, y en consecuencia, debe condenarlo 
y lo condena a sufrir la pena de siete años de trabajos pú-
blicos; Segundo: Que debe declarar como al efecto declara 
a los coacusados Miguel Angel Cruz y Rosa Amelia Torres, 
de generales que constan, no culpables del crimen de com- 
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta de declaración del recurso, levantada en 
la secretaría de la Córte a qua, en fecha once de agosto dé 
mil novecientos cincuenta y tres, en la cual no se invoca 
ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 59, 62, 406 y 408 del Có-
digo Penal; 1 9  y 26 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta 
lo que sigue: a) que en fecha veintiocho de octubre del año 
mil novecientos cincuenta y dos, el Comandante del De-
partamento de Investigaciones de Robos de la Policía Na-
cional de Santiago, Primer Teniente Jesús Almánzar Hol-
guín, sometió a la acción de la justicia, por mediación del 
Procurador Fiscal de la Segunda Cámara Penal del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santia-
go, a los nombrados Pedro José Torres (a) Talúa, Miguel 
Angel Cruz y Rosa Amelia Torres Taveras, por robo en 
casa habitada, el primero, y los dos últimos, por complici-
dad en el mismo hecho; b) que hpoderado del caso el Juez 
de Instrucción de la Segunda Circunscripción del Distrito 
Judicial de Santiago, para la sumaria de lugar, este fun-
cionario dictó su providencia calificativa en fecha doce de 
-noviembre del indicado año, mil novecientos cincuenta y 
dos, por medio de la cual declaró "que existen indicios su-
ficiente para acusar a los nombrados Pedro José Torres 
(Talúa), Miguel Angel Cruz (Fundación) y Rosa Amelia To-
rres Tavárez, como autores del crimen de robo de noche 
en casa habitada, con escalamiento, en perjuicio del señor 

Sixto Antonio Rodríguez Paulino", y en consecuencia en-
vió a dichos procesados por ante el Juzgado de Primera Ins-
tancia, Segunda Cámara Penal de ese Distrito Judicial, pa-
ra que allí fuesen juzgados de conformidad con la ley; c) 

que después de cumplidas las. formalidades legales este tri-
bunal dictó sentencia en fecha cuatro de diciembre del año 
mil novecientos cincuenta y dos y por su dispositivo de-
claró al nombrado Pedro José Torres (Talúa), culpable del 
crimen de robo de noche en casa habitada, con escalamien-
to, y lo condenó a sufrir la pena de siete años de trabajos 
públicos; declaró a los coacusados Miguel Angel Cruz y Ro-
sa Amelia Torres, no culpables del crimen de complicidad 
en el hecho que se le imputa al acusado Pedro José To-
rres, y los descargó del mencionado crimen, por insuficien-
cia de pruebas; condenó al acusado Pedro José Torres al 
pago de las costas, y declaró éstas de oficio en cuanto a 
los coacusados Miguel Angel Cruz y Rosa Amelia Torres; 

Considerando que sobre los recursos de apelación in-
terpuestos por el Magistrado Procurador Fiscal de la Se-
gunda Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Santiago, y por Pedro José Torres (a) 
Talúa, la Corte de Apelación de Santiago, pronunció la sen-
tencia ahora impugnada cuyo dispositivo se copia a conti-
nuación: "Falla: Primero: Declara regulares en la forma 
los recursos de apelación interpuestos por el acusado Pedro 
José Torres (a) Talúa, y por el Procurador Fiscal de la Se-
gunda Cámara.  Penal del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Santiago, contra la sentencia dictada 
por dicha Segunda Cámara Penal, en fecha cuatro de di-
ciembre del año mil novecientos cincuenta y dos, cuyo dis-
positivo dice así: "Primero: Que debe declarar y declara 
al nombrado Pedro José Torres (Taluíta), de generales que 
constan, culpable del crimen de robo de noche en casa ha-
bitada, con escalamiento, en perjuicio del Sr. Sixto Anto-
nio Rodríguez Paulino, y en consecuencia, debe condenarlo 
y lo condena a sufrir la pena de siete años de trabajos pú-
blicos; Segundo: Que debe declarar como al efecto declara 
a los coacusados Miguel Angel Cruz y Rosa Amelia Torres, 
de generales que constan, no culpables del crimen de com- 
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plicidad en el hecho que se le imputa al acusado Pedro Jo-
sé Torres, y en consecuencia debe descargarlos y los des-
carga, del mencionado crimen, por insuficiencias de prue-
bas; Tercero: Que debe condenar y condena además al acu-
sado Pedro José Torres, al pago de las costas, declarán-
dolas de oficio en cuanto a los coacusados Miguel Angel 
Cruz y Rosa Amelia Torres"; Segundo: Modifica la senten-
cia apelada en el sentido de declarar como al efecto decla-
ra al acusado Pedro José Torres (a) Talúa, culpable del he-
cho de complicidad en el delito de abuso de confianza y en 
consecuencia lo condena solamente a pagar una multa de 
Cinco Pesos; Tercero: Confirma el descargo de los acusa-
dos Miguel Angel Cruz y Rosa Amelia Torres, por no ha-
ber cometido el hecho que se les imputa; Cuarto: Condena 
al acusado Pedro José Torres (a) Talúa, al pago de las costas 
de la presente instancia, en lo que a éste respecta"; 

Considerando que los jueces del fondo, fundándose en 
las pruebas regularmente producidas en la instrucción de 
l a  causa, establecieron los siguientes hechos: "a) que el que-
rellante Sixto Antonio Rodríguez se dedicaba a la venta 
de quinielas, por mandato de varias personas; b) que en 
esta calidad recibió un número de planillas de quinielas, 
que él fija en 115, en fecha dieciocho de octubre del año 
mil novecientos cincuenta y dos, de sus mandatarios, para 
ser vendidas, y que él dice haberlas colocado debajo de 
la colchoneta de su cama en la noche del referido día, dán-
dose cuenta al día siguiente, que se las habían sustraído; 
e) que el querellante vivía en esta ciudad de Santiago, en 
un apartamiento de una cuartería (casa de madera dividida 
en cuartos para alquiler, independientes los unos de los 
otros y separados con divisiones de maderas, semialtas, de 
siete pies de altura), residiendo los acusados Miguel Angel 
Cruz (a) Fundación y Rosa Amelia Torres, concubinos, en 
el apartamiento contiguo; d) que al ser presentada la que-
rella, por Sixto Antonio Rodríguez Paulino, en la mañana  

del diecinueve de octubre del año ya indicado, la policía 
judicial, después de algunas pesquisas, se informó que el 
acusado Pedro José Torres (a) Talúa, sujeto de malos an-
tecedentes penales en el delito de robo, estaba vendiendo 
quinielas en un volumen sospechoso, y con la ayuda de los 
vecinos de este acusado, la policía judicial le encontró en la 
letrina de su casa (otra cuartería del mismo género que la 
anterior), debajo de unas tablas, 73 planillas de quinielas 
de la serie indicada por el querellante, además de 61/2 pla-
nillas que fueron encontradas en manos del comerciante 
Miguel Angel Núñez, quien informó que se las compró a 
personas desconocidas; e) que detenido el acusado Pedro Jo-
sé Torres (a) Talúa, éste confesó que dichas quinielas se las 
había dado a vender Miguel Angel Cruz, y detenido éste 
y su concubina Rosa Amelia Torres, negaron rotundamente, 
toda participación en el hecho"; 

Considerando que la Corte a qua para descargar a los 
acusados Miguel Angel Cruz y Rosa Amelia Torres del cri-
men de robo de noche, con escalamiento, en casa habitada, 
se ha fundado, según se expresa en el sexto considerando 
de la sentencia impugnada en "que las imputaciones hechas 
por el acusado Pedro José Torres (a) Talúa, contra su 
coacusado Miguel Angel Cruz y por acción refleja, contra 
su concubina Rosa Amelia Torres, tenía apariencia de ser 
cierta, solamente porque estos últimos vivían en el cuar-
to contiguo al del querellante, separados por una pared 
accesible, de siete pies; pero, además de que no existe nin-
gún otro indicio de que estos últimos acusados fueron los 
autores del hecho, la declaración de la testigo Ana Anto 
nia Duvergé, dueña de la cuartería donde ellos vivían, jus-
tifica, que en la pared de siete pies que separa ambos cuar-
tos, hay señales viejas, anteriores al suceso que se ventila, 
de que por allí cruzó una persona, y el propio querellante 
Sixto Antonio Rodríguez Paulino dijo a la Corte, que esas 
señales proceden de una ocasión en que los concubinos Mi- 
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plicidad en el hecho que se le imputa al acusado Pedro Jo-
sé Torres, y en consecuencia debe descargarlos y los des-
carga, del mencionado crimen, por insuficiencias de prue-
bas; Tercero: Que debe condenar y condena además al acu-
sado Pedro José Torres, al pago de las costas, declarán-
dolas de oficio en cuanto a los coacusados Miguel Angel 
Cruz y Rosa Amelia Torres"; Segundo: Modifica la senten-
cia apelada en el sentido de declarar como al efecto decla-
ra al acusado Pedro José Torres (a) Talúa, culpable del he-
cho de complicidad en el delito de abuso de confianza y en 
consecuencia lo condena solamente a pagar una multa de 
Cinco Pesos; Tercero: Confirma el descargo de los acusa-
dos Miguel Angel Cruz y Rosa Amelia Torres, por no ha-
ber cometido el hecho que se les imputa; Cuarto: Condena 
al acusado Pedro José Torres (a) Talúa, al pago de las costas 
de la presente instancia, en lo que a éste respecta"; 

Considerando que los jueces del fondo, fundándose en 
las pruebas regularmente producidas en la instrucción de 
l a  causa, establecieron los siguientes hechos: "a) que el que-
rellante Sixto Antonio Rodríguez se dedicaba a la venta 
de quinielas, por mandato de varias personas; b) que en 
esta calidad recibió un número de planillas de quinielas, 
que él fija en 115, en fecha dieciocho de octubre del año 
mil novecientos cincuenta y dos, de sus mandatarios, para 
ser vendidas, y que él dice haberlas colocado debajo de 
la colchoneta de su cama en la noche del referido día, dán-
dose cuenta al día siguiente, que se las habían sustraído; 
c) que el querellante vivía en esta ciudad de Santiago, en 
un apartamiento de una cuartería (casa de madera dividida 
en cuartos para alquiler, independientes los unos de los 
otros y separados con divisiones de maderas, semialtas, de 
siete pies de altura), residiendo los acusados Miguel Angel 
Cruz (a) Fundación y Rosa Amelia Torres, concubinos, en 
el apartamiento contiguo; d) que al ser presentada la que-
rella, por Sixto Antonio Rodríguez Paulino, en la mañana 
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del diecinueve de octubre del año ya indicado, la policía 
judicial, después de algunas pesquisas, se informó que el 
acusado Pedro José Torres (a) Talúa, sujeto de malos an-
tecedentes penales en el delito de robo, estaba vendiendo 
quinielas en un volumen sospechoso, y con la ayuda de los 
vecinos de este acusado, la policía judicial le encontró en la 
letrina de su casa (otra cuartería del mismo género que la 
anterior), debajo de unas tablas, 73 planillas de quinielas 
de la serie indicada por el querellante, además de 61/2 pla-
nillas que fueron encontradas en manos del comerciante 
Miguel Angel Núñez, quien informó que se las compró a 
personas desconocidas; e) que detenido el acusado Pedro Jo-
sé Torres (a) Talúa, éste confesó que dichas quinielas se las 
había dado a vender Miguel Angel Cruz, y detenido éste 
y su concubina Rosa Amelia Torres, negaron rotundamente, 
toda participación en el hecho"; 

Considerando que la Corte a qua para descargar a los 
acusados Miguel Angel Cruz y Rosa Amelia Torres del cri-
men de robo de noche, con escalamiento, en casa habitada, 
se ha fundado, según se expresa en el sexto considerando 
de la sentencia impugnada en "que las imputaciones hechas 
por el acusado Pedro José Torres (a) Talúa, contra su 
coacusado Miguel Angel Cruz y por acción refleja, contra 
su concubina Rosa Amelia Torres, tenía apariencia de ser 
cierta, solamente porque estos últimos vivían en el cuar-
to contiguo al del querellante, separados por una pared 
accesible, de siete pies; pero, además de que no existe nin-
gún otro indicio de que estos últimos acusados fueron los 
autores del hecho, la declaración de la testigo Ana Anto 
nia Duvergé, dueña de la cuartería donde ellos vivían, jus-
tifica, que en la pared de siete pies que separa ambos cuar-
tos, hay señales viejas, anteriores al suceso que se ventila, 
de que por allí cruzó una persona, y el propio querellante 
Sixto Antonio Rodríguez Paulino dijo a la Corte, que esas 
señales proceden de una ocasión en que los concubinos Mi-

_ 
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guel Angel Cruz y Rosa Amelia Torres riñeron, y la úl-
tima, huyéndole a aquél, salvó dicha pared, introducién_ 
dose en su cuarto . .."; y en que "según los testigos Du-
vergé, hace cinco años que los referidos acusados (Miguel 
Angel Cruz y Rosa Amelia 'Torres) vivían en ese cuarto y 
habían demostrado ser honrados, y muy especialmente, 
porque esa pared que dejó las huellas de haberse cruza-
do por allí la primera vez, ha debido dejar huellas de ha-
berla salvado otra vez, una o más personas, en época tan 
reciente"; 

Considerando que la Corte a qua para declarar que el 
acusado Pedro José Torres (a) Talúa no cometió el crimen 
de robo de noche, con escalamiento, en casa habitada, y 
sí el hecho de complicidad en el delito de abuso de con-
fianza, se fundó para ello, en que "en el plenario oral 
se comprobó que el querellante Sixto Antonio Rodríguez 
Paulino distrajo en perjuicio de los verdaderos propieta-
rios las planillas de quinielas que alegaba le habían sido 
robadas, y como dicho querellante tenía el propósito de ir 
se de Santiago, se lo comunicó al acusado Torres y en com-
binación con éste le entregó las mencionadas planillas de 
quinielas para que Torres la vendiera, dividirse entre am-
bos el producto de la venta y engañar así a los verdaderos 
propietarios de dichas planillas"; y además, en el hecho de 
que, según se expresa en el décimo considerando de la 
sentencia impugnada, Sixto Aritonio Rodríguez paulino 
"está cumpliendo diez meses de prisión correccional por 
el delito de abuso de confianza en perjuicio de las mis-
mas personas que les entregaron las quinielas que son ob-
jeto del presente proceso"; 

Considerando que, en tales condiciones, al descargar 
la Corte a qua a los acusados Miguel Angel Cruz y Rosa 
Amelia Torres, del crimen que se les imputaba, por no 
haberlo cometido, así como al declarar el acusado Pedro 
José Torres, culpable de complicidad en el delito de abuso 
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de confianza, hizo uso de los poderes soberanos de que 
están investidos los jueces del fondo, para la ponderación 
de las pruebas aportadas al debate, y al condenar a este 
último acusado a la pena de cinco pesos de multa, le im-
puso la sanción correcta de conformidad con la Ley; y 
como, por otra parte, la sentencia impugnada no contiene 
ninguna violación de la ley que justifique su casación, el 
presente recurso carece de fundamento; 

Por tales motivos, Primero: rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por el Magistrado Procurador General 
de la Corte de Apelación de Santiago, contra sentencia de 
dicha Corte de fecha tres de agosto de mil novecientos cin-
cuenta y tres, cuyo dispositivo ha sido copiado en otro 
lugar del presente fallo, y Segundo: declara las costas de 
oficio. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.—
Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
Morel.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Manuel 
A. Amiama.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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guel Angel Cruz y Rosa Amelia Torres riñeron, y la úl_ 
tima, huyéndole a aquél, salvó dicha pared, introducién-
dose en su cuarto ... "; y en que "según los testigos Da-
vergé, hace cinco años que los referidos acusados (Miguel 
Angel Cruz y Rosa Amelia Torres) vivían en ese cuarto y 
habían demostrado ser honrados, y muy especialmente, 
porque esa pared que dejó las huellas de haberse cruza-
do por allí la primera vez, ha debido dejar huellas de ha-
berla salvado otra vez, una o más personas, en época tan 
reciente"; 

Considerando que la Corte a qua para declarar que el 
acusado Pedro José Torres (a) Talúa no cometió el crimen 
de robo de noche, con escalamiento, en casa habitada, y 
sí el hecho de complicidad en el delito de abuso de con-
fianza, se fundó para ello, en que "en el plenario oral 
se comprobó que el querellante Sixto Antonio Rodríguez 
Paulino distrajo en perjuicio de los verdaderos propieta-
rios las planillas de quinielas que alegaba le habían sido 
robadas, y como dicho querellante tenía el propósito de ir 
se de Santiago, se lo comunicó al acusado Torres y en com-
binación con éste le entregó las mencionadas planillas de 
quinielas para que Torres la vendiera, dividirse entre am-
bos el producto de la venta y engañar así a los verdaderos 
propietarios de dichas planillas"; y además, en el hecho de 
que, según se expresa en el décimo considerando de la 
sentencia impugnada, Sixto Anitonio Rodríguez paulino 
"está cumpliendo diez meses de prisión correccional por 
el delito de abuso de confianza en perjuicio de las mis-
mas personas que les entregaron las quinielas que son ob-
jeto del presente proceso"; 

Considerando que, en tales condiciones, al descargar 
la Corte a qua a los acusados Miguel Angel Cruz y Rosa 
Amelia Torres, del crimen que se les imputaba, por no 
haberlo cometido, así como al declarar el acusado Pedro 
José Torres, culpable de complicidad en el delito de abuso 
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de confianza, hizo uso de los poderes soberanos de que 
están investidos los jueces del fondo, para la ponderación 
de las pruebas aportadas al debate, y al condenar a este 
último acusado a la pena de cinco pesos de multa, le im-
puso la sanción correcta de conformidad con la Ley; y 
como, por otra parte, la sentencia impugnada no contiene 
ninguna violación de la ley que justifique su casación, el 
presente recurso carece de fundamento; 

Por tales motivos, Primero: rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por el Magistrado Procurador General 
de la Corte de Apelación de Santiago, contra sentencia de 
dicha Corte de fecha tres de agosto de mil novecientos cin-
cuenta y tres, cuyo dispositivo ha sido copiado en otro 
lugar del presente fallo, y Segundo: declara las costas de 
oficio. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.—
Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
Morel.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Manuel 
A. Amiama.— Entesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 17 DE DICIEMBRE DE 1953, 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de 

fecha 21 de septiembre de 1953. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Pedro Ma. Ledesma.— Abogado: Dr. Antonio Zaiter 
Pérez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Segundo 
Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. Mo-
rel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B. y Manuel 
A. Amiama, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
de Santo Domingo, hoy día diecisiete del mes de diciem-
bre de mil novecientos cincuenta y tres, años 110 9  de la 
Independencia, 91 9  de la Restauración y 24 9  de la Era de 
Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de casa-
ción, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Pedro Ma-
ría Ledesma, dominicano, de 30 años de edad, casado, ofi-
cinista, domiciliado y residente en Ciudad Trujillo, porta-
dor de la cédula personal de identidad número 32244, se-
rie 1, con sello - de renovación para el año 1953 No. 20953, 
contra sentencia de la Corte de Apelación de Ciudad Tru-
jillo, de fecha veinte y uno de septiembre de mil novecien-
tos cincuenta y tres, cuyo dispositivo se copia en otro lu-
gar del presente fallo; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el Dr. Santiago Cotes Bobadilla, portador de la 
cédula personal de identidad número 8687, serie 25, sello 
No. 21227, en representación del Dr. Antonio Záiter Pé-
rez, portador de la cédula personal de identidad número 
32244, serie 1, sello número 20953, abogado del recurrente, 
en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
secretaría de la Corte a qua el veinte y tres de septiem-
bre de este año, en la cual no se invoca ningún medio de-
terminado de casación; 

Visto el memorial de fecha treinta de noviembre de es-
te año, suscrito por el Dr. Antonio Záiter Pérez, abogado 
del recurrente, en el cual se invocan los medios que más 
adelante se expondrán; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 147, 148, 150, 151 y 463, apar-
tado 3 9, del Código Penal; .y 1° y 71 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta 
lo siguiente: "al que por querella de fecha dieciocho del 
mes de noviembre del año mil novecientos cincuenta y dos, 
suscrita por el señor Carlos M. Bonetti Burgos, quedaron 
sometidos por ante el Magistrado Procurador Fiscal de la 
Primera Cámara Penal de este Distrito Judicial de Santo 
Domingo, los nombrados Pedro María Ledesma, Francisco 
Sánchez Cavallo y César Guillermo Acosta Ortiz; acusa-
dos de haber perpetrado: el primero, los crímenes de fal-
sedad en escritura de comercio y de haber hecho uso de 
documentos falsos, en perjuicio de la Cervecería Nacional 
Dominicana, C. por A., 'y de Refrescos Nacionales, C. por 
A. y los dos últimos, el crimen de complicidad en el crimen 
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SENTENCIA DE FECHA 17 DE DICIEMBRE DE 1953. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de 
fecha 21 de septiembre de 1953. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Pedro Ma. Ledesma.— Abogado: Dr. Antonio Zaiter 

Pérez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Segundo 
Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. Mo-
rel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B. y Manuel 
A. Amiama, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
de Santo Domingo, hoy día diecisiete del mes de diciem-
bre de mil novecientos cincuenta y tres, años 110 9  de la 
Independencia, 91 9  de la Restauración y 24 9  de la Era de 
Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de casa-
ción, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Pedro Ma-
ría Ledesma, dominicano, de 30 años de edad, casado, ofi-
cinista, domiciliado y residente en Ciudad Trujillo, porta-
dor de la cédula personal de identidad número 32244, se-
rie 1, con sello de renovación para el año 1953 No. 20953, 
contra sentencia de la Corte de Apelación de Ciudad Tru-
jillo, de fecha veinte y uno de septiembre de mil novecien-
tos cincuenta y tres, cuyo dispositivo se copia en otro lu-
gar del presente fallo; 
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Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el Dr. Santiago Cotes Bobadilla, portador de la 
cédula personal de identidad número 8687, serie 25, sello 
No. 21227, en representación del Dr. Antonio Záiter Pé-
rez, portador de la cédula personal de identidad número 
32244, serie 1, sello número 20953, abogado del recurrente, 
en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
secretaría de la Corte a qua el veinte y tres de septiem-
bre de este año, en la cual no se invoca ningún medio de-
terminado de casación; 

Visto el memorial de fecha treinta de noviembre de es-
te año, suscrito por el Dr. Antonio Záiter Pérez, abogado 
del recurrente, en el cual se invocan los medios que más 
adelante se expondrán; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 147, 148, 150, 151 y 463, apar-
tado 3 9, del Código Penal; .y 1 9  y 71 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta 
lo siguiente: "a) que por querella de fecha dieciocho del 
mes de noviembre del año mil novecientos cincuenta y dos, 
suscrita por el señor Carlos M. Bonetti Burgos, quedaron 
sometidos por ante el Magistrado Procurador Fiscal de la 
Primera Cámara Penal de este Distrito Judicial de Santo 
Domingo, los nombrados Pedro María Ledesma, Francisco 
Sánchez Cavallo y César Guillermo Acosta Ortiz; acusa-
dos de haber perpetrado: el primero, los crímenes de fal-
sedad en escritura de comercio y de haber hecho uso de 
documentos falsos, en perjuicio de la Cervecería Nacional 
Dominicana, C. por A., Y de Refrescos Nacionales, C. por 
A. y los dos últimos, el crimen de complicidad en el crimen 
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de falsedad en escritura de comercio que se le imputa al 
nombrado Pedro María Ledesma; b) que el Procurador Fis-
cal de la Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Santo Domingo, apoderó 
al Juez de Instrucción de la Segunda Circunscripción de 
dicho distrito judicial para la instrucción de la sumaria 
correspondiente; que terminada ésta y previa comunica-
ción del expediente al Procurador Fiscal para los fines le-
gales correspondientes, dicho Juez de Instrucción dictó en 
fecha nueve de marzo de mil novecientos cincuenta y tres, 
su veredicto de calificación, mediante el cual envió a los 
acusados Pedro María Ledesma, Francisco Sánchez Ca-
vallo y César Guillermo Acosta Ortiz por ante la Prime-
ra Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Santo Domingo, bajo la inculpación 
de haber cometido el primero los crímenes de falsedad en 
escritura de comercio y de haber hecho uso de documen-
tos falsos en perjuicio de la Cervecería Nacional, C. por 
A., y de Refrescos Nacionales, C. por A.; y los dos últi-
mos, de complicidad en el crimen de falsedad en escritu-
ra de comercio que se le imputa al primero; e) que legal-
mente apoderada del caso la Primera Cámara Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San-
to Domingo, dictó sentencia en fecha quince de julio de 
mil novecientos cincuenta y tres, con el siguiente disposi-
tivo: "Falla: Primero: que debe declarar y declara, a Pe-
dro María Ledesma, de generales anotadas, culpable de los 
crímenes de falsedad en escritura de comercio y uso de 
documentos falsos en perjuicio de la Cervecería Nacional 
Dominicana y Refrescos Nacionales, C. por A., y en conse-
cuencia se le condena acogiendo circunstancias atenuantes 
a su favor a sufrir la pena de un año de prisión correccio-
nal; Segundo: Que debe declarar y declara a los nombra-
dos Francisco Sánchez Cavallo y César Guillermo Acosta 
Ortiz, de generales anotadas, no culpables del hecho que 
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se les imputa, y en consecuencia los descarga .de toda .res- 
ponsabilidad penal por insuficiencia de pruebas; •Tercero: 
Que debe condenar y condena, al mencionado Pedro Ma- 
ría Ledesma, al pago de las costas"; 

••'''' 
Considerando que sobre la apelación del acusado Pe-

dro María Ledesma, la Corte a qua dictó la sentencia -aho-
ra impugnada, cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla! Pri-
mero: Declara regular y válido en cuanto a la forma, el 
recurso de apelación interpuesto por el acusado Pedro Ma-
ría Ledesma, contra la sentencia dictada en atribuciones 
criminales por la Primera Cámara Penal del Juzgado .de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Santo Dorningo, 
en fecha 15 de julio del año 1953; Segundo: Confirma .los 
ordinales primero y tercero de dicha sentencia los cuales 
copiados dicen así: 'Falla: Primero: que debe declarar y 
declara a Pedro María Ledesma, de generales anotadas, cul-
pable de los crímenes de falsedad en escritura de comercio 
y uso de documentos falsos en perjuicio de la Cervecería 
Nacional Dominicana y Refrescos Nacionales, C. por A., y 
en consecuencia se le condena acogiendo circunstancias ate-
nuantes a su favor a sufrir la pena de un año de prisión 
correccional; y Tercero: que debe condenar y condena, al 
mencionado Pedro María Ledesma, al pago de las .costas'; 
Tercero: Condena al acusado Pedro María Ledesma, al pa-
go de las costas del presente recurso de apelación"; .. 

Considerando que en el acta de declaración de Sil re- 
curso el recurrente declaró que lo interponía "por no• estar 
conforme con la antes mencionada sentencia"; que poste-
riormente, ha alegado en el memorial presentado por • su 
abogado la violación de los artículos 147, 150 y 151- del 
Código Penal; 

Considerando que la Corte a qua da por establecido, 
como resultado de la ponderación de las pruebas qué fúe-
ron administrados regularmente en la instrucción la 
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de falsedad en escritura de comercio que se le imputa al 
nombrado Pedro María Ledesma; b) que el Procurador Fis-
cal de la Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Santo Domingo, apoderó 
al Juez de Instrucción de la Segunda Circunscripción de 
dicho distrito judicial para la instrucción de la sumaria 
correspondiente; que terminada ésta y previa comunica-
ción del expediente al Procurador Fiscal para los fines le-
gales correspondientes, dicho Juez de Instrucción dictó en 
fecha nueve de marzo de mil novecientos cincuenta y tres, 
su veredicto de calificación, mediante el cual envió a los 
acusados Pedro María Ledesma, Francisco Sánchez Ca-
vallo y César Guillermo Acosta Ortiz por ante la Prime-
ra Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Santo Domingo, bajo la inculpación 
de haber cometido el primero los crímenes de falsedad en 
escritura de comercio y de haber hecho uso de documen-
tos falsos en perjuicio de la Cervecería Nacional, C. por 
A., y de Refrescos Nacionales, C. por A.; y los dos últi-
mos, de complicidad en el crimen de falsedad en escritu-
ra de comercio que se le imputa al primero; e) que legal-
mente apoderada del caso la Primera Cámara Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San-
to Domingo, dictó sentencia en fecha quince de julio de 
mil novecientos cincuenta y tres, con el siguiente disposi-
tivo: "Falla: Primero: que debe declarar y declara, a Pe-
dro María Ledesma, de generales anotadas, culpable de los 
crímenes de falsedad en escritura de comercio y uso de 
documentos falsos en perjuicio de la Cervecería Nacional 
Dominicana y Refrescos Nacionales, C. por A., y en conse-
cuencia se le condena acogiendo circunstancias atenuantes 
a su favor a sufrir la pena de un año de prisión correccio-
nal; Segundo: Que debe declarar y declara a los nombra-
dos Francisco Sánchez Cavallo y César Guillermo Acosta 
Ortiz, de generales anotadas, no culpables del hecho que 
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se les imputa, y en consecuencia los descarga -de toda res-
ponsabilidad penal por insuficiencia de pruebas; -Tercero: 
Que debe condenar y condena, al mencionado Pedro Ma-
ría Ledesma, al pago de las costas"; 

Considerando que 'sobre la apelación del acusado Pe-
dro María Ledesma, la Corte a qua dictó la sentencia -aho-
ra impugnada, cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla! Pri-
mero: Declara regular y válido en cuanto a la forma, el 
recurso de apelación interpuesto por el acusado Pedro Ma-
ría Ledesma, contra la sentencia dictada en atribuciones 
criminales por la Primera Cámara Penal del. Juzgado •de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Santo Domingo, 
en fecha 15 de julio del año 1953; Segundo: Confirma-.los 
ordinales primero y tercero de dicha sentencia los .  cuales 
copiados dicen así: 'Falla: Primero: que debe: declarar. .y 
declara a Pedro María Ledesma, de generales anotadas, cul-
pable de los crímenes de falsedad en escritura de comercio 
y uso de documentos falsos en perjuicio de la Cervecería 
Nacional Dominicana y Refrescos Nacionales, C. por A., y 
en consecuencia se le condena acogiendo circunstancias ate-
nuantes a su favor a sufrir la pena de un año de prisión 
correccional; y Tercero: que debe condenar y condena, al 
mencionado Pedro María Ledesma, al pago de las .costas'; 
Tercero: Condena al acusado Pedro María Ledesma, -al pa-
go de las costas del presente recurso de apelación"; , 

Considerando que en el acta de declaración de 	reL- 
curso el recurrente declaró que lo interponía "por no- estar 
conforme con la antes mencionada sentencia"; que poste-
riormente, ha alegado en el memorial presentado per -su 
abogado la violación de los artículos 147, 150 y. 151• del 
Código Penal; 

Considerando que la Corte a qua da por establecido, 
como resultado de la ponderación de las pruebas qué fiie-
ron administrados regularmente en la instrucción -de la 
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causa, (o siguiente: "a) que con motivo de una visita de 
inspección realizada el día cuatro de noviembre del año 
1952' por el Sub-Administrador de la Cervecería Nacional 
Dominicana, C. por A., señor Julio Montolío Martel a la 
dependencia en donde trabajaba el acusado Ledesma, no 

 lo encontró en su despacho, en horas laborables, cerciorán-
dose luego que estaba durmiendo, en estado de embriaguez, 

en el sanitario, en donde fué localizado; b) que, al llamár-
sele la atención por esta falta a este empleado, quien ha-
bía anteriormente incurrido en faltas similares, se le ex-
presó que sería inmediatamente reportado al Departamen-
to de Trabajo para las sanciones de lugar, pero debido a 
súplicas del mismo se acordó en aceptarle mejor su re-
nuncia, la cual se hizo efectiva en esa misma fecha, liqui-
dándosele diecinueve días de su salario que ascendieron 
a RD$55.83, de los cuales descontó RD$37.40, por concep-
to de 4 cajas de cerveza que adeudaba... ; c) que al salir 
cómo empleado el acusado Pedro María Ledesma de la em-
presa comercial Cervecería Nacional Dominicana, C. por 

A.; fué asignado para desempeñar sus funciones en el De-
partamento de Contabilidad el también empleado Max. An-
tonio Mieses Rosario, quien a los tres días de estar traba-
jando o sea el 7 de noviembre de 1952, al examinar las 
cuentas que se pasaban de las tarjetas a los análisis de 
cuentas, advirtió algunas irregularidades consistentes en 
emisiones en la contabilización de cuentas de empleados 
'de las citadas empresas, especialmente de Francisco Sán-
chez Cavallo, César Guillermo Acosta Ortiz y del propio 
acusado Pedro María Ledesma, razón por la cual, acom-
pañado del empleado Ramón Ureña fué a la casa del Sub-
administrados Montolío M. y dió cuenta de tales anoma-
lías, lo que dió lugar a la inmediata intervención del citado 
Subadministrador, quien hizo las comprobaciones consi-

guientes"; 

Considerando que la Corte a qua para declarar a Pe-
dro María Ledesma, culpable de los crímenes de falsedad 
en escritura de comercio y uso de documento falso en per-
juicio de la Cervecería Nacional Dominicana y Refrescos 
Nacionales, C. por A., y consecuentemente condenarlo a la 
pena de un año de prisión correccional, acogiendo circuns-
tancias atenuantes a su favor, afirma en el tercer conside-
rando de la sentencia impugnada "que el único autor por 
la comisión material de la falsedad resultante de la sus-
titución de unas cuentas por otras en los balances que de-
bían extraer de las tarjetas para la formación de los aná-
lisis que debían servir de índice u orientación para los co-
bros en las oficinas principales de las empresas en donde 
trabajaba, era el acusado Pedro María Ledesma; que en 
vano alega dicho acusado en su defensa que estos asientos 
dolosos consumados por él según su propia confesión de 
manera reiterada, todos los meses los hacía por órdenes 
verbales o por minutas que luego rompía entregadas por 
sus superiores jerárquicos Sánchez Cavallo o Acosta Ortiz, 
indistintamente, pues frente a la negativa de éstos en to-
do el curso del proceso, no ha aportado ninguna prueba 
de ello, como no pudo aportarla tampoco en primera ins-
tancia ..."; y más adelante la misma sentencia declara: 
"que aparte de las evidentes alteraciones de la verdad com-
probadas en la contabilización de las anotaciones diversas 
sobre el récord por concepto de devolución de envases va-
cíos, recibidos de diferentes personas, así como de corpora-
ciones comerciales tales como la Grenada Company, Com-
pañía Azucarera Dominicana, C. por A., Central Romana, 
C. por A.; y otras más por un valor de RD$2,324.43 que 
figuraban en las tarjetas y que sólo hacía aparecer en los 
análisis por la suma de RD$67.43, o sea con un balance en 
descubierto en perjuicio de las empresas a quienes sumi-
nistraba esa depuración de cuentas con RD$2,217.00, la 
maniobra fraudulenta más resaltante y culpable era la de 
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causa, to siguiente: "a) que con motivo de una visita d e 
 inspección realizada el día cuatro de noviembre del año 

1952' por el Sub-Administrador de la Cervecería Nacional 
Dominicana, C. por A., señor Julio Montolío Martel a la 
dependencia en donde trabajaba el acusado Ledesma, no  

lo encontró en su despacho, en horas laborables, cerciorán-
dose luego que estaba durmiendo, en estado de embriaguez, 

en el sanitario, en donde fué localizado; b) que, al llamár-

sele la atención por esta falta a este empleado, quien ha-
bía anteriormente incurrido en faltas similares, se le ex-
presó que sería inmediatamente reportado al Departamen-
to de Trabajo para las sanciones de lugar, pero debido a 
súplicas del mismo se acordó en aceptarle mejor su re-
nuncia, la cual se hizo efectiva en esa misma fecha, liqui-
dándosele diecinueve días de su salario que ascendieron 
a RD$55.83, de los cuales descontó RD$37.40, por concep-
to de 4 cajas de cerveza que adeudaba... ; cl que al salir 
como empleado el acusado Pedro María Ledesma de la em-
presa comercial Cervecería Nacional Dominicana, C. por 

A.; fué asignado para desempeñar sus funciones en el De-
partamento de Contabilidad el también empleado Max. An-
tonio Mieses Rosario, quien a los tres días de estar traba-
jando o sea el 7 de noviembre de 1952, al examinar las 
cuentas que se pasaban de las tarjetas a los análisis de 
cuentas, advirtió algunas irregularidades consistentes en 
emisiones en la contabilización de cuentas de empleados 
'de las citadas empresas, especialmente de Francisco Sán-
chez Cavallo, César Guillermo Acosta Ortiz y del propio 
acusado Pedro María Ledesma, razón por la cual, acom-
pañado del empleado Ramón Ureña fué a la casa del Sub-
administrados Montolío M. y dió cuenta de tales anoma-
lías, lo que dió lugar a la inmediata intervención del citado 
Subadministrador, quien hizo las comprobaciones consi-

guientes"; 
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Considerando que la Corte a qua para declarar a Pe-
dro María Ledesma, culpable de los crímenes de falsedad 
en escritura de comercio y uso de documento falso en per-
juicio de la Cervecería Nacional Dominicana y Refrescos 
Nacionales, C. por A., y consecuentemente condenarlo a la 
pena de un año de prisión correccional, acogiendo circuns-
tancias atenuantes a su favor, afirma en el tercer conside-
rando de la sentencia impugnada "que el único autor por 
la comisión material de la falsedad resultante de la sus-
titución de unas cuentas por otras en los balances que de-
bían extraer de las tarjetas para la formación de los aná-
lisis que debían servir de índice u orientación para los co-
bros en las oficinas principales de las empresas en donde 
trabajaba, era el acusado Pedro María Ledesma; que en 
vano alega dicho acusado en su defensa que estos asientos 
dolosos consumados por él según su propia confesión de 
manera reiterada, todos los meses los hacía por órdenes 
verbales o por minutas que luego rompía entregadas por 
sus superiores jerárquicos Sánchez Cavallo o Acosta Ortiz, 
indistintamente, pues frente a la negativa de éstos en to-
do el curso del proceso, no ha aportado ninguna prueba 
de ello, como no pudo aportarla tampoco en primera ins-
tancia..."; y más adelante la misma sentencia declara: 
"que aparte de las evidentes alteraciones de la verdad com-
probadas en la contabilización de las anotaciones diversas 
sobre el récord por concepto de devolución de envases va-
cíos, recibidos de diferentes personas, así como de corpora-
ciones comerciales tales como la Grenada Company, Com-
pañía Azucarera Dominicana, C. por A., Central Romana, 
C. por A.; y otras más por un valor de RD$2,324.43 que 
figuraban en las tarjetas y que sólo hacía aparecer en los 
análisis por la suma de RD$67.43, o sea con un balance en 
descubierto en perjuicio de las empresas a quienes sumi-
nistraba esa depuración de cuentas con RD$2,217.00, la 
maniobra fraudulenta más resaltante y culpable era la de 

• 
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cuenta personal, que ascendía a RD$160.20, sólo la figu-
raba en los análisis con RD$6.20, en tanto que las de sus 
compañeros Francisco Sánchez Cavallo y César Guillermo 
Acosta Ortiz, ascendentes a RD$467.80 y RD$306.06, sólo 
las hacía figurar con balances de RD$7.80 q RD$6.05, res-
pectivamente, precisamente con la intención dolosa de aco-
modar sus deudas al crédito limitado que debía tener con 
las empresas en donde trabajaban, en proporción con los 
salarios que ganaban"; que finalmente, en el séptimo con-
siderando de la sentencia se establece que el acusado Le-
desma "de manera fraudulenta entregó las cuentas así 
adulteradas o falsificadas a los encargados del control de 
la contabilidad, quienes basaron sus operaciones mensua-
les en esas cuentas así alteradas..." y "que en tal virtud 
está suficientemente caracterizada la intención delictuosa 
tanto en el crimen de falsedad en escritura de comercio 
como en el crimen de uso de documento falso"; 

Considerando que en tales hechos y circunstancias así 
establecidos y comprobados soberanamente por la Corte 
a qua, se encuentran los elementos legales de los crímenes 
de falsedad en escritura de comercio y uso de documento 
falso, puestos a cargo del recurrente Pedro María Ledesma, 
y el medio fundado en la alegada violación del artículo 
147 del Código Penal, por haber la sentencia recurrida 
considerado los menciontidos análisis como un documento 
de comercio, carece de fundamento y debe ser rechrzado, 
ya que para el crimen de falsedad en escritura de comer-
cio esté caracterizado, no es indispensable que la falsedad 
haya sido cometida en uno de los libros especificados en 
el artículo 12 del Código de Comercio; que, en efecto, es 
suficiente y con ello basta que la falsedad se haya come-
tido en un documento utilizado en el comercio; 

Considerando que al no haber aplicado la sentencia 
recurrida los artículos 150 y 151 del Código Penal, los cua- 

les se refieren a la falsedad en escritura privada, dichos 
textos no han podido ser violados; 

Considerando que establecido como lo está en la sen-
tencia impugnada que el acusado hizo uso del escrito de co-
mercio clasificado, fué correctamente aplicado el artículo 
148 del Código Penal, al declararlo culpable del referido 
crimen; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene ningún vicio que la haga 
anulable; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Pedro María Ledesma contra sen-
tencia de la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de fe-
cha veinte y uno de septiembre de mil novecientos cin-
cuenta y tres, cuyo dispositivo se copia en otro lugar del 
presente fallo, y Segundo: Condena al recurrente al pago 
de las costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.—
Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
Morel.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Manuel 
A. Amiama.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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modar sus deudas al crédito limitado que debía tener co n 
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siderando de la sentencia se establece que el acusado Le-
desma "de manera fraudulenta entregó las cuentas así 
adulteradas o falsificadas a los encargados del control de 
la contabilidad, quienes basaron sus operaciones mensua-
les en esas cuentas así alteradas ..." y "que en tal virtud 
está suficientemente caracterizada la intención delictuosa 
tanto en el crimen de falsedad en escritura de comercio 
como en el crimen de uso de documento falso"; 

Considerando que en tales hechos y circunstancias así 
establecidos y comprobados soberanamente por la Corte 
a qua, se encuentran los elementos legales de los crímenes 
de falsedad en escritura de comercio y uso de documento 
falso, puestos a cargo del recurrente Pedro María Ledesma, 
y el medio fundado en la alegada violación del artículo 
147 del Código Penal, por haber la sentencia recurrida 
considerado los mencionádos análisis como un documento 
de comercio, carece de fundamento y debe ser rechrzado, 
ya que para el crimen de falsedad en escritura de comer-
cio esté caracterizado, no es indispensable que la falsedad 
haya sido cometida en uno de los libros especificados en 
el artículo 12 del Código de Comercio; que, en efecto, es 
suficiente y con ello basta que la falsedad se haya come-
tido en un documento utilizado en el comercio; 

Considerando que al no haber aplicado la sentencia 
recurrida los artículos 150 y 151 del Código Penal, los cua- 

les se refieren a la falsedad en escritura privada, dichos 
textos no han podido ser violados; 

Considerando que establecido como lo está en la sen-
tencia impugnada que el acusado hizo uso del escrito de co-
mercio clasificado, fué correctamente aplicado el artículo 
148 del Código Penal, al declararlo culpable del referido 
crimen; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene ningún vicio que la haga 
anulable; 

Por tales motivos, Piimero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Pedro María Ledesma contra sen-
tencia de la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de fe-
cha veinte y uno de septiembre de mil novecientos cin-
cuenta y tres, cuyo dispositivo se copia en otro lugar del 
presente fallo, y Segundo: Condena al recurrente al pago 
de las costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.—
Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
Mor el.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Manuel 
A. Amiama.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 17 DE DICIEMBRE DE 1953, 

Sentencia Impugnada: Cámara Civil y Comercial del Juzgado de 
Primera Instancia D. de J. de Santo Domingo, de fecha 

28 de mayo de 1953. 

Materia: Trabajo.— 

Recurrente: Casasnovas y Co., C. por A.— Abogado: Dr. Pedro 
Barón del Giudice y Marchena.— 

Intimados: Ricardo Guzmán y Eduardo Massó.— Abogado: Dr. 
Marín Pinedo Peña.— 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Segundo 
Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. 
Morel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B. y Ma-
nuel A. Amiama, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, 
Distrito de Santo Domingo, hoy día diecisiete del mes de 
diciembre de mil novecientos cincuenta y tres, años 110° 
de la Independencia, 91 9  de la Restauración y 24 9  de la 
Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de 
casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Ca-
sasnovas Co., C. por A., compañía organizada de acuerdo 
con las leyes de la República Dominicana, dedicada a la-
bores agrícolas, ganaderas y de curtimientos de pieles, do-
miciliada en la ciudad de San Pedro de Macorís, de la pro- . 

vincia del mismo nombre, contra sentencia dictada, como 
tribunal de trabajo de segundo grado, por la Cámara de 
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lo Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Santo Domingo, el veintiocho de ma-
yo de mil novecientos cincuenta y tres, cuyo dispositivo se 
indica más adelante; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído en la lectura de sus conclusiones, el doctor Já-
vino Herrera Arnó, portador de la cédula personal núme-
ro 8376, serie 12, renovada con el sello de R. 1. No. 20458, 
en representación del doctor Marín Pinedo Peña, abogado 
de las partes intimadas, Ricardo Guzmán, dominicano, ma-
yor de edad, obrero, domiciliado y residente en La Roma-
na, de la Provincia de la Altagracia, portador de /á cédula 
personal número 11531, serie lra., cuyo sello de renovación 
no se indica en el expediente, y Eduardo Massó,  doFinini-
cano, mayor de edad, obrero, domiciliado y residente en 
la ciudad de San Pedro de Macorís, portador de la cédu-
la personal número 7771, serie 23, cuyo sello de renova-
ción tampoco se indica en el expediente; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el Memorial de Casación presentado, el siete de 
agosto de mil novecientos cincuenta y tres, por el doctor 
Pedro Barón del Giudice y Marchena, portador de la cé-
dula número 2700, serie 23, renovada con el sello No. 9626, 
obogado de la parte intimante que alega en los medios se-
ñalados en dicho memorial, los vicios que después se di-
cen; 

Visto el memorial de Defensa presentado, el once de 
septiembre de mil novecientos cincuenta y tres, por el doc-
tor Marín Pinedo Peña, portador de la cédula número 
2295, serie 23, renovada con el sello No. 20455, abogado de 
las partes intimadas ya mencionadas; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 52 de la Ley No. 637, del 
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SENTENCIA DE FECHA 17 DE DICIEMBRE DE 1953, 

Sentencia impugnada: Cámara Civil y Comercial del Juzgado de 
Primera Instancia D. de J. de Santo Domingo, de fecha 

23 de mayo de 1953. 

Materia: Trabajo.— 

Recurrente: Casasnovas y Co., C. por A.— Abogado: Dr. Pedro 
Barón del Giudice y Marchena.— 

Intimados: Ricardo Guzmán y Eduardo Massó.— Abogado: Dr. 
Marin Pinedo Peña.— 

Dios, Patria y Libertad. 

República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Segundo 
Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. 
Morel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B. y Ma-
nuel A. Amiama, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, 
Distrito de Santo Domingo, hoy día diecisiete del mes de 
diciembre de mil novecientos cincuenta y tres, años 110 9 

 de la Independencia, 919  de la Restauración y 24 9  de la 
Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de 
casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Ca-
sasnovas Co., C. por A., compañía organizada de acuerdo 
con las leyes de la República Dominicana, dedicada a la-
bores agrícolas, ganaderas y de curtimientos de pieles, do-
miciliada en la ciudad de San Pedro de Macorís, de la pro-
vincia del mismo nombre, contra sentencia dictada, como 
tribunal de trabajo de segundo grado, por la Cámara de  

lo Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Santo Domingo, el veintiocho de ma-
yo de mil novecientos cincuenta y tres, cuyo dispositivo se 
indica más adelante; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído en la lectura de sus conclusiones, el doctor Je,- 
vino Herrera Arnó, portador de la cédula personal núme-
ro 8376, serie 12, renovada con el sello de R. I. No. 20458, 
en representación del doctor Marín Pinedo Peña, abogado 
de las partes intimadas, Ricardo Guzmán, dominicano, ma-
yor de edad, obrero, domiciliado y residente en La Roma-
na, de la Provincia de la Altagracia, portador de /á cédula 
personal número 11531, serie lra., cuyo sello de renovación 
no se indica en el expediente, y Eduardo Massó, domini-
cano, mayor de edad, obrero, domiciliado y residente en 
la ciudad de San Pedro de Macorís, portador de la cédu-
la personal número 7771, serie 23, cuyo sello de renova-
ción tampoco se indica en el expediente; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el Memorial de Casación presentado, el siete de 
agosto de mil novecientos cincuenta y tres, por el doctor 
Pedro Barón del Giudice y Marchena, portador de la cé-
dula número 2700, serie 23, renovada con el sello N. 9526, 
obogado de la parte intimante que alega en los medios se-
ñalados en dicho memorial, los vicios que después se di-
cen; 

Visto el memorial de Defensa presentado, el once de 
septiembre de mil novecientos cincuenta y tres, por el doc-
tor Marín Pinedo Peña, portador de la cédula número 
2295, serie 23, renovada con el sello No. 20455, abogado de 
las partes intimadas ya mencionadas; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 52 de la Ley No. 637, del 
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ado .19.44, sobre Contratos de Trabajo; 1351 y 1352 del 
Código Civil; 133, 141. y 407 del Código, de Procedimiento 
Civil; 19, y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta 
lo que sigue: A), que sobre un litigio de Trabajo, el Juz-
gldo de, Paz de la común de San Pedro de Macorís dictó, 
el treinta y uno de mayo de mil novecientos cincuenta y 
uno, una decisión con este dispositivo: "Primero: Que de-
be condenar, como en efecto condena, a la Casasnovas & 
CO. C. por A., a pagar inmediatamente al señor Ricardo 
Guzmán la suma de cuarenta pesos con cincuenta centavos 
oro (RD$40.50) por concepto de un mes de preaviso, ochen-
ta y un pesos (RD$81.00) por concepto de dos meses de au-
xilio de cesantía, ciento veinte y un pesos con cincuenta y 
un pesos oro (RD$121.50) por concepto de daños y perjui-
cios consistentes en los salarios dejados de percibir corres-
pondientes a tres meses, a Estride Hodge, la suma de 
Cuarenta pesos con cincuenta centavos oro (RD$40.50) por 
concepto de un mes de preaviso, Ochenta y un pesos (RD$ 
$1.00) por concepto de dos meses de auxilio de casantía y 
y Ciento veinte y un pesos con cincuenta centavos oro 
, (RD$121.50) por concepto de daños y perjuicios consisten-
'tes en los salarios dejados de percibir correspondientes a 
'tres meses, a Eduardo Masso, la suma de Cien pesos oro 
(RD$100.00) por concepto de un mes de preaviso, Doscien-
tos pesos oto (RD$200,00) por concepto de dos meses de 
auxilio de cesantía y Tres Cientos pesos oro (RD$ 300.00) 
por concepto de daños y perjuicios consistentes en los sa-
larios dejados de percibir y correspondiente a tres meses; 
Segando: Que debe condenar, como en efecto condena, a 
•la parte demandada Casasnovas & Co. C. por A., al pago 
de las costas"; B), que la Casasnovas & Co. C. por A., in-
terpuso recurso de alzada contra dicho fallo, y el Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de San Pedro 

, de Macorís, que conoció el recurso dicho, dictó sobre éste, 
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en fecha treinta y uno de mayo de mil novecientos cin-
cuenta y dos, una sentencia por la cual confirmó el fallo 
que entonces era impugnado y condenó a la apelante al 
pago de las costas; C), que esta decisión fué casada en fe-
cha catorce de octubre de mil novecientos cincuenta y dos, 
y el asunto fu* enviado a la Cámara de lo Civil y Comer-
cial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judi-
cial de Santo Domingo; D), que la Cámara que acaba de 
mencionarse conoció del caso en audiencia pública del 
veintidós de enero de mil novecientos cincuenta y tres, en 
la que el abogado de la apelante pidió, en sus conclusiones, 
que se declarara "justificado el despido efectuado por la 
Casasnovas & Co. C. por A. en perjuicio de los señores Ri-
cardo Guzmán, Estride Hodge y Eduardo Masso y en con-
secuencia que declaréis que no ha lugar a las prestaciones 
que acuerdan las leyes para estos casos"; el abogado de 
los que entonces eran intimados presentó sus conclusiones. 
pidiendo: "Primero: Que la Casasnovas & Co. C. por A., 
sea condenada a pagar al señor Ricardo Guzmán la suma 
de cuarenta pesos con cincuenta centavos oro (RD$40.50) 
por concepto de un mes de preaviso, ochenta y un pesos 
oro (RD$81.00) por concepto de dos meses de auxilio de 
cesantía, ciento veinte y un pesos con cincuenta centavos 
oro (RD$121.50) por concepto de daños y perjuicios con-
sistentes en los salarios dejados de percibir correspondien-
tes a tres meses, y a Eduardo Masso, la suma de cien pe-
sos oro (RD$100.00) por concepto de un mes de preaviso, 
doscientos pesos oro (RD$200.00) por concepto de dos me-
ses de auxilio de cesantía y trescientos pesos oro (RD$-
300.00) por concepto de daños y perjuicios consistentes en 
los salarios dejados de percibir y correspondientes a tres 
meses; y Segundo: que la Cásasnovas & Co. C. por A., sea 

condenada al pago de las costas, distrayéndolas en prove-
cho del doctor Marín Pinedo Peña, quien afirma haberlas 
avanzado en su mayor parte. Y haréis justicia"; E), que 
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año 1944, sobre Contratos de Trabajo; 1351 y 1352 del 
Código Civil; 133, 141 y 407 del Código de Procedimient o 

 Civil; 1Q y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta 
lo que sigue: A), que sobre un litigio de Trabajo, el Juz-
gado de.  Paz de la común de San Pedro de Macorís dictó, 
el treinta y uno de mayo de mil novecientos cincuenta y 
uno, una decisión con este dispositivo: "Primero: Que de-
be condenar, como en efecto condena, a la Casasnovas & 
Co. C. por A., a pagar inmediatamente al señor Ricardo 
Guzmán la suma de cuarenta pesos con cincuenta centavos 
oro (RD$40.50) por concepto de un mes de preaviso, ochen-
t4 y un pesos (RD$81.00) por concepto de dos meses de au-
xilio de cesantía, ciento veinte y un pesos con cincuenta y 
un pesos oro (RD$121.50) por concepto de daños y perjui-
cios consistentes en los salarios dejados de percibir corres-
pondientes a tres meses, a Estride Hodge, la suma de 
Cuarenta pesos con cincuenta centavos oro (RD$40.50) por 
concepto de un mes de preaviso, Ochenta y un pesos (RD$ 
61.00) por concepto de dos meses de auxilio de casantía y 
y Ciento veinte y un pesos con cincuenta centavos oro 
(RD$121.50) por concepto de daños y perjuicios consisten-
tes en los salarios dejados de percibir correspondientes a 
tres meses, a Eduardo Masso, la suma de Cien pesos oro 
(RD$100.00) por concepto de un mes de preaviso, Doscien-
tos pesos oro (RD$200.00) por concepto de dos meses de 
auxilio de cesantía y Tres Cientos pesos oro (RD$ 300.00) 
por concepto de daños y perjuicios consistentes en los sa-
larios dejados de percibir y correspondiente a tres meses; 
Segando: Que debe condenar, como en efecto condena, a 
la parte demandada Casasnovas & Co. C. por A., al pago 
de las costas"; B), que la Casasnovas & Co. C. por A., in-
terpuso recurso de alzada contra dicho fallo, y el Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de San Pedro 

lde Macorís, que conoció el recurso dicho, dictó sobre éste,  
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en fecha treinta y uno de mayo de mil novecientos cin-
cuenta y dos, una sentencia por la cual confirmó el fallo 
que entonces era impugnado y condenó a la apelante al 
pago de las costas; C), que esta decisión fué casada en fe-
cha catorce de octubre de mil novecientos cincuenta y dos, 
y el asunto fu* enviado a la Cámara de lo Civil y Comer-
cial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judi-
cial de Santo Domingo; D), que la Cámara que acaba de 
mencionarse conoció del caso en audiencia pública del 
veintidós de enero de mil novecientos cincuenta y tres, en 
la que el abogado de la apelante pidió, en sus conclusiones, 
que se declarara "justificado el despido efectuado por la 
Casasnovas & Co. C. por A. en perjuicio de los señores Ri-
cardo Guzmán, Estride Hodge y Eduardo Masso y en con-
secuencia que declaréis que no ha lugar a las prestaciones 
que acuerdan las leyes para estos casos"; el abogado de 
los que entonces eran intimados presentó sus conclusiones. 
pidiendo: "Primero: Que la Casasnovas & Co. C. por A., 
sea condenada a pagar al señor Ricardo Guzmán la suma 
de cuarenta pesos con cincuenta centavos oro fRD$40.50) 
por concepto de un mes de preaviso, ochenta y un pesos 
oro (RD$81.00) por concepto de dos meses de auxilio de 
cesantía, ciento veinte y un pesos con cincuenta centavos 
oro (RD$121.50) por concepto de daños y perjuicios con-
sistentes en los salarios dejados de percibir correspondien-
tes a tres meses, y a Eduardo Masso, la suma de cien pe-
sos oro (RD$100.00) por concepto de un mes de preaviso, 
doscientos pesos oro (RD$200.00) por concepto de dos me-
ses de auxilio de cesantía y trescientos pesos oro (RD$-
300.00) por concepto de daños y perjuicios consistentes en 
los salarios dejados de percibir y correspondientes a tres 
meses; y Segundo: que la Casasnovas & Co. C. por A., sea 
condenada al pago de las costas, distrayéndolas en prove-
cho del doctor Marín Pinedo Peña, quien afirma haberlas 
avanzado en su mayor parte. Y haréis justicia"; E), que 
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la parte apelante presentó más tarde, en escrito de réplica ) 
 estas conclusiones: "a) Declarando justificado el despido 

de los señores Eduardo Masso, Estride Hodge y Ricardo 
Guzmán, por haber dejado de asistir varias veces en un 
mismo mes, sin causa justificada, a sus labores habitua-
les. b) Condenándolos al pago de las costas. Y de manen 
subsidiaria y para el improbable caso de que consideréis 
insuficiente la prueba efectuada, que os plazca ordenar 
una información suplementaria a los mismos fines"; 

Considerando que, en fecha veintiocho de mayo de 
mil novecientos cincuenta y tres, la Cámara de lo Civil y 
Comercial dei Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Santo Domingo pronunció, en audiencia públi-
ca, la sentencia ahora impugnada, con el dispositivo que 
a continuación se copia: "Falla: Primero: Declara bueno y 
válido en cuanto a la forma el recurso de apelación inter-
puesto por la Casasnovas & Co. C. por A., contra la sen-
tencia de Trabajo dictada por el Juzgado de Paz de la co-
mún de San Pedro de Macorís en fecha 30 de mayo de 
1951 en favor de Ricardo Guzmán, Estride Hodge y Eduar-
do Masso; Segundo: Acoge, en cuanto al fondo, el recurso 
de apelación de que se trata, solamente en cuanto a lo re-
ferente al intimado Estride Hodge, pero no en lo que se 
refiere a los otros dos, Ricardo Guzmán y Eduardo Mas-
so; y por tanto, Confirma respecto de estos últimos la sen-
tencia recurrida, cuyo dispositivo ha sido copiado en otra 
parte de este fallo y Revoca en lo que dispone en favor 
del primero de dichos intimados; Tercero: Condena, a la 
parte intimante al pago de los costos, distrayéndolos en 
favor del Doctor Marín Pinedo Peña, quien afirma haber-
los avanzado en su mayor parte"; 

Considerando que la parte recurrente alega en apoyo 
de su recurso, que en la decisión impugnada se incurrió 
en los vicios que indica en estos términos: "Primer Me-
dio: Falta de base legal, violación de las disposiciones del 

Artículo 141 del Código de Procedimiento Civil, contra-
dicciones de motivos y desnaturalización de los hechos•de 

la causa. Segundo Medio: Violación de las disposiciones 
del Artículo 52 de la Ley No. 637 y del Artículo 133 del 
Código de Procedimiento Civil; Tercer Medio: Desnatura-
lización de los hechos de la causa; violación del principio 
de la autoridad de la cosa juzgada y de los Artículos 407 
y siguientes del Código de Procedimiento Civil"; 

Considerando, respecto de los medios primero y terce-
ro: que la recurrente se limita, en su memorial, a alegar 
que la sentencia de que se trata adolece de los vicios men-
cionados en dichos medios, sin hacer desarrollo alguno de 
los mismos ni señalar de qué manera se incurrió en las 
violaciones de la ley aducidas; que el examen del fallo 
que es 'objeto del presente recurso, así como el del acta 
de la información testimonial realizada a pedimento de la 
actual recurrente, pone de manifiesto que el juez a quo 
apreció soberanamente, en uso de las facultades de que 
estaba investido respecto de los hechos de la causa, que 
tal información no probaba que "la inasistencia al traba-
jo de los mencionados trabajadores" (Masso y Guzmán) 
"ocurriera en dos días seguidos o en dos veces en un mis-
mo mes", como lo requiere el artículo 36, párrafo g, de la 
Ley No. 637 sobre Contratos de Trabajo, que estaba en 
vigor cuando ocurrió el despido de los trabajadores liti-
gantes; que ni en tal apreciación soberana ni en parte al-
guna de la decisión impugnada se revela que los hechos 
hubieran sido desnaturalizados; que respecto del monto de 
los sueldos que ganaban los trabajadores reclamantes, a 
la Cámara a qua le bastaba, como le bastó, la información 
suministrada al abogado de dichos trabajadores por el se-
cretario de Estado del Trabajo, en carta de fecha cuatro 
de enero de mil novecientos cincuenta, copiada en la sen-
tencia dictada, en el primer grado de jurisdicción, por el 
Juzgado de Paz de la común de San Pedro de Macorís, 
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la parte apelante presentó más tarde, en escrito de réplica > 
 estas conclusiones: "a) Declarando justificado el despido 

de los señores Eduardo Masso, Estride Hodge y Ricardo 
Guzmán, por haber dejado de asistir varias veces en rta 
mismo mes, sin causa justificada, a sus labores habitua-
les. b) Condenándolos al pago de las costas. Y de manera 
subsidiaria y para el improbable caso de que consideréis 
insuficiente la prueba efectuada, que os plazca ordenar 
una información suplementaria a los mismos fines"; 

Considerando que, en fecha veintiocho de mayo de 
mil novecientos cincuenta y tres, la Cámara de lo Civil y 
Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Santo Domingo pronunció, en audiencia públi-
ca, la sentencia ahora impugnada, con el dispositivo que 
a continuación se copia: "Falla: Primero: Declara bueno y 
válido en cuanto a la forma el recurso de apelación inter-
puesto por la Casasnovas & Co. C. por A., contra la sen-
tencia de Trabajo dictada por el Juzgado de Paz de la co-
mún de San Pedro de Macorís en fecha 30 de mayo de 
1951 en favor de Ricardo Guzmán, Estride Hodge y Eduar-
do Masso; Segundo: Acoge, en cuanto al fondo, el recurso 
de apelación de que se trata, solamente en cuanto a lo re-
ferente al intimado Estride Hodge, pero no en lo que se 
refiere a los otros dos, Ricardo Guzmán y Eduardo Mas-
so; y por tanto, Confirma respecto de estos últimos la sen-
tencia recurrida, cuyo dispositivo ha sido copiado en otra 
parte de este fallo y Revoca en lo que dispone en favor 
del primero de dichos intimados; Tercero: Condena, a la 
parte intimante al pago de los costos, distrayéndolos en 
favor del Doctor Marín Pinedo Peña, quien afirma haber-
los avanzado en su mayor parte"; 

Considerando que la parte recurrente alega en apoyo 
de su recurso, que en la decisión impugnada se incurrió 
en los vicios que indica en estos términos: "Primer Me-
dio: Falta de base legal, violación de las disposiciones del 

BOLETÍN JUDICIAL 	 2449 

Artículo 141 del Código de Procedimiento Civil, contra-
dicciones de motivos y desnaturalización de los hechos. de 
la causa. Segundo Medio: Violación de las disposiciones 
del Artículo 52 de la Ley No. 637 y del Artículo 133 del 
Código de Procedimiento Civil; Tercer Medio: Desnatura-
lización de los hechos de la causa; violación del principio 

de la autoridad de la cosa juzgada y de los Artículos 407 
y siguientes del Código de Procedimiento Civil"; 

Considerando, respecto de los medios primero y terce-
ro: que la recurrente se limita, en su memorial, a alegar 
que la sentencia de que se trata adolece de los vicios men-
cionados en dichos medios, sin hacer desarrollo alguno de 
los mismos ni señalar de qué manera se incurrió en las 
violaciones de la ley aducidas; que el examen del fallo 

que es ' objeto del presente recurso, así como el del acta 
de la información testimonial realizada a pedimento de la 
actual recurrente, pone de manifiesto que el juez a quo 

apreció soberanamente, en uso de las facultades de que 
estaba investido respecto de los hechos de la causa, que 
tal información no probaba que "la inasistencia al traba-
jo de los mencionados trabajadores" (Masso y Guzmán) 
"ocurriera en dos días seguidos o en dos veces en un mis-
mo mes", como lo requiere el artículo 36, párrafo g, de la 
Ley No. 637 sobre Contratos de Trabajo, que estaba en 
vigor cuando ocurrió el despido de los trabajadores liti-
gantes; que ni en tal apreciación soberana ni en parte al-
guna de la decisión impugnada se revela que los hechos 
hubieran sido desnaturalizados; que respecto del monto de 
los sueldos que ganaban los trabajadores reclamantes, a 
la Cámara a qua le bastaba, como le bastó, la información 
suministrada al abogado de dichos trabajadores por el se-
cretario de Estado del Trabajo, en carta de fecha cuatro 
de enero de mil novecientos cincuenta, copiada en la sen-
tencia dictada, en el primer grado de jurisdicción, por el 
Juzgado de Paz de la común de San Pedro de Macorís, 
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ya que el tenor de dicha carta, alegado contradictoria-
mente en las dos instancias por los actuales intimados, no 

 aparece, en el fallo que es objeto del presente recurso, 
refutado por la intimante, ni en alguna otra forma es re-
batido por éstos lo concerniente a la cuantía de lo que 
era reclamado; que lo que el fallo hizo fué aplicar correc-
tamente, respecto de todo lo dicho, la Ley No. 637 a les 
hechos soberanamente establecidos, y dar, al efecto, la 
motivación pertinente; que la exposición de los hechos que 
se encuentra en el repetido fallo es lo suficientemente cla-
ra y completa para permitir a la Suprema Corte ejercer 
sus poderes de verificación, y la contradicción de los mo-
tivos, meramente alegada por la intimante, no se encuen-
tra en dicha decisión; que la recurrente no ha demostra-
do que existiese alguna sentencia anterior a la que ahora 
es atacada, acerca de la cual se hubiera violado la auto-
ridad de la cosa juzgada, que es aducida en el tercer me-
dio del recurso; que, por último, al no ser invocables an-
te la jurisdicción de casación las nulidades que no hayan 
sido aducidas —como en la especie no se revela que lo 
hubieran sido— ante la Cámara a qua, lo alegado en el 
tercer medio sobre violación "de los artículos 407 y si-
guientes del Código de Procedimiento Civil" está despro-
visto de todo fundamento; 

Considerando, en cuanto al segundo medio, que aun-
que éste no es tampoco objeto de desarrollos por parte de 
la recurrente, tales desarrollos no son necesarios para es-
tablecer lo siguiente: que de acuerdo con el artículo 52 
de la Ley No. 637, del año 1944, mantenido provisional-
mente con vigor por el 691 del Código Trujillo de Traba-
jo, no es "indispensable el ministreio de abogado en las 
jurisdicciones de los Tribunales de Trabajo y las partes 
podrán comparecer personalmente o por mediación de 
apoderados especiales"; que por ello la sentencia atacada 
al haber condenado, en el tercer ordinal de su dispositivo, 
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"a -la parte intimante al pago de los costos, distrayéndolos 
en favor del Doctor Marín Pinedo Peña, quien afirma ha-
berlos avanzado en su mayor parte", violó el mencionado 
articulo 52 e hizo una falsa aplicación del 133 del Código 
de Procedimiento Civil, cuyas disposiciones (los de este 
último) sólo se refieren a los abogados que actúen como 
tales, y no a quienes sólo puedan estar figurando como 
"apoderados especiales", en una materia, como la regida 
por la Ley No. 637 arriba mencionada, en que no deben 
las partes gananciosas pretender repetir contra las perdi-
dosas los honorarios de los defensores de aquéllas, como 
consecuencia de lo preceptuado, no sólo en el artículo 52, 
ya citado, sino en el 62 de la repetida Ley No. 637; que, 
por todo lo dicho, el medio que ahora se viene examinando 

debe ser acogido; 

Considerando, que al haber sido únicamente la sen-
tencia que es objeto del presente recurso la que dispuso 
la distracción de costas, pues las puestas a cargo de la Ca-
sasnovas & Co., C. por A., por la del primer grado de ju-
risdicción, no fueron objeto de disposiciones sobre distrac-
ción y sólo pueden referirse a costas no prohibidas por la 
ley, como honorarios de alguaciles, la casación del fallo 
atacado, en lo que concierne a costas, no deja cosa alguna 
por juzgar y debe ser pronunciada sin enviar el asunto a 

otro tribunal; 

Por tales motivos, lo rechaza el recurso de casación 
interpuesto por la Casasnovas & Co., C. por A., contra sen-
tencia de la Cámara de lo Civil y Comercial del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santo Domin-
go del veintiocho de mayo de mil novecientos cincuenta y 

tres, cuyo dispositivo se encuentra copiado en otro lugar 
del presente fallo, en lo concerniente a los ordinales pri-
mero y segundo de dicho dispositivo; 2° casa sin envío la 

mencionada decisión, en lo relativo a la distracción de cos- 



2450 	 BOLETÍN JUDICIAL BOLETÍN JUDICIAL 	 2451 

ya que el tenor de dicha carta, alegado contradictoria-
mente en las dos instancias por los actuales intimados, n o 

 aparece, en el fallo que es objeto del presente recurso, 
refutado por la intimante, ni en alguna otra forma es re-
batido por éstos lo concerniente a la cuantía de lo que 
era reclamado; que lo que el fallo hizo fué aplicar correc-
tamente, respecto de todo lo dicho, la Ley No. 637 a les 
hechos soberanamente establecidos, y dar, al efecto, la 
motivación pertinente; que la exposición de los hechos que 
se encuentra en el repetido fallo es lo suficientemente cla-
ra y completa para permitir a la Suprema Corte ejercer 
sus poderes de verificación, y la contradicción de los mo-
tivos, meramente alegada por la intimante, no se encuen-
tra en dicha decisión; que la recurrente no ha demostra-
do que existiese alguna sentencia anterior a la que ahora 
es atacada, acerca de la cual se hubiera violado la auto-
ridad de la cosa juzgada, que es aducida en el tercer me-
dio del recurso; que, por último, al no ser invocables an-
te la jurisdicción de casación las nulidades que no hayan 
sido aducidas —como en la especie no se revela que lo 
hubieran sido— ante la Cámara a qua, lo alegado en el 
tercer medio sobre violación "de los artículos 407 y si-
guientes del Código de Procedimiento Civil" está despro-
visto de todo fundamento; 

Considerando, en cuanto al segundo medio, que aun-
que éste no es tampoco objeto de desarrollos por parte de 
la recurrente, tales desarrollos no son necesarios para es-
tablecer lo siguiente: que de acuerdo con el artículo 52 
de la Ley No. 637, del año 1944, mantenido provisional-
mente con vigor por el 691 del Código Trujillo de Traba-
jo, no es "indispensable el ministreio de abogado en las 
jurisdicciones de los Tribunales de Trabajo y las partes 
podrán comparecer personalmente o por mediación de 
apoderados especiales"; que por ello la sentencia atacada 
al haber condenado, en el tercer ordinal de su dispositivo, 

"a -la parte intimante al pago de los costos, distrayéndolos 
en favor del Doctor Marín Pinedo Peña, quien afirma ha-

berlos avanzado en su mayor parte", violó el mencionado 
articulo 52 e hizo una falsa aplicación del 133 del Código 
de Procedimiento Civil, cuyas disposiciones (los de este 
último) sólo se refieren a los abogados que actúen como 
tales, y no a quienes sólo puedan estar figurando como 
"apoderados especiales", en una materia, como la regida 
por la Ley No. 637 arriba mencionada, en que no deben 
las partes gananciosas pretender repetir contra las perdi-
dosas los honorarios de los defensores de aquéllas, como 
consecuencia de lo preceptuado, no sólo en el artículo 52, 
ya citado, sino en el 62 de la repetida Ley No. 637; que, 
por todo lo dicho, el medio que ahora se viene examinando 

debe ser acogido; 

Considerando, que al haber sido únicamente la sen-
tencia que es objeto del presente recurso la que dispuso 
la distracción de costas, pues las puestas a cargo de la Ca-
sasnovas & Co., C. por A., por la del primer grado de ju-
risdicción, no fueron objeto de disposiciones sobre distrac-
ción y sólo pueden referirse a costas no prohibidas por la 
ley, como honorarios de alguaciles, la casación del fallo 
atacado, en lo que concierne a costas, no deja cosa alguna 
por juzgar y debe ser pronunciada sin enviar el asunto a 

otro tribunal; 

Por tales motivos, lo rechaza el recurso de casación 
interpuesto por la Casasnovas & Co., C. por A., contra sen-
tencia de la Cámara de lo Civil y Comercial del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santo Domin-
go del veintiocho de mayo de mil novecientos cincuenta y 
tres, cuyo dispositivo se encuentra copiado en otro lugar 
del presente fallo, en lo concerniente a los ordinales pri-
mero y segundo de dicho dispositivo; 2 9  casa sin envío la 

mencionada decisión, en lo relativo a la distracción de cos- 



tas ordenada en su oridnal tercero; 3 9  compensa las costas 
 entre las partes. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 
Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— A. Alva-
rez Aybar.— Damián Báez B.— Manuel A. Amiama.._ Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 18 DE DICIEMBRE DE 1953. 

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha 26 

26 de marzo de 1953. 

Materia: Tierras. 

Recurrente: José Ma. Rosario Rosa, y Compartes.— Abogado: Lic. 

Héctor Sánchez Morcelo. 

Intimados: Rita Arcángel Abréu, Teresa Henríquez Vda. Coronado 

y Ana Mercedes Sánchez, y Dr. Jesús M' Coronado Sán-

chez y Antonio de Jesús Coronado Sánchez.— Abogados: 

Dres. Hugo Fco. Alvarez y Rubén Alvarez Valencia. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Segundo 
Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. Mo-
rel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B. y Manuel 
A. Amiama, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
de Santo Domingo, hoy día dieciocho del mes de diciembre 
de mil novecientos cincuenta y tres, años 110 9  de la Inde-
pendencia, 91 9  de la Restauración y 24 9  de la Era de Tru-
jillo, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 
la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por José Ma-
ría Rosario Rosa, empleado de empresa particular, domi-
ciliado en Ciudad Trujillo, portador de la cédula personal 
de identidad número 3266, serie 47, con sello número 
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tas ordenada en su oridnal tercero; 3 9  compensa las costas  entre las partes. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.-- 
Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— A. Abra_ 
rez Aybar.— Damián Báez B.— Manuel A. Amiama.— Er_ 
nesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 18 DE DICIEMBRE DE 1953. 

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha 26 

26 de marzo de 1953. 

Materia: Tierras. 

Recurrente: José Ma. Rosario Rosa, y Compartes.— Abogado: Lic. 

Héctor Sánchez Morcelo. 

Intimados: Rita Arcángel Abréu, Teresa Henríquez Vda. Coronado 

y Ana Mercedes Sánchez, y Dr. Jesús M' Coronado Sán-

chez y Antonio de Jesús Coronado Sánchez.— Abogados: 

Dres. Hugo Feo. Alvarez y Rubén Alvarez Valencia. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces licenciados 

H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Segundo 
Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. Mo-
rel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B. y Manuel 
A. Amiama, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
de Santo Domingo, hoy día dieciocho del mes de diciembre 
de mil novecientos cincuenta y tres, años 110 9  de la Inde-

pendencia, 91 9  de la Restauración y 24 9  de la Era de Tru-
jillo, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 
la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por José Ma-
ría Rosario Rosa, empleado de empresa particular, domi-
ciliado en Ciudad Trujillo, portador de la cédula personal 

de identidad número 3266, serie 47, con sello número 
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126485; Nicolás Rosario Rosa, agricultor, domiciliado en ea.. 
rrera de Palmas, sección rural de la común y provincia d e 

 La Vega, portador de la cédula personal de identidad nú... 
mero 5872, serie 47, con sello número 1640528; Fidel Ro-
sario Rosa, empleado de comercio, domiciliado en Ciudad 
Trujillo, portador de la cédula personal de identidad tiú:: 
mero 18118, serie 47, con sello número 1678983; Ana Silve-
ria Rosario Rosa, de oficios domésticos, domiciliada en Río 
Verde Abajo, sección rural de la común de La Vega, por-
tadora de la cédula personal de identidad número 15793, 
serie 47, con sello número 189689, y Nicolasa Rosario Ro-
sa, de oficios domésticos, domiciliada en Río Verde Aba-
jo, común de La Vega, portadora de la cédula personal de 
identidad número 5866, serie 48, con sello número 1364560, 
contra sentencia del Tribunal Superior de Tierras, de fecha 
veintiséis de marzo de mil novecientos cincuenta y tres, 
cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el Lic. Luis Sánchez Reyes, portador de la cédu-

la personal de identidad número 13774, serie 47, con se-
llo número 20480, en representación de los doctores Hugo 
Francisco Alvarez, portador de la cédula personal de identi-
dad No. 20267, serie 47, con sello No. 18533, y Rubén Al-
varez Valencia, portador de la cédula personal de identi-
dad número 46696, serie 1, con sello número 20175, aboga-
dos de las partes intimadas, en la lectura de sus conclu-
siones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de 
la República; 

Visto el memorial de casación presentado por el li-
cenciado Héctor Sánchez Morcelo, portador de la cédula 
personal de identidad número 20224, serie 1, con sello nú-
mero 16281, abogado de los intimantes, en el cual se ale-
gan las violaciones de la ley que luego se indican; 

Visto el memorial de defensa presentado por el doctor 
Hugo FrancisCo Alvarez, abogado de Rita Arcángel Abréu, 
de oficios domésticos, mayor de edad, soltera, dominicana, 
del domicilio y residencia de Río Verde Abajo, sección de 
la común de La Vega, en su calidad de tutora legal de sus 
hijos menores Ostiano, Emilio y Flor de Niza, todos Abréu, 
portadora de la cédula personal de identidad número 2221, 
serie 47, sello número 2374903; Teresa Henríquez Vda. de 
Francisco Coronado, de oficios domésticos, del domicilio y 
residencia de Río Verde Abajo, con cédula número 664, se-
rie 47, sello número 1877, quien obra por sí y en su calidad 
de tutora legal de su hija menor Milady Coronado Henrí-
quez, y Ana Mercedes Sánchez, viuda de Jesús Coronado, 
de oficios domésticos, del domicilio y residencia de Río . 
Verde Abajo, sección de la común de La Vega, portadora 
de la cédula personal de identidad número 314, ser_ ie 47, 
con sello número 5647; 

Visto el memorial de defensa presentado por el doctor 
Rubén Alvarez Valencia, abogado de los intimados Dr. Je-
sús María Coronado Sánchez, médico, mayor de edad, del 
domicilio y residencia de Ciudad Trujillo, portador de la 
cédula personal de identidad número 23631, serie 47, con 
sello número 31313, y Antonio de Js. Coornado Sánchez, 
estudiante, mayor de edad, del domicilio y residencia de la 
ciudad de La Vega, portador de la cédula personal de iden-
tidad número 28966, serie 47, con sello número 1645476; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 68 y 133 del Código de Pro-
cedimiento Civil; 86 y 174 de la Ley de Registro de Tie-
rras; y 1, 7, y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Casa-
ción; 

Considerando que en la sentencia ahora impugnada y 
en los documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: 
a) que Francisco Rosario Valerio era casado con Manuela 
de la sRosa, fallecida en el año mil novecientos veinticinco, 
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126485; Nicolás Rosario Rosa, agricultor, domiciliado en ea. 
rr e r a de Palmas, sección rural de la común y provincia d e 

 La Vega, portador de la cédula personal de identidad 74. 
mero 5872, serie 47, con sello número 1640528; Fidel Ro-
sario Rosa, empleado de comercio, domiciliado en Ciudad 
Trujillo, portador de la cédula personal de identidad 
mero 18118, serie 47, con sello número 1678983; Ana Silve-
ria Rosario Rosa, de oficios domésticos, domiciliada en Río 
Verde Abajo, sección rural de la común de La Vega, por-
tadora de la cédula personal de identidad número 15793, 
serie 47, con sello número 189689, y Nicolasa Rosario Ro-
sa, de oficios domésticos, domiciliada en Río Verde Aba-
jo, común de La Vega, portadora de la cédula personal de 
identidad número 5866, serie 48, con sello número 1364560, 
contra sentencia del Tribunal Superior de Tierras, de fecha 
veintiséis de marzo de mil novecientos cincuenta y tres, 
cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el Lic. Luis Sánchez Reyes, portador de la cédu-

la personal de identidad número 13774, serie 47, con se-
llo número 20480, en representación de los doctores Hugo 
Francisco Alvarez, portador de la cédula personal de identi-
dad No. 20267, serie 47, con sello No. 18533, y Rubén Al-
varez Valencia, portador de la cédula personal de identi-. 
dad número 46696, serie 1, con sello número 20175, aboga-
dos de las partes intimadas, en la lectura de sus conclu-
siones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de 
la República; 

Visto el memorial de casación presentado por el li-
cenciado Héctor Sánchez Morcelo, portador de la cédula 
personal de identidad número 20224, serie 1, con sello nú-
mero 16281, abogado de los intimantes, en el cual se ale-
gan las violaciones de la ley que luego se indican; 

Visto el memorial de defensa presentado por el doctor 
Hugo Francisco Alvarez, abogado de Rita Arcángel Abréu, 
de oficios domésticos, mayor de edad, soltera, dominicana, 
del domicilio y residencia de Río Verde Abajo, sección de 
la común de La Vega, en su calidad de tutora legal de sus 
hijos menores Ostiano, Emilio y Flor de Niza, todos Abréu, 
portadora de la cédula personal de identidad número 2221, 
serie 47, sello número 2374903; Teresa Henríquez Vda. de 
Francisco Coronado, de oficios domésticos, del domicilio y 
residencia de Río Verde Abajo, con cédula número 664,-se-
rie 47, sello número 1877, quien obra por sí y en su calidad 
de tutora legal de su hija menor Milady Coronado Henrí-
quez, y Ana Mercedes Sánchez, viuda de Jesús Coronado, 
de oficios domésticos, del domicilio y residencia de Río 
Verde Abajo, sección de la común de La Vega, portadora 
de la cédula personal de identidad número 314, ser_ ie 47, 
con sello número 5647; 

Visto el memorial de defensa presentado por el doctor 
Rubén Alvarez Valencia, abogado de los intimados Dr. Je-
sús María Coronado Sánchez, médico, mayor de edad, del 
domicilio y residencia de Ciudad Trujillo, portador de la 
cédula personal de identidad número 23631, serie 47, con 
sello número 31313, y Antonio de Js. Coornado Sánchez, 
estudiante, mayor de edad, del domicilio y residencia de la 
ciudad de La Vega, portador de la cédula personal de iden-
tidad número 28966, serie 47, con sello número 1645476; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 68 y 133 del Código de Pro-
cedimiento Civil; 86 y 174 de la Ley de Registro de Tie-
rras; y 1, 7, y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Casa-
ción; 

Considerando que en la sentencia ahora impugnada y 
en los documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: 
a) que Francisco Rosario Valerio era casado con Manuela 
de la Rosa, fallecida en el año mil novecientos veinticinco, 

7 
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y en cuyo matrimonio procrearon a sus hijos Fidel Rosa.. 
rio Rosa, José María Rosario Rosa, Nicolás Rosario Rosa, 
Ana Silveria Rosario Rosa, y Nicolasa Rosario Rosa; b) 
que Francisco Rosario Valerio casó en segundas nupcia s 

 con Angela Díaz y durante este matrimonio le fué adjudi-
cada por sentencia del Tribunal Superior de Tierras, de fe-
cha diecinueve de enero de mil novecientos treinta y ci n_ 
co, la Parcela No. 61 del Distrito Catastral No. 4 de la co-
mún de La Vega, terreno que adquirió durante su primer 
matrimonio con Manuela de la Rosa; e) que en fecha quin-
ce de febrero de mil novecientos treinta y nueve, Francis-
co Rosario Valerio vendió la referida parcela a la compa-
ñía comercial Coronado Hermanos; d) que en fecha vein-
tidos de abril del mismo año, los hijos ya mencionados de 
Francisco Rosario Valerio elevaron una instancia en revi-
sión por fraude, la cual fué rechazada por sentencia del Tri-
bunal Superior de Tierras, de fecha nueve de agosto de 
mil novecientos treinta y siete, en vista de que el Certi-
ficado de Título le había sido expedido a Francisco Rosario 
Valerio, en fecha nueve de julio de mil novecientos treinta 
y- cinco, y que por tanto, dicha demanda estaba fuera del 
plazo legal; d) que con motivo de la liquidación de la Co-
ronado Hermanos, sociedad integrada por Jesús María Co-
ronado y Francisco Coronado, a causa de la muerte de am-
bos, la Parcela No. 61 en referencia fué atribuida en la 
partición a Teresa Henríquez, viuda de Francisco Corona-
do, y a su hija menor Miladys Coronado Henríquez; e) que 
en fecha veintiocho de noviembre de mil novecientos cua-
renta y nueve, José María Rosario Rosa y sus demás her-
manos elevaron una instancia al Tribunal Superior de Tie-
rras a fines de que su caso fuera dirimido como litis so-
bre terrenos registrados; f) que por acto de fecha vein-
tiséis de diciembre de mil novecientos cincuenta la citada 
Parcela No. 61 fué vendida a los menores Ostiano, Emi-
lio y Flor de Niza; g) que el Tribunal de Jurisdicción Origi- 

nal, apoderado del caso, dictó en fecha dieciocho de julio 
de mil novecientos cincuenta y dos, su decisión No. 1, en re-
lación con la parcela de que se trata, cuyo dispositivo di-

ce así: "1 9— Que debe rechazar, como al efecto rechaza, la 
demanda interpuesta por los Sucesores de Manuela de la 
Rosa, señores José María, Nicolás, Fidel, Ana Silveria y 
Nicolasa, todos Rosario- y de la Rosa, por improcedente e 

infundada. 29— Que debe mantener y mantiene, en todas 
sus fuerzas y vigor, el Certificado de Título No. 155, de 
fecha 11 del mes de enero del año 1951, expedido por el 
Registrador de Títulos del Departamento de La Vega, en 
favor de los menores Ostiano, Flor de Niza y Emilio Abréu, 
representados por su tutora legal Rita Arcángela Abréu, 
que ampara sus derechos dentro de la parcela número 61, 
del D. C. No. 4, de la común de La Vega, Sitio de Los Mu-
ñoces, provincia de La Vega"; h) que contra esta sentencia 
interpusieron recurso de apelación, en tiempo oportuno, Jo-
sé María Rosario Rosa y compartes; 

Considerando que la sentencia impugnada ahora en 
casación contiene el siguiente dispositivo: "Falla: 1 9— Se 

rechaza la apelación interpuesta por los Sucesores de Ma-
nuela de la Rosa, señores José María Rosario Rosa, Nico-
lás Rosario Rosa, Fidel Rosario Rosa, Silveria Rosario Ro-
sa y Nicolasa Rosario Rosa, contra la decisión número 1 
dictada por el Tribunal de Tierras de jurisdicción original 
en fecha 18 de junio del 1952, sobre la parcela No. 61 del . 

Distrito Catastral No. 4 de la común de La Vega; 2.— Se 
confirma la mencionada decisión, cuyo dispositivo es el si-
guiente: a) Que debe rechazar, como al efecto rechaza, la 
demanda interpuesta por los Sucesores de Manuela de la 
Rosa, señores José María, Nicolás, Fidel, Ana Silveria y 
Nicolasa, todos Rosario y de la Rosa, por improcedente e 
infundada.— b) que debe mantener y mantiene, en todas 
sus fuerzas y vigor, el Certificado de Título No. 155, de 
fecha 11 del mes de enero del año 1951, expedido por el Re- 
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y en cuyo matrimonio procrearon a sus hijos Fidel Ros a_ 
rió Rosa, José María Rosario Rosa, Nicolás Rosario Rosa, 
Ana Silveria Rosario Rosa, y Nicolasa Rosario Rosa; b) 
que Francisco Rosario Valerio casó en segundas nupcias 
con Angela Díaz y durante este matrimonio le fué adjudi-
cada por sentencia del Tribunal Superior de Tierras, de fe-
cha diecinueve de enero de mil novecientos treinta y cin-
co, la Parcela No. 61 del Distrito Catastral No. 4 de la co-
mún de La Vega, terreno que adquirió durante su primer 
matrimonio con Manuela de la Rosa; c) que en fecha quin-
ce de febrero de mil novecientos treinta y nueve, Francis-
co Rosario Valerio vendió la referida parcela a la compa-
ñía comercial Coronado Hermanos; d) que en fecha vein-
tidos de abril del mismo año, los hijos ya mencionados de 
Francisco Rosario Valerio elevaron una instancia en revi-
sión por fraude, la cual fué rechazada por sentencia del Tri-
bunal Superior de Tierras, de fecha nueve de agosto de 
mil novecientos treinta y siete, en vista de que el Certi-
ficado de Título le había sido expedido a Francisco Rosario 
Valerio, en fecha nueve de julio de mil novecientos treinta 
y cinco, y que por tanto, dicha demanda estaba fuera del 
plazo legal; d) que con motivo de la liquidación de la Co-
ronado Hermanos, sociedad integrada por Jesús María Co-
ronado y Francisco Coronado, a causa de la muerte de am-
bos, la Parcela No. 61 en referencia fué atribuída en la 
partición a Teresa Henríquez, viuda de Francisco Corona-
do, y a su hija menor Miladys Coronado Henríquez; e) que 
en fecha veintiocho de noviembre de mil novecientos cua-
renta y nueve, José María Rosario Rosa y sus demás her-
manos elevaron una instancia al Tribunal Superior de Tie-
rras a fines de que su caso fuera dirimido como litis so-
bre terrenos registrados; f) que por acto de fecha vein-
tiséis de diciembre de mil novecientos cincuenta la citada 
Parcela No. 61 fué vendida a los menores Ostiano, Emi-
lio y Flor de Niza; g) que el Tribunal de Jurisdicción Origi- 
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nal, apoderado del caso, dictó en fecha dieciocho de julio 
de mil novecientos cincuenta y dos, su decisión No. 1, en re-
lación con la parcela de que se trata, cuyo dispositivo di-

ce así: "1 9— Que debe rechazar, como al efecto rechaza, la 
demanda interpuesta por los Sucesores de Manuela de la 
Rosa, señores José María, Nicolás, Fidel, Ana Silveria y 
Nicolasa, todos Rosario- y de la Rosa, por improcedente e 

infundada. 29— Que debe mantener y mantiene, en todas 
sus fuerzas y vigor, el Certificado de Título No. 155, de 
fecha 11 del mes de enero del año 1951, expedido por el 
Registrador de Títulos del Departamento de La Vega, en 
favor de los menores Ostiano, Flor de Niza y Emilio Abréu, 
representados por su tutora legal Rita Arcángela Abréu, 
que ampara sus derechos dentro de la parcela número 61, 
del D. C. No. 4, de la común de La Vega, Sitio de Los Mu-
ñoces, provincia de La Vega"; h) que contra esta sentencia 
interpusieron recurso de apelación, en tiempo oportuno, Jo-
sé María Rosario Rosa y compartes; 

Considerando que la sentencia impugnada ahora en 
casación contiene el siguiente dispositivo: "Falla: 1 9— Se 

rechaza la apelación interpuesta por los Sucesores de Ma-
nuela de la Rosa, señores José María Rosario Rosa, Nico-
lás Rosario Rosa, Fidel Rosario Rosa, Silveria Rosario Ro-
sa y Nicolasa Rosario Rosa, contra 'la decisión número 1 
dictada por el Tribunal de Tierras de jurisdicción original 
en fecha 18 de junio del 1952, sobre la parcela No. 61 del 
Distrito Catastral No. 4 de la común de La Vega; 2 9— Se 

confirma la mencionada decisión, cuyo dispositivo es el si-
guiente: a) Que debe rechazar, como al efecto rechaza, la 
demanda interpuesta por los Sucesores de Manuela de la 
Rosa, señores José María, Nicolás, Fidel, Ana Silveria y 
Nicolasa, todos Rosario y de la Rosa, por improcedente e 
infundada.— b) que debe mantener y mantiene, en todas 
sus fuerzas y vigor, el Certificado de Título No. 155, de 
fecha 11 del mes de enero del año 1951, expedido por el Re- 
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gistrador de Títulos del Departamento de La Vega, en fa_ 
vor de los menores Ostiano, Flor de Niza y Emilio Abréu, 
representados por su tutora legal Rita Arcángela Abréu, 
que ampara sus derechos dentro de la parcela Número 61, 
del D. C. No. 4, de la Común de La Vega, Sitio de Los Mu-
ñoces, Provincia de La Vega;" 

Considerando que en su memorial de casación los re-
currentes invocan los siguientes medios: "Primer medio: 
Violación de los artículos 1401, 1402 y 1599 del Código 
Civil"; "Segundo medio: Violación de los artículos 549 y 
550 del Código Civil"; "Tercer medio: Violación de los ar-
tículos 526 y 129 del Código de Procedimiento Civil"; 
"Cuarto medio: Violación de los artículos 86, 174, y 229 de 
la Ley de Registro de Tierras y desconocimiento de la orien-
tación jurisprudencial señalada por la Suprema Corte de 
Justicia en su sentencia del día 29 del mes de agosto del 
1951, B. J. No. 493 págs. 1043 y siguientes especialmente 
pág. 1048"; "Quinto medio: Violación a los principios rela-
tivos a la acción in-rem verso a ejercitar cuando se de-
muestra el enriquecimiento a expensas de otro"; "Sexto 
medio: Desconocimiento de los principios que rigen la de-
claración de simulación"; "Séptimo medio: Falta de moti-
vos y de base legal en múltiples aspectos"; 

Considerando que la parte intimada ha presentado a 
su vez una excepción de nulidad y un medio de caducidad 
contra el preindicado recurso, alegando sucesivamente: 1 9 

 que el emplazamiento en casación es nulo en lo que respec-
ta a los intimados Dr. Jesús María Coronado Sánchez y An-
tonio de J. Coronado Sánchez porque a éstos les fué noti-
ficado el acto en la sección de Río Verde, común de La Ve-
ga y el primer intimado tiene su domicilio en Ciudad Tru-
jillo y el segundo es menor y tiene su domicilio en la ciu-
dad Trujillo y el segundo es menor y tiene su domicilio en 
la ciudad de La Vega; 2 9  que el presente recurso es cadu-
co en lo que respecta a los intimantes Nicolás Rosario Ro- 
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sa, Ana Rosario Rosa, y Nicolasa Rosario Rosa, por haber 
sido hecho el emplazamiento después del término de trein-
ta días de proveído el auto de admisión del recurso; todo 
lo cual será examinado previamente al recurso de casación; 

Considerando, en cuanto a la nulidad del acto de em-
plazamiento, que lo expresado por el abogado de los inti-
mados acerca del domicilio del Dr. Jesús María Coronado 
Sánchez y Antonio de J. Coronado Sánchez, y de la minori-
dad de este último, no ha pasado de ser una mera afirma-
ción desprovista de todo elemento probatorio; que, por con-
siguiente, dicha excepción debe ser desestimada; 

Considerando, en cuanto a la caducidad del recurso, 
que de conformidad con el artículo 7 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación, habrá caducidad del recurso, siem-
pre que el intimante no emplazare al intimado en el tér-
mino de treinta días, a contar de aquél en que fué proveído 
el auto de admisión; plazo que es franco y se aumenta en 
razón de la distantia; 

• 
Considerando, que en la especie, tres de los intimantes 

Nicolás, Ana Silveria y Nicolasa Rosario Rosa tienen su 
domicilio en los parajes vecinos de Carrera de Palma y Río 
Verde Abajo, según consta en el emplazamiento, y cuatro 
de los intimados Teresa Vda. Coronado, su hija menor Mi-
lady Coronado, Rita Arcángel Abréu y Ana Mercedes Sán-
chez Vda. Coronado tienen su domicilio en el mismo lugar 
de Río Verde Abajo; que habiendo sido proveído el auto 
de admisión el veintisiete de mayo de mil novecientos cin-
cuenta y tres el plazo para emplazar terminó con el día 
veintisiete de junio de ese mismo año, por ser franco; que, 
por consiguiente, no aumentándose el plazo en razón de la 
distancia por tener los intimantes e intimados de que se 
trata sus domicilios en el mismo lugar o en parajes veci-
nos, es evidente que el emplazamiento notificado a dichos 
intimados en fecha veintinueve de junio de ese mismo año, 
:se hizo fuera del plazo legal y es por tanto caduco; 
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gistrador de Títulos del Departamento de La Vega, en fa-
vor de los menores Ostiano, Flor de Niza y Emilio Abréu, 
representados por su tutora legal Rita Arcángela Abréu, 
que ampara sus derechos dentro de la parcela Número 61, 
del D. C. No. 4, de la Común de La Vega, Sitio de Los Mu-
ñoces, Provincia de La Vega;" 

Considerando que en su memorial de casación los re-
currentes invocan los siguientes medios: "Primer medio: 
Violación de los artículos 1401, 1402 y 1599 del Código.  
Civil"; "Segundo medio: Violación de los artículos 549 y 
550 del Código Civil"; "Tercer medio: Violación de los ar-
tículos 526 y 129 del Código de Procedimiento Civil"; 
"Cuarto medio: Violación de los artículos 86, 174, y 229 de 
la Ley de Registro de Tierras y desconocimiento de la orien-
tación jurisprudencial señalada por la Suprema Corte de 
Justicia en su sentencia del día 29 del mes de agosto del 
1951, B. J. No. 493 págs. 1043 y siguientes especialmente 
pág. 1048"; "Quinto medio: Violación a los principios rela-
tivos a la acción in-rem verso a ejercitar cuando se de-
muestra el enriquecimiento a expensas de otro"; "Sexto 
medio: Desconocimiento de los principios que rigen la de-
claración de simulación"; "Séptimo medio: Falta de moti-
vos y de base legal en múltiples aspectos"; 

Considerando que la parte intimada ha presentado a 
su vez una excepción de nulidad y un medio de caducidad 
contra el preindicado recurso, alegando sucesivamente: 19 
que el emplazamiento en casación es nulo en lo que respec-
ta a los intimados Dr. Jesús María Coronado Sánchez y An-
tonio de J. Coronado Sánchez porque a éstos les fué noti-
ficado el acto en la sección de Río Verde, común de La Ve-
ga y el primer intimado tiene su domicilio en Ciudad Tru-
jillo y el segundo es menor y tiene su domicilio en la ciu-
dad Trujillo y el segundo es menor y tiene su domicilio en 
la ciudad de La Vega; 2 9  que el presente recurso es cadu-
co en lo que respecta a los intimantes Nicolás Rosario Ro- 
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sa, Ana Rosario Rosa, y Nicolasa Rosario Rosa, por haber 
sido hecho el emplazamiento después del término de trein-
ta días de proveído el auto de admisión del recurso; todo 
lo cual será examinado previamente al recurso de casación; 

Considerando, en cuanto a la nulidad del acto de em-
plazamiento, que lo expresado por el abogado de los inti-
mados acerca del domicilio del Dr. Jesús María Coronado 
Sánchez y Antonio de J. Coronado Sánchez, y de la minori-
dad de este último, no ha pasado de ser una mera afirma-
ción desprovista de todo elemento probatorio; que, por con-
siguiente, dicha excepción debe ser desestimada; 

Considerando, en cuanto a la caducidad del recurso, 
que de conformidad con el artículo 7 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación, habrá caducidad del recurso, siem-
pre que el intimante no emplazare al intimado en el tér-
mino de treinta días, a contar de aquél en que fué proveído 
el auto de admisión; plazo que es franco y se aumenta en 
razón de la distanlia; 
• / 

Considerando, que en la especie, tres de los intimantes 
Nicolás, Ana Silveria y Nicolasa Rosario Rosa tienen su 
domicilio en los parajes vecinos de Carrera de Palma y Río 
Verde Abajo, según consta en el emplazamiento, y cuatro 
de los intimados Teresa Vda. Coronado, su hija menor Mi-
lady Coronado, Rita Arcángel Abréu y Ana Mercedes Sán-
chez Vda. Coronado tienen su domicilio en el mismo lugar 
de Río Verde Abajo; que habiendo sido proveído el auto 
de admisión el veintisiete de mayo de mil novecientos cin-
cuenta y tres el plazo para emplazar terminó con el día 
veintisiete de junio de ese mismo año, por ser franco; que, 
por consiguiente, no aumentándose el plazo en razón de la 
distancia por tener los intimantes e intimados de que se 
trata sus domicilios en el mismo lugar o en parajes veci-
nos, es evidente que el emplazamiento notificado a dichos 
intimados en fecha veintinueve de junio de ese mismo año, 
-se hizo fuera del plazo legal y es por tanto caduco; 
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Considerando en lo que respecta a todos los medios 
del recurso de casación, que se reúnen para su examen por 
la relación que tienen entre sí, que los recurrentes alegan 
esencialmente, para pedir la casación de la sentencia im-
pugnada, que los terrenos que integran la parcela No. 61 
del Distrito Catastral No. 4 de La Vega, y sus mejoras, 
fueron adquiridos por Francisco Rosario, por compra a di-
versas personas, durante la comunidad matrimonial que 
existió entre él y su esposa Manuela de la Rosa, excepto 
26 tareas que recibió por herencia; que el hecho de que 
esta parcela le hubiese sido adjudicada en el saneamiento 
catastral a Francisco Rosario, no es un obstáculo para que 
en una litis sobre terrenos registrados se reconozcan los 
derechos que tienen sobre esos terrenos los hijos legítimos 
de su primera esposa Manuela de la Rosa, habida cuenta 
de que las subsiguientes mutaciones de que fué objeto este 
inmuebles, son nulas e inoperantes; pero, 

Considerando que el artículo 86 de la Ley sobre Re- 
gistro de Tierras, consagra como uno de los principios fun- 
damentales del saneamiento catastral, que las sentencias 
del Tribunal de Tierras sanearán definitivamente, y erga 
omnes, el título relativo a dichos terrenos, con las únicas 
excepciones indicadas en el artículo 174 de la misma ley; 

Considerando que en el presente caso la Parcela No. 
61 en referencia, le fué adjudicada íntegramente, en el sa- 
neamiento catastral, a Francisco Rosario, después de la 
muerte de su primera esposa Manuela de la Rosa; que los 
actuales recurrentes no tenían otra acción, para atacar el 
certificado de título que había sido expedido a favor de 
Francisco Rosario que intentar, como lo hicieron en el año 
mil novecientos treinta y siete, el recurso en revisión por 
causa de fraude, el cual fué rechazado por el Tribunal Su- 
perior de Tierras por haber sido intentado fuera del plazo 
legal; que, con el rechazamiento de este recurso, el referido 
certificado de títulos quedó inatacable y por tanto, los mis- 

mos recurrentes no podían pretender ya, ni nadie tampoco 
que bajo pretexto de una acción sobre terrenos registrados 
se desconocieran los efectos del saneamiento catastral; 

Considerando que estos mismos fueron los motivos que 
tuvo el Tribunal a quo para rechazar la demanda intenta-
da por José María Rosario Rosa y compartes; que, en este 
orden de ideas, como el citado artículo 86 de la Ley sobre 
Registro de Tierras consagra un verdadero medio de inad-
misión contra toda demanda que tienda a modificar las dis-
posiciones del certificado de título, salvo el recurso de re-
visión por fraude, dicho Tribunal no estaba obligado a res-
ponder específicamente a los demás alegatos o pedimentos 
que le fueron presentados, puesto que tales alegatos o pe-
dimentos estaban subordinados a la admisión de la deman-
da; que, por consiguiente, el Tribunal a quo hizo una co-
rrecta aplicación en el fallo impugnado del precitado ar-
tículo 86 de la Ley sobre Registro de Tierras, razón por 
la cual debe ser desestimado el presente recurso de casa-
ción, sin necesidad de responder particularmente a los de-

más medios; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza la excepción de' 
nulidad del emplazamiento notificado al Dr. Jesús María. 
Coronado Sánchez y Antonio de Jesús Coronado Sánchez; 
Segundo: Declara la caducidad del recurso de casación in-
terpuesto por Nicolás, Ana y Nicolasa Rosario Rosa, en lo. 
que respecta a los intimados Teresa Vda. Coronado, Milady 
Coronado, Rita Arcángel Abréu y Ana Mercedes Sánchez; 
Tercero: Rechaza el recurso de casación interpuesto por 
José María, Nicolás, Fidel, Ana y Nicolasa, todos Rosario 
Rosa, contra sentencia dictada por el Tribunal Superior de . 

Tierras, en fecha veintiséis de marzo de mil novecientos. 
cincuenta y tres, cuyo dispositivo se copia en otra parte del 
presente fallo y condena a los recurrentes al pago de las 
costas, las cuales se declaran distraídas respectivamente, en 
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Considerando en lo que respecta a todos los médica 
del recurso de casación, que se reúnen para su examen por 
la relación que tienen entre sí, que los recurrentes alegan 
esencialmente, para pedir la casación de la sentencia im-
pugnada, que los terrenos que integran la parcela No. 61 
del Distrito Catastral No. 4 de La Vega, y sus mejoras, 
fueron adquiridos por Francisco Rosario, por compra a di-
versas personas, durante la comunidad matrimonial que 
existió entre él y su esposa Manuela de la Rosa, excepto 
26 tareas que recibió por herencia; que el hecho de que 
esta parcela le hubiese sido adjudicada en el saneamiento 
catastral a Francisco Rosario, no es un obstáculo para que 
en una litis sobre terrenos registrados se reconozcan los 
derechos que tienen sobre esos terrenos los hijos legítimos 
de su primera esposa Manuela de la Rosa, habida cuenta 
de que las subsiguientes mutaciones de que fué objeto este 
inmuebles, son nulas e inoperantes; pero, 

Considerando que el artículo 86 de la Ley sobre Re- 
gistro de Tierras, consagra como uno de los principios fun- 
damentales del saneamiento catastral, que las sentencias 
del Tribunal de Tierras sanearán definitivamente, y erga 
omnes, el título relativo a dichos terrenos, con las únicas 
excepciones indicadas en el artículo 174 de la misma ley; 

Considerando que en el presente caso la Parcela No. 
61 en referencia, le fué adjudicada íntegramente, en el sa- 
neamiento catastral, a Francisco Rosario, . después de la 
muerte de su primera esposa Manuela de la Rosa; que los 
actuales recurrentes no tenían otra acción, para atacar el 
certificado de título que había sido expedido a favor de 
Francisco Rosario que intentar, como lo hicieron en el año 
mil novecientos treinta y siete, el recurso en revisión por 
causa de fraude, el cual fué rechazado por el Tribunal Su- 
perior de Tierras por haber sido intentado fuera del plazo 
legal; que, con el rechazamiento de este recurso, el referido 
certificado de títulos quedó inatacable y por tanto, los mis- 
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mos recurrentes no podían pretender ya, ni nadie tampoco 
que bajo pretexto de una acción sobre terrenos registrados 
se desconocieran los efectos del saneamiento catastral; 

Considerando que estos mismos fueron los motivos que 
tuvo el Tribunal a quo para rechazar la demanda intenta-
da por José María Rosario Rosa y compartes; que, en este 
orden de ideas, como el citado artículo 86 de la Ley sobre 
Registro de Tierras consagra un verdadero medio de inad-
misión contra toda demanda que tienda a modificar las dis-
posiciones del certificado de título, salvo el recurso de re-
visión por fraude, dicho Tribunal no estaba obligado a res-
ponder específicamente a los demás alegatos o pedimentos 
que le fueron presentados, puesto que tales alegatos o pe-
dimentos estaban subordinados a la admisión de la deman-
da; que, por consiguiente, el Tribunal a quo hizo una co-
rrecta aplicación en el fallo impugnado del precitado ar-
tículo 86 de la Ley sobre Registro de Tierras, razón por 
la cual debe ser desestimado el presente recurso de casa-
ción, sin necesidad de responder particularmente a los de-

más medios; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza la excepción de 
nulidad del emplazamiento notificado al Dr. Jesús María 
Coronado Sánchez y Antonio de Jesús Coronado Sánchez; 
Segundo: Declara la caducidad del recurso de casación in-
terpuesto por Nicolás, Ana y Nicolasa Rosario Rosa, en lo 
que respecta a los intimados Teresa Vda. Coronado, Milady 
Coronado, Rita Arcángel Abréu y Ana Mercedes Sánchez; 
Tercero: Rechaza el recurso de casación interpuesto por 
José María, Nicolás, Fidel, Ana y Nicolasa, todos Rosario 
Rosa, contra sentencia dictada por el Tribunal Superior de . 

Tierras, en fecha veintiséis de marzo de mil novecientos; 
cincuenta y tres, cuyo dispositivo se copia en otra parte del 
presente fallo y condena a los recurrentes al pago de las 
costas, las cuales se declaran distraídas respectivamente, en 
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provecho de los doctores Hugo Francisco Alvarez Valencia 
y Rubén Alvarez Valencia, quienes declaran haberlas avan-
zado en su mayor parte. 

(Firmados): H. Herrera Billini. —J. Tomás Mejía.— 
Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
Morel.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Manuel 
A. Amiama.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la aun 
diencia públtca del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECIIA 21 DE DICIEMBRE DE 1953 

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha 3 

de febrero de 1953. 

Materia: Tierras. 

Recurrentes: Federico Cuevas Díaz y Raúl Espinal.— Abogado: 

Lic. Pedro Julio Báez K.— Intimados: Crescencio Rodrí-

guez, y Compartes.— Abogados: Licdos. Félix Tomás Del 

Monte Andújar y Milcíades Duluc. 

Dios, Patria y Libertad. 

República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Segundo 
Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Ambrosio 
Alvarez Aybar, Damián Báez B. y Manuel A. Amiama, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Do-
mingo, hoy día veintiuno del mes de diciembre de mil no-
vecientos cincuenta y tres,- años 110 9  de la Independencia, 

91 9  de la Restauración y 24 9  de la Era de Trujillo, dicta 
en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente 

sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Federico 
Cuevas Díaz, dominicano, mayor de edad, agricultor, do-
miciliado y residente en la sección de Ingenio Nuevo, co-
mún de San Cristóbal, portador de la cédula personal de 
identidad número 3243, serie 2, sello número 1243, y Raúl 
Espinal, dominicano, mayor de edad, empleado público, 
domiciliado y residente en el Ingenio Caei, Distrito Muni- 
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SENTENCIA DE FECHA 21 DE DICIEMBRE DE 1953 

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha 3 

de febrero de 1953. 

Materia: Tierras. 

Recurrentes: Federico Cuevas Díaz y Raúl Espinal.— Abogado: 

Lic. Pedro Julio Báez K.— Intimados: Crescencio Rodrí-

guez, y Compartes.— Abogados: Licdos. Félix Tomás Del 

Monte Andújar y Milcíades Duluc. 

Dios, Patria y Libertad. 

República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces licenciados 

H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Segundo 
Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Ambrosio 
Alvarez Aybar, Damián Báez B. y Manuel A. Amiama, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Do-
mingo, hoy día veintiuno del mes de diciembre de mil no-
vecientos cincuenta y tres,- años 1109  de la Independencia, 

91 9  de la Restauración y 24 9  de la Era de Trujillo, dicta 

en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente 

sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Federico 
Cuevas Díaz, dominicano, mayor de edad, agricultor, dc-
miciliado y residente en la sección de Ingenio Nuevo, co-

mún de San Cristóbal, portador de la cédula personal de 

identidad número 3243, serie 2, sello número 1243, y Raúl 

Espinal, dominicano, mayor de edad, empleado público, 

domiciliado y residente en el Ingenio Caei, Distrito Muni- 

provecho de los doctores Hugo Francisco Alvarez Valencia 
y Rubén Alvarez Valencia, quienes declaran haberlas avan-
zado en su mayor parte. 

(Firmados): H. Herrera Billini. —J. Tomás Mejía. 
Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
Morel.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Manuel 
A. Amiama•— :Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la aun 
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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cipal de Yaguate, portador de la cédula personal de iden- 
tidad número 1046, serie 2, sello No. 73055, contra senten- 
cia del Tribunal Superior de Tierras de fecha tres de febre- 
ro de mil novecientos cincuenta y tres y de la Resolución 
que la modifica, de fecha veinticuatro del mismo mes de fe- 
brero del corriente año, cuyo dispositivo se copia más ade-
lante; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el licenciado Pedro Julio Báez K., portador de la 
cédula personal de identidad número 5746, serie 1, sello 
número 31513, abogado de los recurrentes, en la lectura 
de sus conclusiones; 

Oído el licenciado Félix Tomás Del Monte y Andújar, 
portador de la cédula personal de identidad número 988, 
serie 1, sello número 13296, por sí y en representación del 
licenciado Milcíades Duluc, portador de la cédula perso-
nal de identidad número 3805, serie 1, con sello número 
21008, abogados de las partes recurridas, en la lectura de 
sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación presentado por el licen-
ciado Pedro Julio Báez K., abogado de los recurrentes, en 
el cual se alegan las violaciones de la ley que luego se in-
dican; 

Visto el memorial de defensa presentado por el licen-
ciado Félix Tomás Del-Monte y Andújar, abogado de los 
intimados Crescencio Rodríguez, agricultor, domiciliado 
residente en Hatillo de Yaguate, común de San Cristóbal, 
portador de la cédula personal de identidad número 13402, 
serie 2, con sello número 141552; Aquilino Jiménez, agri-
cultor, domiciliado y residente en Hatillo de Yaguate, co-
mún de San Cristóbal, portador de la cédula personal de 
identidad número 353, serie 2, con sello número 141484; 
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José Cordero, agricultor, domiciliado y residente en Higua-
na, sección de la común de Baní, portador de la cédula per-
sonal de identidad número 17963, serie 23, con sello núme-
ro 717572, y José Isaías de los Santos, agricultor, domici-
liado y residente en la sección de Higuana, de la común 
de Baní, portador de la cédula personal de identidad nú-
mero 2766, serie 2, con sello número 163092, todos domi-

nicanos y mayores de edad; 
Visto el memorial de defensa presentado por el licen-

ciado Milcíades Duluc, abogado de los intimados Bienveni-
do Jiménez, dominicano, agricultor, del domicilio de la sec-
ción de la Mancha, Distrito Municipal de Yaguate, común 
de San Cristóbal, portador de la cédula personal de iden-
tidad número 4338, serie 2, sello número 44308; Miguel Ro-
dríguez, dominicano, agricultor, de la sección de Mana de 
Yaguate, del mismo Distrito Municipal, común de San Cris-
tóbal, portador de la cédula personal de identidad núme-
ro 10766, serie 2, con sello número 44429; Regla Rodríguez, 
dominicano, agricultor, portador de la cédula personal de 
identidad número 13047, serie 2, con sello número 449183; 
José Antonio de los Santos, dominicano, agricultor, de la 
sección de Hatillo de Yaguate, Distrito Municipal de Ya-
guate, común de San Cristóbal, cuya cédula no figura en 
el expediente, y Fidel Beltré, dominicano, domiciliado en 
la sección de la Mancha, del mismo Distrito Municipal de 
Yaguate, común de San Cristóbal, cuya cédula no figura 

en el expediente; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-

liberado, y vistos los artículos 66, 71, 74, 84 y 189 de la 
Ley de Registro de Tierras; 2228, 2229, 2262, y 2265 del 
Código Civil; 133 del Código de Procedimiento Civil y 1, 

7 y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en lns 
documentos a que ella se refiere consta: a) que en fecha 
veintinueve de enero de mil novecientos cincuenta y dos, 
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cipal de Yaguate, portador de la cédula personal de iden- 
tidad número 1046, serie 2, sello No. 73055, contra senten- 
cia del Tribunal Superior de Tierras de fecha tres de febre- ro de mil novecientos cincuenta y tres y de la Resolución 
que la modifica, de fecha veinticuatro del mismo mes de fe- 
brero del corriente año, cuyo dispositivo se copia más ade-lante; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el licenciado Pedro Julio Báez K., portador de la 

cédula personal de identidad número 5746, serie 1, sello 
número 31513, abogado de los recurrentes, en la lectura 
de sus conclusiones; 

Oído el licenciado Félix Tomás Del Monte y Andújar, 
portador de la cédula personal de identidad número 988, 
serie 1, sello número 13296, por sí y en representación del 
licenciado Milcíades Duluc, portador de la cédula perso-
nal de identidad número 3805, serie 1, con sello número 
21008, abogados de las partes recurridas, en la lectura de 
sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación presentado por el licen-
ciado Pedro Julio Báez K., abogado de los recurrentes, en 
el cual se alegan las violaciones de la ley que luego se in-
dican; 

Visto el memorial de defensa presentado por el licen-
ciado Félix Tomás Del-Monte y Andújar, abogado de los 
intimados Crescencio Rodríguez, agricultor, domiciliado 
residente en Hatillo de Yaguate, común de San Cristóbal, 
portador de la cédula personal de identidad número 13402, 
serie 2, con sello número 141552; Aquilino Jiménez, agri-cultor, domiciliado y residente en Hatillo de Yaguate, co-
mún de San Cristóbal, portador de la cédula personal de 
identidad número 353, serie 2, con sello número 141484; 

José Cordero, agricultor, domiciliado y residente en Higua-
na, sección de la común de Baní, portador de la cédula per-
sonal de identidad número 17963, serie 23, con sello núme-
ro 717572, y José Isaías de los Santos, agricultor, domici-
liado y residente en la sección de Higuana, de la común 
de Baní, portador de la cédula personal de identidad nú-
mero 2766, serie 2, con sello número 163092, todos domi-
nicanos y mayores de edad; 

Visto el memorial de defensa presentado por el licen-
ciado Milcíades Duluc, abogado de los intimados Bienveni-
do Jiménez, dominicano, agricultor, del domicilio de la sec-
ción de la Mancha, Distrito Municipal de Yaguate, común 
de San Cristóbal, portador de la cédula' personal de iden-
tidad número 4338, serie 2, sello número 44308; Miguel Ro-
dríguez, dominicano, agricultor, de la sección de Mana de 
Yaguate, del mismo Distrito Municipal, común de San Cris-
tóbal, portador de la cédula personal de identidad núme-
ro 10766, serie 2, con sello número 44429; Regla Rodríguez, 
dominicano, agricultor, portador de la cédula personal de 
identidad número 13047, serie 2, con sello número 449183; 
José Antonio de los Santos, dominicano, agricultor, de la 
sección de Hatillo de Yaguate, Distrito Municipal de Ya-
guate, común de San Cristóbal, cuya cédula no figura en 
el expediente, y Fidel Beltré, dominicano, domiciliado en 
la sección de la Mancha, del mismo Distrito Municipal de 
Yaguate, común de San Cristóbal, cuya cédula no figura 
en el expediente; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 66, 71, 74, 84 y 189 de la 
Ley de Registro de Tierras; 2228, 2229, 2262, y 2265 del 
Código Civil; 133 del Código de Procedimiento Civil y 1, 
7 y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en in3 

documentos a que ella se refiere consta : a) que en fecha 
veintinueve de enero de mil novecientos cincuenta y dos, 
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el Tribunal de Tierras de jurisdicción original dictó su de-
cisión No. 7, en relación con la Parcela No. 65 del Distrito 
Catastral No. 21 de la Común de San Cristóbal, por me-
dio de la cual rechazó la reclamación de Aquilino Jimé-
nez, Carmito Puello, Crescencio Rodríguez, Regla Rodrí-
guez, Sucesores de Isaías de los-Santos, sucesores de An-
tonio de los Santos, Bienvenido Jiménez y Miguel Rodrí-
guez; le adjudicó a Federico Cuevas Díaz y a Raúl Espinal 
66 Hs. 60 as. 4 Cas. y sus mejoras, para que se la dividan 
de acuerdo Con sus respectivos derechos y el resto de la 
parcela la declaró comunera; b) que contra esta sentencia 
interpusieron recurso de apelación Aquilino Jiménez, Su-
cesores de Fidel Beltré, José Cordero, Sucesores de Anto-
nio de los Santos, Sucesores de Isaías de los Santos, Bien-
venido Jiménez y Miguel Rodríguez, el primero de febrero 
de mil novecientos cincuenta y dos; 

Considerando que el dispositivo de la sentencia ahora 
impugnada es el siguiente: "Falla: 1 9— Se acoge la apela-
ción interpuesta por los señores Sucesores de José Isaías 
de los Santos, Aquilino Jiménez, Crescencio Rodríguez, Re-
gla o Reglita Rodríguez, Carmito Puello Santos, José Cor-
dero y Sucesores de Fidel Beltré, contra la Decisión No. 
7 dictada por el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Origi-
nal en fecha 29 de enero del 1952, sobre la Parcela No. 
65 del Distrito Catastral No. 21 de la Común de San Cris-
tóbal, Sitio de Hatillo de Yaguate, Provincia Trujillo; 2°—
Se revoca la mencionada decisión, y, en consecuencia: a) 
Se ordena el ,registro del derecho de propiedad de la can 
tidad de cien tareas de terreno, o sean 6 Hs., 28 As., 83 Cas., 
30 dm., dentro de la parcela No. 65 del Distrito Catastral 
No. 21 de la común de San Cristóbal, con sus mejoras y 
en el lugar de su posesión, en favor del señor Carmito Pue-
llo Santos, dominicano, mayor de edad, soltero, domicilia-
do en "La Mancha", San Cristóbal; b) Se ordena el regis-
tro del derecho de propiedad de la cantidad de doscientas  

tareas de terreno, o sean 12 Has., 57 as., 66 Cas., 60 dm., 
dentro de esta Parcela, con sus mejoras y en el lugar de su 
posesión, en favor de los Sucesores de Fidel Beltré, domi-
nicanos, mayores de edad, domiciliados y residentes en 'Ha-
tillo de Yaguate', San Cristóbal; c) Se ordena el registro 
del derecho de propiedad sobre la cantidad de setenticinco 
tareas de terreno, o sean, 4 Hs., 71 As., 64 Cas., 80 dm. y 

sus mejoras, dentro de esta parcela y en el lugar de su 
posesión en favor del señor José Cordero, dominicano, ma-
yor de edad, soltero, domiciliado y residente en `Higuana', 
Baní.— 39— Declara inexistente por falta de consentimien-
to de los vendedores, la alegada compra de terrenos hecha 
por los señores Raúl Espinal y Federico Cuevas Díaz a los 
señores Regla o Reglita Rodríguez, Aquilino Jiménez, Cres-
cencio Rodríguez e Isaías de los Santos y, en consecuencia: 
a) Se ordena el registro del derecho de propiedad de la 
cantidad de setenta tareas de terreno, o sean 4 Hs., 40 As., 
20 Cas., 40 dm. en favor del señor Aquilino Jiménez, do-
minicano, mayor de edad, soltero, domiciliado y residen-
te en 'Hatillo de Yaguate', San Cristóbal; ordenándose tam-
bién en su favor el registro de las mejoras existentes en 
esta porción, excluidas las que consisten en yerba de fo-
rraje que el reclamante reconoce haber vendido, sin indi-
cación de cantidad, a los señores Raúl Espinal y Federico 
Cuevas Díaz, a quienes se declaran poseedores de buena 
fe de dichas mejoras; b) Se ordena el registro del derecho 
de propiedad de la cantidad de treinticinco tareas de te-
rreno, o sean 2 Hs., 20 As., 10 Cas., 20 dm., dentro de esta 
parcela, en favor del señor Crescencio Rodríguez, domini-
cano, mayor de edad, soltero, domiciliado y residente en 
`Hato de Yaguate', San Cristóbal, en el lugar de su pose-
sión, ordenándose también en su favor el registro de las 
mejoras existentes sobre esta porción, excluidas las que 
consisten en yerba de forraje que el reclamante reconoce 
haber vendido, sin indicación de cantidad, a los señores 
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el Tribunal de Tierras de jurisdicción original dictó su de-
cisión No. 7, en relación con la Parcela No. 65 del Distrito 
Catastral No. 21 de la Común de San Cristóbal, por me-
dio de la cual rechazó la reclamación de Aquilino Jimé-
nez, Carmito Puello, Crescencio Rodríguez, Regla Rodrí-
guez, Sucesores de Isaías de los_ Santos, sucesores de An-
tonio de los Santos, Bienvenido Jiménez y Miguel Rodrí-
guez; le adjudicó a Federico Cuevas Díaz y a Raúl Espinal 
66 Hs. 60 as. 4 Cas. y sus mejoras, para que se la dividan 
de acuerdo con sus respectivos derechos y el resto de la 
parcela la declaró comunera; b) que contra esta sentencia 
interpusieron recurso de apelación Aquilino Jiménez, Su-
cesores de Fidel Beltré, José Cordero, Sucesores de Anto-
nio de los Santos, Sucesores de Isaías de los Santos, Bien-
venido Jiménez y Miguel Rodríguez, el primero de febrero 
de mil novecientos cincuenta y dos; 

Considerando que el dispositivo de la sentencia ahora 
impugnada es el siguiente: "Falla: 1 9— Se acoge la apela-
ción interpuesta por los señores Sucesores de José Isaías 
de los Santos, Aquilino Jiménez, Crescencio Rodríguez, Re-
gla o Reglita Rodríguez, Carmito Puello Santos, José Cor-
dero y Sucesores de Fidel Beltré, contra la Decisión No. 
7 dictada por el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Origi-
nal en fecha 29 de enero del 1952, sobre la Parcela No. 
65 del Distrito Catastral No. 21 de la Común de San Cris-
tóbal, Sitio de Hatillo de Yaguate, Provincia Trujillo; 29—
Se revoca la mencionada decisión, y, en consecuencia: a) 
Se ordena el _registro del derecho de propiedad de la can-
tidad de cien tareas de terreno, o sean 6 Hs., 28 As., 83 Cas., 
30 dm., dentro de la parcela No. 65 del Distrito Catastral 
No. 21 de la común de San Cristóbal, con sus mejoras y 
en el lugar de su posesión, en favor del señor Carmito Pue-
llo Santos, dominicano, mayor de edad, soltero, domicilia-
do en "La Mancha", San Cristóbal; b) Se ordena el regis-
tro del derecho de propiedad de la cantidad de doscientas 

tareas de terreno, o sean 12 Has., 57 as., 66 Cas., 60 dm., 
dentro de esta Parcela, con sus mejoras y en el 'lugar de su 
posesión, en favor de los Sucesores de Fidel Beltré, domi-
nicanos, mayores de edad, domiciliados y residentes en 'Ha-
tillo de Yaguate', San Cristóbal; e) Se ordena el registro 
del derecho de propiedad sobre la cantidad de setenticinco 
tareas de terreno, o sean, 4 Hs., 71 As., 64 Cas., 80 dm. y 

sus mejoras, dentro de esta parcela y en el lugar de su 
posesión en favor del señor José Cordero, dominicano, ma-
yor de edad, soltero, domiciliado y residente en `Higuana', 

Baní.— 39— Declara inexistente por falta de consentimien-
to de los vendedores, la alegada compra de terrenos hecha 
por los señores Raúl Espinal y Federico Cuevas Díaz a los 
señores Regla o Reglita Rodríguez, Aquilino Jiménez, Cres-
cencio Rodríguez e Isaías de los Santos y, en consecuencia: 
a) Se ordena el registro del derecho de propiedad de la 
cantidad de setenta tareas de terreno, o sean 4 Hs., 40 As., 
20 Cas., 40 dm. en favor del señor Aquilino Jiménez, do-
minicano, mayor de edad, soltero, domiciliado y residen-
te en 'Hatillo de Yaguate', San Cristóbal; ordenándose tam-
bién en su favor el registro de las mejoras existentes en 
esta porción, excluidas las que consisten en yerba de fo-
rraje que el reclamante reconoce haber vendido, sin indi-
cación de cantidad, a los señores Raúl Espinal y Federico 
Cuevas Díaz, a quienes se declaran poseedores de buena 
fe de dichas mejoras; b) Se ordena el registro del derecho 
de propiedad de la cantidad de treinticinco tareas de te-
rreno, o sean 2 Hs., 20 As., 10 Cas., 20 dm., dentro de esta 
parcela, en favor del señor Crescencio Rodríguez, domini-
cano, mayor de edad, soltero, domiciliado y residente en 
`Hato de Yaguate', San Cristóbal, en el lugar de su pose-
sión, ordenándose también en su favor el registro de las 
mejoras existentes sobre esta porción, excluídas las que 
consisten en yerba de forraje que el reclamante reconoce 
haber vendido, sin indicación de cantidad, a los señores 
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Raúl Espinal y Federico Cuevas Díaz, a quienes se decla-
ran poseedores de buena fe de dichas mejoras; c) Se or-
dena el registro del derecho de propiedad de la cantidad 
de ciento setenta y cinco tareas de terreno, o sean 11 Hs., 
00 As., 48 Cas., 10 dm., dentro de esta parcela, en favor de 
los Sucesores de Isaías de los Santos, dominicanos, mayo-
res de edad, domiciliados en 'Hatillo de Yaguate', San Cris-
tóbal, en el lugar de su posesión; ordenándose también el 
registro del derecho de propiedad sobre las mejoras exis-
tentes en esta porción, excluidas las que consisten en yerba 
de forraje que el reclamante reconoce haber vendido, sin 
indicación de cantidad, a los señores Raúl Espinal y Fede-
rico Cuevas, a quienes se declaran poseedores de buena 
fe de dichas mejoras; d) Se ordena el registro del derecho 
de propiedad de la cantidad de setenta tareas de terreno, o 
sean 4 Has., 40 As., 20 Cas., 40 dm. dentro de esta par-
cela, en favor de Regla o Reglita Rodríguez, mayor de edad, 
dominicano, agricultor, domiciliado y residente en 'Hatillo 
de Yaguate', San Cristóbal, en el lugar de su posesión, con 
sus mejoras.— 4 9— Se declara la incompetencia de este 
Tribunal para conocer de la demanda en restitución de 
frutos incoada por los intimantes. Se ordena al Secretario 
del Tribunal de Tierras, que, después de recibidos por él 
los planos definitivos preparados por el Agrimensor-Con- 
tratista y aprobados por la Dirección General de Mensuras 
Catastrales, de acuerdo con los términos de esta decisión, 
expida el Decreto de Registro de Título correspondiente"; 

Considerando que los recurrentes han invocado la vio- 
lación de los artículos 71, 74, 84 y 66 de la Ley de Registro 
de Tierras y la de los artículos 2228, 2229 y 2262 del Có- 
digo Civil; 

Considerando que el Lic. Milcíades Duluc, abogado 
que se ha constituído por los intimados Bienvenido Jimé-
nez, Miguel Rodríguez, José Antonio de los Santos, Regla 
Rodríguez y Fidel Beltré ha propuesto estas excepciones: 
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11 , la nulidad de los emplazamientos de casación notifi-
cados a los tres primeros, sobre el fundamento de que ellos 
no fueron parte en el proceso de saneamiento que tuvo 
efecto ante el Tribunal de Tierras; 2`• la nulidad del em-
plazamiento notificado al finado Fidel Beltré porque dicho 
emplazamiento ha debido ser notificado a todos los com-
ponentes de la sucesión de Fidel Beltré; exposiciones que 
serán examinadas previamente al recurso de casación; 

Considerando, en cuanto a la nulidad de los empla-
zamientos notificados a Bienvenido Jiménez, Miguel Ro-
dríguez y José Antonio de los Santos, que contrariamente 
a lo que se afirma en el memorial de defensa, los intima-
dos fueron partes en el proceso de saneamiento de la par-
cela litigiosa; que la sentencia impugnada da constancia, 
en efecto, de que ellos fueron apelantes contra la sentencia 
de jurisdicción original, donde figuran, además, como re- 

clamantes; pero, 
Considerando que la sentencia dictada por el Tribunal 

a quo no falló nada a favor de los apelantes Bienvenido 
Jiménez, Miguel Rodríguez y José Antonio de los Santos; 
que, por este motivo, los recurrentes no podían emplazar 
a esas personas para que figuraran en casación como inti-
mados, ya que sólo ellas podían decidir si les convenía o 
no atacar el fallo como recurrentes en casación; que, por 
consiguiente, los referidos intimados deben ser declarados 

ajenos al litigio; 
Considerando, en cuanto a la nulidad del emplaza-

miento notificado a Fidel Beltré; que según reza en la noti-
ficación que hizo el alguacil actuante, el finado Fidel Bel-
tré fué emplazado en la persona de "su heredero Marcial 
Rodríguez"; que semejante acto es, no ya nulo, sino inexis-
tente; que si con dicho acto lo que se ha querido es em-
plazar a los sucesores de Fidel Beltré, el acto sería enton-
ces absolutamente nulo, porque los componentes de una su-
cesión, sean recurrentes o recurridos, deben figurar nomi- 

1 
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Raúl Espinal y Federico Cuevas Díaz, a quienes se decla- 
ran poseedores de buena fe de dichas mejoras; c) Se or- 
dena el registro del derecho de propiedad de la cantidad 
de ciento setenta y cinco tareas de terreno, o sean 11 Hs., 
00 As., 48 Cas., 10 dm., dentro de esta parcela, en favor de 
los Sucesores de Isaías de los Santos, dominicanos, mayo- 
res de edad, domiciliados en 'Hatillo de Yaguate', San Cris- 
tóbal, en el lugar de su posesión; ordenándose también el 
registro del derecho de propiedad sobre las mejoras exis-
tentes en esta porción, excluidas las que consisten en yerba 
de forraje que el reclamante reconoce haber vendido, sin 
indicación de cantidad, a los señores Raúl Espinal y Fede-
rico Cuevas, a quienes se declaran poseedores de buena 
fe de dichas mejoras; d) Se ordena el registro del derecho 
de propiedad de la cantidad de setenta tareas de terreno, o 
sean 4 Has., 40 As., 20 Cas., 40 dm. dentro de esta par-
cela, en favor de Regla o Reglita Rodríguez, mayor de edad, 
dominicano, agricultor, domiciliado y residente en 'Hatillo 
de Yaguate', San Cristóbal, en el lugar de su posesión, con 
sus mejoras.— 4 9— Se declara la incompetencia de este 
Tribunal para conocer de la demanda en restitución de 
frutos incoada por los intimantes. Se ordena al Secretario 
del Tribunal de Tierras, que, después de recibidos por él 
los planos definitivos preparados por el Agrimensor-Con-
tratista y aprobados por la Dirección General de Mensuras 
Catastrales, de acuerdo con los términos de esta decisión, 
expida el Decreto de Registro de Título correspondiente"; 

Considerando que los recurrentes han invocado la vio-
lación de los artículos 71, 74, 84 y 66 de la Ley de Registro 
de Tierras y la de los artículos 2228, 2229 y 2262 del Có- 
digo Civil; 

Considerando que el Lic. Milcíades Duluc, abogado 
que se ha constituido por los intimados Bienvenido Jimé-
nez, Miguel Rodríguez, José Antonio de los Santos, Regla 
Rodríguez y Fidel Beltré ha propuesto estas excepciones: 
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11 , la nulidad de los emplazamientos de casación notifi-
cados a los tres primeros, sobre el fundamento de que ellos 
no fueron parte en el proceso de saneamiento que tuvo 
efecto ante el Tribunal de Tierras; 2a la nulidad del em-
plazamiento notificado al finado Fidel Beltré porque dicho 
emplazamiento ha debido ser notificado a todos los com-
ponentes de la sucesión de Fidel Beltré; exposiciones que 
serán examinadas previamente al recurso de casación; 

Considerando, en cuanto a la nulidad de los empla-
zamientos notificados a Bienvenido Jiménez, Miguel Ro-
dríguez y José Antonio de los Santos, que contrariamente 
a lo que se afirma en el memorial de defensa, los intima-
dos fueron partes en el proceso de saneamiento de la par-
cela litigiosa; que la sentencia impugnada da constancia, 
en efecto, de que ellos fueron apelantes contra la sentencia 
de jurisdicción original, donde figuran, además, como re- 

clamantes; pero, 
Considerando que la sentencia dictada por el Tribunal 

a quo no falló nada a favor de los apelantes Bienvenido 
Jiménez, Miguel Rodríguez y José Antonio de los Santos; 
que, por este motivo, los recurrentes no podían emplazar 
a esas personas para que figuraran en casación como inti-
mados, ya que sólo ellas podían decidir si les convenía o 
no atacar el fallo como recurrentes en casación; que, por 
consiguiente, los referidos intimados deben ser declarados 

ajenos al litigio; 
Considerando, en cuanto a la nulidad del emplaza-

miento notificado a Fidel Beltré; que según reza en la noti-
ficación que hizo el alguacil actuante, el finado Fidel Bel-
tré fué emplazado en la persona de "su heredero Marcial 
Rodríguez"; que semejante acto es, no ya nulo, sino inexis-
tente; que si con dicho acto lo que se ha querido es em-
plazar a los sucesores de Fidel Beltré, el acto sería enton-
ces absolutamente nulo, porque los componentes de una su-
cesión, sean recurrentes o recurridos, deben figurar nomi- 
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nativamente en la instancia en casación, aún cuando ha. 
yan figurado ante el Tribunal de Tierras englobados en una 
sucesión innominada; que, por la misma razón, si el aboga-
do que se ha constituído por el finado Fidel Beltré lo que 
ha querido es constituirse por los sucesores del de cujus, 
ha debido indicarlos y probar su calidad, porque de lo con-
trario incurre, como ha incurrido, en el mismo vicio que 
censura; que por todo lo expuesto, procede declarar nulo 
el acto notificado a los sucesores de Fidel Beltré; 

Considerando que no habiendo sido emplazados en ca-
sación los Sucesores de Fidel Beltré, y habiendo expirado 
el plazo de 30 días estipulado por el artículo 7 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación, procede declarar la ca-
ducidad del recurso en cuanto a dichos sucesores concierne; 

Considerando en cuanto a la violación de los artícu-
los 2228, 2229 y 2262, relativos a la prescripción adquisiti-
va; que, sobre este particular el Tribunal a quo, para adju-
dicar a los actuales intimados determinadas porciones de 
terreno dentro de la Parcela No. 65, del Distrito Catastral 
No. 21, de la común de San Cristóbal, comprobaron en he-
cho, mediante las pruebas que fueron regularmente some-
tidas a los debates, que los actuales intimados tenían una 
posesión legal sobre sus respectivas porciones de terreno 
con todos los caracteres para prescribir, por la más larga 
prescripción; que a tal conclusión llegaron los jueces del 
fondo después de establecer correctamente que los recla-
mantes Federico Cuevas Díaz y Raúl Espinal no estaban 
provistos de un justo título que les permitiera invocar la " 
prescripción abreviada del artículo 2265, reformado, del Có-
digo Civil; que, por consiguiente, la sentencia impugnada 
lejos de violar los artículos 2228, 2229 y 2262 del Código 
Civil, hizo una correcta aplicación de los mismos; 

Considerando, en cuanto a la violación del artículo 
74 de la Ley de Registro de Tierras, que los recurrentes 
critican el fallo impugnado porque "las adjudicaciones con- 
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signadas sobre varias porciones indeterminadas, no satis- 
facen el alcance imperativo de la Ley de Registro de Tie- 

rras"; 
Considerando que el Tribunal Superior de Tierras pue-

de adjudicar porciones de terreno dentro de una parcela 
a base de las posesiones de los reclamantes; que, en este 
orden de ideas, el artículo 74 de la Ley de Registro de Tie-
rras, permite al Tribunal de Tierras, para la determinación 
de las colindancias, tomar en consideración, entre otros ele-
mentos, "las declaraciones de residentes antiguos, y la exis-
tencia de cercas, murallas, setos, zanjas y trochas"; que 
de este modo, las contestaciones que puedan sobrevenir co-
mo consecuencia de una adjudicación hecha eñ esa forma, 
son dificultades que atañen al procedimiento de subdi-
visión de la parcela; 

Considerando que en el presente caso el Tribunal Su-
perior de Tierras ordenó el registro del derecho de propie-
dad teniendo en cuenta la posesión de la mayor parte de 
los adjudicatarios, lo que permite la localización del te-
rreno; que; por otra parte, si hay alguna adjudicación in-
determinada en la Parcela No. 65, como lo afirman los re-
currentes, éstos carecen de interés en invocar esa circuns-
tancia como medio de casación, puesto que la adjudicación 
hecha en esa forma a los otros reclamantes, es obvio que 
debe serles indiferente; que, en consecuencia, este medio. 
debe ser desestimado; 

Considerando, en cuanto a la violación del artículo 71 
de la Ley de Registro de Tierras, relativo a la fuerza pro-
batoria de las actas auténticas y de las actas bajo firma 
privada; que los recurrentes Federico Cuevas Díaz y Raúl 
Espinal fundaron su reclamación, en lo que respecta a Re-
gla o Reglita Rodríguez, Aquilino Jiménez, Crescencio Ro-
dríguez y los sucesores de Isaías de los Santos, en un do-
cumento de fecha veinticuatro de agosto de mil novecientos 
cuarenta y dos, certificadas las firmas y las impresiones di- 
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nativamente en la instancia en casación, aún cuando ha.. 
yan figurado ante el Tribunal de Tierras englobados en una 
sucesión innominada; que, por la misma razón, si el aboga. 
do que se ha constituido por el finado Fidel Beltré lo que 
ha querido es constituirse por los sucesores del de cujas, 
ha debido indicarlos y probar su calidad, porque de lo con-
trario incurre, como ha incurrido, en el mismo vicio que 
censura; que por todo lo expuesto, procede declarar nulo 
el acto notificado a los sucesores de Fidel Beltré; 

Considerando que no habiendo sido emplazados en ca-
sación los Sucesores de Fidel Beltré, y habiendo expirado 
el plazo de 30 días estipulado por el artículo 7 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación, procede declarar la ca-
ducidad del recurso en cuanto a dichos sucesores concierne; 

Considerando en cuanto a la violación de los artícu-
los 2228, 2229 y 2262, relativos a la prescripción adquisiti-
va; que, sobre este particular el Tribunal a quo, para adju-
dicar a los actuales intimados determinadas porciones de 
terreno dentro de la Parcela No. 65, del Distrito Catastral 
No. 21, de la común de San Cristóbal, comprobaron en he-
cho, mediante las pruebas que fueron regularmente some-
tidas a los debates, que los actuales intimados tenían una 
posesión legal sobre sus respectivas porciones de terreno 
con todos los caracteres para prescribir, por la más larga 
prescripción; que a tal conclusión llegaron los jueces del 
fondo después de establecer correctamente que los recla-
mantes Federico Cuevas Díaz y Raúl Espinal no estaban 
provistos de un justo título que les permitiera invocar la • 
prescripción abreviada del artículo 2265, reformado, del Có-
digo Civil; que, por consiguiente, la sentencia impugnada 
lejos de violar los artículos 2228, 2229 y 2262 del Código 
Civil, hizo una correcta aplicación de los mismos; 

Considerando, en cuanto a la violación del artículo 
.74 de la Ley de Registro de Tierras, que los recurrentes 
critican el fallo impugnado porque "las adjudicaciones con- 

signadas sobre varias porciones indeterminadas, no satis- 
facen el alcance imperativo de la Ley de Registro de Tie- 

rras"; 
Considerando que el Tribunal Superior de Tierras pue-

de adjudicar porciones de terreno dentro de una parcela 
a base de las posesiones de los reclamantes; que, en este 
orden de ideas, el artículo 74 de la Ley de Registro de Tie-
rras, permite al Tribunal de Tierras, para la determinación 
de las colindancias, tomar en consideración, entre otros ele-
mentos, "las declaraciones de residentes antiguos, y la exis-
tencia de cercas, murallas, setos, zanjas y trochas"; que 
de este modo, las contestaciones que puedan sobrevenir co-
mo consecuencia de una adjudicación hecha en esa forma, 
son dificultades que atañen al procedimiento de subdi-
visión de la parcela; 

Considerando que en el presente caso el Tribunal Su-
perior de Tierras ordenó el registro del derecho de propie-
dad teniendo en cuenta la posesión de la mayor parte de 
los adjudicatarios, lo que permite la localización del te-
rreno; que; por otra parte, si hay alguna adjudicación in-
determinada en la Parcela No. 65, como lo afirman los re-
currentes, éstos carecen de interés en invocar esa circuns-
tancia como medio de casación, puesto que la adjudicación 
hecha en esa forma a los otros reclamantes, es obvio que 
debe serles indiferente; que, en consecuencia, este media 
debe ser desestimado; 

Considerando, en cuanto a la violación del artículo 71 
de la Ley de Registro de Tierras, relativo a la fuerza pro-
batoria de las actas auténticas y de las actas bajo firma 
priv'ada; que los recurrentes Federico Cuevas Díaz y Raúl 
Espinal fundaron su reclamación, en lo que respecta a Re-
gla o Reglita Rodríguez, Aquilino Jiménez, Crescencio Ro-
dríguez y los sucesores de Isaías de los Santos, en un do-
cumento de fecha veinticuatro de agosto de mil novecientos 
cuarenta y dos, certificadas las firmas y las impresiones di- 
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gitales por el Notario Felipe Cartagena, en la cual se da 
constancia de que las personas que se acaban de mencionar 
vendieron a estos últimos las mejoras que habían fomen-
tado en terrenos ubicados en Hatillo de Yaguate; 

Considerando que la firma de las partes en una es-
critura bajo firma privada es un elemento esencial para 
su existencia; que la firma debe ser manuscrita y repro-
ducir el nombre Cel signatario y no puede ser reemplaza-
da por una cruz, por otras marcas o por las impresiones di-
gitales; que ello es tanto más cierto, cuanto que el artícu-
lo 189 d) de la Ley de Registro de Tierras, que permite 
en ciertos casos que las partes que no supieron o no pu-
dieren firmar, pongan sus marcas o impresiones digitales, 
es a condición de que el acto se haga ante dos testigos y 
que sea jurado ante un notario u oficial público compe-
tente; que, por consiguiente, el Tribunal a quo al negarle 
toda fuerza probatoria al acta del veinticuatro de agosto 
de mil novecientos cuarenta y dos, en relación con los in-
timados que la han denegado, ha hecho una correcta apli-
cación del artículo 71 de la Ley de Registro de Tierras, el 
cual reproduce el artículo 1332 del Código Civil; 

Considerando que el medio fundado en la violación del 
artículo 66, no ha sido desarrollado en el memorial de ca-
sación; que como este texto contiene numerosas disposicio-
nes acerca de la celebración de la audiencia, y no se pue-
de determinar a cuál de sus disposiciones se refiere la vio-
lación invocada, procede desestimar dicho medio por no es-
tar Justificado; 

Considerando, en cuanto a la violación del artículo 
84 de la Ley de Registro de Tierras, que lo expuesto pre-
cedentemente pone de manifiesto que el fallo impugnado 
contiene los elementos de hecho que le han permitido a 
la Suprema Corte de Justicia verificar la correcta aplica-
ción que en él se hizo de la ley, por lo cual no carece de 
base legal; que asimismo, el fallo contiene motivos sufi- 

cientes acerca de todos los aspectos de la decisión atacada; 
que, por ello, este medio debe ser también desestimado; 

Por tales motivos, Primero: Declara ajenos al litigio 
a los intimados Bienvenido Jiménez, Miguel Rodríguez y 
José Antonio de los Santos; Segundo: Declara de oficio la 
caducidad del recurso en lo que concierne a los Sucesores 
de Fidel Beltré; Tercero: Rechaza el recurso de casación in-
terpuesto por Federico Cuevas Díaz y Raúl Espinal, con-
tra sentencia dictada por el Tribunal Superior de Tierras 
en fecha tres de febrero de mil novecientos cincuenta y 
tres, relativo a la parcela No. 65, del Distrito Catastral 
No. 21, Común de San Cristóbal, cuyo dispositivo se copia 
en otra parte del presente fallo; Cuarto: Condena a los re-
currentes al pago de las costas, distrayéndolas, respectiva) 
mente, en provecho de los Licds. Félix Tomás Del Mon4 
y Andújar y Milcíades Duluc, abogados de las partes intil-
madas, quienes ofirman haberlas avanzado en su mayor 

parte. 
(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.—

Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— A. Al-
varez Aybar.— Damián Báez B.— Manuel A. Amiama.— 
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 

certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 



gitales por el Notario Felipe Cartagena, en la cual se da 
constancia de que las personas que se acaban de mencionar 
vendieron a estos últimos las mejoras que habían fomen-
tado en terrenos ubicados en Hatillo de Yaguate; 

Considerando que la firma de las partes en una es-
critura bajo firma privada es un elemento esencial para 
su existencia; que la firma debe ser manuscrita y repro-
ducir el nombre Celo signatario y no puede ser reemplaza-
da por una cruz, por otras marcas o por las impresiones di-
gitales; que ello es tanto más cierto, cuanto que el artícu-
lo 189 d) de la Ley de Registro de Tierras, que permite 
en ciertos casos que las partes que no supieron o no pu-
dieren firmar, pongan sus marcas o impresiones digitales, 
es a condición de que el acto se haga ante dos testigos y 
que sea jurado ante un notario u oficial público compe-
tente; que, por consiguiente, el Tribunal a quo al negarle 
toda fuerza probatoria al acta del veinticuatro de agosto 
de mil novecientos cuarenta y dos, en relación con los in-
timados que la han denegado, ha hecho una correcta apli-
cación del artículo 71 de la Ley de Registro de Tierras, el 
cual reproduce el artículo 1332 del Código Civil; 

Considerando que el medio fundado en la violación del 
artículo 66, no ha sido desarrollado en el memorial de ca-
sación; que como este texto contiene numerosas disposicio-
nes acerca de la celebración de la audiencia, y no se pue-
de determinar a cuál de sus disposiciones se refiere la vio-
lación invocada, procede desestimar dicho medio por no es-
tarjustificado; 

Considerando, en cuanto a la violación del artículo 
84 de la Ley de Registro de Tierras, que lo expuesto pre-
cedentemente pone de manifiesto que el fallo impugnado 
contiene los elementos de hecho que le han permitido a 
la Suprema Corte de Justicia verificar la correcta aplica-
ción que en él se hizo de la ley, por lo cual no carece de 
base legal; que asimismo, el fallo contiene motivos sufi- 

cientes acerca de todos los aspectos de la decisión atacada; 
que, por ello, este medio debe ser también desestimado; 

Por tales motivos, Primero: Declara ajenos al litigio 
a los intimados Bienvenido Jiménez, Miguel Rodríguez y 
José Antonio de los Santos; Segundo: Declara de oficio la 
caducidad del recurso en lo que concierne a los Sucesores 
de Fidel Beltré; Tercero: Rechaza el recurso de casación in-
terpuesto por Federico Cuevas Díaz y Raúl Espinal, con-
tra sentencia dictada por el Tribunal Superior de Tierras 
en fecha tres de febrero de mil novecientos cincuenta y 
tres, relativo a la parcela No. 65, del Distrito Catastral 
No. 21, Común de San Cristóbal, cuyo dispositivo se copia 
en otra parte del presente fallo; Cuarto: Condena a los re-
currentes al pago de las costas, distrayéndolas, respectiva) 
mente, en provecho de los Licds. Félix Tomás Del Mont4 
y Andújar y Milcíades Duluc, abogados de las partes intil 
madas, quienes ofirman haberlas avanzado en su mayor 

parte. 
(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.—

Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— A. Al-
varez Aybar.— Damián Báez B.— Manuel A. Amiama.— 
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 

certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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